
LA NUEVA COYUNTURA CRÍTICA EN LOS PAÍSES ANDINOS





Martín Tanaka 
Editor

IEP Instituto de Estudios Peruanos



©	 IEP Instituto de Estudios Peruanos
	 Horacio Urteaga 694, Lima 11
	 Telf. (511) 332-6194
	 Fax (511) 332-6173
	 E-mail: publicaciones@iep.org.pe
	 Web: www.iep.org.pe 

©	 IDEA Internacional
	 Oficina Perú
	 Andrés Reyes 191, San Isidro, Lima 27
	 Telf. (511) 4404092
	 Fax (511) 4212055
	 E-mail: infoperu@idea.int
	 Web: www.idea.int
	

	 ISBN: 978-9972-51-240-7

	 ISSN: 1019-4460

	 Impreso en Perú

	 Primera edición, abril de 2009
	 1,000 ejemplares

	 Hecho el depósito legal 
	 en la Biblioteca Nacional del Perú: 2009-04053

	 Registro del proyecto editorial 
	 en la Biblioteca Nacional: 11501020900216

Prohibida la reproducción total o parcial de las características gráficas de este libro  
por cualquier medio sin permiso de los editores.

Serie: América Problema, 25 

Tanaka, Martín, ed.

La nueva coyuntura crítica en los países andinos. Lima, IEP; Internacional IDEA, 
2009 (América Problema, 25)

DEMOCRACIA; PARTIDOS POLÍTICOS; REPRESENTACIÓN POLÍTICA; 
MOVIMIENTOS SOCIALES; PARTICIPACIÓN POLÍTICA; ESTADO; REGIÓN 
ANDINA

W/02.04.01/A/25







PREFACIO 

El Instituto de Estudios Peruanos (IEP) y el Instituto Internacional 
para la Democracia y la Asistencia Electoral (IDEA Internacional) 

han colaborado en la coedición del libro La nueva coyuntura crítica en 
los países andinos, editado por Martín Tanaka, en el que participan des-
tacados investigadores con trabajos novedosos y sugerentes, tanto por 
el valor académico y práctico de esta publicación como por la oportu-
nidad que representa para reafirmar los valores y objetivos institucio-
nales que les son comunes.

El IEP es un centro peruano sin fines de lucro dedicado a la in-
vestigación, la enseñanza y la difusión de los estudios sociales sobre 
el Perú y otros países de América Latina. Sus miembros son profe-
sionales con amplia experiencia en la investigación, la docencia, la 
gestión pública y la consultoría para organismos nacionales e inter-
nacionales. Las actividades que realizan buscan contribuir al desa-
rrollo económico con equidad, al fortalecimiento de las instituciones 
democráticas y al reconocimiento de la riqueza de la diversidad cul-
tural del Perú.

En cumplimiento de su misión institucional y promoviendo la 
pluralidad de enfoques disciplinarios, las publicaciones del IEP difun-
den desde hace más de cuarenta años la labor de sus miembros y de 
peruanos y peruanistas, lo que permite conocer y discutir los resul-
tados de las investigaciones, consultorías y eventos académicos, con 
precios accesibles, a estudiantes universitarios y público de menores 
recursos. Las investigaciones y publicaciones del IEP se orientan a la 
búsqueda de un equilibrio entre el crecimiento económico, la elimi-
nación de las desigualdades sociales, el conocimiento de la historia y 
la cultura del Perú, y el fortalecimiento de los derechos ciudadanos y 
la democracia en el país.



IDEA Internacional es una organización intergubernamental que 
busca lograr la compleja y urgente sostenibilidad de la democracia 
en el Perú, así como el fortalecimiento de las instituciones y proce-
sos democráticos en todo el mundo. Con esta publicación, IDEA Inter-
nacional contribuye a la difusión de conocimientos y ofrece elemen-
tos para un debate sobre la problemática de la democracia tanto en el 
Perú como en los países andinos, relevante para una serie de actores 
sociales como formuladores de políticas, gobiernos donantes, organi-
zaciones y agencias de las Naciones Unidas y otras instituciones de-
dicadas a la construcción de la democracia. 

Además de estos objetivos, IDEA Internacional —con sede princi-
pal en Estocolmo y una oficina subregional andina en el Perú— cum-
ple otras importantes tareas, como colaborar en los procesos de cons-
trucción constitucional genuinamente nacionales que sean sensibles a 
la prevención de conflictos; apoyo a procesos electorales, incluyendo el 
diseño y gestión de elecciones que sean llevadas adelante profesional-
mente, y que construyan y consoliden la confianza pública en el proceso 
electoral; el fortalecimiento de un sistema de partidos políticos repre-
sentativos; asesoramiento de la democracia basado en la ciudadanía; gé-
nero y democracia, democracia y desarrollo; y democracia y seguridad.

Este libro permite no sólo comprender mejor el desarrollo recien-
te de la democracia en el Perú y los países vecinos, sino que sugiere 
estrategias orientadas a superar los obstáculos que se presentan en 
los procesos de construcción de la democracia en los países andinos. 
Los trabajos aquí reunidos permiten comparar y analizar los nuevos 
escenarios políticos en los países andinos, examinando la idea de que 
estaríamos viviendo una nueva “coyuntura crítica”; es decir, una en-
crucijada, en la que termina un ciclo histórico y se abre otro decisivo, 
en la que los actores sociales tienen oportunidades de remontar pro-
blemas estructurales de sus sistemas políticos. Esperamos que estos 
estudios contribuyan a comprender y mejorar el desarrollo de la de-
mocracia en los países analizados por los diferentes autores.

Carlos Iván Degregori	 Vidar Helgesen
Director General	 Secretario General
IEP	 IDEA Internacional



INTRODUCCIÓN 

Más allá de la “democracia electoral”  
y del “Consenso de Washington”:  
política y sociedad en la nueva “coyuntura crítica”  
en los países andinos.

Martín Tanaka

La propuesta que motivó los trabajos recogidos en este libro fue 
explorar los nuevos escenarios que se abren en los países andi-

nos en el momento actual, partiendo de la idea de que estaríamos an-
te una nueva “coyuntura crítica”, una encrucijada, en la que termina 
un ciclo histórico y se abre otro, en la que las acciones y omisiones de 
los actores resultan teniendo espacios y posibilidades de remontar 
condicionamientos estructurales, y cuyo desenlace tendrá importan-
tes consecuencias de mediano y largo plazo.1

En los países andinos se suele llamar la atención sobre la fortale-
za de los condicionamientos estructurales (pobreza, fragmentación 
social, débiles capacidades de acción colectiva, debilidad del Estado), 
de la que se deduciría una menor autonomía de la esfera política y una 
menor capacidad de agencia de los actores políticos. Sin embargo, se 
pasa por alto que, precisamente por la debilidad de los actores socia-
les, por la escasa capacidad de acción de la sociedad sobre sí misma, 
la intervención, el protagonismo del Estado y el voluntarismo político 
a través de este ha sido siempre muy importante.2 Además, el peso de

1.	 Sobre las “coyunturas críticas” y diversas maneras de entenderlas, ver, entre 
muchos otros, Collier y Collier (1991), Thelen (1999), Mahoney (2001), Levi 
(2002) y Capoccia y Kelemen (2007).

2.	 En esta línea de interpretación ver Touraine (1989).
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los condicionantes estructurales se relativiza en contextos de crisis y 
de cambio; y ambos elementos están claramente presentes en los paí-
ses andinos en las últimas décadas.

Una manera provechosa de pensar los cambios por los que ha pa-
sado la región es la propuesta de Garretón et al. (2004). Los autores 
sostienen que hemos pasado a lo largo de los años ochenta por el ago-
tamiento de una matriz de relaciones entre Estado, sociedad, econo-
mía y política de carácter nacional-popular-estatista, y a lo largo de 
los años noventa por diversos intentos de establecer una matriz al-
ternativa en torno a políticas orientadas al mercado. Sin embargo, así 
como la crisis de la deuda expresó de manera elocuente los límites de 
la matriz nacional-popular-estatista, y determinó una “década per-
dida” para el desarrollo de nuestros países, la crisis internacional de 
la “media década perdida” entre 1998 y 2002 fue expresión del ago-
tamiento de las reformas de mercado, cuando menos de su “primera 
generación”.3 

La recesión del período 1998-2002 dio lugar a un intenso deba-
te sobre los resultados de las reformas prescritas por el “Consenso 
de Washington”. Para algunos, estas reformas estuvieron bien, pero, 
cumplida una primera etapa, se impone una nueva agenda de refor-
mas, esta vez enfatizando la reforma del Estado y el fortalecimien-
to de las instituciones, así como las políticas distributivas y sociales.4 
Para otros, de lo que se trata es de corregir el modelo económico, ha-
cia alguna versión de manejo social-demócrata,5 o de cambiar drás-
ticamente de modelo económico, hacia uno con un renovado prota-
gonismo y control estatal de la economía, con un control nacional de 
los recursos naturales,6 o hacia formas no capitalistas de producción, 

3.	 Según datos de Ocampo (2003), la tasa de crecimiento promedio anual del PBI 
per cápita en América Latina evolucionó de la siguiente manera: en el período 
1950-80, creció en 2,8%; en 1980-90, decreció en -1,0%; en 1990-97, creció en 
2,0%; y en 1998-2002, volvió a decrecer en -0,2. Sobre las reformas de primera 
y segunda generación, ver Naím (1995, 1995a).

4.	 Ver por ejemplo Kuczynski y Williamson (2003). Es interesante leer al propio 
Williamson (2004, 2005).

5.	 Castañeda (2006) y Petkoff (2005).
6.	 Sobre el punto ver Castañeda, Morales y Navia (2008).
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basadas en diversas formas autogestionarias, solidarias y partici-
pativas, contrapuestas a la propuesta de globalización actualmente  
imperante.7 

La “media década perdida” fue expresión de la fragilidad de los in-
tentos por establecer una matriz “mercado-céntrica” como ordenado-
ra de las diversas esferas de la vida social. Esto tuvo una manifestación 
muy directa sobre el ámbito político y problemas de legitimidad del 
orden democrático en todos nuestros países. Según datos del Latino-
barómetro, mientras que en 1996 un 41% de encuestados señalaba es-
tar “satisfecho o más bien satisfecho” con el funcionamiento de la de-
mocracia en su país, este porcentaje cayó hasta 25% en 2001. En este 
marco, quedó claro que en la región habíamos logrado consolidar me-
dianamente una “democracia electoral”, pero que el gran reto era en-
frentar los desafíos de la desigualdad, la exclusión y la pobreza, que 
impiden un ejercicio pleno de los derechos ciudadanos.8 Esto se expre-
só en el sistema político en mayores niveles de volatilidad electoral, en 
la caída en el respaldo que suscitaban los partidos tradicionales en los 
distintos países, en la emergencia de fuerzas alternativas y en la proli-
feración de discursos antipolíticos y antisistema. En el plano social, es-
ta coyuntura se expresó elocuentemente en un amplio conjunto de mo-
vilizaciones y protestas sociales, algunas de las cuales llegaron incluso 
a derribar presidentes y forzar renuncias o destituciones, en medio de 
una aguda inestabilidad política e institucional: pensar en Ecuador con 
Abdalá Bucaram en 1997 y Jamil Mahuad en 2000, Bolivia con Gonzalo 
Sánchez de Lozada en 2003 y Carlos Mesa en 2005; también en las mo-
vilizaciones contra Alberto Fujimori en el período 1998-2000, así co-
mo en elevados niveles de polarización social en Venezuela, que llega-
ron hasta un intento de golpe de estado en 2002. 

En este libro exploramos las dimensiones políticas y sociales de 
esta última coyuntura crítica. En lo político, ¿estamos ante cambios 
fundamentales en los sistemas de partidos y el inicio de nuevas for-
mas de representación política? ¿Estamos ante el final definitivo de 
las prácticas políticas que sostuvieron nuestras democracias en las 

7.	 Ver por ejemplo Santos (2007).
8.	 Ver PNUD (2004).
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últimas dos décadas? En este marco, ¿estamos ante cambios funda-
mentales en cuanto a la aplicación de políticas orientadas al mercado, 
capaces de instaurar un nuevo modelo? Y en lo social, ¿cuál es el sen-
tido de las protestas sociales que han conmocionado la región en los 
últimos años? ¿Se trata de un cuestionamiento a determinadas políti-
cas en curso o de cuestionamientos al sistema político en general? ¿Se 
trata de reclamos por integración social o de cuestionamientos globa-
les al orden imperante? ¿Están en juego la gestación de nuevas formas 
de participación y representación? 

¿Qué nos dicen los trabajos de este libro, referidos a los países an-
dinos, respecto a estas preguntas? Ciertamente se presenta un pano-
rama complejo, diverso, donde coexisten cambios y continuidades, pe-
ro donde es posible establecer algunas líneas generales. Es claro, como 
señala Mainwaring, que la región pasa por serios problemas de legiti-
midad; dentro de este panorama general, hay países que han atrave-
sado por cambios bruscos, como Venezuela desde 1998, analizada por 
Kornblith, así como Ecuador y Bolivia (analizada por Mayorga en este 
volumen) desde 2006. En Colombia tenemos una combinación particu-
lar entre cambios y continuidades, especialmente durante los años del 
presidente Uribe. Destacan fuertes cambios en cuanto a la evolución 
del sistema de partidos, con la presencia de un muy fuerte liderazgo 
presidencial con constantes choques con la institucionalidad política, 
un debilitamiento de los partidos tradicionales y el avance de una iz-
quierda política con fuertes vínculos con la organización social. En es-
te cuadro, Botero y Rodríguez muestran los efectos de las últimas re-
formas electorales, y cómo se implementan políticas de ordenamiento 
del sistema político, con efectos importantes en ese sentido, aunque sin 
resolver los problemas de fondo. Finalmente, tenemos que Perú cambió 
mucho con la caída del fujimorismo en 2000, y muestra también una si-
tuación ambigua en la cual coexisten actores tradicionales con outsi-
ders, tendencias hacia la institucionalización y al mismo tiempo hacia 
la desestructuración, como señala Meléndez en este volumen. 

Los problemas originados por políticas públicas que no logra-
ron superar los problemas sociales estuvieron en la base de una ma-
yor actividad social de contestación. Ella ha asumido una gran varie-
dad de formas; acaso la más fuerte sea la expresada con la llegada del 
MAS al poder político; ese descontento social y el creciente desapego 
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del orden político-institucional abre espacio para la reactualización 
de prácticas y estilos populistas, como los descritos por De la Torre 
en este volumen, refiriéndose al caso de Ecuador,9 facilitados además 
por una poco común abundancia de recursos, como señala Varas en 
su trabajo. De otro lado, la contestación se expresa también en el cre-
cimiento de fuerzas políticas de izquierda, como muestra Archila en 
su trabajo sobre Colombia. 

¿Qué hacer para responder al descontento ciudadano y legitimar 
las instituciones democráticas? El Estado es el llamado a implementar 
políticas públicas eficaces, y allí nuevamente aparecen limitaciones im-
portantes, como muestra Mainwaring para el conjunto de la región. En 
su trabajo, referido al caso del Ecuador, Pachano llama la atención so-
bre cómo diversos bloqueos políticos explican los límites del Estado 
y sus dificultades para implementar reformas, y cómo estos límites a 
su vez dan cuenta de las limitaciones de la democracia. Por su parte, 
Laserna, para el caso de Bolivia, explica la persistencia estructural de 
una lógica rentista, una continuidad fundamental en medio de los pro-
fundos cambios en otros órdenes de cosas. No sólo estamos ante los lí-
mites del Estado; también, como Mainwaring explica, ante problemas 
de legitimidad derivados de altas expectativas ciudadanas, y de agu-
dos niveles de competencia política. Es decir, problemas que son conse-
cuencia del asentamiento de ciertos hábitos y prácticas democráticas, 
que obligan a mejorar los estándares cada vez más. 

¿Qué se puede decir del panorama descrito, en términos generales? 
Podría decirse que estamos relativamente seguros de estar pasando 
por un momento de cambio, pero sin saber exactamente qué configu-
ración emergerá en el futuro; si es que habrá una suerte de reequilibra-
miento con una importante persistencia de elementos del pasado, o si 
es que primarán elementos novedosos, aunque de contornos todavía 
poco claros. De lo que sí podemos estar seguros es de los riesgos y di-
ficultades que se presentan ante nuestros países: donde prima la con-
tinuidad, el desafío está en cómo superar los límites de democracias 
“electorales” y legitimar los regímenes democráticos avanzando ha-
cia mayores y mejores niveles de ciudadanía; donde prima el cambio, 

9.	 Sobre el populismo ver libro reciente de Freidenberg (2007), entre muchos 
otros.
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la cosa es evitar limitar el pluralismo y la competencia política, de-
jarse llevar por liderazgos populistas que erosionen la institucionali-
dad democrática y caer en nuevas formas de autoritarismo, aunque se 
mantenga una fachada democrática.10

*****
Los capítulos que componen este libro fueron inicialmente po-

nencias presentadas en el seminario que tuvo el mismo título que es-
ta introducción, realizado en agosto de 2006, organizado por el Ins-
tituto de Estudios Peruanos junto con el Helen Kellogg Institute for 
International Studies de la Universidad de Notre Dame, y el Institu-
to de Estudios Superiores de Administración (IESA), de Caracas, Ve-
nezuela, con el apoyo del Programa Fulbright y de la Fundación Ford. 
Después del seminario los autores corrigieron y actualizaron sus tra-
bajos, logrando, al menos parcialmente, dar cuenta de los aconteci-
mientos más recientes de una región siempre cambiante. 

Esta publicación es posible gracias al Instituto de Estudios Pe-
ruanos y a IDEA Internacional, y gracias también al apoyo de Scott 
Mainwaring, del Helen Kellogg Institute for International Studies de 
la Universidad de Notre Dame y de la Fundación Ford.
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1 

La insistencia de los partidos.1  
Una aproximación sobre la permanencia  
de los partidos políticos tradicionales  
en los países andinos

Carlos Meléndez

Introducción

En el proceso electoral peruano de 2006 se han legitimado dos for-
mas de hacer política: la política partidarizada que toma como base a 
los partidos más antiguos del sistema político (los cuales han logrado 
reposicionarse luego de la década fujimorista) y la política del outsi-
der antipartidario que toma como base un discurso crítico de la clase 
política y deja en un segundo plano la construcción de una propuesta 
orgánica e institucional.

La política partidarizada subsiste a pesar de la prédica antipolí-
tica de los gobiernos de Alberto Fujimori (1990-2000) y del sistema 
partidario que colapsó en los años noventa. Del mismo modo, la po-
lítica del outsider permanece vigente a pesar de las reformas insti-
tucionales (especialmente la Ley de Partidos Políticos) que se imple-
mentaron para evitar la fragmentación política y la incursión exitosa 
de estos nuevos actores.

Así, en el Perú se establece un “régimen de convivencia” luego de 
un período transicional inconcluso, que implementó tímidamente las 

1.	 Agradezco los comentarios de Cynthia Sanborn, Simón Pachano y Martín Ta-
naka a versiones anteriores de este texto.
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reformas institucionales que no consiguieron fortalecer el sistema, 
y que estuvo signado por una constante inestabilidad política y con-
flictividad social.

A partir de este breve diagnóstico, vamos a concentrar nues-
tro análisis en el grupo de organizaciones políticas que representan 
la política partidarizada, denominada como “tradicional”, y que para 
algunos analistas enfrentaban serios problemas de debilitamiento y 
estaban a punto de desaparecer. El retorno del APRA al sistema de re-
presentación nacional en 2001 y su victoria en 2006 (ver gráfico 1.1) 
nos permite extender la pregunta sobre el futuro de los partidos tradi-
cionales a la región andina: ¿cuál es el futuro de los partidos políticos 
más antiguos de los países andinos? ¿Cuáles son los factores que per-
miten, en algunos casos, su sostenimiento en el tiempo? ¿Cuáles son 
los factores que han determinado su virtual desaparición en otros?

En el presente artículo queremos poner a prueba el argumento 
de la institucionalización de los partidos políticos como elemento que 
explica la “sobrevivencia” de los partidos más tradicionales. Conside-
ramos que una relación horizontal y programática/ideológica entre 
el partido y la sociedad, la acumulación de capital político, el desa-
rrollo de un alto nivel de institucionalidad interna, la transferencia 
efectiva de liderazgos y una estrategia de enraizamiento subnacio-
nal son factores que influyen en el fortalecimiento de estas organi-
zaciones, contribuyen a su permanencia pero no aseguran necesaria-
mente el éxito electoral. Precisamente una breve aproximación a la 
estrategia política de algunos partidos tradicionales que han “sobre-
vivido” a los respectivos colapsos de sistema permiten ejemplificar la  
discusión.

Para ello retomamos primero una clasificación sobre los parti-
dos políticos andinos según su antigüedad, desarrollada en un estu-
dio anterior. Luego analizamos las características que enmarcan la 
relación de los partidos con la sociedad y realizamos una clasifica-
ción mixta —teniendo en cuenta ambos criterios— sobre los parti-
dos políticos andinos. Inmediatamente después se discute los facto-
res de “vitalidad” de las organizaciones políticas relacionadas con su 
institucionalización. Finalmente, terminamos con la ejemplificación 
de la estrategia seguida por algunos de los partidos tradicionales pa-
ra corroborar los factores señalados.
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Gráfico  1.1
Evolución del voto PAP

Clasificación de los partidos políticos andinos  
de acuerdo con su antigüedad 

En una investigación anterior, planteamos una clasificación tempo-
ral de los partidos políticos andinos de acuerdo con su antigüedad.2 
Utilizamos como línea temporal divisoria los años en que se realizó 
la tercera ola democratizadora en la región, es decir, a partir de 1978, 
en el Ecuador, y 1979 en el Perú. Tomando en cuenta este referen-
te, se clasificó a los partidos políticos andinos en antiguos (aquellos 
que existieron previamente al inicio de este período democratiza-
dor) y nuevos (es decir, aquellos que se formaron bajo los nuevos sis-
temas democráticos que se fundaron en la región a partir de dicha ola  
democratizadora).

2.	 Roncagliolo, Rafael y Carlos Meléndez (eds.), La política por dentro. Cambios y 
continuidades en las organizaciones políticas de los países andinos. Lima: IDEA 
Internacional, 2007.

Fuente: ONPE. 
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De acuerdo con los hallazgos de esa investigación, los sistemas 
políticos andinos se caracterizan, en la actualidad, por la conviven-
cia de ambos tipos de agrupaciones: los primeros, más consolidados 
en términos institucionales, debido, evidentemente, a su antigüe-
dad; y los segundos, que insertan un nuevo dinamismo a la activi-
dad política, respondiendo, en muchos casos, a demandas que no 
habían aparecido ni habían sido incorporadas por los primeros en 
los años posteriores. Precisamente, la combinación de estos dos ti-
pos de organizaciones políticas establece modos de convivencia ar-
mónica o crítica, de acuerdo con cada caso nacional, lo que tiene un 
impacto directo en la estabilidad política de cada uno de los países. 
Ya que ambos tipos de partidos obedecen a lógicas políticas distin-
tas, con distintos niveles de institucionalización (como veremos más 
adelante), la gobernabilidad de la región se encuentra supeditada a 
las formas y a los mecanismos de los acuerdos multipartidarios que 
permitan un diálogo político entre ambos tipos y a la posibilidad de 
estructurar regímenes de convivencia y cooperación al respecto.

El universo de organizaciones políticas considerado para este 
artículo se basa en los criterios planteados en La política por dentro:3 
peso parlamentario (partidos mayores con representación parla-
mentaria), presencia histórica y desempeño en elecciones subna-
cionales previo a las elecciones de 2006. De este modo se obtuvo un 
total de 37 organizaciones políticas que, de acuerdo con la división 
cronológica señalada, se distribuyen en catorce partidos políticos 
antiguos y 23 nuevos.4

Si nos enfocamos en el primer grupo, podemos señalar que los 
partidos políticos más antiguos de la región andina son colombianos: 
el Partido Liberal de Colombia (PL) y el Partido Conservador de Co-
lombia (PC). Ambos se fundaron antes de la segunda mitad del siglo 

3.	 Meléndez y Roncagliolo (2006).
4.	 Planteamos una modificación en la división entre “antiguos” y “nuevos” hecha 

por Melendez y Roncagliolo (2007). Consideramos más adecuado incluir en el 
primer grupo al Movimiento Popular Democrático (MPD) y a Acción Democráti-
ca Nacionalista (ADN). Si bien es cierto que estos partidos se fundaron una vez 
realizada la transición a la democracia en sus respectivos países, son el resul-
tado del proceso transicional y formaron parte del establishment político resul-
tante de este.
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Cuadro 1.1
Partidos políticos andinos según año de fundación

Clasifi- 
cación

N° Año de  
fundación

Agrupación política País

A 
n 
t 
i 
g 
u 
o 
s

1 1848 Liberal (PL) Colombia

2 1849 Conservador (PC) Colombia

3 1930 Partido Aprista Peruano (PAP) Perú

4 1941 Acción Democrática (AD) Venezuela

5 1942 Movimiento Nacionalista 
Revolucionario (MNR)

Bolivia

6 1946 Comité de Organización Política 
Electoral Independiente (COPEI)

Venezuela

7 1952 Partido Social Cristiano (PSC) Ecuador

8 1956 Acción Popular (AP) Perú

9 1964 Democracia Popular (DP) Ecuador

10 1966 Partido Popular Cristiano (PPC) Perú

11 1970 Izquierda Democrática (ID) Ecuador

12 1971 Movimiento de Izquierda 
Revolucionaria (MIR)

Bolivia

13 1978 Movimiento Popular Democrático 
(MPD)

Ecuador

XIX, cuyos antecedentes históricos se remontan a la guerra de inde-
pendencia. En la primera mitad del siglo XX, nacieron en la región an-
dina partidos con planteamientos antioligárquicos: el Partido Aprista 
Peruano (PAP), de Perú; el Movimiento Nacionalista Revolucionario 
(MNR), de Bolivia; y Acción Democrática (AD) en Venezuela (aunque 
este con pretensiones de frente pluriclasista). Un tercer elemento in-
teresante es la formación de los partidos demócrata-cristianos en la 
década de 1960: Democracia Popular (DP), en Ecuador, y el Partido 
Popular Cristiano (PPC), en Perú; el COPEI (Venezuela) se había funda-

sigue...
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N 
u 
e 
v 
o 
s

14 1979 Acción Democrática Nacionalista 
(ADN)

Bolivia

15 1982 Partido Roldosista Ecuatoriano 
(PRE)

Ecuador

16 1991 Alianza Social Indígena (ASI) Colombia

17 1994 Unión por el Perú (UPP) Perú

18 1995 Movimiento Nueva Izquierda (MNI) Perú

19 1995 Nueva Fuerza Republicana (NFR) Bolivia

20 1995 Movimiento al Socialismo (MAS) Bolivia

21 1996 Pachakútik (PK) Ecuador

22 1997 Patria Para Todos (PPT) Venezuela

23 1997 Movimiento Quinta República (MVR) Venezuela

24 1998 Cambio Radical (CR) Colombia

25 1999 Perú Posible (PP) Perú

26 1999 Movimiento Sin Miedo (MSM) Bolivia

27 2000 Movimiento Indígena Pachacuti 
(MIP)

Bolivia

28 2002 Partido Sociedad Patriótica (PSP) Ecuador

29 2002 Primero Justicia (PJ) Venezuela

30 2002 Equipo Colombia (EC) Colombia

31 2003 Unidad Nacional (UN) Bolivia

32 2003 Nuevo Partido (NP) Colombia

33 2003 Colombia Viva (CV) Colombia

34 2003 Polo Democrático (PD) Colombia

35 2003 Somos Perú (SP) Perú

36 2003 Sí Cumple (SC) Perú

37 2004 Frente Independiente Moralizador 
(FIM)

Perú

Clasifi- 
cación

N° Año de  
fundación

Agrupación política País

...viene

Fuente: La política por dentro (IDEA, 2007).
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do previamente hacia fines de los años cuarenta. La década de 1970 
trajo consigo la organización política de la izquierda en la región: Iz-
quierda Democrática (ID), en Ecuador; el Movimiento de Izquierda 
Revolucionaria (MIR), de Bolivia; y el Movimiento Popular Democrá-
tico (MPD), de Ecuador. Cabe señalar que también fue durante es-
ta década que la izquierda peruana se organizó en distintos parti-
dos políticos, uno de ellos, el Partido Comunista del Perú Patria 
Roja, es la base del actual Movimiento Nueva Izquierda. Es el pe-
ríodo en que los sistemas políticos andinos parecen estabilizar-
se y en que los sectores sociales encuentran canalización para sus 
demandas a través de estas propuestas políticas. Son partidos que 
se fundan tomando como referencia matrices ideológicas mundia-
les, o construyen interpretaciones nacionales propias que otor-
gan un soporte ideológico o propositivo a su quehacer político. 

A partir de los años noventa, consideramos, se crean otros tipos 
de agrupaciones políticas que incluso dejan de autodenominarse co-
mo “partidos”. Resalta la aparición de organizaciones políticas de in-
clinación progresista con adscripciones “étnicas” y “nacionalistas”. 
Son los casos del ASI (Colombia), el Movimiento Pachakútik (Ecua-
dor), el MAS y el MIP de Bolivia. Asimismo, se conformarían también 
partidos alrededor de reivindicaciones puntuales (“issues”) como 
la descentralización (Somos Perú, en Perú; NFR, en Bolivia), la lucha 
contra la corrupción y la búsqueda de justicia (FIM, en Perú; Prime-
ro Justicia, en Venezuela), entre otros. Surge de esta manera una ten-
dencia para empatar opciones políticas con demandas precisas, y se 
descarta, por lo menos a nivel de estrategia política, las pretensiones 
de abarcar una amplia gama de demandas. En este contexto de difi-
cultad para la definición ideológica, surgen también los partidos “de 
centro” en la región (ver cuadro 1.2).

El hito cronológico utilizado para diferenciar a las agrupaciones 
antiguas de las nuevas no sólo señala distinciones en torno a la in-
fluencia ideológica o propositiva (mayor en las antiguas, menor en 
las nuevas), o al contexto social en el que fueron formadas (identida-
des colectivas clasistas en las antiguas, identidades heterogéneas y 
particularistas en las nuevas), sino también en la concepción del mo-
delo de desarrollo económico y político. Para retomar la definición 
de la “matriz Estado céntrica” (Cavarozzi, 1996), son los partidos po-
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líticos antiguos los que se constituyen teniendo como modelo un de-
sarrollo intervencionista, orientado hacia el mercado interno, con 
medidas distributivas que permitían la incorporación controlada 
de los sectores populares. El inicio de la crisis de la deuda en los años 
ochenta cuestiona la viabilidad de este modelo, que terminaría de di-

Período de  
tiempo-fundación

N° 
partidos

Agrupaciones 
políticas

Características

Siglo XIX 2 PL y PC  

1900-1949 4 PAP, AD, MNR y 
COPEI

Surgen partidos 
antioligárquicos,  
la mayoría de corte 
socialdemócrata

1950-1959 2 PSC y AP  

1960-1969 2 DP y PPC Los dos se originan en 
la democracia cristiana

1970-1979 4 ID, MIR, MPD  
y ADN

Tres son de izquierda

1980-1989 1 PRE  

1990-1999 11 ASI, UPP, MNI, 
NFR, MAS, 
PK, PPT, MVR, 
Cambio Radical, 
PP y MSM

Étnicos (ASI, PK, MAS  
y MIP) y de izquierda  
(PPT, MVR,  
Cambio Radical)

2000 11 MIP, PSP, 
Primero 
Justicia, Equipo 
Colombia, UN, 
Nuevo Partido, 
Colombia 
Viva, Polo 
Democrático, 
SP, SC, FIM

Ocho se autoperciben 
de “centro” (Equipo 
Colombia, Primero 
Justicia, UN,  
Nuevo Partido,  
Polo Democrático,  
SP, SC, FIM)

Cuadro 1.2
Partidos políticos andinos por período de fundación

Fuente: La política por dentro (2007).
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fuminarse con las reformas de ajuste estructural que se dieron in-
mediatamente después en la región. De acuerdo con Collier y Collier 
(1991), estos cambios constituyen el desmoronamiento progresivo 
de un orden político y la aparición incierta de otro, que de acuerdo 
con Tanaka (2002) se resolvió en la región en clave neoliberal. 

Los partidos políticos en América Latina, y en la región andina 
en particular, confrontan el desafío de atravesar un doble proceso 
transicional: del autoritarismo a la democracia, y el agotamiento de 
la matriz del Estado céntrica y su paso a una de corte neoliberal.5 En 
el primer caso, hacia el final del siglo XX, el proceso de democratiza-
ción se ha estancado en regímenes semidemocráticos y por erosio-
nes al sistema democrático. Como explican algunos autores, Améri-
ca Latina es testigo de un nuevo modelo de inestabilidad: fragilidad 
(y en algunos casos colapso) de los gobiernos elegidos, incapacidad 
de los militares para dar golpes de estado, aunque pudieran hacerlo; 
protestas populares que pueden derrocar presidentes y el crecien-
te rol de los parlamentos como las arenas institucionales para sus-

5.	 Cavarozzi y Castillo (2004).

Clasificación

Contexto 
económico en 
el que fueron 

formados

Contexto social 
en el que fueron 

formados

Identidades 
políticas

Antiguos Estado-centrismo Altas capacidades 
de movilización 
social

Identidades 
colectivas 
clasistas

Nuevos Aplicación de 
reformas de ajuste 
neoliberal

Amplios sectores 
sociales 
desmovilizados y 
despolitizados

Identidades 
heterogéneas que 
desincentivan 
la organización 
colectiva

Cuadro 1.3
Clasificación de los partidos políticos  

de acuerdo con su antigüedad

Fuente: La política por dentro (IDEA, 2007)
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tentar las resoluciones de corto plazo a las crisis políticas.6 En el se-
gundo caso, las reformas de ajuste han dejado sectores no incluidos 
políticamente y las fallas de un reformulado desempeño estatal son 
el germen de crisis profundas de representación política.7 Este con-
texto transicional puede resultar hostil para la permanencia de los 
partidos políticos más tradicionales, lo cual explica cómo muchos de 
ellos fueron corroídos por la crisis. Sin embargo, queremos llamar la 
atención sobre la insistencia de varios partidos políticos formados 
en la matriz anterior y que aún permanecen vigentes en el sistema 
político a pesar de los cambios ambientales, que buscan sintonizar 
con sectores sociales emergentes, tienen presencia en las legisla-
turas y en espacios subnacionales y hasta pueden ganar elecciones  
generales.8

Clasificación de los partidos políticos  
en torno a su relación con la sociedad

La clasificación de acuerdo con la antigüedad de los partidos puede 
complementarse con otra que considere las formas de relación que 
plantean los partidos políticos con respecto a la sociedad. Para ello, 
tomamos como referencia los argumentos de Keneth Roberts9 sobre 
la desmasificación de la representación política y la verticalización 
de los lazos entre el partido y la sociedad. 

De acuerdo con Roberts, la tendencia a la desmasificación de la 
representación política en América Latina supone el declinamiento 
de las asociaciones secundarias de gran escala (sindicatos, por ejem-

6.	 Mainwaring y Pérez-Liñán (2005).
7.	 Bejarano, Mainwaring y Pizarro (2004).
8.	 Algunos ejemplos de la vigencia de partidos políticos antiguos en el panorama 

actual son la victoria del Partido Aprista Peruano en las elecciones presiden-
ciales, la permanencia en el sistema político del Partido Liberal Colombiano y 
el Partido Conservador Colombiano con control de un porcentaje importante 
del legislativo y de las gobernaciones, la continuidad de gobiernos locales de Iz-
quierda Democrática y el Partido Social Cristiano en el Ecuador y la vigencia de 
Unidad Nacional (frente que integra el Partido Popular Cristiano), como tercera 
fuerza política en el Perú. 

9.	 Roberts (2003).
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plo), el atrofiamiento de las estructuras organizacionales de base y 
el deceso del concepto mismo de militancia política. Aunque se pue-
da pertenecer a organizaciones, el nuevo tipo de filiación política 
supondría, de acuerdo con el autor, vehículos más localizados o es-
pecializados de participación. Con respecto a la tendencia a la ver-
ticalización de los lazos entre el partido y la sociedad, esta se refle-
jaría en el cambio de un modo de incorporación corporativista a un 
modo clientelista en el que las formas horizontales de organización 
basadas en intereses de clase dan cabida a redes verticales, policla-
sistas, que dependen de intercambios de favores materiales y polí-
ticos individualizados. Así, la verticalización es consecuencia de la 
atrofia de los electorados masivos y organizados y de la profesionali-
zación de las estructuras de liderazgo y de campañas electorales de 
las agrupaciones políticas.

Para el autor, estas dos tendencias reflejarían el paso de un siste-
ma de partidos de movilización obrera hacia uno elitista,10 con lo que se 
estaría retornando a un nuevo estilo de política oligárquica, más profe-
sionalizada, y con una competencia política que gira alrededor de líde-
res que atraen a un electorado diverso e indiferenciado, sin utilizar a la 
ideología o los intereses de clase como instrumento movilizador.

En La política por dentro, señalábamos que a partir de los plantea-
mientos de Roberts, es posible identificar dos tipos ideales de agrupa-
ción política tomando como referencia las relaciones que se estable-
cen con la sociedad. El primero es un modelo “horizontal-ideológico”, 
que se caracteriza por un estilo corporativista de incorporación de 
sectores sociales a la representación política sobre la base de intere-
ses de clase, lo que implicaría una presencia fuerte y desarrollado de 
asociaciones secundarias, una estructura orgánica fuerte y de preten-
sión nacional, y una militancia política activa. En cambio, el segundo 
es un modelo “vertical-personalista”, que sintetiza la relación política 
en términos de intercambio de favores individualizados, dirigiéndo-
se a un sector social indiferenciado y policlasista, lo cual implicaría la 
ausencia de asociaciones secundarias y la centralidad en la mediación 
política de redes asociativas alrededor de intereses puntuales, una es-

10.	 En concordancia con la transición de un modelo de desarrollo Estado-céntrico a 
uno postajuste neoliberal, que desarrollamos en el acápite anterior.
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tructura organiza débil y una filiación política profesionalizada y eli-
tista restringida a períodos electorales (ver cuadro 1.4).

Como lo señalamos, el autor centra su análisis en los partidos obre-
ros, por lo que encuentra una división temporal entre ambos modelos 
de relación entre Estado y sociedad: el modelo horizontal-ideológico 
pertenecería a un tipo de partido formado a base de los clivajes obre-
ros (matriz Estado céntrica), mientras que el vertical-personalista 
respondería más a un modelo de partido franquicia, es decir, que no 
apela a la representación de sectores sociales y que sobrevive gracias 
a un caudillo y a la inscripción electoral del movimiento (predominan-
te en los escenarios postajuste).11

La separación temporal presentada por Roberts es hasta cierto 
punto relativa si aplicamos el criterio a una muestra mayor a la de los 
partidos obreros. El amplio universo de partidos formados antes del 
período de “doble transición” al que hacemos referencia también pue-
de incluir a agrupaciones políticas con una mayor cercanía al modelo 
vertical-personalista, como son los casos de Acción Popular en Perú y 
del Partido Social Cristiano en el Ecuador, que paulatinamente fueron 
tomando un cariz personalista en torno a la figura de sus líderes, Fer-
nando Belaunde y León Febres Cordero, respectivamente. Asimismo, 
es posible identificar sin problema a agrupaciones formadas después 
del hito señalado que se distancian significativamente del modelo de 
partido franquicia y que, por el contrario, adscriben patrones de re-
presentación política corporativa y con un alto componente ideológico, 
como son los casos de los partidos indígenas Pachakútik en el Ecuador, 
el MIP en Bolivia y el ASI en Colombia. Si bien es cierto que el compo-
nente de movilización no es estrictamente clasista, estamos frente a 
la expresión política de nuevos movimientos sociales identificados a 
base de clivajes sociales emergentes, como es el étnico. Asimismo, po-
demos considerar partidos de fuerte componente ideológico, tanto de 
izquierda (Patria para Todos en Venezuela, Polo Democrático en Co-
lombia) como de derecha (Primero Justicia en Venezuela), formados en 
el último período. Por lo tanto, manteniendo los criterios planteados 
por Roberts y aplicándolos a un universo más amplio y no restringido 
a partidos obreros, podemos obtener una forma de clasificación mixta 

11.	 Para una caracterización del “partido franquicia” ver Tanaka (2004: 101-104). 
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y complementaria que permite comprender mejor el abanico de agru-
paciones políticas que se han formado en la región andina. 

Ubicación de los partidos políticos andinos  
de acuerdo con la clasificación mixta

Atendiendo a este doble criterio de clasificación, en La política por 
dentro esbozamos una matriz tomando en cuenta tanto la antigüe-
dad de los partidos como el tipo de relación que planteaban con la 
sociedad (ver cuadro 1.5). En el presente artículo avanzamos hacia 
la ubicación de las agrupaciones políticas en la matriz expuesta, a 
base de una cuantificación de los componentes de antigüedad y per-
sonalismo/corporativismo que asumen las clasificaciones expues-
tas anteriormente. Para la medición de las agrupaciones políticas de 
acuerdo con su antigüedad, dividimos el intervalo que va entre 1930 

Tipos 
ideales de 

agrupación 
política

Modos de 
incorporación  
de la sociedad

Asociaciones 
secundarias

Estructuras 
organiza- 
cionales

Militancia  
política

Horizontal-
ideológico

Corporativistas 
(basados en 
intereses de clase) 
e ideológicos

Asociaciones 
secundarias 
(sindicatos) 
fuertes

Fuertes Militancia 
política  
activa

Vertical-
personalista

Policlasistas, que 
dependen de 
intercambios de 
favores materiales 
y políticos 
individualizados

Redes 
asociativas 
alrededor 
de temas 
específicos  
con formas 
dispersas 
de acción 
colectiva

Débiles Profesionali- 
zación de las  
Organiza- 
ciones  
partidarias 
y de las  
campañas  
electorales

Fuente: La política por dentro.

Cuadro 1.4
Clasificación de los partidos políticos de acuerdo  

con su relación con la sociedad
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Nuevos 
(después de la 

“doble transición”)

Antiguos 
(antes de la 

“doble transición”)

Horizontal-ideológico
Relación horizontal 
con la sociedad 
(corporativos).
Componente ideológico 
o intereses de clase para 
la movilización política

PK, MAS, MIP, MNI, 
PPT, Polo Democrático, 
Primero Justicia, ASI, 
CR, UN

PL, PC, APRA, AD, 
MNR, PPC, COPEI, MIR, 
ID, DP, ADN, MPD

Vertical-personalista
Relación vertical con la 
sociedad (clientelista).
Competencia 
política alrededor 
de personalidades 
dominantes o camarillas 
de notables

PRE, PSP, PP, MVR, 
NFR, MSM, CV, UPP, 
FIM, SP, SC, EC

AP, PSC

Fuente: elaboración propia.

Cuadro 1.5
Matriz para la ubicación de los partidos políticos andinos

(fundación del APRA) y 2007 (actualidad) en diez lapsos de ocho años 
cada uno, otorgando puntaje de acuerdo al numero de intervalos de 
antigüedad de cada agrupación. Así, por ejemplo, el APRA obtiene 10 
puntos, mientras que los partidos formados en los últimos ocho años 
un punto. Para el caso de los partidos colombianos Partido Liberal y 
Partido Conservador, formados en el siglo XIX, se les otorga un pun-
taje de 11 puntos. 

Para la medición de las agrupaciones políticas de acuerdo con 
sus formas de relacionarse con la sociedad, creamos un continuo 
donde tenemos dos extremos: la agrupación personalista (o partido 
franquicia) y en el otro a los partidos de alto componente ideológico 
y que plantean esquemas corporativos para relacionarse con la so-
ciedad. Para ello creamos un índice medido de 1 al 10 tomando en 
consideración: adscripción a ideologías internacionales, importancia 
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de asociaciones intermedias en la estructura orgánica, facilidad pa-
ra autoubicación en el eje izquierda-derecha, cohesión interna a ba-
se de líneas programáticas/ideología o en torno a personalismos y  
relación con el electorado en torno a clivajes sociales o ejes identifi-
cados claramente. La información para realizar esta medición pro-
viene de cuestionarios aplicados a los dirigentes de estas agrupacio-
nes políticas en el marco de investigación de La política por dentro.

De acuerdo con la puntuación obtenida, podemos ubicar a las 
agrupaciones en un eje de dos coordenadas: por un lado la antigüe-
dad (que distingue a partidos nuevos y antiguos tomando como hito 
la tercera ola de democratización en América Latina) y por el otro el 
nivel horizontal-ideológico o vertical personalista (ver gráfico 1.2). 
Con ello también es posible completar la matriz planteada anterior-
mente (ver cuadro 1.5). 

Los factores de “vitalidad” de los partidos políticos andinos

¿Por qué algunos partidos políticos permanecen vigentes en sus res-
pectivos sistemas políticos y otros no? ¿Por qué algunos desapare-
cen y otros se mantienen siendo atractivos para el electorado de sus 
países? La clasificación mixta presentada tiene por finalidad ubi-
car, tomando como referencia la antigüedad y el tipo de relación que 
plantean con la sociedad, las posibilidades de “sobrevivencia” de los 
partidos políticos andinos. Esta clasificación se desarrolla bajo el su-
puesto de la institucionalización interna de los partidos políticos. Es 
decir, tomando en cuenta los dos aspectos de la clasificación supone: 
1) Las organizaciones personalistas tienden a una existencia efíme-
ra o en tanto persista el elemento de cohesión, que es la atracción de 
determinado liderazgo. Las organizaciones personalistas se caracte-
rizan por un bajo nivel de institucionalización y son altamente infor-
males y dependientes de la arbitrariedad de las elites que la dirigen. 
Cuanto más personalista es una organización, menores son las posi-
bilidades de permanencia en el tiempo. Por el contrario, en tanto las 
organizaciones planteen relaciones horizontales ideológicas y corpo-
rativas con la sociedad, dependerán menos de coyunturas y busca-
rán un enraizamiento permanente en la sociedad. 2) Las organiza-
ciones más antiguas tienden a haber logrado mayores elementos de  
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institucionalización interna, haber establecido rutinas y mecanismos 
que regulen la vida interna y generar elementos que las defiendan de 
las influencias del ambiente. ¿Pero es el nivel de institucionalización 
interna de las agrupaciones políticas el elemento que permite expli-
car su capacidad de sobrevivencia en el sistema político?

De acuerdo con nuestra clasificación, los partidos políticos que 
se ubican en el cuadrante de antiguos y horizontal-ideológico cum-

Gráfico 1.2
Ubicación de los partidos políticos andinos  

de acuerdo con la clasificación mixta
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plirían con las mayores condiciones para permanecer en sus respec-
tivos sistemas políticos. Analicemos a continuación cómo se cumplen 
estas condiciones, estudiando los supuestos elementos de “vitalidad” 
que contienen:

Relación horizontal ideológica entre el partido y la sociedad

En teoría, el tipo de relación que plantean los partidos con la socie-
dad es la primera condición que asegura cierta permanencia en el 
tiempo. Aquellos partidos tradicionales que anclaron sus bases en la 
representación de sectores sociales amplios con una plataforma po-
lítica común a ellos, tendrían mayores posibilidades de conseguir un 
apoyo sólido para consolidarse. Es por ello que los partidos obreros 
y antioligárquicos formados hasta la primera mitad del siglo XX no 
abandonan del todo su tamiz “popular”. 

Sin embargo, cabe decir que el cambio de matriz Estado céntrica 
a la de mercado ha desubicado a muchas de estas organizaciones. La 
emergencia de nuevos sectores movilizados postajuste ha generado 
desconcierto en algunos partidos antiguos que se vieron con proble-
mas para representar una nueva agenda en la que la movilización in-
dígena (Ecuador, Bolivia) y la demanda por inclusión política de secto-
res sociales marginados (Perú, Venezuela) han aparecido con fuerza. 
Estas demandas han sido recogidas por nuevos partidos políticos en 
un estilo más horizontal en sus relaciones con la sociedad y con cierto 
contenido ideológico, especialmente de izquierda (MAS en Bolivia, la 
alianza PSP-Pachakutik en el Ecuador, MVR y PPT en Venezuela).

También es cierto que otro tipo de nuevas organizaciones, con 
un modo de relacionamiento vertical y personalista, ha buscado ocu-
par ese vacío de representación de estas demandas emergentes. Sin 
embargo, el estilo más superficial de intentarlo (casi restringido a la 
etapa electoral, como es el caso de UPP en el Perú y PSP en el Ecua-
dor) le otorga límites. Pueden hacerlo temporalmente, pero una vez 
que el timing electoral desaparece, surgen las dificultades de soste-
ner el apoyo político orgánicamente.



Carlos Meléndez38

La acumulación de capital político  
y la insistencia en la participación electoral

Los partidos políticos antiguos que tienden hacia un perfil de com-
portamiento con la sociedad más horizontal e ideológico tienen a 
su favor el paso de los años como un factor que les permite una ma-
yor vinculación con su capital político. El mantener a lo largo de los 
años una organización y presencia nacional, cultura partidaria y una 
identidad en sus militantes les permite, a pesar de los cambios pos-
tajuste, mantener el partido aunque sea en baja intensidad, y en mu-
chos casos muy a pesar de las prédicas antipartido (Fujimori en los 
años noventa en el Perú, Chávez en la actualidad en Venezuela) y de 
la emergencia exitosa de outsiders.

Recordemos que el colapso de los sistemas partidarios en Perú 
(1992) y Venezuela (1998) fue considerado por muchos analistas co-
mo el fin de los partidos tradicionales. La prédica antipolítica de los 
outsiders que evidenciaron el colapso sintonizaría, en teoría, con nue-
vas identidades políticas que no repondrían a los partidos tradicio-
nales. Sin embargo, ¿qué sucede cuando desaparece el elemento pro-
ducto del colapso? En el caso peruano —primer caso poscolapso—, a 
la caída del fujimorismo le ha sucedido la recomposición del sistema 
de partidos políticos tomando como ejes los partidos más antiguos 
del sistema, en especial el Partido Aprista Peruano. Aunque durante 
los gobiernos de Fujimori (1990-2000) el aprismo mantuvo un per-
fil muy bajo y sus desempeños electorales llegaron al 1%, hicieron 
los esfuerzos suficientes para mantener una organización y una cul-
tura partidaria a partir de la insistencia (a veces en contra del senti-
do común) en la participación electoral. Luego de abstenerse de par-
ticipar en las elecciones del Congreso Constituyente Democrático en 
1992, decidieron participar en todas las elecciones nacionales y sub-
nacionales, incluyendo en algunas en las que habían suspicacias sufi-
cientes sobre irregularidades o donde los niveles de competencia po-
lítica eran mínimos. Las lides electorales permiten activar la cultura 
y el capital político, aunque no necesariamente ello suponga éxitos 
en todo momento.

Cabe mirar los casos de otros países teniendo como espejo la ex-
periencia aprista. En el caso de Venezuela, Hugo Chávez atraviesa su 
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apogeo político, y se cuestiona la ausencia de competitividad electo-
ral en los múltiples comicios que se han llevado a cabo bajo su man-
dato. Ello es justificación para que partidos tradicionales como Ac-
ción Democrática mantengan una posición abstencionista, a pesar de 
que se reconoce que aún permanece viva en el nivel de cultura políti-
ca la militancia adeca. No es casual que la candidatura opositora en el 
2006, la de Manuel Rosales, se basara en gran parte en ex miembros 
del aparato adeco, como lo fue el mismo ex candidato presidencial. 
En Colombia, a pesar de la hegemonía uribista, la política local y, so-
bre todo, regional sigue siendo dominada por los caudillos y líderes 
liberales y conservadores. La participación electoral termina siendo 
un elemento decisivo para la activación del capital y de la cultura po-
líticos de los partidos tradicionales. 

La institucionalización interna

Esta combinación de relación horizontal ideológica y antigüedad tie-
ne como correlato un alto nivel de institucionalización interna de 
los partidos. El sustento propositivo ideológico permite una mayor 
coherencia política dentro de la militancia. La tradición organizati-
va hace que, en momentos de crisis, incluso las disidencias se refle-
jen en torno a lineamientos políticos (y no sólo a intereses persona-
les). Uno de los hallazgos de La política por dentro sostenía que en 
las organizaciones políticas más antiguas, a diferencia de las nuevas, 
existe una mayor institucionalización de prácticas deliberativas en 
espacios subnacionales, una mayor preocupación y desarrollo en la 
capacitación a sus militancias y una mayor institucionalización de 
las ramas femeninas, lo que tendría ciertas implicancias en su per-
manencia en el tiempo. 

Al respecto es interesante apreciar cómo los partidos políticos 
antiguos y de corte horizontal-ideológico alcanzan un mayor desa-
rrollo en su reglamentación y mecanismos de democracia internos. 
Un ejemplo de ello son los partidos tradicionales peruanos (PAP, PPC y 
AP), que implementaron mecanismos de democracia interna previos 
a la obligatoriedad dada por la Ley de Partidos Políticos. Del mismo 
modo, este tipo de agrupaciones ha desarrollado interesantes me-
dios de formación y capacitación de sus cuadros políticos. Acción De-
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Fuente: La política por dentro.

Cuadro 1.6
Diferentes tendencias entre partidos políticos  

antiguos y nuevos en la región andina

Antiguos y horizontales 
ideológicos

Nuevos y verticales 
personalistas

Sustento propositivo Ideología Demandas puntuales

Expresión de 
disidencias

Escisión orgánica Personalización

Órganos 
deliberativos

Prácticas deliberativas  
en espacios subnacionales

Falta de prácticas 
deliberativas a escalas 
subnacionales

Capacitación Mayor desarrollo de líneas  
de capacitación

Menor desarrollo  
de líneas de capacitación

Inclusión Demandas sociales 
emergentes casi ausentes

Mayor inclusión de nuevas 
demandas sociales  
(sectores marginales)

Género Mayor institucionalización 
de ramas femeninas

Menor organización  
de ramas femeninas

mocrática en Venezuela, a pesar de su práctica abstencionista, vie-
ne implementando talleres de divulgación y formación de su nueva 
Propuesta País, y el COPEI, no obstante su alto debilitamiento, cuenta 
con un instituto de capacitación. Lo mismo encontramos en Izquier-
da Democrática y el Partido Social Cristiano del Ecuador, y el PPC del 
Perú. Es decir, son los partidos más antiguos los que más invierten en 
capacitar a sus militantes, generando incentivos para la filiación.

En cambio, los partidos nuevos, que responden más a un estilo 
vertical y personalista, tienen a su favor el arraigo popular del líder 
máximo de la organización, que logra sintonizar con demandas socia-
les insatisfechas (en muchos casos provenientes de sectores margina-
les de la sociedad). Las prácticas políticas al interior de este tipo de 
organizaciones se homogeneizan en torno a la informalidad (o al cum-
plimiento superficial de formalismos exigidos por ley) sin una voca-
ción por institucionalizar prácticas y enraizar culturas partidarias.
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La transferencia de liderazgos

Evidentemente, el alto nivel de institucionalización de normas y prác-
ticas internas que tienen los partidos políticos antiguos no es suficien-
te, y no necesariamente se traduce en réditos electorales que les per-
mitan mantenerse vigentes. El desarrollo institucional de los partidos 
es un factor muy importante, clave diríamos, pero requiere comple-
mentarse con un tipo de liderazgo renovado y muy atractivo para las 
sociedades. Si bien es cierto que la mayoría de partidos políticos anti-
guos con estilo de relacionamiento horizontal-ideológico tienen en co-
mún un importante desarrollo institucional, sólo en aquellos casos en 
que han realizado transferencias ordenadas de sus liderazgos históri-
cos han logrado capitalizar su nivel institucional en beneficio electo-
ral y, en el mejor de los casos, mantenerse vigentes y llegar al poder.

En el Perú, el retorno de Alan García en 2001 permitió recupe-
rar del sótano donde se encontraba al Partido Aprista Peruano. El 
regreso del líder permitió reactivar una tradición y organización po-
lítica existente y potenciarla al máximo posible, a tal punto que cinco 
años después (en 2006), el peso del líder y del partido lograron equi-
librarse. Como lo señala Vergara,12 Alan García no puede vivir sin el 
APRA y el APRA no puede vivir sin Alan García. La transferencia or-
denada de liderazgos resulta en muchos casos trascendental. En el 
caso del PPC, Luis Bedoya Reyes cedió (en vida, un hecho muy impor-
tante políticamente) la presidencia del partido a Lourdes Flores Na-
no. El nuevo liderazgo de Flores le ha permitido al frente Unidad Na-
cional (del que es eje el PPC) alcanzar casi un cuarto de la votación 
nacional en dos elecciones nacionales consecutivas, lo cual explica el 
mejor momento electoral de este partido en su historia. Sin embar-
go, los casos peruanos todavía parecen ser la excepción.

Quizás el drama de los partidos políticos antiguos que “hacen 
su tarea” y alcanzan altos niveles de institucionalización no pue-
den traducir sus capitales políticos en hegemonía en el sistema por 
el retraimiento y conservadurismo de sus liderazgos históricos. Ac-
ción Democrática en Venezuela es todavía considerado, incluso por 
el chavismo, como un partido existente y hasta “popular”, con una 

12.	 Vergara (2006).
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presencia a través de casas del partido en todo el país. Sin embargo, 
su posición política parece anquilosada en las decisiones conserva-
doras y abstencionista de Henry Ramos —el ex líder parlamentario 
adeco y actual presidente del partido—, que no cede paso a procesos 
de renovación internos. Similar situación se diagnostica en el caso 
del MNR, en el que se indica que mientras Gonzalo Sánchez de Loza-
da no “suelte” el liderazgo del partido (que lo mantiene a pesar de su 
ausencia física de Bolivia), no se podrá dar espacio a las voces de re-
novación que aparentemente existen.

El enraizamiento regional

Un elemento importante y poco analizado para comprender la perma-
nencia de partidos políticos en los sistemas políticos es su desempeño 
en elecciones subnacionales. Pachano elaboró un índice de territoria-
lización de los partidos políticos para dar cuenta de cómo los partidos 
tradicionales ecuatorianos se habían regionalizado como una estrate-
gia, consciente o no, de sobrevivencia electoral. No es casual que el do-
minio del Partido Social Cristiano en la costa y de Izquierda Democrá-
tica en la sierra, sobre todo a nivel de elecciones ediles, se mantenga a 
pesar de su debacle en elecciones parlamentarias y presidenciales.13

Colombia nos ofrece un caso coherente con esta visión. En las 
elecciones subnacionales de 2002, el Partido Liberal había logra-
do doce gobernaciones y el Partido Conservador, cuatro, controlan-
do entre ambos la mitad de jurisdicciones. En las últimas elecciones 
subnacionales de 2007, el Partido Liberal ha disminuido a cinco go-
bernaciones y el Partido Conservador ha incrementado ligeramente 
a cinco (de un total de 32), apareciendo por primera vez el Partido 
de la U como un actor en este tipo de elecciones (siete gobernacio-
nes). Sin embargo, continúan siendo los actores claves en política re-
gional, al punto que se considera que son los caudillos locales pro-
venientes de los partidos tradicionales colombianos los que todavía 
ejercen dominio sobre los designios de sus respectivas zonas.

Sin embargo, en Perú y Bolivia los partidos tradicionales no han 
logrado buenas actuaciones en elecciones subnacionales. Si bien es 

13.	 Pachano (2007).
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cierto que en las elecciones regionales de 2002, el Partido Aprista Pe-
ruano logro doce gobiernos regionales (de un total de 24), en 2006 es-
te numero se redujo a dos. En Bolivia, ninguna de las prefecturas es 
gobernada por un partido con más de diez años de antigüedad.

El impacto del desempeño subnacional en la política nacional es 
un tema aún poco explorado, pero que podría darnos pistas sobre su 
efecto en las posibilidades de institucionalización y permanencia de 
los partidos políticos.

Conclusiones: la necesidad de los partidos

¿Por qué en algunos países los partidos políticos tradicionales man-
tienen su vigencia, mientras que en otros han entrado en un declive 
que parecer terminal? ¿Qué es lo “normal”: que los partidos políticos 
desaparezcan o que se renueven internamente de modo que sigan 
siendo atractivos para el electorado? ¿O simplemente que dominen 
el sistema político de modo que no quede otra opción a los electores 
que elegir entre estos?

En los países con democracias consolidadas, la permanencia de 
los partidos es consistente. Son las nuevas democracias las que pre-
sentan altos niveles de volatilidad electoral y donde la “esperanza de 
vida” de los partidos es comparativamente más baja. Sin embargo, a 
pesar de estas características, América Latina muestra casos de sis-
temas partidarios con un significativo enraizamiento en la sociedad, 
y por lo tanto con una duradera presencia de partidos denominados 
tradicionales. Es cierto que los sistemas políticos latinoamericanos 
han evidenciado aperturas a la emergencia de nuevas fuerzas, pero 
la política en muchos países sigue girando en torno a —o con la pre-
eminencia de— partidos tradicionales, como son el caso del Partido 
Justicialista en Argentina, el PRI en México, el Partido Socialista, el 
Partido Demócrata-Cristiano y la Unión Demócrata Independiente 
en Chile, el Partido Colorado y el Partido Blanco en Uruguay, el Parti-
do Colorado en Paraguay, el Partido Liberal y el Partido Nacional en 
Honduras, entre otros.

Es precisamente en los países andinos donde los partidos tradi-
cionales han mostrado su menor capacidad de resistencia a los cam-
bios del ambiente, caracterizados por el proceso de “doble transición” 
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que hemos explicado en el artículo. Sin embargo, y a pesar de que 
prácticamente todos estos países han sufrido el colapso de sus siste-
mas partidarios, algunos partidos tradicionales se resisten a desapa-
recer, logran ubicarse como actores secundarios pero importantes 
en el juego político y, en pocos casos, ganar elecciones presidencia-
les. Los partidos tradicionales en los países andinos son ejemplos de 
necedad, de insistir terca y porfiadamente en su permanencia en el 
sistema, unos con mayor éxito que otros.

Si constatamos el desempeño electoral de los partidos que, de 
acuerdo con la clasificación planteada arriba, alcanzan altos niveles 
de institucionalización, vemos que en el proceso electoral de 2006 
que se realizó en cada uno de los países andinos alcanzan resulta-
dos disímiles. En el Perú, luego de la caída del fujimorismo, es a los 
partidos tradicionales a los que mejor les va, al punto que el APRA 
ha vuelto a ser gobierno. En Colombia el escenario es compartido, 
ya que el Partido Liberal se ha resignado a una tercera posición, de-
trás del uribismo (que ha recibido el apoyo del Partido Conserva-
dor) y del nuevo Polo Democrático. Sin embargo, en este país, la po-
lítica todavía sigue funcionando a base de la dinámica que imponen 
los caudillos azules y rojos, que ha sabido leer con eficiencia Álvaro 
Uribe, ex liberal y ahora aliado con los conservadores. En el Ecuador, 
la alianza de Izquierda Democrática con un movimiento nuevo (RED) 
no la salvó de la derrota electoral. En Bolivia, solo el MNR continua 
teniendo una participación electoral por más exigua que sean las ad-
hesiones. Mientras que en Venezuela, la debacle es contundente (ver  
cuadro 1.7).

Lo que queda claro en esta aproximación al tema es que el énfa-
sis en la institucionalización de los partidos políticos (elemento que 
ha sido considerado central por la cooperación internacional y por 
cierto sector de la academia) es importante como factor que influ-
ye en la permanencia de los partidos en el sistema político, pero que, 
por un lado, no es decisivo y requiere complementarse con otros fac-
tores, y que, por otro, no influye necesariamente en el éxito electo-
ral. Los partidos que “cumplen con la tarea” (tienen un alto nivel de 
desarrollo institucional interno, capacitan a sus militantes, estable-
cen mecanismos y rutinas formales de democracia interna y de toma 
de decisiones, renuevan sus liderazgos, plantean relaciones horizon-
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Agrupación política % Elecc. 2006 Observaciones

Partido Liberal 11,84  

Partido Conservador  Apoyaba explícitamente 
candidatura de Álvaro 
Uribe

Partido Aprista Peruano 24,32  

Acción Democrática No participó  
en las elecciones

Mov. Nacion. 
Revolucionario

6,46  

COPEI  Apoyaba explícitamente 
la candidatura de 
Manuel Rosales

Partido Popular Cristiano 23,81 Como parte del frente 
Unidad Nacional

Izquierda Democrática 14,84 En alianza con RED

Mov. de Izq. 
Revolucionaria

No participó  
en las elecciones

Mov. Popular 
Democrático

1,33  

Acción Dem. 
Nacionalista

No participó  
en las elecciones

Cuadro 1.7
Desempeño electoral de partidos políticos  

tradicionales en 2006

Fuente: elaboración propia.

tales con la sociedad, etc.) no necesariamente son recompensados 
con el éxito electoral. La institucionalización interna puede permitir 
establecer dinámicas que hagan de los partidos políticos actores re-
levantes para la política, pero ello requiere complementarse con una 
lectura apropiada de cuál es el papel que deben asumir en coyuntu-
ras electorales.

La apuesta por la institucionalización interna es el primer paso, 
de varios, que los partidos deben tomar en pos de su permanencia y 
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centralidad en la política de los países. De no hacerlo, las posibilida-
des de sobrevivencia son aún menores. Los partidos nuevos persona-
listas y verticales sólo cuentan a favor de su permanencia en el siste-
ma con el arraigo de su líder. En la mayoría de casos no prosperan. 
Tienen mayores posibilidades de subsistencia si acceden al gobier-
no (los partidos fujimoristas, los partidos chavistas, uribistas, Perú  
Posible), y menor longevidad cuando el impulso que una vez los llevó 
a la cima languidezca tempranamente (CONDEPA y UCS de Bolivia).

Pero tampoco el nivel de institucionalidad debe menoscabar 
la flexibilidad estratégica que deben tener las organizaciones para 
adaptarse a los cambiantes clivajes sociales, sobre todo en un esce-
nario postajuste, como se ha señalado correctamente para compren-
der el caso del Partido Justicialista en Argentina.14 Los partidos tra-
dicionales (por lo menos en los países andinos) han dejado de lado 
la representación de sectores sociales emergentes (como los indíge-
nas), lo cual les ha restado posibilidades de consolidación. Cuando 
esta agenda es recogida por partidos nuevos pero ideológicos y de 
comportamiento horizontal con la sociedad (como el caso del MAS en 
Bolivia), existen mayores posibilidades de su institucionalización. 

Antes que anunciar un cambio del sistema político en los países 
andinos, los datos evidencian que se inicia un proceso de convivencia 
entre partidos políticos antiguos e institucionalizados, expresiones 
de representación de clivajes sociales emergentes y agrupaciones 
políticas personalistas de existencia volátil. Este tipo de conviven-
cia, una suerte de vivir simultáneamente momentos distintos de la 
historia, refleja políticamente las complejidades de las sociedades 
andinas.15

14.	 Levitsky (2003).
15.	 Considero, por ejemplo, que el APRA representa el Perú preajuste, y que eso es 

sólo el 25% del electorado nacional. El Perú postajuste (informalizado, rural, 
descontento con el crecimiento económico, etc.) aún no encuentra una forma 
orgánica de representación política.
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Grande no es sinónimo de fuerte. 
Los partidos y la reforma política*

Felipe Botero 
Juan Carlos Rodríguez Raga

Introducción

La reforma política de 2003 ha sido presentada ante la opinión pú-
blica en el país como un esfuerzo para fortalecer a los partidos. Por 
supuesto, hay que entender que la reforma se produjo en un momen-
to en el cual el sistema de partidos colombiano estaba llegando a ex-
tremos inusitados de fragmentación, y que el tenor general de la re-
forma perseguía cambiar la lógica con la que operaban los partidos. 
En este sentido, se buscó que las “listas unipersonales” dejaran de 
ser mecanismos adecuados para conseguir representación política 
en las corporaciones públicas, pensando que serían partidos fuertes 
los que tomarían su lugar. Se pretendía pasar de una lógica electoral 
personalista, en la que el prestigio individual era el activo principal 
para obtener una curul, a una lógica de partido, en la cual los candi-
datos vieran en el prestigio de este y en el esfuerzo colectivo el vehí-
culo para salir elegidos.

La reforma introdujo elementos muy importantes que efectiva-
mente forzaron a los actores del sistema —partidos, movimientos y 

*	 Ponencia presentada en el seminario-taller “La reforma política de 2003: 
¿avances para la democracia?”. PNUD-IDEA Internacional-PLURAL, Bogotá, ju-
nio 26, 2007. Agradecemos la asistencia de Paula Vinchery en la obtención, ma-
nipulación y análisis de algunos de los datos utilizados en este texto, así como 
los comentarios de Santiago Olivella a una versión previa de este texto.
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principalmente políticos— a reunirse en grupos que obtuvieran el 
número suficiente de votos para obtener curules. En este sentido, 
fue tremendamente exitosa y el número de actores relevantes en las 
elecciones se redujo drásticamente.

Sin embargo, grande no es sinónimo de fuerte. En este artículo 
argumentamos que si bien la reforma fue exitosa reduciendo sustan-
cialmente el número de actores clave del proceso electoral, por sí so-
la no puede producir partidos fuertes. Sostenemos que la reforma po-
lítica contribuye directamente en este proceso al inducir un cambio 
en la lógica con la que se conciben las elecciones —y los partidos mis-
mos— en Colombia; la historia posterior al Frente Nacional (1958-
1970) nos había acostumbrado a pensar en las elecciones como las 
disputas entre barones electorales cuyo poder se ha ido erosionando 
con el tiempo (Gutiérrez 2002); la reforma política nos incita ahora a 
pensar en partidos como los protagonistas de las elecciones. Sin lu-
gar a dudas, la reforma política ha contribuido a modificar el panora-
ma del sistema político de manera tal que los partidos son ahora sus 
protagonistas y no los políticos, como sucedía en el sistema anterior. 
No obstante, la recomposición del sistema de partidos produjo parti-
dos que varían ampliamente en su grado de cohesión. La fortaleza de 
los partidos puede ser inducida por el sistema electoral, pero es un 
proceso que obedece en última instancia a las dinámicas internas de 
estos. Es decir, la reforma electoral tiene límites en lo que puede lo-
grar: menos partidos que son más grandes pero no necesariamente 
más fuertes. El desarrollo de este argumento procede de la siguien-
te manera. En la sección 2 se hace un breve resumen de los objetivos 
de la reforma. En la sección 3 se analiza el impacto que tuvo la refor-
ma electoral en dos dimensiones: en lo electoral y en lo legislativo. La 
sección 4 discute algunas implicaciones de la reforma electoral en el 
comportamiento legislativo de los partidos. Por último, la sección 5 
recapitula el análisis sobre el contenido y los efectos de la reforma.

La reforma política

Como se mencionó en la introducción, el objetivo central de la refor-
ma política era fortalecer a los partidos. Esto se puede deducir al ha-
cer una revisión del contenido del acto legislativo que la aprobó. Sin 
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duda, el aspecto central de la reforma política es el electoral, pero la 
reforma también incluyó modificaciones en otros sentidos dirigidos 
a lograr el mismo fin. La reforma también contempla elementos so-
bre la organización de los partidos, la financiación de campañas y al-
gunas provisiones menores sobre el procedimiento legislativo.

El contenido electoral de la reforma es bien conocido y aquí só-
lo basta con hacer una breve mención al tema.1 La reforma introdu-
jo cambios en el sistema electoral que modificaron drásticamente la 
dinámica de las elecciones en el país. El eje de la reforma electoral 
lo constituyen el establecimiento de un umbral electoral, la exigen-
cia a los partidos de presentar listas únicas con un máximo de candi-
datos igual al número de puestos a proveer, y la adopción del sistema 
D’Hondt como fórmula de traducción de votos en curules. La conjun-
ción de estos tres elementos obligó a los políticos —que participa-
ban en las elecciones anteriores prácticamente a título personal— a 
agruparse en partidos. 

Adicionalmente, la reforma política le dio a los partidos la po-
sibilidad de presentar listas cerradas —cuyo orden es determinado 
por el partido— o listas abiertas —cuyo orden es determinado por 
los ciudadanos al momento de votar—. La consistencia de este me-
canismo con el espíritu de la reforma es ambigua. Por un lado, repre-
senta un bastión de personalismo dentro de un conjunto de medidas 
guiadas por la lógica colectiva, en la medida en que son los electo-
res, y no las cúpulas partidistas, quienes determinan el orden último 
de las listas con voto preferente. Por otro lado, sin embargo, la lógica 
de los partidos tiene relevancia en tanto que los votos se totalizan 
primero al nivel de los partidos y luego a nivel de los candidatos. Así, 
un voto por un individuo es también, y de forma importante, un vo-
to por su partido, y contribuye a que tanto dicho candidato como sus 
copartidarios sean elegidos.

La ambigüedad es aún mayor dadas las particularidades que 
tiene el mecanismo del voto preferente instaurado en Colombia.2 En 

1.	 Ver por ejemplo Botero (2006), Giraldo y López (2006) y Rodríguez Raga y Bo-
tero (2006). 

2.	 La discusión que sigue se basa en lo expuesto en Rodríguez Raga (2006); ver 
también Shugart, Moreno y Fajardo (2001: 10-11 y apéndice).
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efecto, existen tres tipos de voto preferente. En primer lugar, están 
las llamadas listas flexibles, en las cuales el uso del voto preferente es 
opcional para los votantes. Cuando se hace uso de este, naturalmen-
te, se está apoyando a un candidato específico dentro de la lista. Sin 
embargo, en esta modalidad, los votos depositados por toda la lista 
(votos no preferentes) se interpretan como un respaldo del elector al 
orden preestablecido por el partido. En ambos casos, con o sin voto 
preferente, se está contribuyendo explícitamente a determinar quié-
nes dentro de una lista han de obtener los escaños.

Por otra parte, están los sistemas en los cuales sólo se tienen en 
cuenta los votos preferentes para asignar las curules a los candidatos. 
Dentro de este grupo hay dos subtipos. Por un lado, el sistema de lis-
tas abiertas también deja como opcional el uso del voto preferente por 
parte del elector, pero los votos por la lista sólo se cuentan para de-
terminar el número de escaños que obtiene el partido en su totalidad, 
mas no para decidir a quiénes van dichos escaños. Por otro lado, el sis-
tema de cuasi-listas hace obligatorio el uso del voto preferente para los 
votantes, es decir, no es posible emitir un voto de partido. El orden pa-
ra la asignación de curules, naturalmente, está también determinado 
exclusivamente por el cómputo de tales votos preferentes.

En términos de los incentivos que presenta cada sistema para 
combatir la personalización, el sistema de listas flexibles es el más 
fuerte, ya que el orden de lista predeterminado por el partido tiene 
alguna consecuencia. Entre los dos subtipos restantes, aunque parez-
ca contraintuitivo, el sistema de cuasi-listas desestimula con mayor 
eficacia el personalismo en la medida en que los candidatos tienen 
 que cortejar grupos de electores más numerosos para lograr ser  
elegidos: no bastan estrechas clientelas cautivas sino que es necesa-
rio ampliar los electorados para llegar a los cuerpos legislativos. Es-
to contrasta con el caso del sistema de listas abiertas, en el que, pa-
radójicamente, cuanto mayor sea la proporción de seguidores de un 
partido que decide votar por la lista completa, menor será el esfuer-
zo individual de un candidato en términos del número de votos pre-
ferentes que debe atraer para obtener su escaño.

La reforma de 2003 implantó en Colombia un sistema híbrido, 
único en el mundo, que mezcla las listas cerradas con las listas abier-
tas (tal como se describieron arriba). En esta medida, los partidos 



2 / Grande no es sinónimo de fuerte 53

pueden optar por lanzar un mensaje de cohesión interna al participar 
como lista cerrada. Pero también tienen la opción de lanzarse bajo 
una modalidad de voto preferente en la que sólo estos tienen inciden-
cia a la hora de asignar curules a candidatos dentro de la lista.3 Más 
adelante se verá cómo se dio el uso de este mecanismo en las eleccio-
nes posteriores a la instauración de las nuevas reglas electorales.

La reforma política también incluye modificaciones sobre la or-
ganización de los partidos y la financiación de las campañas. Se esta-
blece que la organización interna de los partidos debe ser democrá-
tica4 —una crítica importante que se le hiciera a la constitución de 
1991— y prohíbe la doble militancia. Igualmente, garantiza el uso de 
medios de comunicación y garantiza los derechos de la oposición. En 
cuanto a campañas, la reforma establece el sistema de financiación 
por reposición, el cual, aunque dista de ser un mecanismo que forta-
lezca partidos, permite que los partidos más pequeños o con menos 
trayectoria puedan competir en las elecciones.

La reforma política logró exitosamente ordenar el caos impe-
rante en las elecciones (Rodríguez Raga y Botero 2006). Se quería 
organizar la competencia electoral desmedida por el abrumador nú-
mero de listas que participaban en cada elección, buscando que fue-
ran unos pocos los actores claves del proceso. Se supuso también 
que al reducir los actores, se producirían unos nuevos actores co-
lectivos que tendrían atributos deseables tales como coherencia in-
terna, cohesión, disciplina, etcétera. En este sentido, la reforma fue 
menos exitosa. Los políticos —que estaban acostumbrados a actuar 

3. El Art. 13 del Acto Legislativo No. 1 de 2003 dice: “En el caso de los partidos y 
movimientos que hayan optado por el mecanismo del voto preferente, los vo-
tos por el partido o movimiento que no hayan sido atribuidos por el elector a 
ningún candidato en particular, se contabilizarán a favor de la respectiva lista 
para efectos de la aplicación de las normas sobre el umbral y la cifra reparti-
dora, pero no se computarán para la reordenación de la lista”. De hecho, puede 
darse el caso absurdo en el que una lista obtenga más curules que votos prefe-
rentes, en cuyo caso, hasta donde sabemos, no existe una clara normatividad 
para definir a quién van tales curules.

4.	 Esto, en la medida en que no se incluyan mecanismos concretos de democrati-
zación interna, no deja de ser poco más que un saludo a la bandera.
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de forma independiente— ahora se han visto obligados a buscar con-
sensos con sus copartidarios para tener posiciones de partidos. Sin 
embargo, la cohesión de los partidos varía de partido en partido. La 
reforma produjo pocos partidos grandes, pero no produjo partidos 
cohesionados o fuertes.

El tamaño de un partido no está relacionado con su nivel de co-
hesión (v. g. cercanía ideológica de sus miembros o disciplina). El 
problema que decidió resolver la reforma política era el problema de 
la debilidad de los partidos manifiesta en la miríada de listas que ca-
da uno de ellos presentaba en las elecciones. Los partidos eran per-
cibidos como débiles en el sentido en que la fragmentación partidis-
ta hacía muy difícil que estos actuaran coordinadamente. De hecho, 
los políticos tenían incentivos fuertes para tratar de diferenciarse 
de sus copartidarios —y demás adversarios—, dado que sus reputa-
ciones personales eran definitivas a la hora de ganar las elecciones. 
Como resultado, muchos partidos —y sus múltiples listas— y movi-
mientos políticos obtenían escaños con relativamente pocos votos. 
La reforma política cambió la lógica de funcionamiento del sistema 
haciendo que los actores clave no fueran los individuos sino los par-
tidos. Es por esto que sugerimos que la reforma logró efectivamente 
reducir el número de protagonistas del proceso electoral y también 
moderó la oferta política que solía abrumar a los votantes, y es en es-
te sentido que la reforma reduce el número de actores relevantes. 

Análisis de los resultados electorales

En esta sección se hace un análisis del impacto de la reforma políti-
ca teniendo en cuenta los resultados de las elecciones legislativas de 
2006.5 El objetivo del análisis es estudiar el efecto de la reforma tan-
to en el sistema de partidos en general como en los diferentes parti-
dos y su relación con los votantes. 

5.	 Algunas partes del análisis correspondiente al Senado son tomadas de Rodrí-
guez Raga y Botero (2006).
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Umbral

En el caso del Senado, la reforma política estableció como requisito 
para acceder a la distribución de escaños que los partidos políticos 
superaran el 2% de los votos válidos. En términos prácticos, esto im-
plicó que los partidos que no lograran sumar alrededor de 180.000 
votos no podrían obtener curules.6 Así, el umbral presentó un incen-
tivo fuerte para que los políticos se agruparan en la medida en que 
bajo el sistema anterior era posible obtener una curul con aproxima-
damente 30.000 votos. En las últimas cuatro elecciones, ninguna lis-
ta al Senado había obtenido más de 120.000 votos, salvo las corres-
pondientes a la Nueva Fuerza Democrática y a la AD-M19 en 1991. Era 
claro, entonces, que sería muy difícil ganar la elección para los can-
didatos actuando de forma individual. Por esta razón, en las elec-
ciones de 2006 sólo compitieron veinte partidos en el Senado, de los 
cuales diez superaron el umbral y obtuvieron representación (ver 
cuadro 2.1). Este número es considerablemente menor a los 63 par-
tidos que participaron en la elección de 2002. El número efectivo de 
partidos —una medida más precisa del número de actores del siste-
ma de partidos que pondera los partidos de acuerdo con el porcen-
taje de votos o curules obtenidas— también se redujo, al pasar de 
9,0 partidos a 6,9. Podría afirmarse, entonces, que el umbral electo-
ral contribuyó a reducir el número de actores que participan en las 
elecciones al aumentar los requisitos necesarios para ganar curules.

En la Cámara de Representantes, por su parte, el umbral estable-
cido por la reforma se combinó con otras dinámicas electorales para 
establecer una barrera de entrada a dicha corporación. Como se sabe, 
en departamentos que eligen más de dos curules el umbral se esta-
bleció en 50% del cociente electoral, mientras que en los doce depar-
tamentos binominales el umbral es 30% del cociente.7 Esto significó 

6.	 A diferencia de la Cámara, en el Senado es imposible teóricamente superar el 
umbral y no obtener ninguna curul. En el caso extremo en que participen sólo 
dos partidos que obtengan 98% y 2% de los votos respectivamente, el primero 
obtendría 98 curules y el segundo obtendría 2.

7.	 El cociente (q) se obtiene al dividir el total de votos (v) entre el número de curu-
les (M) a proveer en un distrito particular. Formalmente, tenemos que el um-
bral (u) está dado por: 
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Partido Votos
% 

Votos
Curules

Partido Social de Unidad Nacional 1.591.775 17,3 20

Partido Conservador Colombiano 1.470.029 15,98 18

Partido Liberal Colombiano 1.436.657 15,62 18

Partido Cambio Radical 1.211.457 13,17 15

Polo Democrático Alternativo 875.451 9,52 10

Partido Convergencia Ciudadana 566.823 6,16 7

Movimiento Alas Equipo Colombia 418.124 4,54 5

Partido Colombia Democrática 272.524 2,96 3

Movimiento Mira 237.512 2,58 2

Movimiento Colombia Viva 229.556 2,5 2

Por el País que Soñamos 165.981 1,8 0

Dejen Jugar al Moreno 136.636 1,49 0

C4 86.609 0,94 0

Visionarios con Antanas Mockus 71.843 0,78 0

Movimiento de Participación Comunitaria 54.356 0,59 0

Mov. Comunal y Comunitario de Colombia 37.545 0,41 0

Movimiento Únete Colombia 15.568 0,17 0

Mov. Conservatismo Independiente 13.221 0,14 0

Movimiento Nacional Progresista 8.794 0,10 0

Mov. Reconstrucción Democrática Nacional 7.751 0,08 0

Cuadro 2.1 
Votación y repartición de curules en el Senado por partidos. 

La línea punteada separa los partidos que superaron  
el umbral electoral de los que no lo hicieron

Fuente: hppt://www.registraduria.gov.co
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que, en términos prácticos, el umbral en la Cámara osciló entre 2,78% 
de los votos en Bogotá (M = 18) y 16,7% de los votos en departamen-
tos como Chocó, Arauca, Caquetá, Casanare, La Guajira, Guainía, Gua-
viare, San Andrés, Amazonas, Putumayo, Vaupés y Vichada (M = 2). 
Aunque parecería que hay una gran disparidad en los umbrales de la 
Cámara, sin embargo, como lo señalan numerosos estudios, es en rea-
lidad la magnitud de cada circunscripción (es decir, cuántas curules 
se disputan en cada una de ellas) lo que constituye la principal barre-
ra de entrada.

Cifra repartidora

Un segundo elemento importante de la reforma política fue el cam-
bio de la fórmula para traducir votos en escaños. En reemplazo del 
sistema Hare se adoptó el sistema D’Hondt (cifra repartidora), en 
gran medida para corregir el perverso uso que venían haciendo las 
microempresas electorales del sistema de cocientes y residuos (Pi-
zarro 2002). La nueva fórmula tiene, en teoría, dos efectos principa-
les con respecto a la agrupación partidista.

Por una parte, no contiene incentivo alguno para la llamada 
“operación avispa”, en la medida en que ningún grupo de candida-
tos obtendría mejores dividendos electorales por presentarse de for-
ma separada que haciéndolo en una sola lista (y, en cambio, sí podría 
correr el riesgo de no superar el umbral). De otra parte, el mecanis-
mo de asignación de curules favorece a los partidos con mayores vo-
taciones (Taagepera y Shugart 1989). Mientras que la fórmula Hare 
utilizada con anterioridad era relativamente neutra frente los par-
tidos grandes o pequeños, la fórmula D’Hondt está diseñada para  
recompensar con un número proporcionalmente mayor de curules 
a los partidos que obtengan las votaciones más altas (Lijphart 1990, 
Rodríguez Raga 1998).

El funcionamiento de la cifra repartidora durante estas eleccio-
nes legislativas ilustra bien estos efectos esperados. Por un lado, en 
combinación con el umbral electoral, el sistema D’Hondt contribu-
yó a filtrar el sistema de partidos, reduciendo a la mitad la cantidad 
de movimientos que obtuvo representación en el Senado. Por otro, 
otorgó un número de curules proporcionalmente mayor a las listas  
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mayoritarias. Este efecto se puede apreciar comparando el número 
de curules que cada partido obtuvo dada su votación y comparando el 
porcentaje de votos y curules obtenidos por los partidos ganadores.

El gráfico 2.1 ilustra cómo los partidos que obtuvieron votacio-
nes más altas usaron menos votos por cada curul que los partidos con 
menores votaciones. Así, por ejemplo, mientras que el Partido de la U 
obtuvo cada una de sus curules con algo más de 79.000 votos, el Movi-
miento Mira obtuvo las suyas con algo más de 118.000 votos.

En un sistema que fuera perfectamente neutro frente al tama-
ño de los partidos, el porcentaje de curules de un partido sería igual 
al porcentaje de votos que obtuvo en la elección. Sin embargo, como 
las curules no son divisibles, la fórmula que se utilice para convertir 
votos en curules tiene que de alguna forma ajustar el porcentaje de 
curules que se otorgan a los porcentajes de votos que obtienen distin-
tos partidos. El gráfico 2.2 ilustra la forma en que la cifra repartidora 
recompensa a los partidos que obtienen las votaciones más altas. Los 
partidos con votaciones altas obtienen un porcentaje de curules ma-
yor al porcentaje de votos que lograron en la elección, mientras que 
los partidos con votaciones menores obtienen un porcentaje de curu-
les menor al porcentaje de votos. Es decir, el sistema D’Hondt premia 
a los partidos grandes en detrimento de los partidos pequeños. 

Además, al pasar de 8,1 partidos efectivos medidos en términos 
de votos a 6,9 partidos efectivos en términos de escaños, el sistema, y 
en particular la fórmula electoral, tiene un efecto reductor de 14,6%, 
mayor que en los años anteriores, como se ve en el gráfico 2.3.

Por su parte, en la Cámara, a pesar de que el tamaño de la cir-
cunscripción es más determinante que la fórmula D’Hondt para fil-
trar el acceso a los escaños, esta no deja de ser un factor que induce a 
la agrupación de los candidatos alrededor de partidos relativamente 
grandes. En el departamento del Atlántico, por ejemplo, la relación en 
el costo en votos de cada curul entre la mayor y la menor votación es 
de casi el doble.8 Además, hay factores de reducción (es decir, entre el  
 

8.	 48.553 votos/curul para el partido ganador, Partido de la U, frente a 95.175 vo-
tos/curul para Cambio Radical, el último partido en alcanzar uno de los siete 
escaños en disputa en ese departamento.
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Gráfico 2.1
Votos necesarios para alcazar una curul según partido,  

elecciones del senado 2006

Gráfico 2.2
Porcentaje de votos y de escaños por partido,  

elecciones del senado 2006
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número efectivo de partidos en votos y el número efectivo de parti-
dos en escaños) hasta del 69% (Meta) y 63% (Arauca).

Por otra parte, a diferencia del Senado, aunque los partidos que 
superaron el umbral vieron asegurada su permanencia jurídica en la 
arena política, no todos aquellos que pasaron la barrera legal lograron 
el objetivo de la elección. En efecto, en once circunscripciones a un par-
tido no le alcanzaron los votos para obtener una curul a pesar de ha-
ber superado el umbral, mientras que en otros cuatro distritos (Bogo-
tá, Valle, Chocó y Guainía) fueron dos los partidos en esta condición.

A pesar del efecto de recompensar a los partidos grandes y de 
castigar a los pequeños, la reforma de 2003 tuvo como consecuen-
cia que las elecciones se hicieron más proporcionales, lo cual re-
sulta contraintuitivo, dado que el sistema Hare es reconocido por 
producir resultados muy proporcionales, mientras que el sistema 
D’Hondt es reconocido por producir resultados menos proporciona-
les. Cuando la fórmula electoral determina el porcentaje de curules 

Gráfico 2.3
Número efectivo de partidos 1990-2006, según votos y escaños, senado
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correspondiente para cada partido, en efecto lo que está haciendo es  
quitar pequeños porcentajes de votos a algunos partidos y dárselos 
a otros para poder ajustar la asignación de curules. El objetivo de 
la representación proporcional es realizar este proceso minimizan-
do el porcentaje de votos que tienen que transferirse de unos parti-
dos a otros. El índice de desviación de proporcionalidad permite me-
dir justamente el valor total que el sistema tiene que transferir en el 
proceso de asignación de curules.9 En la elección del Senado en 2002, 
el índice de desviación de proporcionalidad fue de casi 60% debido, 
principalmente, al elevado número de listas que no ganaban curules, 
pero, también, debido al uso excesivo de los residuos para ser elegi-
dos. Aunque el sistema anterior asignaba escaños en proporción al 
cociente (tantas curules como veces entrara el cociente en el número 
de votos), la fase de asignación de curules por residuo era altamente 
desproporcionada en la medida en que reservaba, a lo sumo, sólo un 
escaño por lista, independientemente de su tamaño. 

En el Senado, en 2006, el índice de desviación de proporcionali-
dad se redujo a 17%. Es decir, en comparación con un sistema hipo-
tético de representación proporcional perfecto en el que el porcen-
taje de votos que obtiene un partido es equivalente al porcentaje de 
curules que se le asignan, en el nuevo sistema colombiano 17% de 
los votos cambiaron de unos partidos a otros por efectos de la tra-
ducción de votos en curules. De esta forma, la composición del Se-
nado elegido refleja mucho mejor las preferencias de los ciudadanos 
que bajo el sistema anterior.

Lista única

El tercer elemento central de la reforma política fue la exigencia de 
que los partidos ofrecieran a los votantes una única lista con sus can-
didatos. El objetivo de esta medida era moderar los inusitados nive-
les de competencia electoral que resultaban de la estrategia de los 
partidos de copar la arena política con miríadas de listas. Esta era  

9.	 El índice de desviación de proporcionalidad, D, se estima mediante la fórmula  
D = (1/2)Σ |ci-vi|, donde ci y vi representan el porcentaje de curules y de votos del 
partido i-ésimo, respectivamente. Ver Taagepera y Shugart (1989: 104-111).
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una estrategia relativamente eficiente desde el punto de vista de los 
partidos —en particular del Partido Liberal—, pero tremendamen-
te ineficiente para los votantes que se veían obnubilados por la gran 
cantidad de candidatos prácticamente indistinguibles unos de otros.

En este sentido, la aplicación de la lista única ha limitado enorme-
mente el caos electoral propiciado por el sistema anterior. Las cifras 
son contundentes. En 2002 participaron en la elección al Senado 63 
partidos y movimientos, los cuales presentaron 319 listas diferentes, 
de las cuales sólo tres obtuvieron más de una curul y las restantes 93 
listas obtuvieron una curul cada una, en su gran mayoría por residuo. 
En total, 41 partidos obtuvieron representación en el Senado en 2002.

La reforma hace que, por definición, el número de partidos sea 
igual al número de listas, con lo que se controlan los niveles de ofer-
ta electoral, lo que facilita el proceso electoral para los votantes. La 
exigencia de que los partidos presenten listas únicas, entonces, in-
trodujo moderación al sistema de partidos e hizo que la oferta políti-
ca dejara de ser desbordante para los electores (ver gráfico 2.4).

En la Cámara, aunque en menor medida, la oferta partidaria 
también se ha racionalizado. En promedio se presentaron 3,1 parti-
dos y 1,3 partidos efectivos por cada escaño en contienda. Sin em-
bargo, en algunos distritos es esperable que se den mayores niveles 
de agrupación en próximas elecciones. En efecto, en departamentos 
de magnitud pequeña (M = 2 ó 3) aún se da el caso de que seis parti-
dos se disputen una curul (como en Meta y Arauca, por ejemplo).

Voto preferente

Ahora bien, la reforma política también contempla la utilización del 
voto preferente. Como se mencionó antes, el voto preferente pone el 
énfasis en los individuos y no en los partidos. Sin embargo, la inclusión 
de esta medida resolvió grandes problemas de coordinación al inte-
rior de los partidos para definir el orden de la lista —y consecuente-
mente la probabilidad de ganar la elección—. De los veinte partidos 
que participaron en la elección, sólo seis se abstuvieron de usar el vo-
to preferente y sólo uno de ellos obtuvo representación en el Senado. 

En la Cámara también casi todas las listas fueron abiertas. Apenas 
poco más de una décima parte fueron listas cerradas. Sin embargo, 
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Gráfico 2.4
Número de listas y número de partidos en elecciones 1990-2006, senado

los partidos en su gran mayoría no fueron consistentes en la estra-
tegia de uso del voto preferente en todos los departamentos donde 
participaron. Doce de los veinte partidos que alcanzaron al menos 
un escaño en la Cámara utilizaron esta estrategia mixta de usar lis-
tas abiertas en unos departamentos y cerradas en otros. Sólo seis de 
los partidos “exitosos” se lanzaron únicamente con listas abiertas, y 
tan sólo dos partidos cerraron todas sus listas. Eso indica que no pa-
rece haber lineamientos nacionales, sino que el uso del voto prefe-
rente responde más a dinámicas políticas e institucionales propias 
de cada arena electoral.

A pesar de esto, como se explicó antes, los votantes pueden, in-
cluso ante una lista abierta, optar por renunciar al voto preferente y 
votar por toda la lista. Desde el punto de vista de los electores, por lo 
tanto, el análisis del uso del voto de partido nos permite inferir aspec-
tos de cómo se relacionan los partidos con los votantes. Los ciudada-
nos tienen la opción de seleccionar uno de los candidatos de la lista 
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del partido o simplemente votar por el partido como tal sin indicar 
una preferencia particular por ninguno de sus candidatos. Se puede 
argumentar que un ciudadano que se abstiene de votar por algún can-
didato específico y sólo vota por el partido lo hace porque no le im-
porta o porque no conoce a los candidatos. En cualquiera de las dos 
alternativas, el ciudadano está indicando que confía en el partido co-
mo tal y que es indiferente frente a qué miembros del partido salen 
elegidos. De esta forma, se puede sugerir que los partidos que obtie-
nen un porcentaje sustancial de votos sólo por el partido son parti-
dos que están más fuertemente integrados con los ciudadanos o que 
han desarrollado vínculos más sólidos con sus votantes. Por el con-
trario, cuando los votos de un partido son principalmente votos por 
candidatos dentro de un partido, se puede pensar que estos partidos 
no han desarrollado raíces sólidas en su electorado o que esta rela-
ción está fuertemente mediada por los políticos, lo cual es un signo 
de baja institucionalización del sistema de partidos (Mainwaring y 
Scully 1995). El gráfico 2.5 muestra el porcentaje de votos deposita-
dos por la lista entera para los partidos que obtuvieron escaños en el  
Senado.

En promedio, los partidos que obtuvieron curules en el Senado 
y que utilizaron listas abiertas recibieron cerca de 20% de sus votos 
como votos por el partido. La mayoría de sus votos fueron deposita-
dos como votos por candidatos específicos de sus listas. Esto sugie-
re que los partidos todavía tienen una tarea importante que realizar 
en términos de la forma como construyen su imagen y se relacionan 
con los votantes.

Si se incluyen, además, aquellos votos depositados por listas ce-
rradas, se ve que uno de cada cuatro electores al Senado votó por un 
partido y no por un candidato particular. Esta proporción no deja de 
ser notable si se tiene en cuenta el contexto altamente personaliza-
do que precedió a la introducción de la reforma en 2003. En la Cá-
mara, esta proporción es ligeramente menor (18%) pero igualmente  
significativa. En dicha corporación se dieron incluso casos como los 
de Guainía, donde prácticamente todos los votos (99,8%) fueron emi-
tidos por partidos. Igualmente en Caquetá (93%), Casanare (88%), 
Vaupés (86%) y Chocó (72%), la identificación de los votantes con 
partidos y no con personas fue ampliamente predominante.
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Comportamiento legislativo

A la reforma electoral de 2003 siguió en 2005 la denominada Ley de 
Bancadas, cuyo objetivo es armonizar la regulación del comporta-
miento legislativo de los miembros del Congreso con las nuevas rea-
lidades electorales. En la medida en que el Acto Legislativo Nº1 de 
2003 fuerza a los partidos a presentar una sola lista en cada circuns-
cripción electoral e introduce incentivos para que compitan pocos 
partidos grandes, resultaba apenas lógica la necesidad de fomentar 
el comportamiento colectivo de los congresistas electos. 

La Ley de Bancadas, por consiguiente, busca satisfacer esta ne-
cesidad al imponer a cada partido la postulación de un portavoz en-
cargado de adelantar la agenda legislativa y de presentar ante el Con-
greso la posición de su colectividad frente a los diferentes proyectos 
de ley. Así mismo, busca fomentar la disciplina partidista mediante la 
restricción de las posiciones de congresistas individuales que disien-
ten de la postura de su partido. En este sentido, esta ley pretende que 
los grandes partidos, estimulados por la reforma electoral, sean a la 
vez partidos fuertes en cuanto a su cohesión y disciplina.

Gráfico 2.5
Porcentaje de votos por lista partidaria según partido,  

elecciones del senado 2006
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Desde su discusión y aprobación en el Congreso, esta ley ha sido 
fuertemente criticada por la supuesta debilidad de los dispositivos de 
sanción a la indisciplina parlamentaria. En su versión original, estas 
críticas no carecían de fundamento en la medida en que incluía una 
serie de excepciones al voto de bancada que los congresistas podían 
utilizar para apartarse de la línea de su partido frente a un proyec-
to dado. En efecto, estos podían aducir razones de conciencia, de inte-
rés regional o de conveniencia política para justificar su indisciplina. 
Aunque resultaban perfectamente explicables desde el punto de vista 
de unos parlamentarios acostumbrados a la indisciplina y cuyo poder 
político se había reproducido con éxito dentro de las antiguas reglas 
de juego que fomentaban el personalismo, estas excepciones hacían 
prácticamente inocua la ley de bancadas y, en consecuencia, fueron 
duramente criticadas por observadores y analistas.

Finalmente, ante una acción pública de inconstitucionalidad, la 
Corte Constitucional, en un fallo que, aunque popular, podría consi-
derarse abiertamente activista, declaró inexequibles los criterios de 
conveniencia regional y política mencionados antes. Por lo tanto, la 
ley resultante sólo permite a los partidos otorgar la libertad de vo-
to a sus miembros para los proyectos de ley que involucren cuestio-
nes de conciencia.

Ahora bien, ha pasado muy poco tiempo desde la aprobación de 
esta reforma —algo más de un año al momento de escribir este ar-
tículo— como para poder hacer un análisis riguroso de su impac-
to en el comportamiento legislativo de los partidos. Sin embargo, la 
evidencia anecdótica parecería indicar que el efecto ha sido positi-
vo. En varias ocasiones, la prensa nacional ha publicado escándalos 
producidos porque los miembros de un partido votan de forma in-
disciplinada.10 Es decir, los miembros del partido se reúnen y discu-
ten su posición frente a un tema dado. Sin embargo, en el momento 
de votar en el Congreso, uno o varios copartidarios se apartan de lo 
previamente acordado haciendo que el partido salga derrotado. Lo  

10.	 Uno de los ejemplos más recientes e ilustrativos estuvo relacionado con el hun-
dimiento del proyecto de ley que le confería igualdad de derechos patrimoniales 
y Seguridad Social a las parejas del mismo sexo (El Espectador 2007, Revista 
Semana 2007).
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interesante de estas anécdotas no es que la indisciplina puede resul-
tarle costosa a los partidos, sino que la indisciplina misma es noticia 
ahora en la era pos reforma y pos Ley de Bancadas; antes de las refor-
mas, habría sido noticia que algún partido se pusiera de acuerdo y vo-
tara de forma más o menos cohesionada.

Estos eventos de violación a la disciplina partidista, que hacen 
que muchos se rasguen las vestiduras, sobresalen en la medida en 
que son excepciones a una regla que hace apenas un par de años era 
impensable. La disciplina de bancada simplemente no era un tema de 
discusión, salvo quizás en cuanto tipo ideal que observábamos desde 
lejos, con la mirada puesta no en nuestros vecinos latinoamericanos 
sino tal vez en una idealización de los partidos europeos.

Lo cierto es que gracias a la reforma política y a la Ley de Ban-
cadas, los políticos han tenido que modificar su comportamiento te-
niendo en cuenta tanto las estrategias electorales como las estrate-
gias legislativas del partido al que pertenecen. Ya no son decisiones 
estratégicas individuales las que tienen que tomar. Ahora tienen que 
coordinar sus acciones con las acciones de sus copartidarios porque 
su suerte —y la posibilidad de prolongar sus carreras— ya no depende 
de sí mismos solamente sino que depende de la suerte de su partido.

Conclusiones

El sistema de partidos en Colombia después de la reforma es otro bien 
distinto al que existía antes de la reforma.11 Las modificaciones hechas 
en el sistema electoral obligaron a los políticos a agruparse en par-
tidos. El sistema electoral anterior había permitido que los políticos 
se fueran desarraigando de los partidos y que estos últimos fueran ca-
da vez menos relevantes en las elecciones. La imagen de los candida-
tos y su capacidad para conseguir votos a título individual era en últi-
mas lo que definía los resultados de las elecciones. La fragmentación 
de los partidos fue extrema. Ese fue el contexto en el que se produjo la 

11.	 Aunque hay que reconocer que en la reconfiguración del sistema de partidos 
colombiano también ha influido significativamente la figura del presidente 
Uribe, al combinar su gran popularidad con su distanciamiento de la política 
partidaria tradicional.
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reforma política, y para evaluar sus resultados hay que tener en cuen-
ta el funcionamiento del sistema anterior.

En este artículo hemos mostrado cómo la reforma política lo-
gró efectivamente que los políticos se agruparan en partidos y con-
siguió que los partidos fueran los actores clave del proceso electoral. 
Lo que pretende la reforma en últimas es que se produzca un cam-
bio en la lógica con la que se concibe la política en el país. Los políti-
cos supieron explotar el sistema electoral anterior en su beneficio de 
manera que sólo unos pocos votos concentrados regionalmente eran 
suficientes para obtener una curul en el Congreso. Así, los individuos 
se volvieron los protagonistas del proceso desplazando a los parti-
dos. La reforma política cambió los requisitos para ganar elecciones, 
de suerte que es virtualmente imposible para un individuo, actuan-
do de forma independiente, ganar una curul. Al hacer esto, la refor-
ma obliga a los políticos a agruparse y funcionar como partidos.

Como se mostró, el número de actores claves en las elecciones se 
redujo drásticamente. Las elecciones son disputadas por menos par-
tidos, que son necesariamente más grandes en la medida en que la 
torta electoral se divide en pocos pedazos. Sin embargo, mostramos 
también que grande no es necesariamente un sinónimo de fuerte. El 
tamaño del partido en términos de su caudal electoral no implica que 
sus integrantes son cohesionados o disciplinados. En cierto sentido, el 
tamaño de los partidos es función de su desempeño electoral, mientras 
que su fortaleza corresponde más a su comportamiento legislativo.

Evidentemente, al tener que agruparse para actuar electoral-
mente (gracias a la reforma política) y legislativamente (gracias a la 
Ley de Bancadas), los políticos tienen que tomar decisiones estraté-
gicas colectivas o fijar la posición del partido frente a diversos temas. 
Las nuevas reglas fuerzan a los partidos a tomar decisiones colec-
tivas y, con el tiempo, posiblemente a institucionalizar los procedi-
mientos para llegar a dichas decisiones en una serie de instancias pa-
ra las cuales, antes de la reforma, cada político individual no tenía 
prácticamente ninguna necesidad de coordinar con nadie.

En la fase electoral, los partidos deben decidir de forma más o 
menos colectiva quiénes serán sus candidatos, quiénes serán parte 
de sus listas y en qué renglones, si se presentan listas abiertas o ce-
rradas, cómo se va a coordinar el cubrimiento regional durante 
la campaña y cómo se van a distribuir los recursos —financieros, 
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programáticos, simbólicos— con que contribuyen los partidos a los 
esfuerzos individuales de sus candidatos.

Ahora bien, qué tan disciplinados y cohesionados pueden llegar 
a ser los partidos depende en últimas de las dinámicas internas de 
cada partido. Así, hay partidos más organizados alrededor de pro-
yectos políticos concretos (por ejemplo Cambio Radical o el Polo De-
mocrático Alternativo), mientras otros partidos no han logrado de-
finir con claridad su proyecto político a largo plazo (como el caso 
de los partidos uribistas en general), lo que hace más difícil que ac-
túen cohesionadamente. Sólo el tiempo dirá si estos nuevos partidos 
grandes se vuelven fuertes. Lo que parece claro, sin embargo, es que 
los partidos que no se fortalezcan están en riesgo de desaparecer.
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Venezuela: de la democracia representativa  
al socialismo del siglo XXI

Miriam Kornblith

Introducción

El 3 de diciembre de 2006 tuvo lugar la tercera elección presiden-
cial desde que Hugo Chávez accedió al poder en diciembre de 1998, 
y la undécima desde que en Venezuela se estableció la democracia en 
1958. Los resultados favorecieron ampliamente al mandatario, quien 
obtuvo 7,3 millones de votos, equivalentes al 62,8% de los votos váli-
dos, frente a su principal contendor, Ramón Rosales, por quien vota-
ron 4,3 millones de electores, equivalentes al 36,9% de los sufragios 
válidos. Muy poco tiempo después, en enero de 2007, el reelecto pre-
sidente anunció su intención de enrumbar a Venezuela por el camino 
del “socialismo del siglo XXI”, ratificando lo ofrecido durante la cam-
paña electoral. La velocidad y la profundidad de las medidas impre-
sionaron a la opinión pública nacional e internacional. El triunfo elec-
toral de diciembre 2006 fue interpretado por el oficialismo como la 
consagración del liderazgo del presidente y como un mandato para 
profundizar la llamada revolución bolivariana. 

Las medidas inmediatas incluyeron la nacionalización de la em-
presa telefónica CANTV y de la electricidad de Caracas, así como el 
anuncio de la no renovación de la concesión al canal de televisión 
Radio Caracas Televisión (RCTV). En el campo político-institucional, 
además de la disolución de los partidos de la coalición de gobierno y la 
creación del PSUV, la estrategia para la implantación del “socialismo 
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del siglo XXI”, según fue expuesta al país en enero de 2007, requería 
de la activación de cinco “motores” fundamentales.1

Los motores son: 1) La Ley Habilitante, concedida al presiden-
te por la Asamblea Nacional por 18 meses para legislar sobre diez 
temas de amplísimo alcance, que corresponden a los ámbitos de la 
transformación de las instituciones del Estado, la participación po-
pular, los valores esenciales del ejercicio de la función pública, los 
aspectos económico y social, financiero y tributario, seguridad ciu-
dadana y jurídica, ciencia y tecnología, ordenación territorial, seguri-
dad y defensa, y finalmente infraestructura, transporte y servicios.2 
2) Reforma constitucional, para instaurar un “estado de derecho so-
cialista”. El proyecto fue presentado por el presidente al parlamen-
to el 15 de agosto de 2007, y contempla la modificación directa de 33 
artículos de la constitución, muchos de los cuales se refieren directa-
mente a los ámbitos de la Ley Habilitante y a los demás “motores” de 
la revolución. 3) “Moral y luces: Educación con valores socialistas”. 
4) “La nueva geometría del poder: El reordenamiento socialista de la 
geopolítica de la nación”, mucho de lo cual se presenta en la propues-
ta de reforma constitucional; y 5) “Explosión del poder comunal: De-
mocracia protagónica, revolucionaria y socialista”, cuyas directrices 
también se encuentran delineadas en la propuesta de reforma cons-
titucional, y que da continuidad a la experiencia de la puesta en mar-
cha de los consejos comunales durante 2006 y 2007. 

La velocidad en la aplicación de las medidas era necesaria tanto pa-
ra aprovechar la “luna de miel” postelectoral y el apoyo recibido, como 
para impedir la articulación de un esfuerzo opositor frente a la radica-
lización del proceso. El proceso electoral y sus resultados mostraron 
que, por encima del ventajismo progubernamental y de las condicio-
nes adversas, una parte muy importante de la sociedad venezolana, 
expresada en cerca del 40% del electorado, no ha podido ser cautiva-
da ni convencida por la oferta de la revolución bolivariana ocho años 
después de su puesta en marcha, y a pesar de los inconmensurables 

1.	 Ver El Nacional, 20.01.2007, A-11. 
2.	 Ver Proyecto de Ley Habilitante, Exposición de Motivos y Ley Habilitante (www.

abn.info.ve). Publicado en Gaceta Oficial el 2 de febrero de 2007. 



3 / Venezuela: de la democracia representativa al socialismo del siglo XXI 75

recursos fiscales, ideológicos, institucionales, políticos, etc., invertidos 
en ese empeño. Para el avance hacia la fase de la implantación del “so-
cialismo del siglo XXI” era necesario debilitar más aún la posibilidad 
de articulación y de expresión política de esa porción de la población, 
a la que podía agregarse el rechazo de los simpatizantes del gobier-
no que tampoco comparten el deslizamiento autoritario y personalista 
anunciado durante la campaña electoral bajo la propuesta de la reelec-
ción presidencial indefinida,3 ahora convertida en propuesta de refor-
ma constitucional, ni la cancelación de la concesión de RCTV, ni la orden 
presidencial de disolución de los partidos de la coalición gobernante 
para formar el Partido Socialista Único de Venezuela (PSUV). 

Para el momento de escribir este trabajo (septiembre de 2007), 
el tema que más ocupa la opinión pública venezolana es el de la refor-
ma constitucional. Sobre ella se debate su propia constitucionalidad, 
justificación, proceso de discusión y de aprobación, contenido sus-
tantivo, consecuencias de corto, mediano y largo plazo para el país, 
estrategias de presentación e impugnación, etc. Ha generado el espe-
rable rechazo de los sectores tradicionalmente identificados con la 
oposición al régimen, pero también el de agrupaciones e individuali-
dades vinculadas al oficialismo desde el ascenso de Chávez al poder, 
así como de sectores menos movilizados durante los años, como los 
estudiantes de educación superior. 

Los temas más prominentes de la propuesta de reforma consti-
tucional son: reelección indefinida del presidente de la república, am-
pliación del período de gobierno de seis a siete años y expansión de las 
competencias del presidente de la república y del poder público nacio-
nal; implantación de un estado socialista, de una democracia socialista 
y de una economía socialista; Redefinición de la organización político-
territorial del país; ampliación de los mecanismos de participación ciu-
dadana con la inclusión de los concejos del poder popular (comunales,

3.	 Durante la campaña electoral de 2006, Chávez había anunciado su intención de 
promover la elección presidencial indefinida. Afirmó: “Yo voy a convocar un re-
feréndum a través de un decreto, y aunque me acusen de que quiero perpetuar-
me en el poder les voy a preguntar a ustedes, a todo el pueblo, ¿está usted de 
acuerdo en que Chávez sea el presidente de Venezuela hasta el 2031, sí o no?”. 
Ver El Nacional, 07.05.2006, A-6.
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estudiantiles, campesinos, obreros); sustitución del municipio por la 
ciudad como unidad política primaria; constitucionalización de las co-
munidades organizadas, los concejos comunales, las comunas y otros 
entes del poder popular; consagración del poder popular como uno de 
los componentes de la distribución territorial del poder nacional; fi-
nanciamiento público de las actividades de las asociaciones con fines 
políticos, y prohibición de financiamiento externo de estas; reducción 
de la jornada laboral a seis horas y extensión de los beneficios de la se-
guridad social a los trabajadores por cuenta propia; constitucionali-
zación de las “misiones” sociales del gobierno; eliminación de la auto-
nomía del Banco Central de Venezuela y atribución al presidente del 
establecimiento y regulación de la política monetaria del país y la fija-
ción del nivel de las reservas necesarias y de las excedentarias; elimi-
nación de la garantía de la protección a la propiedad y actividad eco-
nómica privadas y consagración de la preponderancia de los intereses 
comunes sobre los individuales en la definición del modelo económico; 
prohibición del latifundio; fomento de empresas y unidades económi-
cas de propiedad social, tanto directa o comunal como indirecta o es-
tatal, para crear las bases de la construcción colectiva y cooperativa 
de una economía socialista; garantizar y reconocer las formas de pro-
piedad pública, la social, la ciudadana, la colectiva, la mixta, la privada; 
reserva al Estado de la explotación de hidrocarburos líquidos, sólidos 
y gaseosos, así como de las explotaciones, servicios y bienes de interés 
público y de carácter estratégico; ampliación del situado constitucional 
de 20% a 25%; extensión del número de vicepresidentes, cuyo núme-
ro y competencias serán establecidos por el presidente; ampliación de 
la competencia presidencial de promoción de oficiales de la fuerza ar-
mada a todos los grados y jerarquías y designarlos para los cargos co-
rrespondientes; definición de la fuerza armada como un cuerpo patrió-
tico, popular y antiimperialista, orientado a aplicar los principios de la 
defensa militar integral y la guerra popular de resistencia; cambio del 
nombre de la fuerza armada por Fuerza Armada Bolivariana, compues-
ta por ejército bolivariano, armada bolivariana, aviación bolivariana, 
guardia territorial bolivariana y milicia popular bolivariana.4

4.	 Ver Chávez (2007a, 2007b). 
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En la propuesta se mezclan temas estructurales referidos a la 
redefinición del modelo sociopolítico y socioeconómico (i. e. propie-
dad, socialismo), con temas coyunturales vinculados a la necesidad 
de generar adhesiones al proyecto y a su aprobación (i. e. aspectos 
sociales, jornada de trabajo), junto con materias asociadas a la per-
manencia en el poder de Hugo Chávez y a la concentración del poder 
en su persona (i. e. reelección, potestades militares). En el transcur-
so de la discusión parlamentaria y del debate de la propuesta en la 
opinión pública ya han surgido modificaciones,5 y podrán aparecer 
otras. Siendo la reforma un proceso que apenas se inicia, para los fi-
nes de este trabajo se le incluye como referencia de la dirección a la 
que aspira dirigirse la llamada revolución bolivariana, sobre la ba-
se de lo que ha sido su impronta. Nos centraremos en el análisis del 
orden sociopolítico que ha emergido entre 1998 y 2007, destacando 
que las instituciones, actores, reglas, procedimientos y valores pro-
pios de la democracia representativa han sido desdibujados sistemá-
ticamente a lo largo de los años de gobierno del presidente Chávez 
y de su coalición. De continuar en el marco trazado por la reforma 
constitucional y por la práctica político-institucional polarizante y 
excluyente característica de este lapso, el modelo sociopolítico vene-
zolano se enrumbará hacia un régimen más personalista, autoritario 
y militarista aún que el actual. 

Cambio sociopolítico y procesos electorales en Venezuela

La experiencia electoral venezolana es extensa, rica y variada. Des-
de 1958 hasta diciembre de 2006, en Venezuela se han realizado 26 

5.	 Al momento de escribir este trabajo (septiembre de 2007), el presidente ya 
anunció algunas modificaciones a su propuesta original. Su proyecto de elimi-
nar la Guardia Nacional y sustituirla por una Guardia Territorial será retirada, 
dado el rechazo que aquel generó dentro de dicho cuerpo de la fuerza arma-
da; igualmente planteó retirar su propuesta de cambiarle el nombre a Caracas 
por el de “Cuna de Bolívar y Reina del Guaraira Repano”, debido a que “A la Sa-
la Situacional de Miraflores han llegado quejas por el cambio de nombre de Ca-
racas, por eso Chávez dijo que retiraría el nombre ‘reina del Guaraira Repano’ 
porque implicaba la existencia de una monarquía’”. (El Nacional, 02.09.07). Por 
su parte, la Asamblea Nacional está considerando extender el derecho al voto a 
los mayores de 16 años (El Nacional, 07.09.2007). 
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procesos comiciales de alcance nacional. De estos, 11 corresponden 
a la elección presidencial, 10 a la elección de autoridades regionales 
y locales y 4 a referendos nacionales. El lapso más prolífico en mate-
ria comicial es el que se extiende entre 1998 y 2006, con 50% del to-
tal de procesos, con un promedio de 1,4 elecciones por año. 

Con la promulgación de la Constitución de 1999, se redefinie-
ron aspectos claves de la institucionalidad y de las reglas del juego 
político-electoral, en el marco de la sustitución de la democracia re-
presentativa por la llamada democracia participativa. Con la nueva 
Constitución se pasó de un parlamento bicameral a un parlamento 
unicameral (Asamblea Nacional). Se modificaron todos los períodos 
electivos, de modo que las autoridades regionales y locales perma-
nezcan durante cuatro años en sus cargos, los diputados al parla-
mento cinco años y el presidente seis años. Todos estos cargos ad-
miten reelección inmediata, y pueden ser sometidos a la revocatoria 
de mandato al cumplirse la mitad del período. La combinación entre 
viejas y nuevas reglas permitió al actual presidente, Hugo Chávez, 
gobernar desde 1998 hasta el año 2000 según las disposiciones de 
la Constitución de 1961, y ser reelecto para los lapsos 2000-2006 y 
2007-2013 de acuerdo con la Constitución de 1999. 

Entre 1958 y 1988, los partidos Acción Democrática (AD), de ten-
dencia social demócrata, y el Comité Político Electoral Independiente  
(COPEI), de tendencia social cristiana, dominaron el espacio políti-
co-electoral y se consolidó un sistema bipartidista moderado. Con la 
puesta en marcha de la descentralización político-administrativa a 
partir de 1989, se ampliaron las oportunidades para la competencia 
electoral y para la incorporación de nuevos actores, y el sistema ten-
dió al multipartidismo. A partir del año 2000, el sistema partidista 
se redefinió nuevamente y ha adquirido el carácter de un sistema de 
partido dominante, con el predominio del Movimiento Quinta Repú-
blica (MVR), hasta las elecciones de diciembre de 2006 el principal 
partido de la coalición gobernante.6 

6.	 A inicios de 2007, el presidente Chávez promovió la disolución de los partidos de 
la coalición gobernante y la conformación del Partido Socialista Unido de Vene-
zuela (PSUV). El MVR acató la orden de disolverse, no así otras agrupaciones co-
mo el Partido Comunista de Venezuela (PCV), el partido Patria Para Todos (PPT) 



3 / Venezuela: de la democracia representativa al socialismo del siglo XXI 79

El nuevo orden se propuso reemplazar la democracia representa-
tiva por la llamada democracia participativa. Ello se tradujo en nuevas 
reglas e instituciones, como la prohibición del financiamiento público 
de la actividad partidista, la eliminación de la mención a los partidos 
políticos en la Constitución, a los que se denomina asociaciones con fi-
nes políticos, junto con la minimización de su importancia como cana-
les legítimos de articulación y representación de intereses, reforzada 
por la posibilidad de la postulación de candidatos por iniciativa pro-
pia. El nuevo texto modificó la estructura tradicional de los poderes 
públicos al ampliar la competencias del poder ejecutivo e incorporar 
dos nuevas ramas: el poder ciudadano y poder electoral. En la Consti-
tución de 1999 se plasmaron una gama de mecanismos de democracia 
directa, como los referendos consultivos, revocatorios, aprobatorios y 
abrogatorios, que si bien ampliaron los canales de participación ciuda-
dana, al atribuirle la competencia para su convocatoria al presidente 
establecieron las bases para un régimen plebiscitario.7

Durante el lapso de 1998-2006, los procesos comiciales funcio-
naron como un eficaz mecanismo para promover y consolidar el des-
plazamiento de los actores políticos tradicionales y para generar una 
nueva clase política identificada con el modelo sociopolítico emer-
gente, así como para asegurar la legitimidad doméstica e interna-
cional de Chávez y de su coalición. Los comicios del lapso incluyeron 
elecciones convencionales, junto con referendos de diversos tipo, tal 
como se expone en el cuadro que sigue, en el que se incluyen fallidos 
intentos que también tuvieron lugar durante estos años.

Los comicios realizados desde 2004 hasta diciembre de 2006 
mantuvieron la tendencia al desplazamiento del liderazgo tradicio-
nal y al afianzamiento del presidente Chávez y de las agrupaciones de 
la coalición gobernante. No obstante, debido a las sospechas acerca 
de la consumación de diversas formas de fraude electoral y a la exis-
tencia de ventajismo a favor del gobierno, los comicios han enfrentado  

y el partido PODEMOS entre los más importante. El episodio generó y sigue ge-
nerando (septiembre de 2007) importantes tensiones y rupturas en el interior 
de la coalición gobernante.  

7.	 El examen de estas innovaciones y sus consecuencias en Kornblith (2004, 
2005b) y Rachadel (2001). 
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Cuadro 3.1
Comicios en Venezuela 1998-2006

Fecha Tipo de elección

08.11.1998 Congreso Nacional, gobernadores, Asambleas Legislati-
vas de los estados, parlamentos Andino y Latino

06.12.1998 Presidenciales

25.04.1999 Referendo consultivo sobre convocatoria a Asamblea Na-
cional Constituyente (ANC) 

25.06.1999 Elección de representantes a la ANC

15.12.1999 Referendo aprobatorio del proyecto de constitución

25.05.2000 Suspensión de las “megaelecciones” para seleccionar to-
dos los cargos de elección popular previstas para el 28 
de mayo de 2000

30.06.2000 Presidente, Asamblea Nacional, gobernadores, Consejos 
Legislativos Estadales, alcaldes, parlamentos Andino y 
Latino

03.12.2000 Concejos Municipales y Juntas Parroquiales; referendo 
sindical 

23.01.2003 Suspensión de referendo consultivo acerca de renuncia 
presidencial previsto para el 2 de febrero de 2003

12.09. 2003 Rechazo de la primera solicitud de referendo revocatorio 
presidencial

15.08.2004 Referendo revocatorio presidencial

30.10.2004 Gobernadores, Consejos Legislativos Estadales, alcaldes

07.08.2005 Concejos Municipales y Juntas Parroquiales

04.12.2005 Asamblea Nacional, parlamentos Andino y Latino

03.12.2006 Elección presidencial 

Fuente: elaboración propia
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mayor cuestionamiento tanto nacional como internacional, reducién-
dose su capacidad legitimadora en comparación con los efectuados 
durante el lapso 1998-2000. 

A pesar de la existencia de algunos elementos de continuidad en 
la dinámica comicial venezolana desde 1958 hasta el presente, des-
de 1998 hasta la actualidad Venezuela ha transitado por un perío-
do de radical cambio político. El proceso sociopolítico ha evoluciona-
do desde el establecimiento, consolidación y crisis de la democracia 
representativa durante el lapso 1958-1998, hasta el intento por ins-
taurar el llamado “socialismo del siglo XXI” después de las elecciones 
de diciembre de 2006, pasando por la llamada “democracia partici-
pativa y protagónica” del lapso 1999-2006, consagrada en la Consti-
tución de 1999. 

El ascenso al poder de Hugo Chávez y de su coalición a partir de 
las elecciones presidenciales de 1998 se ha traducido en la puesta 
en marcha de un ambicioso y confuso proyecto sociopolítico de lar-
go alcance, encaminado a “refundar la república” en el marco de la 
llamada “revolución bolivariana”, una de cuyas piezas ideológicas e 
institucionales fundamentales es el rechazo y superación de la de-
mocracia representativa y su sustitución por la llamada “democracia 
participativa y protagónica”,8 y recientemente por el “socialismo del 
siglo XXI”. Este polémico planteamiento ha sido caracterizado por Ce-
resole (2000) como un modelo “posdemocrático”, articulado en torno 
al trípode caudillo-ejército-pueblo.9 Para Burgos (2004-2005: 207), 

8.	 En el Preámbulo se establece que la constitución vigente se decreta: “[...] con 
el fin supremo de refundar la República para establecer una sociedad demo-
crática, participativa y protagónica […]”. Sobre la falta de congruencia entre el 
ideario bolivariano y la llamada democracia participativa y protagónica ver J. 
C. Rey (2005). Para el autor, el intento de asimilación entre ambos conceptos 
constituye una tergiversación deliberada de la realidad histórica y del pensa-
miento bolivariano, orientado a generar una justificación legitimadora de los 
rasgos autoritarios y personalistas del actual régimen sociopolítico. 

9.	 Sociólogo argentino, conocido por posiciones antisemitas, actuó como ideólogo 
y asesor de Chávez al inicio de su mandato. Según Ceresole: “El modelo venezo-
lano no se parece a nada de lo conocido, aunque nos recuerda una historia pro-
pia, que generalmente hemos negado por nuestra anterior adscripción y sub-
ordinación ante los tabúes del pensamiento occidental-racionalista (marxismo 
incluido). Se diferencia del ‘modelo democrático’ (tanto liberal como neoliberal) 
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la visión de Ceresole forma parte de la “influencia neofascista” en la 
visión ideológica de Chávez, de quien toma “la idea de la preeminen-
cia del líder único y su relación con el ‘pueblo’ sin mediación de par-
tido y el papel primordial de las Fuerzas Armadas como sustento del 
poder”. 

En términos conceptuales y geográficos más amplios, la nueva 
dinámica sociopolítica e institucional venezolana se identifica con lo 
que diversos teóricos han denominado como regímenes autoritario 
electorales (Linz 2000, Schedler 2006), o autoritarismos competitivos 
(Levitsky y Way 2002), o regímenes semiautoritarios (Ottaway 2003), 
o variantes de regímenes no-democráticos (Broker 2000).10 Para el ca-
so venezolano, esta conceptualización ha sido empleada por Corrales 
(2006), por Kornblith (2006, 2007) y por Tanaka (2005), quien tam-
bién la utiliza para caracterizar al Perú durante el régimen de Fujimo-
ri. En este tipo de orden, a diferencia de los regímenes autoritarios o 
totalitarios clásicos, la dimensión electoral no ha sido suprimida, más 
bien forma parte sustantiva de la dinámica sociopolítica y de las fór-
mulas de legitimación de los gobiernos.

No obstante, las esferas electoral e institucional han sido delibe-
radamente intervenidas y alteradas por los actuales gobernantes, con 
el propósito fundamental de minimizar la incertidumbre caracterís-
tica de la competencia pluralista a fin de asegurar su acceso al poder 

porque dentro de la orden popular (mandato) está implícita —con claridad 
meridiana— la idea de que el poder debe permanecer concentrado, unificado 
y centralizado (el pueblo elige a una persona [que es automáticamente proyec-
tada al plano de la metapolítica] y no a una ‘idea’ o ‘institución’). No es un mo-
delo ‘antidemocrático’, sino ‘posdemocrático’. Se diferencia de todas las formas 
de ‘socialismo real’ conocidas durante el siglo XX, porque ni la ‘ideología’ ni el 
‘partido’ juegan roles dogmáticos, ni siquiera significativos […]. Se diferencia 
de los caudillismos tradicionales o ‘conservadores’, porque el mandato u orden 
popular que transforma a un líder militar en un dirigente nacional con proyec-
ciones internacionales fue expresado no sólo democráticamente, sino, además, 
con un sentido determinado: conservación de la cultura (independencia nacio-
nal), pero transformación de la estructura (social, económica y moral)”. Ver 
Ceresole (2000: 30-31, énfasis mío). 

10.	 Con los autores mencionados no se pretende agotar la creciente bibliografía y 
reflexión sobre este importante tema. Para una discusión reciente de los retos 
práctico-políticos que plantea la proliferación de este tipo de regímenes, ver Ca-
rothers (2006).  
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y su perpetuación. En tales condiciones, no se cumplen los requisitos 
de libertad y equidad que permitirían una efectiva competencia en-
tre las partes ni la posibilidad de alternancia entre los actores guber-
namentales y los de oposición. 

El aporte de estas conceptualizaciones consiste en enfatizar que 
este tipo de regímenes no pueden ser considerados como versiones 
más o menos desmejoradas o transicionales de diversas variedades 
de “democracias con adjetivos” (Collier y Levitsky 1997), que inclu-
yen a las llamadas democracias iliberales, defectuosas, de baja inten-
sidad, de baja calidad, regímenes híbridos, zonas grises, semidemocra-
cias, etc. Se trata, más bien, de regímenes autoritarios, en los que no 
se cumplen los requisitos democráticos de competitividad, equidad 
y libertad para el acceso y permanencia en el poder (lo que no exclu-
ye que tampoco satisfagan los requisitos democráticos del ejercicio 
del poder). En términos de Levine y Molina (2007), se trataría de re-
gímenes en los cuales los procesos a través de los cuales la población 
selecciona y controla a sus autoridades son de baja o mínima calidad 
democrática.

A fin de caracterizar conceptualmente el régimen sociopolítico 
venezolano, dedicaremos la siguiente sección a examinar los requisi-
tos de la democracia y su cumplimiento en Venezuela. 

Definición de la democracia  
y su aplicación al régimen venezolano actual 

Según la definición desarrollada por Mainwaring, Brinks y Pérez-Li-
ñán (2001) y Mainwaring y Pérez-Liñán (2005), un régimen es demo-
crático si: 1) promueve elecciones competitivas para seleccionar los 
cargos ejecutivos y legislativos que satisfacen los requisitos de liber-
tad y equidad (free and fair competitive elections), 2) permite la in-
clusión de todos los ciudadanos adultos mayores de edad, 3) protege 
los derechos y libertades civiles y políticos (civil liberties and political 
rights), y 4) asegura que las autoridades electas son las que realmen-
te gobiernan y no poderes fácticos al margen del proceso electoral, 
con especial énfasis en el requisito de la sujeción del sector militar al 
sector civil. Los regímenes autoritario-electorales claramente no cum-
plen con la primera condición, y generalmente incumplen o presentan  
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serias deficiencias en alguna de las restantes. En el caso venezolano, 
los cuatro requisitos se han visto severamente afectados desde la lle-
gada de Chávez al poder en 1999.  

Elecciones equitativas, libres y competitivas

El binomio clásico de elecciones libres y equitativas (free and fair 
elections) ha experimentado un marcado decaimiento durante el lap-
so que se extiende entre los años 2000 y 2006. El rasgo que hoy do-
mina en la organización y puesta en marcha de los comicios en Vene-
zuela es el ventajismo progubernamental, que moldea todas las fases 
del proceso comicial. El ventajismo se ha convertido en un rasgo con-
sustancial, endógeno al proceso comicial venezolano. Ello como con-
secuencia de la combinación entre la definición de las reglas cons-
titucionales que debilitan la democracia representativa, la vocación 
hegemónica y excluyente del proyecto sociopolítico en marcha y la 
híper politización de las instituciones y poderes públicos. Estos tres 
rasgos se refuerzan mutuamente en el ámbito electoral para generar 
una competencia inequitativa, ampliamente favorecedora de las op-
ciones del oficialismo.   

El ventajismo progubernamental deriva de y se expresa en diver-
sos e importantes ámbitos, tales como la definición de reglas político-
electorales de carácter legal y sublegal, la selección de las autoridades 
comiciales y organización de la institución electoral en todo el terri-
torio nacional, la composición del registro de electores aptos para vo-
tar, el diseño y escogencia de plataformas tecnológicas y organizati-
vas para el ejercicio, escrutinio y totalización del voto; la adopción de 
cronogramas comiciales, el procesamiento de demandas e impugna-
ciones pre y postelectorales, el financiamiento de partidos y de cam-
pañas comiciales, los controles sobre el uso de recursos públicos por 
parte de funcionarios en ejercicio, la estructuración de los centros de 
votación y selección de los funcionarios electorales y la regulación 
de la observación electoral nacional e internacional. En términos de 
Mozaffar y Schedler (2002), en Venezuela los tres niveles de la go-
bernabilidad electoral (electoral governance), es decir, la definición, la 
aplicación y la adjudicación de reglas, están marcados por el ventajis-
mo oficial endógeno al proceso electoral. A su vez, la inequidad y el  
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ventajismo están reforzados y protegidos por la híper politización de 
las instituciones y los poderes públicos, lo cual impide el tratamien-
to y la resolución neutral, equilibrada y con apego a la legalidad de las 
controversias electorales.  

Adicionalmente, el libre albedrío electoral se ha visto compro-
metido mediante la activación de mecanismos manipulativos de ca-
rácter coactivo y/o clientelar por parte del oficialismo, que inciden 
sobre la libre expresión de las preferencias de los votantes, tanto en 
lo que se refiere a su participación o no en los comicios, como en la 
selección de sus candidatos u opciones. 

Uno de los episodios más turbios de la reciente dinámica político-
electoral venezolana ha sido la activación de “listas negras” de elec-
tores, confeccionados por las fuerzas progubernamentales, a través 
de las cuales se discrimina en contra de los votantes de oposición y se 
coacciona a los votantes pro oficialistas. El origen de estas listas se re-
monta a la etapa de la recolección de firmas para activar el referendo 
revocatorio presidencial (octubre de 2003-agosto de 2004), cuando 
los formularios contentivos de los nombres, firmas y demás datos per-
sonales de los 3,4 millones de ciudadanos solicitantes de la revocatoria 
del mandato presidencial y de diputados oficialistas fueron entrega-
dos por el CNE a los sectores pro gubernamentales. Esta información 
fue publicada en la página web del diputado Luis Tascón, pertenecien-
te al partido de gobierno Movimiento Quinta República (MVR). Muchos 
de los electores que aparecieron en la llamada “lista de Tascón” fue-
ron destituidos de cargos públicos o no fueron empleados, se les negó 
documentación oficial, los contratistas con el sector público perdieron 
sus asignaciones, los firmantes fueron conminados a retirar sus nom-
bres de apoyo, se les dificultó el acceso a la educación pública y la dis-
criminación se extendió hasta los familiares de los firmantes.11 Nin-
guno de los órganos responsables de la protección de los derechos del 
ciudadano y del elector, como la Defensoría del Pueblo, la Fiscalía Ge-
neral o el Tribunal Supremo de Justicia, intervino para evitar o sancio-
nar estas prácticas, que más bien se pusieron en marcha con la activa 
complicidad del CNE y los demás órganos de los poderes públicos.

11.	 El tratamiento detallado y documentado de estas prácticas en Jatar (2006).
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Ante el repudio y creciente cuestionamiento en la opinión públi-
ca por el uso de este dispositivo, a inicios del año 2005, el presidente 
Chávez hizo un llamado tardío, débil e ineficaz a “enterrar la lista de 
Tascón” aunque sin condenarla.12 La “lista de Tascón” no sólo no fue 
enterrada, sino que fue perfeccionada y complementada con más in-
formación acerca de las preferencias electorales y otros datos per-
sonales de todos los votantes, y fue divulgada y utilizada sistemáti-
camente en los siguientes comicios, bajo el nuevo nombre de “lista 
Maisanta”, y sigue siendo usada para evaluar las contrataciones con 
el sector público. En la “lista Maisanta” no sólo aparecen los votantes 
que solicitaron el referendo revocatorio presidencial, sino todos los 
electores clasificados según preferencias políticas, además de infor-
mación acerca de la participación en recientes comicios y en las mi-
siones sociales desarrolladas por el gobierno. Con tal ampliación, las 
“listas” se mantienen como instrumento para discriminar a los vo-
tantes de oposición, pero se expanden como mecanismo de control 
de los votantes identificados con el gobierno, cuya afiliación a algu-
no de los programas asistenciales promovidos por este los hace vul-
nerables a las presiones del oficialismo. 

En definitiva, las pérdidas en equidad y libertad de los procesos 
comiciales en el país han tenido un impacto significativo y negativo en 
la competitividad de las elecciones. Ello ha dañado significativamente 
la confianza de importantes sectores de la ciudadanía en la eficacia y 
valor del voto como método para expresar las preferencias colectivas 
y ha desatado importantes alarmas en algunos sectores de la comu-
nidad democrática internacional acerca de la calidad de las eleccio-
nes y de la democracia en el país.13 La legitimidad de las autoridades 

12.	 Las palabras del presidente fueron: “Eso ya pasó. Entiérrese la lista de Tascón. 
Seguramente ya cumplió un papel importante, pero ahora debe ser enterrada”. 
Tomado de El Nacional, 26.02.06, A-2). La organización civil venezolana Ciuda-
danía Activa divulgó en febrero 2006 un documental de denuncia contentivo 
de testimonios e información acerca de la discriminación ejercida con esos me-
canismos, cuyo título es La Lista: Un pueblo bajo sospecha. Ver http://ciudada 
niaactiva.org.

13.	 Los informes de las misiones de observación internacional que presenciaron las 
elecciones parlamentarias en diciembre 2005 se refieren a los déficits y proble-
mas detectados en las diversas áreas de la “gobernabilidad electoral”. Si bien no 
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electas o de los procesos comiciales —elecciones y referendos—  
también ha sufrido a consecuencia de la erosión del proceso mediante 
el cual la población selecciona y controla a dichas autoridades. 

Inclusión de todos los ciudadanos adultos mayores de edad

Desde el punto de vista formal —legal y constitucional—, en Vene-
zuela no existe ningún tipo de impedimento ni discriminación en con-
tra de los ciudadanos, y todas las personas mayores de 18 años están 
capacitadas para ejercer plenamente sus derechos civiles y políticos. 
No obstante, la existencia y conspicuo uso de las listas Tascón y Mai-
santa y la utilización de las preferencias políticas como criterio para 
diferenciar entre los ciudadanos, ha provocado la exclusión de facto 
—el apartheid político— de amplios sectores de la población venezo-
lana del ejercicio pleno y sin condicionamientos de sus derechos ciu-
dadanos, y del disfrute de los beneficios que como ciudadanos les co-
rresponde con independencia de sus preferencias políticas.14 

 Derechos y libertades civiles y políticos 

Desde 1999 en adelante, el tercer requisito de la definición de demo-
cracia de Mainwaring, Brinks y Pérez-Liñán, el del ejercicio efectivo 

llegan a cuestionar la legitimidad de las elecciones, hacen señalamientos críti-
cos de peso, así como recomendaciones que, de cumplirse, supondrían romper 
el esquema de ventajismo y control gubernamental de la institución electoral. 
Ver OEA (2006), UE (2006) y Bloque Parlamentario Europeo (2006). 

14.	 En contraste, el derecho a la identidad venezolana y al voto como venezolano 
ha sido concedido a ciudadanos de otras nacionalidades sin el cumplimiento de 
las normas legales, a través de misiones y operativos express puestos en mar-
cha con la finalidad de incluir en el registro electoral a votantes que con alta 
probabilidad seguirán los lineamientos del oficialismo. Un caso ilustrativo de 
estas incorporaciones fraudulentas de electores al registro electoral fue el de 
Rodrigo Granda, de nacionalidad colombiana, quien fungía como “canciller de 
las FARC” (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia), quien sin tener na-
cionalidad venezolana, ni haber cumplido los requisitos para optar a la nacio-
nalidad venezolana, obtuvo la cédula de identidad venezolana, fue inscrito en 
el registro electoral y votó en el referendo revocatorio presidencial en agosto 
de 2004. 
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de los derechos y libertades civiles y políticos, también se ha visto ne-
gativamente afectado en Venezuela. Ello ha ocurrido a consecuencia 
de la combinación entre la falta de autonomía e independencia de los 
poderes públicos, la antes mencionada politización de las institucio-
nes públicas y el decaimiento generalizado de la vigencia del estado 
de derecho en el país. 

El modelo de control hegemónico y parcialización de las autori-
dades públicas fue iniciado por las actuaciones de la Asamblea Cons-
tituyente (ANC) en diciembre de 1999, y, desde aquel momento, se ha 
enraizado y acentuado como práctica político-institucional, alenta-
da y practicada con orgullo y descaro por los titulares de los pode-
res públicos y autoridades de las instituciones públicas.15 En las se-
manas siguientes al referendo aprobatorio de la nueva constitución 
(diciembre de 1999), la ANC destituyó a todos los miembros de los 
poderes públicos, incluyendo al poder legislativo y judicial, al fiscal, 
contralor y a la junta directiva del CNE, y nombró de manera provi-
sional a sus nuevos ocupantes, sin ceñirse a las disposiciones cons-
titucionales correspondientes. Para efectuar dichas destituciones y 
designaciones se apoyó en la tesis de la “supraconstitucionalidad” 
(TSJ 2000) de sus actuaciones decretada por la Corte Suprema de 
Justicia. Con muy pocas excepciones, las autoridades designadas por 
la ANC estaban inequívocamente identificadas con los nuevos ocu-
pantes en el poder y/o provenían de las organizaciones partidistas 
de la coalición gobernante. 

En la actualidad, el Tribunal Supremo de Justicia está conforma-
do por 32 magistrados, nombrados mediante procedimientos de du-
dosa legalidad y seleccionados atendiendo primordialmente al crite-
rio de la identificación con la coalición en el poder. En diciembre de 

15.	 En la inauguración del año judicial en enero 2006, los magistrados del Tribunal 
Supremo de Justicia corearon al unísono la consigna pro Chávez característi-
ca de las manifestaciones partidarias oficialistas: “Uh-Ah-Chávez-no-se-va”. A 
finales de 2006 se generó un escándalo de importancia en el país, al ser difun-
dida una grabación anónima de un acto en la empresa petrolera estatal PDV-
SA, en el que su presidente, Rafael Ramírez, quien, además, ejerce el cargo de 
ministro de Energía, afirmaba que PDVSA era “roja, rojita” (el color político de 
la coalición gobernante) y estaba “al servicio de la revolución”, y conminaba a 
aquellos trabajadores y profesionales que no se identificaran con tal proyecto 
a abandonar PDVSA.  
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2004, la Asamblea Nacional modificó la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial y aumentó a 32 el número de miembros del Tribunal Supremo de 
Justicia, nombrando a 12 nuevos magistrados identificados con el ofi-
cialismo. También se atribuyó el derecho a nombrar y remover a los 
magistrados con la mayoría, desconociendo las disposiciones consti-
tucionales que obligan a tomar esas decisiones mediante mayoría ca-
lificada. Por efecto del retiro de la fuerzas de oposición en las eleccio-
nes parlamentarias de diciembre de 2005, el poder legislativo está 
conformado exclusivamente por representantes de las fuerzas pro-
gubernamentales. No obstante, cuando el parlamento estuvo com-
puesto de manera más plural (2000-2005), la capacidad de las or-
ganizaciones no oficialistas para incidir en la formulación de leyes y 
colocarle límites a los excesos oficialistas fue mínima, dada la voca-
ción hegemónica de la bancada mayoritaria y la modificación acomo-
daticia de las reglas del juego parlamentario a su favor.  

Las dos nuevas ramas del poder público —poder ciudadano y po-
der electoral— nacieron con la marca de la parcialización. El poder 
ciudadano está compuesto por el Fiscal General de la República, el 
Contralor General de la República y el Defensor del Pueblo, los tres 
conspicuos militantes de organizaciones partidistas proguberna-
mentales. Tales afinidades incapacitan a dichos funcionarios y a las 
organizaciones que dirigen para actuar autónomamente en la defensa 
del ciudadano frente a los abusos cometidos por las autoridades pú-
blicas. Esta concentración de poderes en la rama ejecutiva y la pérdi-
da de autonomía de los poderes legislativo, judicial, ciudadano y elec-
toral es la consecuencia de la interacción entre el diseño institucional 
consagrado en la Constitución vigente, en el que deliberadamente se 
plasmó el predominio y desproporcionado protagonismo de la rama 
ejecutiva sobre los demás poderes, y una dinámica política efectiva 
marcada por la concentración del poder y el personalismo. 

Entre 1999 y el presente ha ocurrido una cesión sistemática y 
deliberada de poderes decisorios hacia el presidente, reduciendo a la 
irrelevancia o a la complicidad a las demás ramas de los poderes pú-
blicos. El episodio más reciente es la concesión al presidente en febre-
ro 2007, por parte de la Asamblea Nacional, de la antes mencionada 
Ley Habilitante por un lapso de 18 meses, así como la participación 
de importantes miembros de los poderes públicos en la comisión  
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designada por el presidente para la elaboración de una propuesta de  
reforma constitucional, que luego fue revisada por el presidente y 
presentada como suya ante la Asamblea Nacional. Los poderes públi-
cos han perdido significación, iniciativa y eficacia como órganos inde-
pendientes de control de la gestión del poder ejecutivo, y han deveni-
do en instancias de repetición y de convalidación de las iniciativas y 
órdenes emanadas de aquel.  

En este proceso de pérdida de neutralidad y de politización de las 
instituciones públicas, merece una mención especial el poder electo-
ral. En la designación, composición y funcionamiento del Consejo Na-
cional Electoral (CNE) como ente rector del poder electoral y de la ac-
tividad comicial en el país, confluyen el problema, ya señalado, de la 
falta de equidad del proceso comicial, junto con la ausencia de sepa-
ración de los poderes, lo que marca nuevamente la tendencia al ven-
tajismo progubernamental y el déficit de equidad de la competencia 
electoral. La garantía institucional individual más importante para el 
resguardo de la libertad y equidad, y en consecuencia para la compe-
titividad de las elecciones, es la existencia de un órgano electoral in-
dependiente y con autoridad (Diamond y Morlino 2004: 25), rasgo no-
toriamente ausente de los comicios puestos en marcha en Venezuela 
a partir del año 2000. 

Desde diciembre de 1999, las autoridades electorales tuvieron un 
carácter provisional, y fueron designadas mediante procedimientos 
diferentes y/o contradictorios a los establecidos en la Constitución y 
las leyes. En la selección de las autoridades electorales ha predomina-
do el criterio de la afiliación política de los candidatos a ocupar dichos 
cargos, contraviniendo las disposiciones legales y constitucionales co-
rrespondientes, que exigen que los titulares de dicho poder sean per-
sonas no identificadas con parcialidades políticas. De ello ha resultado 
una conformación abiertamente favorable al gobierno en la composi-
ción del organismo electoral, al ser electos sus titulares por la Asam-
blea Nacional y excepcionalmente por el TSJ.16 Los actuales miembros 

16.	 El examen de las diversas designaciones de las autoridades electorales y sus 
desviaciones respecto de la legalidad en Antela (2003), Valery y Ramírez (2001) 
y Kornblith (2003). La Constitución de 1999 establece (Art. 296): “El Consejo 
Nacional Electoral estará integrado por cinco personas no vinculadas a organi-
zaciones con fines políticos […]”. 
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del CNE fueron designados en abril de 2006 por la Asamblea Nacional, 
resultando una correlación de cuatro miembros pro gobierno y uno 
pro oposición (distribución que se repite entre los diez suplentes). 

El CNE se ha convertido en una pieza clave para la articulación 
del llamado régimen autoritario electoral. El organismo electoral ha 
sufrido una intensa, sistemática y cabal reingeniería, orientada ha-
cia su conversión en la instancia estatal concebida para asegurar el 
triunfo electoral y la permanencia en el poder de sus actuales ocu-
pantes.17 Ello ha generado intensos debates públicos y la creciente 
pérdida de confianza de amplios sectores de la población en el CNE y 
en los procesos comiciales en el país.18 

La falta de autonomía y separación de los poderes y la hegemo-
nía oficialista en su composición eliminó los pesos y contrapesos y 
los controles horizontales (horizontal accountability), mientras que la 
parcialización y ventajismo de la esfera electoral debilita y reduce a 
una mínima expresión el control vertical (vertical accountability) a las 
acciones y decisiones de las autoridades electas.19 La falta de separa-
ción de poderes y el ejercicio abusivo y arbitrario del poder han re-
dundado en el decaimiento generalizado de la vigencia del estado de

17.	 El examen de la importancia y funciones de la institucionalidad electoral y su 
relación con la legitimidad de las elecciones y la democracia en Mozaffar y Sche-
dler (2002).

18.	 Según diversas encuestas de opinión, las percepciones públicas en torno al CNE, 
la neutralidad del organismo y la pulcritud de las elecciones están altamente 
parcializadas y divididas. En febrero 2006, Consultores 21 reportaba que el 
54% de los consultados opinaba que el CNE “trabajaba por el país”, el 45% lo 
consideraba u organismo imparcial, mientras que el 49% lo consideraba par-
cializado, el 49% expresaba mucha confianza en el organismo, otro 49% expre-
saba “poco o nada de confianza” en el CNE y el 48% opinaba que en Venezuela no 
se respeta la opinión del elector, mientras que el 49% opinaba que sí se respe-
ta las opiniones del elector. Ver Consultores 21, febrero 2006). La reciente en-
cuesta de Datanálisis (mayo 2006) muestra que el 50,9% confía en el CNE y que 
el 43,2% no confía. Al desglosar los porcentajes por afiliación política, se obtie-
ne que el 78,4% de quienes se identifican como favorables al Gobierno confía en 
el CNE, mientras que el 88,7% de los opositores desconfía del organismo electo-
ral. (Tomado de El Nacional, 24.06.2006).

19.	 Existe una creciente bibliografía sobre el tema de accountability, en sus versio-
nes horizontal, vertical y societal. Consultar Mainwaring y Welna (2003).
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derecho en el país. Ello ha sido reforzado con la activa promulgación 
de legislación que penaliza la disidencia y el cuestionamiento a las au-
toridades públicas y sus gestiones, reinstaura los delitos de desacato, 
pretende controlar las actividades de las organizaciones autónomas 
de la sociedad civil, restringe el ejercicio de la libertad de expresión 
y la actividad de los medios masivos de comunicación.20 El episodio 
más reciente de las restricciones al pluralismo comunicacional fue la 
no renovación en mayo de 2007 de la concesión del canal de televisión 
privado Radio Caracas Televisión, el cual fue retirado del aire des-
pués de 53 años de funcionamiento. El gobierno esgrimió como razón 
fundamental que se trataba de un “canal golpista” debido al fuerte to-
no de crítica antigubernamental de sus programas de opinión. Tal co-
mo se afirma en un reporte de Human Rights Watch (2006: 1) “ […] el 
presidente Chávez y sus partidarios han buscado consolidar su poder 
socavando la independencia del poder judicial y los medios de comu-
nicación, instituciones que son esenciales para promover la protec-
ción de los derechos humanos”. Estos aspectos han sido ampliamente 
destacados y documentados con creciente preocupación por organi-
zaciones nacionales, hemisféricas e internacionales, sin que el gobier-
no haya prestado atención a estas o haya revisado sus posiciones.21

Sujeción del sector militar al sector civil 

El cuarto requisito de la definición de democracia se refiere a que el 
gobierno debe ser ejercido por las autoridades electas, y no por po-
deres fácticos emanados de circunstancias extra electorales. Esta 
condición se refiere especialmente a la sujeción del sector militar al

20.	 Se trata de leyes como la Ley de Responsabilidad Social en Radio y Televisión 
(2004); la modificación del Código Penal (2005), que amplía y agrava los de-
litos de reopinión, incluidos los delitos de desacato. Ver CIDH (2003), Correa 
y Cañizales (2005), Freedom House (2005), Human Rights Watch (2004),  
PROVEA (2006) e International Crisis Group (2007). 

21.	 El gobierno de Venezuela se ha negado sistemáticamente a autorizar una visita 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al país. La última que vi-
no al país lo hizo en el primer semestre de 2002. 
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poder civil. Este requisito se identifica con la dimensión de la sobe- 
ranía de la definición de la calidad de la democracia propuesta por 
Levine y Molina (2007). 

En el caso venezolano actual, esta condición se encuentra signifi-
cativamente distorsionada por la naturaleza cívico-militar de la coa-
lición en el poder. La perspectiva normativa y el diseño institucional 
adoptado por la llamada revolución bolivariana parten del cuestio-
namiento del propio principio de la sujeción del sector militar al go-
bierno civil. La revolución bolivariana y el “socialismo del siglo XXI” 
se ubican en la perspectiva de la fusión cívico-militar, en la medida 
en que las diferencias entre ambos sectores se desdibujan y pierden 
relevancia al ser igualados como actores y agentes del proceso políti-
co revolucionario. En este contexto, el trípode caudillo-ejército-pue-
blo enunciado por Ceresole adquiere pleno sentido y pertinencia co-
mo el principio articulador de la dinámica sociopolítica, desplazando 
las formalidades del acceso y ejercicio del poder desde la óptica libe-
ral, republicana y democrática. La centralidad del caudillo en dicho 
trípode se consagra en la constitución vigente, con la acentuación 
del presidencialismo en desmedro de las demás ramas de los pode-
res públicos. En el plano militar, ello se expresa en la ampliación de la 
potestad presidencial de decidir los ascensos militares del grado de 
coronel y capitán en adelante, prescindiendo de la intervención del 
parlamento, tal como se exigía en las constituciones anteriores. En 
la propuesta de reforma constitucional, se reserva la competencia de 
promover a los oficiales “en todos los grados y jerarquías”. 

El régimen se define como una alianza cívico-militar, basada en 
una ideología de la seguridad nacional en la que todos los sectores 
están comprometidos con la seguridad, defensa y desarrollo naciona-
les, difuminándose los límites de las competencias de cada sector. Es-
ta redefinición, plasmada en la constitución vigente, sustenta la cre-
ciente “securitización” y militarización de la gestión pública y de las 
interacciones colectivas. En la propuesta de reforma constitucional 
presentada por el presidente se exacerba este planteamiento, al pro-
poner la redefinición de la fuerza armada en los siguientes términos:

La Fuerza Armada Bolivariana constituye un cuerpo esencialmente 
patriótico popular y antiimperialista, organizada por el Estado para  
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garantizar la independencia y soberanía de la nación, preservarla de 
cualquier ataque externo o interno y asegurar la integridad del es-
pacio geográfico, mediante el estudio, planificación y ejecución de la 
doctrina militar bolivariana, la aplicación de los principios de la de-
fensa militar integral y la guerra popular de resistencia, la participa-
ción permanente en tareas de mantenimiento de la seguridad ciudada-
na, y conservación del orden interno, así como la participación activa 
en planes para el desarrollo económico, social, científico y tecnológico 
de la nación, de acuerdo con esta Constitución y la ley (Chávez, 2007b, 
Art. 328). 

Desde el año 1999 ha tenido lugar una sistemática ampliación de 
las competencias militares a ámbitos civiles, junto con la pérdida del 
carácter institucional de las fuerzas armadas, así como su identifica-
ción con el proyecto político y la dirección personal del presidente. 
Esta dinámica se ha expresado en la proliferación de militares acti-
vos y retirados en funciones públicas y en presencia de militares re-
tirados identificados con las fuerzas gubernamentales en cargos de 
elección popular, como gobernaciones, alcaldías y cargos de repre-
sentación en los cuerpos legislativos nacionales y locales; igualmen-
te en la puesta en marcha de programas como el Plan Bolívar 2000, 
a través del cual las fuerzas armadas como institución se involucra-
ron directamente en el trabajo con las comunidades y en la atención 
de problemas sociales y de infraestructura (Harnecker, 2003). A par-
tir del año 2000 se ha reforzado y ampliado el papel del tradicional 
Plan República, consistente en la participación de efectivos militares 
en actividades de apoyo a los procesos comiciales en el país, con el 
agravante de que en la actualidad los miembros activos de la fuerza 
armada pueden ejercer el derecho al sufragio, lo cual les resta neu-
tralidad para el ejercicio de sus funciones comiciales. 

El orden sociopolítico venezolano está crecientemente marcado 
por la militarización de las relaciones entre el gobierno y la ciudada-
nía. En el plano interno, ello se traduce en iniciativas como la crea-
ción de amplias fuerzas de reservistas y en la creación del cuerpo de 
la milicia. También ha incidido sobre la entrega de armas a grupos 
identificados con la “revolución”. La creciente “securitización” de la 
concepción del desarrollo y uso de las fuerzas armadas en la socie-
dad expresan esta tendencia. 
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A su vez, este nuevo papel de la fuerza armada se sustenta en 
una nueva concepción de las relaciones internacionales y del papel 
de Venezuela, y de las principales amenazas, riesgos e hipótesis de 
guerra que afectan el país, así como de las nuevas alianzas regiona-
les y globales que ha ido articulando el gobierno en función de esas 
definiciones estratégicas, como la preparación para afrontar una 
supuesta “guerra asimétrica” o “una guerra de cuarta generación” 
(Manwaring 2007) como alternativa a la guerra regular que había 
predominado en la preparación de las fuerzas armadas en un es-
cenario de confrontación entre Venezuela y Estados Unidos, o para 
contrarrestar los efectos del Plan Colombia y la influencia norteame-
ricana en la región andina (Garrido 2007).22 Este tipo de discurso ha 
servido como recurso justificador de la inversión en armas por par-
te del régimen, así como para la creación de las reservas y milicias y 
la puesta en marcha de ejercicios de simulación de guerra como res-
puesta y preparación de la supuesta invasión.23 

La cuarta condición de la definición de la democracia no se cum-
ple en el caso venezolano, no tanto porque no exista control del po-
der militar por parte del poder civil, sino porque la naturaleza cí-
vico-militar de la coalición de gobierno impregna todo el proceso 
decisorio y las interacciones sociales con la racionalidad militaris-
ta, en abierta contradicción con los valores de la democracia y con el 
protagonismo de los actores típicamente democráticos.

22.	 Garrido ha estudiado sistemáticamente la conformación, ideología y enfoque de 
las relaciones cívico-militares del chavismo, desde su génesis hasta la actuali-
dad, y ha publicado numerosos trabajos. 

23.	 A finales de 2004, el gobierno acordó la adquisición de 100 mil rifles rusos Ka-
lashnikov; está planteada la adquisición de una flota de 24 aviones caza Sukoi 
rusos y la instalación de una fábrica de fusiles y de municiones rusos. El primer 
lote de 30 mil fusiles arribó al país en el año 2006. El presidente Chávez ofreció 
entregar 15 mil fusiles Kalashnikov de un nuevo lote por llegar al Frente Fran-
cisco de Miranda (FFM), compuesto por jóvenes civiles, interesados en “forta-
lecer el pensamiento antiimperialista en los luchadores sociales bolivarianos y 
en el pueblo venezolano”, cuya organización y estructura dependen del ejecuti-
vo nacional. En el acto de ofrecimiento de las armas, en una polémica declara-
ción, el presidente afirmó: “Si, por ejemplo, el imperio norteamericano se atre-
viera, se le ocurriera venir aquí a invadir nuestra patria para tratar de cercenar 
nuestra revolución, los 25.000 muchachos y muchachas del FFM se irán a las ar-
mas, nos iremos a las armas” (El Nacional, 01.07.2006).
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Síntesis: relación entre elecciones y derechos civiles y políticos

Autores como Lindberg (2006a, 2006b) han señalado que existe una 
correlación positiva entre el aumento del número de elecciones y el 
incremento de la protección de los derechos y libertades civiles y po-
líticos, de lo que se concluye que, en general, los procesos electorales 
son instrumentos eficaces de democratización y de profundización 
de las pautas y cultura democrática. Esa relación pareció funcionar 
adecuadamente en Venezuela durante el lapso 1958-1993, pero no 
durante el período 2000-2006. 

La falta de compromiso sustantivo de la nueva clase política con 
los valores y prácticas de la democracia, el intento deliberado de de-
bilitar y desplazar a la democracia representativa, la pérdida de la 
libertad, equidad y carácter competitivo de las elecciones, el carác-
ter cívico-militar de la coalición gobernante y la vigencia del trípo-
de caudillo-ejército-pueblo como eje articulador de la dinámica so-
ciopolítica han ocasionado la pérdida de la cualidad democrática del 
orden político venezolano, a pesar de la proliferación de los eventos  
comiciales. 

La multiplicación de procesos comiciales en el lapso 1999-2006 
ha coincidido con el decaimiento del ejercicio de los derechos polí-
ticos y libertades civiles. Ello se deriva tanto de la pérdida de la 
cualidad democrática y pluralista de los procesos electorales en sí 
mismos, lo que les impide actuar como multiplicadores de pautas de-
mocráticas, como del resquebrajamiento del sistema institucional 
de protección y fomento de dichos derechos y libertades, ocasionado 
por la antes mencionada pérdida de autonomía e independencia de 
los poderes. El debilitamiento del estado de derecho en el país impide 
que los eventos electorales se conviertan en multiplicadores de pau-
tas democráticas y generadores de una cultura democrática, tal co-
mo aconteció en el pasado y como sucede en otros países del globo.  

Según los recientes reportes de Freedom House (2006), de los 
35 países que componen América Latina, 24 de ellos fueron catalo-
gados como libres atendiendo al desempeño de los indicadores de de-
rechos políticos y libertades civiles; nueve fueron considerados par-
cialmente libres; y dos fueron catalogados como no libres (Cuba y 
Haití). Venezuela ya había sido clasificado como país parcialmente 
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libre entre 1992 y 1996 debido a la sucesión de eventos críticos en 
dicho lapso (intentos de golpe, destitución del presidente, crisis fi-
nanciera), y nuevamente fue ubicado en esa categoría entre los años 
1999 y 2005, debido “al incremento en la militarización del gobierno, 
la corrupción y la intimidación a los votantes durante las elecciones 
nacionales” (Freedom House 2006: 2). 

A la luz de la definición de la democracia desarrollada por 
Mainwaring, Brinks y Pérez-Liñán, destacan significativas limitacio-
nes y distorsiones en cada uno de los requisitos de esta, que llevan 
a descartar al régimen actual como democrático. Tratándose de una 
sociedad que logró importantes avances en el ejercicio democrático 
y en la práctica electoral durante varias décadas (sin dejar de reco-
nocer la existencia de dificultades y limitaciones), la situación actual 
significa un drástico retraso respecto de la historia venezolana y en 
relación con la dinámica predominante en el hemisferio americano. 
En las páginas que siguen examinaremos las consecuencias que ha 
tenido este modelo sociopolítico sobre las relaciones entre los acto-
res y la definición de las estrategias de los sectores gubernamentales 
y de oposición en sus interacciones en el ámbito político-electoral. 

Gobierno y oposición: retos y estrategias político-electorales 

Los regímenes autoritarios electorales y los procesos comiciales que 
tienen lugar en el marco de estos generan retos y opciones, diferentes 
de los característicos de procesos comiciales auténticamente demo-
cráticos. A partir de las consideraciones expuestas en las páginas an-
teriores, y apoyándonos en las conceptualizaciones desarrolladas por 
Mainwaring (2003), Schedler (2002, 2006) y Rey (1989), analizaremos 
las alternativas y desafíos que enfrentan los actores gubernamentales 
y los de oposición en los procesos político-electorales venezolanos.24 

24.	 La referencia a los bloques no implica que se trata de actores unitarios, sin di-
vergencias internas. Antes bien, tanto entre los actores gubernamentales como 
en los de oposición existen importantes diferencias y tensiones internas, cu-
yo manejo constituye unos de los principales retos que deben afrontar frente 
al proceso electoral. En el caso venezolano, la hipercentralización y personali-
zación de la política en el presidente de la república permite una concentración 
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Si bien el estudio se centra en las elecciones presidenciales de diciem-
bre de 2006, disyuntivas semejantes a las de aquel proceso se presen-
taron en comicios anteriores, y probablemente reaparecerán durante 
el debate y referendo acerca de la reforma constitucional. 

Siguiendo a los autores mencionados, el examen de los comicios y 
de las opciones estratégicas que enfrentan los actores gubernamen-
tales y de oposición puede efectuarse tomando en cuenta los planos 
en los que transcurren dichos eventos: el plano estrictamente elec-
toral y el plano sistémico o del modelo sociopolítico, referido a las 
condiciones y las reglas de juego en que se enmarca la contienda. Pa-
ra los actores gubernamentales, se trata de preservar el modelo so-
ciopolítico y de utilizar los comicios para legitimar sus posiciones de 
poder y seguir definiendo las reglas de juego a su favor. Para los ac-
tores de oposición, se trata de modificar el modelo sociopolítico y de 
utilizar el juego electoral para presionar por dicha transformación. 

Schedler aplica este esquema para el examen de los actores gu-
bernamentales como los de oposición; Mainwaring sólo para los opo-
sitores y Rey se centra en los actores gubernamentales, diferencian-
do los objetivos de preservación del régimen, los objetivos de poder 
y los objetivos ideológico-programáticos de gobiernos democráticos. 
No obstante, nada impide considerar los diversos planos para am-
bos actores, destacando que la maximización de cada tipo de objeti-
vo puede generar conflictos de corto, mediano o largo plazo para ca-
da actor, que en cada circunstancia deberá evaluar sus preferencias 
y definir estrategias cónsonas con sus aspiraciones. 

Los actores gubernamentales pueden reaccionar frente a las crí-
ticas formuladas por sectores de oposición por el carácter ventajista 
del proceso electoral a) aceptando modificar algunas o muchas condi-
ciones de este, a fin de incluir a la oposición y lograr la legitimidad del 
proceso y de los gobernantes electos; y b) pueden decidir mantener 
o reforzar las condiciones ventajistas, a riesgo de perder legitimidad, 
pero a cambio de asegurar el control del proceso y la certidumbre 

de la decisión y menor exposición de las diferencias internas; no obstante, estas 
afloran cada vez más con mayor intensidad y publicidad. En el campo opositor 
las diferencias son muchas y se ventilan públicamente, y no existe una instancia 
legitimada para canalizar y tramitar esas diferencias.  
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acerca del resultado electoral. Por otro lado, ante un resultado elec-
toral adverso o que modifique su posición de poder, pueden optar por  
a) introducir reformas en las reglas de juego y al modelo sociopolítico 
o b) cerrar definitivamente el sistema, llegando a suprimir los proce-
sos comiciales, de por sí bastante desfigurados (Schedler 2002: 112).

Por su parte, los actores de oposición también tienen opciones y 
disyuntivas en situaciones de procesos electorales no competitivos. 
Frente al dilema de legitimar o no un proceso electoral y un modelo so-
ciopolítico no democrático, durante la fase preelectoral pueden a) de-
cidir participar, esperando agregar fuerzas y presionar por la modifi-
cación de las condiciones y tener presencia en los centros de poder; o  
b) decidir no participar, negándose a colaborar con la legitimación de 
las elecciones y del régimen, descartando las mínimas oportunidades 
existentes para acceder a posiciones. Por otro lado, en la fase postelec-
toral, frente a un resultado que consideren total o parcialmente fraudu-
lento, pueden a) reconocerlo o b) desconocerlo (Schedler 2002: 112). 

En los regímenes democráticos establecidos y consolidados, los 
objetivos asociados con la preservación del régimen democrático es-
tán dados y conforman el marco normativo aceptado entre las par-
tes. Por el contrario, en regímenes de tenue institucionalización, se-
midemocráticos o abiertamente autoritarios pero con dimensiones 
electorales activas, la lucha por la implantación y ampliación de las 
reglas de juego democrático constituye un aspecto sustancial del 
conflicto electoral y metaelectoral. Las principales posibilidades de 
influencia de los ocupantes del poder en situaciones no democráticas 
se ubican en el plano del metajuego o del juego sistémico, pues cuen-
tan con una amplia capacidad para definir las condiciones en las que 
transcurre el conjunto de la dinámica sociopolítica, incluida la elec-
toral. A su vez, las principales posibilidades de los actores de oposi-
ción se ubican en el plano del juego electoral, donde pueden escoger 
entre participar o no dadas sus limitaciones para incidir de manera 
directa en la definición y alteración de las condiciones sistémicas. 

Esta asimetría de posibilidades deriva de la asimetría de los re-
cursos que controla cada sector: los ocupantes del poder manejan 
los términos y condiciones del juego electoral y del juego sociopolí-
tico más amplio; mientras que los sectores de oposición definen los 
términos y condiciones para acordar legitimidad al proceso electoral 
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y a sus resultados, y al orden sociopolítico en general (Schedler 
2002: 113). Es decir, uno y otros cuentan con recursos considerados 
como valiosos para el contendor. A la oposición le interesan las con-
diciones del juego electoral y metaelectoral; a las fuerzas en el po-
der, incluso si son autoritarias, les interesa acceder y mantenerse en 
el poder con algún grado de legitimidad. Esta realidad genera una di-
námica de confrontación-cooperación que diferencia el proceso elec-
toral que tiene lugar en democracias auténticas y consolidadas de 
aquel propio de regímenes autoritario-electorales.  

Teniendo este marco de referencia, examinaremos los retos y las 
opciones consideradas por los actores gubernamentales y de oposi-
ción en Venezuela frente a las elecciones presidenciales de diciembre 
2006, teniendo en cuenta su proyección hacia el venidero proceso re-
frendario a propósito de la activación de la reforma constitucional. 

Los retos y estrategias del gobierno

A lo largo de la campaña electoral del año 2006, el gobierno —ex-
presado directamente en o a través de las acciones y decisiones del 
CNE y demás poderes públicos— optó por no atender de manera sig-
nificativa las demandas del sector opositor. La primera de las con-
diciones exigidas, la de contar con una directiva imparcial en el or-
ganismo comicial, no fue cumplida por el parlamento, que designó 
una directiva comicial con una correlación 4 a 1 a favor del gobier-
no. En el espinoso tema de la auditoría del proceso de votación, y so-
bre todo en la depuración del registro electoral, no hubo avances sig-
nificativos, como tampoco en la discusión acerca de las seguridades 
exigidas para el funcionamiento transparente y confiable de todo el 
sistema automatizado. Un tema crucial como el del acceso, distribu-
ción y uso de recursos públicos durante la campaña tampoco recibió 
la atención merecida, siendo una de las principales fuentes de ven-
tajismo y de distorsión generalizada del proceso. En el año 2006, el 
gobierno había profundizado y extendido su control sobre los me-
dios de comunicación, de modo que la competencia electoral se dio 
en términos más ventajistas aún que en años anteriores.

El contexto de predominio de condiciones inequitativas desfa-
vorables para la oposición demoró y complicó la decisión del sector 
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opositor acerca de participar en los comicios, y generó la amenaza 
de repetición del escenario de las elecciones parlamentarias de di-
ciembre de 2005, de alta abstención (75%) y de no presentación o 
retiro de candidaturas opositoras. Se estimaba que tal posibilidad le 
otorgaría una connotación plebiscitaria a las elecciones, en contras-
te con el carácter de un evento comicial competitivo. Tal desenlace 
hubiera podido repercutir negativamente sobre la legitimidad nacio-
nal e internacional del proceso y de sus resultados. Ante tal escena-
rio, la pregunta que surge es ¿por qué las fuerzas gubernamentales 
optaron por dificultar la participación del sector opositor, poniendo 
en riesgo la legitimidad nacional e internacional del proceso, en un 
contexto en el que la victoria oficialista lucía holgada? 

Asegurar el control de la institucionalidad electoral ha sido un 
objetivo estratégico del sector gubernamental. Desde el año 2000 y a 
lo largo de todos los procesos comiciales del lapso, las fuerzas guber-
namentales han acentuado su dominio de la esfera electoral, mos-
trando su clara aversión a permitir que la incertidumbre propia de 
la democracia y de comicios competitivos ponga en juego su perpe-
tuación en el poder. Disponer de un organismo electoral afín demos-
tró ser crucial en tiempos de dificultades, como ocurrió en el lapso 
que precedió al referendo revocatorio, cuando la opinión pública era 
desfavorable al presidente (Kornblith 2005a). No obstante, ese inte-
rés por controlar la instancia electoral no pareciera depender de los 
niveles de apoyo al presidente y a los partidos de la coalición de go-
bierno, pues también ha sido un objetivo de la estrategia oficialista 
cuando los sondeos de opinión han reportado altos niveles de apoyo 
popular a las fuerzas gubernamentales. 

Por otro lado, mantener condiciones electorales desventajosas 
está directamente asociado con otro componente estratégico del 
accionar gubernamental, como es el debilitamiento y la división de 
la oposición. Esa línea se ha mantenido y acentuado, sobre todo ha-
biendo comprobado durante el lapso 2001-2004 que el potencial mo-
vilizador y retador de una oposición unida puede ser muy alto y pe-
ligroso. Mejorar las condiciones del juego electoral podría contribuir 
a fortalecer a la oposición, pues permitiría una mejor articulación 
entre sus fuerzas. Reduciría las agudas diferencias entre los secto-
res partidarios de la abstención, por falta de garantías para un juego 
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equitativo, y aquellos sectores inclinados a participar en las contien-
das comiciales, como mecanismo para presionar por mejores condi-
ciones y para ganar espacios de poder. También le permitiría al sec-
tor opositor concentrarse en temas sustantivos, y dedicar mucho 
menos energía y recursos a la disputa interna y con el oficialismo en 
torno a las condiciones para el ejercicio de la competencia electoral. 

Habiendo definido como líneas estratégicas el control de la ins-
titucionalidad electoral y el debilitamiento y división de la oposición, 
el sector gubernamental ha debido emprender un curso de acción res-
pondiendo al reto de tener que afrontar los potenciales problemas de 
ilegitimidad que se derivan de la ausencia de candidatos y de votantes 
de oposición, y del cuestionamiento a la falta de equidad de la compe-
tencia electoral. Los problemas de ilegitimidad provienen de dos ver-
tientes: a) ilegitimidad derivada de la ausencia de los votantes (altos 
niveles de abstención) y b) ilegitimidad derivada del cuestionamiento 
de las organizaciones y candidatos opositores al proceso electoral. 

En la perspectiva gubernamental, la problemática de la legitimi-
dad se ha desplazado desde la preocupación por preservar la calidad 
de los procesos y respetar las reglas hacia el afán por obtener la ad-
hesión de la mayoría. Esto significa que la legitimidad se asocia casi 
exclusivamente con el principio mayoritario de la expresión de la vo-
luntad popular, a costa del respeto a los derechos de las minorías y a 
la existencia de condiciones equitativas para todas las partes. Esto le 
permite a los sectores oficialistas desestimar los alegatos de la opo-
sición, y concentrarse en la búsqueda del apoyo de los electores, in-
tentando ampliar y solidificar su base de sustentación popular.  

Este enfoque ha predominado en la práctica y en la retórica gu-
bernamental desde los inicios del mandato de Chávez. Se establece la 
equivalencia entre popularidad y legitimidad, generalmente en des-
medro de la legalidad y de la pulcritud de los mecanismos utilizados 
para evidenciar el apoyo popular. Este punto de vista se inscribe en 
una redefinición política, ideológica e institucional de amplio alcan-
ce, que está asociada con el planteamiento de fondo de reemplazar 
la democracia representativa por la democracia participativa, y más 
adelante con su suplantación por el “socialismo del siglo XXI”. Para 
un régimen posdemocrático y antiliberal como el propuesto por Ce-
resole y asumido por Chávez y su coalición, la adhesión de las masas  
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movilizadas a un líder constituye un criterio suficiente de legitima-
ción, dotado de mayor autenticidad y fuerza que el desarrollo de una 
contienda electoral que respete los cánones liberales de la competen-
cia equitativa y del respeto a las minorías. En su versión extrema, 
ese criterio de legitimidad puede derivar en la tiranía de la mayoría. 

En las elecciones presidenciales de 2006, las fuerzas guberna-
mentales se propusieron conjurar los problemas de ilegitimidad 
que podrían derivarse de un proceso plebiscitario con baja parti-
cipación de candidaturas y de votantes, planteándose el ambicioso 
reto de ganar las elecciones con un volumen de 10 millones de vo-
tantes, equivalente a cerca del 60% del total de electores inscri-
tos. Si bien no alcanzaron la meta planteada, aumentaron sustan-
cialmente su caudal electoral al superar los 7 millones de votos.25 

Asumiendo que una importante porción de los votantes de opo-
sición podía abstenerse, el gobierno centró su atención en incentivar 
la participación de los votantes identificados con él. Estos podían su-
cumbir también a la tentación de abstenerse —como ocurrió duran-
te el proceso parlamentario de 2005— si percibían que su voto no 
era necesario, pues la victoria de Chávez estaba asegurada, bien sea 
por la falta de candidatos o porque el control oficialista del proceso 
aseguraba su triunfo en cualquier condición. La experiencia de la al-
ta abstención de las elecciones parlamentarias de 2005 —que inclu-
yó a los propios partidarios del gobierno— fue amarga para el ofi-
cialismo, y a toda costa se propusieron evitar un escenario similar. 
Para conjurar tal posibilidad, los incentivos ideados y promovidos 
desde el sector gubernamental se definieron en dos grandes líneas: 
por un lado, generar una sensación de polarización y de competen-
cia efectiva, argumentando que se trataba de una elección en la que 
los competidores eran el presidente Chávez y el presidente Bush. Por

25.	 Los resultados exactos de la votación del 3 de diciembre de 2006 fueron: 
Chávez: 7.309.080 (62,84%) y Rosales: 4.292.466 (36,9%). El evento inmedia-
to anterior comparable con estas elecciones fue el referendo revocatorio del 
15 de agosto de 2004. La opción NO, a favor de la permanencia del presiden-
te, logró 5.800.629 votos, equivalentes al 59,09% de los votos válidos, mien-
tras que la opción SÍ, favorable a la revocatoria del mandato presidencial,  
obtuvo 3.989.008 votos, equivalentes al 40,6% de los votos válidos. Ver www.
cne.gov.ve
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otro lado, reeditar los mecanismos clientelares, utilitarios y coacti-
vos desplegados con éxito durante el proceso revocatorio.

La confrontación Chávez versus Bush convierte la presencia de 
candidatos de oposición en un hecho relativamente irrelevante, pues 
si participan son versiones disminuidas de Bush (“bushitos”), si no 
participan, igualmente se trata de una lucha entre Venezuela y “el 
imperio”, que supuestamente favorecía la abstención. 

El Plan de Campaña 2006 del Movimiento Quinta República 
(MVR) establecía como objetivo general: 

[…] derrotar a Bush reeligiendo al Presidente Chávez con 10 millones de 
votos como mínimo para acelerar y profundizar la construcción del pro-
yecto de país contenido en la Constitución bolivariana, enrumbado por la 
vía definitoria del Socialismo Siglo XXI con especificidades venezolanas. 
[…] El objetivo descrito comprende la necesidad de lograr que George 
Walter Bush no tenga margen de maniobra para instrumentar la estrate-
gia de desconocer el resultado electoral. La ventaja del Presidente sobre 
quien ocupe el segundo lugar aunque sea la abstención debe ser abruma-
dora. De este modo Bush carecerá de pretextos para abrir un debate so-
bre Venezuela en la OEA o cualquier foro multilateral (MVR, 2006: 1). 

La meta de los “10 millones de votos por el buche” (eslogan de la 
campaña oficialista) pretendía abarcar objetivos domésticos e inter-
nacionales, como eran profundizar el proyecto sociopolítico iniciado 
en 1999, que desde inicios de 2005 se conceptualizaba como el socia-
lismo del siglo XXI, y contrarrestar cualquier cuestionamiento inter-
nacional del proceso comicial, exhibiendo resultados contundentes a 
favor del presidente.

La confrontación Chávez-Bush se asienta en la dinámica amigo-
enemigo (C. Schmidt). Se tematiza internamente como “la guerra asi-
métrica” entre el “imperio norteamericano” y la “resistencia popular 
venezolana”, y se identifica al presidente norteamericano, al imperia-
lismo, la globalización, el neoliberalismo o cualquiera de los villanos 
afines como los enemigos del proceso revolucionario venezolano. A su 
vez, las diversas expresiones de la oposición venezolana quedan redu-
cidas a esta dicotomía, calificando a los candidatos presidenciales de 
oposición como “marionetas parlantes” de Bush o simplemente “bushi-
tos”. El esquema polarizante propuesto por el MVR era el siguiente: 
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Objetivamente esta campaña es una disputa entre el Consenso de Was-
hington (Neoliberalismo) y la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela (Opción del Socialismo Siglo XXI). Temáticamente esta di-
cotomía ideológica, manifestada de manera abierta o encubierta en los 
temas de debate cotidiano, polariza la campaña. Y como por normas de 
propaganda la política requiere la personificación, mucho más en una 
campaña electoral, es imprescindible proyectar el posicionamiento co-
mo una confrontación Chávez-Bush. A los candidatos y dirigentes opo-
sicionistas debe llamárseles buswhitos [sic] para resaltar su condición 
de marionetas parlantes de Bush (MVR: 6).

La confrontación Chávez-Bush lucía —y sigue luciendo—26 arti-
ficial y alejada de las preocupaciones inmediatas de los electores ve-
nezolanos. A pesar de la altisonancia del verbo presidencial, en Vene-
zuela no se vive una situación semejante a la de Nicaragua durante 
el gobierno sandinista, ni a la de Cuba a raíz del bloqueo económico 
norteamericano, ni a la de Irak, Vietnam o cualquier otro ejemplo 
histórico que se cita fuera de contexto para tratar de asimilarla a 
la realidad venezolana. Tampoco pareciera tener el asidero que tu-
vo en su momento el eslogan “Braden (embajador norteamericano en 
Buenos Aires) o Perón”, utilizado en la campaña electoral argentina 
de 1946. Más bien, el embajador norteamericano en Venezuela, Wi-
lliam Brownfield, se dedicaba a realizar obras de beneficencia y a re-
partir artículos deportivos a comunidades de bajos recursos econó-
micos, lo que, más allá de la molestia que le producía a los voceros 
gubernamentales, no eran acciones percibidas por la población co-
mo expresiones de hostilidad. Adicionalmente, el flujo comercial en-
tre EEUU y Venezuela se ha incrementado en los últimos años, más 
allá del desarrollo normal del negocio petrolero. No obstante, esta 
retórica antiimperialista y antiamericana le ha rendido importantes 
réditos políticos al régimen en términos de su apoyo internacional 
entre gobiernos, movimientos y organizaciones afines, y le concede 
unidad ideológica a su coalición nacional.

26.	 Una encuesta correspondiente a marzo 2007 reporta que “con relación a la con-
frontación violenta y grosera con EEUU”, 78% de los encuestados se manifestó 
en desacuerdo, 13% de acuerdo y 9% respondió que no sabe o no contesta. Ver 
Hinterlaces (2007). 
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Ante la debilidad del mecanismo polarizante basado en la dico-
tomía Chávez-Bush y ante la falta de competencia efectiva debido a la 
debilidad del oponente y al abrumador ventajismo oficial, el principal 
incentivo a la participación fue la activación desde el gobierno de una 
combinación de mecanismos clientelares y coactivos. El criterio ma-
yoritario y populista de legitimidad permite prescindir de la partici-
pación de la oposición en los procesos comiciales, pero requiere un 
enorme esfuerzo fiscal, organizativo, ideológico, etc. para lograr la 
adhesión y movilización electoral de los votantes. La vía más eficien-
te para generar adhesiones fue el desarrollo de una agresiva política 
de gasto público y de atención a los sectores necesitados, promovida a 
través de las misiones y el gasto social. Como antesala de la elecciones 
presidenciales de 2006, el gobierno anunció tempranamente la ejecu-
ción de ambiciosos planes de vivienda, la inversión en las misiones y 
acciones dirigidas a atender a los sectores necesitados.27

Ese mecanismo fue desarrollado y aplicado con gran éxito du-
rante el proceso revocatorio y ha sido reeditado en los procesos pos-
teriores. El año que transcurrió entre la primera solicitud de firmas 
para promover la revocatoria del mandato del presidente (agosto 
2003) y la fecha en que tuvo lugar el referendo revocatorio (agosto 
2004) fue crucial para ganar adhesiones populares y revertir la ma-
triz de opinión negativa en torno al presidente y su gestión. Se desa-
rrolló una agresiva y eficaz política de gasto público y de atención a 
los sectores populares, soportada en el espectacular incremento de 
los ingresos petroleros. El texto de Chávez que se expone a continua-
ción ilustra la racionalidad política subyacente a los programas so-
ciales y misiones activadas en aquella ocasión: 

Ustedes deben recordar que, producto del golpe [abril 2002] y todo el 
desgaste aquel, la ingobernabilidad que llegó a un grado alto, la crisis 
económica, nuestros propios errores, hubo un momento en el cual no-
sotros estuvimos parejitos, o cuidado si por debajo. Hay una encues-
tadora internacional recomendada por un amigo que vino a mitad del 
2003, pasó como 2 meses aquí y fueron a Palacio y me dieron la noticia 
bomba: ‘Presidente, si el referéndum fuera ahorita usted lo perdería.’ 
Yo recuerdo que aquella noche para mí fue una bomba aquello, porque 

27.	 “Destinan $ 4,5 millardos a misiones”, según el ministro de Finanzas. Ver El Uni-
versal, 21.04.2006.
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ustedes saben que mucha gente no le dice a uno las cosas, sino que se la 
matizan. Ese es un malo [sic]. ‘No, estamos bien, estamos sobrados.’ En-
tonces fue cuando empezamos a trabajar con las misiones, diseñamos 
aquí la primera y empecé a pedirle apoyo a Fidel. Le dije: ‘Mira, tengo 
esta idea, atacar por debajo con toda la fuerza’, y me dijo: ‘Si algo sé yo 
es de eso, cuenta con todo mi apoyo.’ Y empezaron a llegar los médicos 
por centenares, un puente aéreo, aviones van, aviones vienen y a buscar 
recursos, aquí la economía mejoró, organizar los barrios, las comunida-
des. Aquí en Caracas empezó con Freddy [alcalde de Caracas], con José 
Vicente [alcalde de Sucre] allá en Sucre, en Miranda [estado con mayo-
ría opositora] con las guarniciones militares, en aquellos estados críti-
cos. Y empezamos a inventar las misiones. Aristóbulo [ministro de Edu-
cación], ¿cómo se llama? Robinson. Y aquella avalancha de gente que 
se nos vino encima, y de Ribas y Vuelvan Caras, y empezamos a meter-
nos todos, PDVSA, Rafael Ramírez [presidente de PDVSA] con Alí Rodrí-
guez [ministro de Energía y Petróleo], todo el equipo de PDVSA, el Fren-
te Francisco de Miranda, formamos el comando político, o ajustamos un 
poco más, y entonces empezamos, mire, a remontar las encuestas, y las 
encuestas no fallan, las encuestas no fallan [sic]. No hay magia aquí, es 
política, no es magia, y vean cómo hemos legado (Chávez 2004: 46). 

En aquella ocasión se diseñó y puso en marcha un ambicioso pro-
grama de atención a los sectores necesitados, a través de las llamadas 
“misiones”, mediante las cuales se estableció un vínculo directo y per-
sonal entre las acciones asistencialistas, los usuarios y beneficiados 
directos y el presidente. La primera misión fue Barrio Adentro, pro-
movida inicialmente por el alcalde Bernal en Caracas a inicios de abril 
de 2003, y que luego se extendió a todo el país. Esta misión compren-
de la atención médico-asistencial gratuita en las zonas populares y de 
menores recursos, mediante la presencia de médicos cubanos. Entre 
junio 2003 y febrero 2004, es decir, durante los meses que antecedie-
ron al referendo revocatorio presidencial, se pusieron en marcha diez 
nuevas misiones de amplia cobertura poblacional y geográfica. Adi-
cionalmente, funcionaron operativos complementarios o reforzado-
res de las misiones, también marcados con la intencionalidad políti-
co-electoral, tales como operativos médico-odontológicos o mercados 
populares al mismo tiempo que se realizaban actos proselitistas.28 

28.	 Un intento por desarrollar una perspectiva foucaultiana de los operativos y las 
misiones en Vásquez (2004-2005). 



Miriam Kornblith108

Las misiones y operativos se desarrollan al margen o en forma pa-
ralela a la administración normal. Hacen un uso intensivo de los ingen-
tes recursos provenientes de la industria petrolera, cuya redefinición 
corporativa incluye la inversión directa en actividades de desarrollo 
social,29 al punto de sostener que la trilogía que sostiene la acción es-
tatal es “PDVSA, el pueblo y la Fuerza Armada”.30 En las misiones par-
ticipa personal cubano, militar, militantes de los partidos de gobierno, 
miembros de las comunidades y funcionarios públicos. Se presentan 
como iniciativas que se identifican con el presidente y algunos minis-
tros, y generalmente soslayan el funcionamiento de la administración 
pública convencional. Tienen una amplia cobertura nacional, atien-
den especialmente a los sectores de menores recursos y solucionan 
problemas inmediatos. Se iniciaron para atender la difícil coyuntura 
electoral planteada por la activación del referendo revocatorio pre-
sidencial, y han conservado su fuerte carácter político-electoral, sin 
desestimar su impacto real sobre el mejoramiento de las condiciones 
inmediatas de vida de vastos sectores populares. En su propuesta de 
reforma constitucional, el presidente ha incluido las misiones como al-
ternativa a la administración burocrática o convencional.31 

29.	 En palabras de Rafael Ramírez, presidente de PDVSA, “la nueva PDVSA ahora tie-
ne rostro de pueblo y se ha multiplicado en las misiones Ribas, Robinson, Barrio 
Adentro, Mercal, Milagro y Revolución Energética, haciéndose parte del proce-
so económico, político y social extraordinario que está recorriendo el país co-
mo una espada liberadora al servicio de las mayorías”. En El Nacional, 11-09-07, 
p. 6. El Balance de gestión y resultados de PDVSA del año 2006 mostró que en gas-
tos sociales se invirtieron $ 6,909 millardos, cifra que prácticamente se dupli-
có durante el año 2006 al ascender a $ 13,784. En otro documento se muestra 
que en el año 2003 el aporte social de PDVSA fue de $ 249 millones y ascendió a  
$ 1.242 millardos durante el año 2004 (Ibíd.). Se estima que durante el año 2007 
se han destinado $ 9 millardos (Bs. 20 mil millones) a las misiones y a los conce-
jos comunales y que tal cifra se incrementará. Ver El Universal, 13.09.07.  

30.	 Ver entrevista al general Virgilio Lameda en Harnecker (2003: 120, 123). 
31.	 Según la propuesta, la administración pública está compuesta por dos catego-

rías: “Las administraciones públicas burocráticas o tradicionales […]” y “ […] ‘las 
misiones’ constituidas por organizaciones de variada naturaleza, creadas para 
atender a la satisfacción de las más sentidas y urgentes necesidades de la pobla-
ción, cuya prestación exige de la aplicación de sistemas excepcionales, e incluso, 
experimentales, los cuales serán establecidos por el Poder Ejecutivo mediante re-
glamentos organizativos y funcionales”. En Chávez (2007b, Art. 141).
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Al examinar la economía política de las misiones, Penfold-Bece-
rra (2005) establece que estas sirvieron para lograr dos objetivos 
complementarios: obtener coyunturalmente votos a favor del presi-
dente durante la etapa del referendo revocatorio y generar un efecto 
redistributivo entre los sectores más pobres de la población, asegu-
rando un apoyo duradero al presidente y a su proyecto en un impor-
tante y mayoritario sector de la población. La combinación entre sa-
tisfacción de necesidades básicas, su amplia cobertura poblacional y 
su asociación con mecanismos de control han convertido a algunas 
de estas misiones en eficaces vehículos para asegurar el apoyo elec-
toral al gobierno en los procesos comiciales. 

Las misiones y sus efectos se entrelazan con mecanismos de con-
trol político y social, que se concretan a través del seguimiento de las 
preferencias y comportamientos electorales de los afiliados y aten-
didos por aquellas. La Misión Identidad funge como instancia insti-
tucional en la que se establece el enlace entre la asistencia social y la 
dimensión del control político del ciudadano. A través de esta misión, 
el ciudadano recibe su documento de identidad (la cédula de iden-
tidad) y es inscrito en el registro electoral. Como parte del trámite 
necesario para obtener dichos documentos, el elector debe indicar si 
participa en alguna de las misiones, y si, por ejemplo, adquiere pro-
ductos en los almacenes de Mercal. La información acerca del uso de 
las misiones, la contenida en el registro electoral incluyendo cédula 
de identidad, fecha de nacimiento, centro de votación, dirección y la 
suministrada por el CNE respecto de la consignación de firmas para 
solicitar la revocatoria del mandato presidencial y sobre la participa-
ción en los procesos electorales (abstención o no), constituyen la ba-
se para la conformación de la antes mencionada “lista Maisanta”. 

Se espera que los beneficiados por las misiones, al igual que los 
empleados públicos, no se abstengan de votar, y que además sufra-
guen en sintonía con las directrices y expectativas gubernamentales.32 

32.	 La diputada Iris Varela, del MVR, preocupada por la alta abstención en las elec-
ciones parlamentarias del 4 de diciembre de 2005, a través de la televisión pro-
firió la siguiente amenaza: “Hay que ponerle el ojo a los funcionarios públicos 
de libre nombramiento y remoción que hoy no salgan a votar. A esos funciona-
rios hay que botarlos, porque no pueden ser pagados por el Estado” (El Univer-
sal, 5.12.2005).



Miriam Kornblith110

Cuadro 3.2 
Misiones sociales, según fecha de creación,  

área de actividad y cobertura

Nombre Inicio Actividad Cobertura 
Barrio 
Adentro

16.04.2003 Atención médica básica gratuita 
en zonas populares, con partici-
pación determinante de médicos 
cubanos 

Robinson 01.06.2003 Alfabetización de adultos, median-
te operación cívico-militar

1.482.000

Sucre 10.06.2003 Educación superior para bachille-
res sin cupo universitario

429.000

Piar 01.10.2003 Desarrollo sustentable de peque-
ños mineros

Guaicaipuro 12.10.2003 Desarrollo integral y sustentable 
de comunidades indígenas

Miranda 19.10.2003 Organización, control y reentrena-
miento de la reserva de la Fuerza 
Armada Nacional

Robinson II 28.10.2003 Aprobación de sexto grado de 
educación básica de los recién al-
fabetizados

1.452.000

Ribas 17.11.2003 Formación de bachilleres, asocia-
da con el Ministerio de Energía y 
Petróleo y con Cuba

880.000

Mercal 10.01.2004 Alimentos baratos, subsidiados 
y/o gratuitos a población de bajos 
recursos, casas de alimentación, 
mercados populares y megamer-
cados

2.000.000 
personas 

subsidiadas

Identidad 03.02.2003 Dotación masiva del documento de 
identidad (cédula de identidad)

5.000.000 de 
venezolanos, 

600.000 
inmigrantes

sigue...
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Fuentes: www.menpet.gob.ve/misiones/index.php y www.misionvenezuela.gov.ve. 
Consultadas en mayo de 2006. Algunas misiones tienen sus propias páginas web,  
como Barrio Adentro, Mercal, Sucre, Robinson, Ribas. 

...viene

Si bien no es fácil detectar por quién vota una determinada perso-
na, las dudas acerca de la preservación del secreto de voto incentiva-
das por el uso de dispositivos electrónicos como máquinas de vota-
ción y aparatos capta-huellas dactilares, la información contenida en 
la “lista Maisanta” y los mecanismos de movilización y amenaza ac-
tivados desde el oficialismo generan presiones ciertas sobre los elec-
tores para participar en los comicios y para sufragar a favor de las 
opciones promovidas por el oficialismo, sin menoscabo de la existen-
cia de auténticas preferencias pro gubernamentales en importantes 
sectores de la población. 

Nombre Inicio Actividad Cobertura 
Vuelvan 
Caracas, 
desde 08/07 
Che Guevara

12.03.2004 Generación de empleos asociados 
al desarrollo de núcleos endógenos

Hábitat 28.08.2004 Construcción de viviendas

Zamora Ene. 2005 Lucha en contra del latifundio

Cultura 14.07.2005 Municipalización de la cultura

Negra 
Hipólita

14.01.2006 Atención integral a niños, niñas, 
adolescentes, adultos en “situa-
ción de calle”, pobreza extrema, 
discapacidad

Ciencia 19.02.2006 Uso intensivo y extensivo del co-
nocimiento en función del desa-
rrollo endógeno y consolidación 
del proyecto bolivariano 

Milagro 08.07.2004 Asociado a Barrio Adentro, cen-
trado en resolver problemas of-
talmológicos. Se ha expandido a 
otros países de América Latina
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En las actuales circunstancias, el desplazamiento del modelo so-
ciopolítico venezolano hacia un orden autoritario está directamen-
te asociado a la concentración en el estado de ingentes recursos fis-
cales provenientes de la renta petrolera.33 Corrales y Penfold (2007) 
exploran esa relación y concluyen en que existe una relación simbió-
tica entre el gasto público social de carácter clientelar y la falta de 
los pesos y contrapesos propios de la democracia representativa. Ese 
manejo discrecional de inconmensurables recursos fiscales consti-
tuye una barrera extremadamente difícil de remontar por parte de 
la oposición en su afán de cambiar electoralmente la correlación de 
fuerzas existente. 

Control político-institucional, bonanza petrolera y debilidad de 
la oposición son tres variables fundamentales de la ecuación que di-
rige las actuaciones y cálculos gubernamentales, y que le han permi-
tido mantenerse en el poder y aspirar a su perpetuación. 

Los retos y estrategias de la oposición 

El colapso del sistema de partidos y el cuestionamiento al liderazgo 
tradicional dejaron un vacío significativo en el campo opositor y de-
mocrático en Venezuela, el cual no ha podido estructurarse eficazmen-
te después del triunfo de Chávez en 1998.34 Las viejas organizaciones 
no han podido recuperarse, las nuevas han confrontado un ambiente 
institucional y político hostil que dificulta su crecimiento, y la falta de 
pluralismo y la visión hegemónica de los actuales ocupantes del poder 
se han combinado para restringir el avance y estructuración de fuer-
zas alternativas a los actuales ocupantes del poder. 

Desde el arribo de Chávez al poder en diciembre de 1998, los par-
tidos y organizaciones enfrentadas al gobierno han ido perdiendo las 

33.	 Respecto de la alta asociación existente entre altos precios del petróleo y la 
consolidación de regímenes autoritarios, ver Friedman (2006).  

34.	 Tanaka (2005) establece un interesante contraste entre, por un lado, los casos 
peruano y venezolano de colapso de los sistemas de partidos, frente a los ca-
sos de Colombia, Bolivia y Ecuador, donde ocurrió la transformación de los sis-
temas de partidos, sobre la evolución democrática o autoritaria de los respecti-
vos sistemas políticos en los países andinos. 



3 / Venezuela: de la democracia representativa al socialismo del siglo XXI 113

posiciones de poder obtenidas inicialmente a través de las eleccio-
nes parlamentarias y regionales de 1998, así como las diversas po-
siciones de poder que ocupaban con anterioridad a la presidencia de 
Chávez. En su afán por “refundar la república”, el proyecto político 
emergente ha promovido el desplazamiento de todas las élites tra-
dicionales —económicas, sociales, políticas, militares, eclesiásticas, 
culturales, mediáticas, etc.— y su sustitución por nuevas élites vin-
culadas de diversas maneras con los nuevos ocupantes del poder, su 
proyecto y sus posibilidades de acceso a diversos tipos de recursos.35 
En este contexto, además del desgaste político-electoral, los sectores 
de oposición han sufrido un debilitamiento social, expresado en su 
progresiva pérdida de capacidad de influencia y de acceso a recursos 
manejados desde el gobierno. Simultáneamente, los sectores no orga-
nizados que no se identifican con el oficialismo y con su proyecto han 
perdido su capacidad para incidir en la formulación de políticas pú-
blicas y en la dirección general de la sociedad, al carecer de represen-
tación efectiva en los centros de toma de decisiones colectivas. 

No obstante, la dinámica del sector opositor ha experimentado 
importantes variaciones a lo largo de estos años, tanto en términos 
de la definición de sus estrategias y objetivos, como en su capacidad 
para generar adhesiones y movilizaciones. Al iniciarse el gobierno de 
Chávez, el punto de partida del sector opositor fue de gran desmora-
lización y desorganización, como producto de las derrotas sufridas 
en las elecciones presidenciales de 1998 y de los comicios asociados 
al proceso constituyente durante el año 1999. Como resultado de su 
esfuerzo por rearticularse y actuar con eficacia, a partir de diciem-
bre de 2001 la oposición impuso su agenda en el debate público, logró 
movilizar a grandes porciones de la población y le generó fuertes pre-
siones al gobierno. Así, durante los años 2002 y 2003, se estructura-
ron estrategias y acciones que pusieron en riesgo la permanencia de 
Chávez en el poder, como fueron las movilizaciones de abril de 2002, 
el fallido golpe de estado de esa fecha, el paro cívico de 2002-2003 

35.	 Un buen ejemplo de la renovación de las élites en el país es el surgimiento de la 
popularmente llamada “boliburguesía” o la burguesía bolivariana, compuesta 
por individualidades y grupos económicos que han prosperado durante estos 
años gracias a su afinidad con el régimen. Ver The Economist, 2007. 
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y la activación de la revocatoria del mandato presidencial. Sin embar-
go, las derrotas sufridas por los actores organizados de la oposición 
en esos eventos le fueron restando apoyo en la población. 

En el presente se ha reducido su capacidad de convocatoria, su cre-
dibilidad político-electoral y su capacidad para definir líneas unitarias 
y eficaces de acción. La participación en eventos complejos y desgas-
tadores, como fueron las diversas tentativas de desarrollar referen-
dos consultivos, el largo proceso revocatorio y los procesos electora-
les marcados por el ventajismo y la falta de equidad, descapitalizaron 
a la oposición, tanto desde el punto de vista de los recursos financie-
ros para soportar su actividad como en relación con los recursos orga-
nizativos, institucionales, ideológicos, políticos, etc. La mengua relati-
va y absoluta de recursos se acentúa en el contexto de la exacerbación 
del control gubernamental de los recursos públicos y el uso ventajis-
ta de estos. Otra dificultad relevante para el sector opositor ha sido su 
dificultad para caracterizar adecuadamente el régimen venezolano ac-
tual, y en función de ello definir estrategias cónsonas. La combinación 
entre el talante y prácticas autoritarias y el uso acomodaticio de la lega-
lidad y de los procedimientos e instituciones democráticas por parte de 
los sectores gubernamentales genera retos no convencionales, difíciles 
de abordar con las perspectivas habituales de actores socializados en 
las prácticas democráticas características del lapso 1958-1998. 

Las constantes provocaciones, el discurso estridente, la corrosi-
va polarización política y socioeconómica, las condiciones adversas 
para el juego democrático y electoral, el uso abusivo de ingentes re-
cursos provenientes de la renta petrolera, la compleja combinación 
entre formas democráticas y prácticas autoritarias, etc., son circuns-
tancias que dificultan la definición de estrategias comunes y eficaces 
para el sector opositor. En palabras de Burgos (2004-2005: 204):

Venezuela vive en un estado de sobreactuación permanente de una re-
volución que funciona como un camuflaje del verdadero proyecto de 
Chávez: su deseo de permanencia en el poder mediante la instauración 
de un régimen autocrático. La revolución como camuflaje del proyecto 
disimulado se pone en evidencia, ante todo, por su vacuidad ideológi-
ca , disimulada detrás de una teatralidad mediática que siembra alar-
ma entre sus opositores y los lleva a actuar en el terreno que él les tra-
za, impidiéndoles forjar una estrategia propia.
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En la materia político-electoral, el principal dilema estratégico y 
táctico que divide al sector opositor es el referido a la participación 
o no en los procesos comiciales. Ese debate se ha agudizado desde 
los tiempos del referendo revocatorio, y se ha repetido en las elec-
ciones subsiguientes de 2004, 2005 y 2006, y ya asoma a propósito 
de la reforma constitucional y del referendo requerido para su apro-
bación. La estrategia en torno al manejo del principal recurso de la 
oposición, el cual es concederle legitimidad al proceso comicial, divi-
de profundamente a dicho sector. 

En relación con las estrategias comúnmente adoptadas por la 
oposición en situaciones de elecciones no competitivas (Lindberg 
2006a, 2006b), la oposición venezolana ha ensayado varias opcio-
nes: a) participar con cuestionamientos importantes pero no impe-
ditivos, como en las elecciones presidenciales, parlamentarias y de 
gobernadores del año 2000; b) participar con cuestionamientos se-
veros cuasi impeditivos, como durante el referendo revocatorio, pe-
ro desconociendo el resultado post electoral; c) no participar, como 
en las elecciones parlamentarias de diciembre de 2005; y d) partici-
par con reticencia y reconocer los resultados con renuencia, como en 
las elecciones presidenciales de 2006. Los electores, a su vez, han se-
guido esas estrategias a grandes rasgos: participación moderada en 
las elecciones de 2000 (43% de abstención), participación activa en el 
referendo revocatorio (30% de abstención), abstención masiva en di-
ciembre de 2005 (75% de abstención) y alta participación en las elec-
ciones presidenciales (25% de abstención). En el campo electoral, los 
actores de oposición han intentado usar estratégicamente su princi-
pal recurso de poder, el cual es otorgarle legitimidad al proceso comi-
cial y/o a sus resultados. No obstante, la eficacia de la estrategia esco-
gida por la mayor parte del bloque opositor se reduce en la medida en 
que aparecen y se acentúan las diferencias internas, y las diversas in-
terpretaciones acerca de la significación de los resultados obtenidos. 

Como ya se señaló, las dificultades de la oposición derivan de la 
interacción de dos componentes fundamentales: las debilidades in-
trínsecas del sector y la existencia de condiciones político-electorales 
que favorecen la hegemonía oficialista. Ello quedó reflejado en las ac-
tuaciones y decisiones del sector durante la campaña presidencial. Los 
impedimentos para articular estrategias y planteamientos unitarios 
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fue parcialmente superada durante la campaña presidencial de 
2006, al lograr una plataforma unitaria amplia a favor del candidato 
Rosales. Después de complejas negociaciones y del retiro de candida-
turas alternas dentro de la oposición, hacia julio de 2006 se lanzó la 
candidatura unitaria de Manuel Rosales, para el momento goberna-
dor electo del estado Zulia. Cincuenta y cuatro organizaciones apo-
yaron la candidatura de Rosales, de las cuales los partidos Un Nuevo 
Tiempo y Primero Justicia emergieron como las de mayor relevan-
cia y apoyo electoral, concentrando el 13,4% y 11,2% del total de los 
votos válidos respectivamente. La candidatura de Rosales logró mo-
vilizar a una considerable porción del electorado identificado con la 
oposición, buena parte del cual se orientaba inicialmente hacia no 
participar en las elecciones presidenciales. 

Considerando el acentuado ventajismo e inequidad que marca-
ron la contienda, el tardío lanzamiento de la candidatura y la diver-
sidad del colectivo opositor, el desempeño electoral de Rosales fue 
exitoso. No obstante, ese esfuerzo y sus resultados no fueron plena-
mente capitalizados, tanto por circunstancias que derivan de las re-
glas político-institucionales como por otras asociadas con la diná-
mica interna del sector. Tratándose de una elección exclusivamente 
presidencial, los 4,3 millones de votos obtenidos por Rosales y por los 
partidos que lo acompañaron no se traduce en la modificación de la 
correlación de fuerzas existentes en ninguno de los cuerpos colegia-
dos, con lo cual ese sector de la población queda sin representación 
adecuada ni capacidad para incidir en la formulación de políticas. Por 
otro lado, porque las divergencias al interior del bloque que apoyó a 
Rosales no se saldaron suficientemente a lo largo de la campaña elec-
toral y emergieron inmediatamente a propósito de la aceptación de la 
derrota y del reconocimiento de la victoria de Chávez, se desintegró 
la amplia alianza estructurada en torno a dicha candidatura. 

No obstante, ese esfuerzo ha tenido una continuidad parcial, sir-
vió como incentivo a la estructuración nacional del partido Un Nue-
vo Tiempo, fue altamente valorado por la comunidad internacio-
nal y está sirviendo para estructurar el esfuerzo opositor en torno 
al tema de la reforma constitucional propuesta por el presidente.36 

36.	 Ver “Reforma unifica a la oposición”, en Tal Cual, 06.07.07, p. 5.
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El debate acerca de la reforma constitucional, la necesidad de definir 
estrategias para enfrentarla y el reto electoral que plantea el requi-
sito de la aprobación del proyecto de reforma mediante un referendo 
consultivo pueden constituirse en una importante oportunidad para 
articular el esfuerzo opositor internamente. También puede servir 
para trascender ese colectivo y conectarse con las manifestaciones 
de rechazo provenientes de individualidades y sectores vinculados 
hasta hace poco con el sector oficialista, así como con la población 
que se mantiene escéptica o dudosa acerca de los alcances, necesi-
dad y contenido de la propuesta. 

En la situación actual, un amplio sector de la población, alre-
dedor del 40% del electorado, no está representado en los poderes 
públicos y sus intereses no son tomados en cuenta en el proceso de 
toma de decisiones colectivas. Y los sectores que respaldan al oficia-
lismo están siendo crecientemente concebidos como instrumentos 
para asegurar la perpetuación en el poder de un individuo y de una 
élite más que como sujetos de una prometida dignificación. La re-
composición de la dinámica oposición-gobierno en términos de com-
petencia pluralista es indispensable para recuperar la calidad demo-
crática del modelo sociopolítico venezolano. Lamentablemente, los 
cambios institucionales propuestos y la práctica política efectiva se 
dirigen en sentidos contrarios a esa aspiración. 

Reflexión final 

Venezuela se encuentra en una situación muy delicada, viviendo la 
amenaza cierta de la implantación de un régimen claramente autori-
tario, revestido de algunas formalidades democráticas. La lucha por 
reinstaurar la democracia en el país requiere de esfuerzos multifacé-
ticos, tanto de actores nacionales como internacionales. Entre otras 
tareas importantes, se cuenta la necesidad de definir adecuadamen-
te al régimen que se ha ido implantando en el país, a fin de alcanzar 
una mejor comprensión de sus límites y posibilidades, así como de 
las características y opciones de sus actores claves. Nuestra expec-
tativa con este trabajo es contribuir, aunque sea modestamente, con 
ese esfuerzo plural de clarificación. 
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El gobierno de Evo Morales:  
nacionalismo e indigenismo en tiempos de cambio

Fernando Mayorga1

Introducción

Después de un año y medio de gestión gubernamental del Movimien-
to Al Socialismo (MAS), bajo el mando de Evo Morales desde enero 
de 2006, el proceso político boliviano se caracteriza por dos hechos 
centrales: la nacionalización de los hidrocarburos como una medida 
gubernamental incuestionable que marca el derrotero de una nue-
va política económica, tendiente a remplazar al neoliberalismo como 
modelo de relación entre Estado y mercado; y la Asamblea Constitu-
yente como un proceso/escenario en el que se deben dilucidar las pe-
culiaridades de la nueva forma estatal que, entre los temas cruciales, 
contempla la descentralización política bajo la modalidad de autono-
mías territoriales en el nivel subnacional. 

1.	 Versiones preliminares de este trabajo fueron presentadas en el seminario 
“Más allá de la democracia electoral y del Consenso de Washington: política, 
economía y sociedad en la nueva coyuntura crítica en los países andinos”, or-
ganizado por el Instituto de Estudios Peruanos (IEP) y realizado en Lima el 15 
y 16 de agosto de 2006; y en el seminario “Las izquierdas latinoamericanas y 
el gobierno: entre la socialdemocracia y el nacionalismo popular. Argentina, 
Bolivia, Brasil, Chile, México, Uruguay, Venezuela”, organizado por el Grupo 
de Trabajo Estado y Política del Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales 
(CLACSO) y la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM) sede Azcapotzalco, 
realizado en Ciudad de México del 23 al 25 de octubre de 2006.
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Si en el tema de la nacionalización no existen voces opositoras y la 
medida cuenta con un amplio respaldo ciudadano, el asunto de las au-
tonomías provoca situaciones de polarización política y fractura re-
gional que incluso han conducido a enfrentamientos violentos entre 
civiles. El debate de fondo tiene que ver con la (re)distribución terri-
torial del poder a partir del reconocimiento de autonomías departa-
mentales y/o autonomías indígenas en la nueva estructura y orga-
nización política del Estado. Si las autonomías departamentales son 
enarboladas por movimientos cívico-regionales y partidos de oposi-
ción, las autonomías indígenas son reivindicadas por el partido de go-
bierno y organizaciones campesinas e indígenas. La ausencia de un 
acuerdo en torno a este tema trabó el funcionamiento de la Asamblea 
Constituyente durante varios meses y obligó a ampliar el período de 
deliberaciones —inicialmente previsto para concluir el 6 de agosto de 
2007— y postergar hasta mediados de diciembre el plazo para elabo-
rar y aprobar el nuevo texto constitucional que deberá ser sometido a 
consulta popular en el transcurso del primer semestre de 2008.2

Esta disparidad en las características y los resultados de las me-
didas de cambio pone en evidencia las dificultades que enfrenta el 
MAS para encarar los desafíos de la transición estatal en Bolivia. Pro-
ceso de transición que conlleva transformaciones en la política y la 
democracia acaecidas en los últimos años; que se manifiesta en las ca-
racterísticas que asume la implementación de la agenda de gobierno 
del MAS bajo un estilo que combina retórica radical y decisiones mo-
deradas; y, además, se expresa en las tensiones internas del proyecto 
político oficialista que incorpora elementos de nacionalismo e indige-
nismo sin una impronta definida y se despliega en dos escenarios —la 
gestión gubernamental y la Asamblea Constituyente— que el partido 
de gobierno no logra articular de manera coherente, proporcionando 
un sello de incertidumbre al proceso de transición estatal.

Estos tres aspectos —cambios político-institucionales, agenda 
gubernamental y proyecto político— son analizados para caracterizar 
el comportamiento del MAS y la disputa política en torno a la refor-
ma del Estado.

2.	 Texto escrito a mediados de 2007.
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Transformaciones políticas y transición estatal

A partir del arribo de Evo Morales a la presidencia de la república 
como resultado de su victoria electoral en los comicios generales de 
diciembre de 2005, el MAS se ha convertido en el principal actor es-
tratégico de la política boliviana (ver Cuadro 4.1). Supremacía que se 
ratificó unos meses después, en julio de 2006, con la victoria oficia-
lista en la elección de representantes a la Asamblea Constituyente 
(ver Cuadro 4.2) y con el apoyo mayoritario al “No” en un referéndum 
nacional sobre autonomías departamentales, rechazo promovido por 
el partido de gobierno (ver Cuadro 4.3). Esos datos y sus efectos polí-
ticos no expresan solamente una nueva correlación de fuerzas entre 
actores estratégicos, sino también la posibilidad del establecimiento 
de un nuevo principio hegemónico capaz de articular de otra manera 
las relaciones entre Estado, economía, política y sociedad en torno a 
un propuesta de reforma estatal enarbolada por el MAS, con innega-
ble protagonismo del movimiento campesino e indígena. 

Con los resultados electorales de diciembre de 2005 —que tie-
nen como rasgo principal la inédita victoria de Evo Morales por ma-
yoría absoluta que le permitió acceder a la presidencia de la república 
sin negociaciones parlamentarias— se han producido algunos cam-
bios sustantivos en la política boliviana que no se limitan al inicio de 
una nueva gestión gubernamental, ni al regreso de la izquierda al po-
der después de un cuarto de siglo, ni al retorno del populismo denun-
ciado por los detractores del MAS. ¿Qué se puede señalar aparte de 
lo obvio? ¿Aparte de que se ha producido una recomposición profun-
da del sistema de partidos,3 una importante renovación generacional 
en el liderazgo político4 y la ruptura definitiva de códigos de exclusión 

3.	 Los tres partidos tradicionales que alternaron en la conducción del gobierno 
entre 1985 y 2003 —Movimiento Nacionalista Revolucionario, MNR; Acción De-
mocrática Nacionalista, ADN; y Movimiento de Izquierda Revolucionaria, MIR— 
pasaron a ser actores marginales y solamente uno de ellos —MNR— mantuvo 
una —aunque reducida— presencia parlamentaria.

4.	 La de 2005 fue la primera elección presidencial sin la participación de los jefes 
“históricos” de los partidos tradicionales. Los adversarios de Evo Morales fue-
ron dirigentes que en el pasado militaron en ADN y MIR, aunque participaron 
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social de raigambre étnica con la presencia del “primer presidente 
indígena”?5

En primer lugar, se ha resuelto la crisis política que había pro-
vocado una situación extrema de ingobernabilidad desde octubre de 
2003 traducida en la renuncia de dos presidentes y el adelantamien-
to de elecciones generales.6 Esta crisis se expresó en una polariza-
ción ideológica entre neoliberalismo y nacionalismo en torno a la pro-
piedad y gestión de los recursos naturales, una confrontación entre 
las regiones de oriente y occidente con demandas contrapuestas y  
pugnas entre actores políticos y sociales que esgrimen identidades 
étnicas y regionales, y una tensión creciente entre la política insti-
tucional concentrada en el sistema de partidos y la “política en las 

bajo otras siglas, y, en el caso del MNR, su candidato fue una figura sin militan-
cia partidista. 

5.	 Nacido en una comunidad aymara en el departamento de Oruro y emigrado a 
la zona de producción de hoja de coca a principios de la década de 1980, Evo 
Morales es el jefe del MAS desde su fundación en 1999. En junio de 2002 fue 
elegido parlamentario con el mayor porcentaje de votos obtenidos por un di-
putado uninominal y alcanzó el segundo lugar como candidato presidencial. 
Su incursión en la arena parlamentaria se produjo en 1997, siendo elegido di-
putado uninominal como parte de la bancada del frente Izquierda Unida, sigla 
que fue utilizada por los sindicatos de productores de hoja de coca para incur-
sionar en la escena política y obtener cuatro curules. Es el principal dirigen-
te de las federaciones sindicales de campesinos productores de hoja de coca de 
la región tropical de Cochabamba, iniciando su carrera sindical como secreta-
rio de Deportes en 1981 hasta asumir el cargo de secretario ejecutivo en 1988; 
fue reelecto hasta la fecha pese a los debates internos respecto a su doble con-
dición de dirigente sindical y jefe político, y ahora presidente de la república. 
Su origen indígena es resaltado por los medios de comunicación extranjeros 
ahondando un rasgo que, antes, era valorado en las redes del movimiento anti-
globalización y, ahora, trasciende a la política institucional internacional. 

6.	 Gonzalo Sánchez de Lozada, del MNR, asumió la presidencia el 6 de agosto de 
2002 con apoyo del MIR y partidos menores. Una protesta popular provocó su 
renuncia y huida el país en octubre de 2003. Por sucesión constitucional asu-
mió la presidencia su acompañante de fórmula, Carlos Mesa, que gobernó sin 
apoyo parlamentario, y debido a un clima de conflictividad generalizado re-
nunció en junio de 2005 como parte de un acuerdo político-partidista que in-
cluyó el adelantamiento de elecciones generales para diciembre de 2005 y el 
nombramiento de Eduardo Rodríguez, cabeza de la Corte Suprema de Justicia, 
como presidente de la república. 
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calles” como acción directa de los movimientos sociales median-
te protestas callejeras, bloqueos de carreteras, paros cívicos y labor  
extraparlamentaria de los partidos de oposición. Y aunque estas anti-
nomias siguen vigentes, desde diciembre de 2005 se han modificado 
de manera evidente los parámetros de la gobernabilidad democráti-
cas que, en la actualidad, exige capacidad de gestión política en varios 
escenarios y no solamente en el ámbito parlamentario, como acontecía 
en el pasado. 

El arribo del MAS al poder político no ha mitigado la conflicti-
vidad social, pero es preciso advertir que la crisis no era el único 
rasgo distintivo de los últimos tiempos, sino que la crisis vino apa-
rejada con el cambio. Detrás de la conflictividad social y de la ines-
tabilidad política no debe buscarse solamente la debilidad de la so-
ciedad política sino la fortaleza de las organizaciones de la sociedad 
civil cuyo accionar promovió reformas político-institucionales. En 
los últimos años se han modificado las reglas del juego democráti-
co, el sistema de actores políticos y sociales, el contenido de las de-
mandas de alta agregación y también las miradas sobre la historia 
y los proyectos de futuro. La crisis política no condujo a un callejón 
sin salida. Su resolución se produjo mediante un acuerdo congresal y 
un pacto social que encauzó los conflictos a una solución institucio-
nal en junio de 2005: convocatoria a elecciones generales anticipa-
das para resolver la mengua de legitimidad y autoridad del poder po-
lítico, elecciones para conformar una asamblea constituyente con la 
tarea de encarar la reforma total de la Constitución Política del Es-
tado y realización de un referéndum nacional sobre la descentrali-
zación política del Estado. El poder político se vio fortalecido desde 
diciembre de 2005 con la elección directa del presidente de la repú-
blica mediante mayoría absoluta en las urnas, por primera vez des-
de la transición a la democracia en 1979; y las demandas de reforma 
estatal fueron encauzadas institucionalmente seis meses después, a 
través de la realización simultánea de elecciones para la Asamblea 
Constituyente —demanda central del movimiento campesino e indí-
gena y del MAS— y de un referéndum sobre autonomías departamen-
tales —reivindicado por el movimiento cívico-regional del departa-
mento de Santa Cruz, con apoyo del sector empresarial y fuerzas de  
oposición.
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En segundo lugar, ha culminado el ciclo de la “democracia pacta-
da”, caracterizado por la conformación de gobiernos de coalición me-
diante pactos entre partidos parlamentarios y el predominio electo-
ral de tres fuerzas tradicionales (MNR, ADN y MIR) que alternaron en 
la conducción gubernamental desde 1985 hasta 2003, convergiendo 
en torno a un modelo estatal que, durante casi dos décadas, se asen-
tó en la articulación del neoliberalismo económico y la democracia 
representativa.

La “democracia pactada” no tuvo características uniformes en 
las diversas gestiones gubernamentales transcurridas en ese perío-
do ni se circunscribió a determinadas pautas de interacción política 
porque, unas veces, los pactos se limitaron a la formación de mayo-
rías oficialistas excluyendo a la oposición parlamentaria, y, en otras 
circunstancias, los acuerdos involucraron al conjunto de actores po-
líticos permitiendo la implementación de importantes innovaciones 
político-institucionales, incluyendo reformas constitucionales par-
ciales. El funcionamiento continuo de la “democracia pactada” duran-
te casi dos décadas no se explica por el simple predominio de cálculos 
instrumentales e intereses clientelares por parte de los socios de las 
coaliciones, sino también por la vigencia de un principio hegemónico 
con capacidad para ordenar las prácticas y discursos de los partidos 
relevantes. Dicho principio hegemónico estaba conformado por dos 
ejes discursivos que reorganizaron la política y la economía: la demo-
cracia representativa, basada en la centralidad del sistema de parti-
dos y coaliciones parlamentarias y de gobierno; y el neoliberalismo 
económico, puesto en vigencia con el ajuste estructural y profundi-
zado con la capitalización de las empresas públicas. En esa medida, la 
crisis de la “democracia pactada” tiene que ver más con la desarticu-
lación progresiva de ese principio hegemónico (cuyas causas son va-
riadas pero tienen como hito el inicio de las protestas sociales contra 
“el modelo neoliberal” a principios de esta década) y los consecuentes 
cambios en la discursividad política que se tradujeron en la emergen-
cia de actores contestatarios (en la política institucional y también al 
margen —o en contra— de las instituciones políticas), en la formu-
lación de propuestas contrarias al neoliberalismo, en la pérdida de  
legitimidad de los partidos tradicionales y en la mengua de la eficacia 
de las mediaciones institucionales que habían caracterizado el fun-
cionamiento estable del sistema político durante casi dos décadas.
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El 18 de diciembre de 2005, un partido opositor que no había 
participado en los pactos y acuerdos del pasado obtuvo la mayoría 
absoluta de los votos válidos y de esa manera concluyó el denomina-
do ciclo de la “democracia pactada”, con el aditamento del derrum-
be electoral de los partidos tradicionales. En las urnas, por ahora, y 
en las reglas, en el futuro, porque es previsible que el nuevo texto 
constitucional modificará la norma constitucional que establece la 
posibilidad de la elección congresal del binomio presidencial (en ca-
so de ausencia de vencedor con mayoría absoluta en las urnas), in-
troduciendo la segunda vuelta electoral y la revocatoria de mandato  
presidencial.

Ese resultado y esta previsión provienen del agotamiento y de la 
pérdida de legitimidad de una modalidad de definición de la disputa 
política mediante pactos postelectorales entre partidos que conforma-
ban coaliciones de gobierno para resolver el asunto de la titularidad del 
poder político y sentar las bases de un esquema de gobernabilidad con-
cebido como estabilidad política y eficacia en el proceso decisional so-
bre la base de la subordinación del parlamento al poder ejecutivo. Con 
los resultados electorales de diciembre de 2005 se modificó la compo-
sición y funcionamiento del parlamento con la presencia de un parti-
do dominante7 (MAS) y el desplazamiento de los partidos tradicionales 
por agrupaciones ciudadanas (Poder Democrático Social, PODEMOS) y 
partidos de nuevo cuño —Unidad Nacional (UN).8 

7.	 En la Cámara de Diputados el MAS ostenta la mayoría absoluta, empero, en la 
de Senadores existe una situación de empate que se tradujo en la alternancia 
entre oficialismo y oposición para presidir ese órgano. Esta situación originó 
que, en algunas circunstancias, la oposición incida sobre las decisiones guber-
namentales, como ocurrió con la aprobación de los nuevos contratos con las 
empresas petroleras.

8.	 La agrupación ciudadana PODEMOS postuló a Jorge Quiroga, quien fue subje-
fe de ADN y acompañante de fórmula de Hugo Bánzer en 1997. Luego del dece-
so de Bánzer en 2001, asumió la presidencia de la república por sucesión cons-
titucional. Unidad Nacional (UN), partido fundado hace un par de años, postuló 
al empresario Samuel Doria Medina, ex subjefe nacional del MIR y ministro de 
Estado en los años noventa. En ambos casos, se trata de la debacle de dos orga-
nizaciones políticas tradicionales, cuyos dirigentes optaron por la creación de 
nuevas fuerzas político-electorales.
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En tercer lugar, se han transmutado las pautas de gobernabili-
dad democrática con la modificación del proceso decisional político, 
las transformaciones en la composición y el rol del sistema de parti-
dos y la emergencia de nuevos códigos, demandas e identidades so-
ciales en la discursividad política, donde sobresalen reivindicaciones 
cívico-regionales (autonomías departamentales) y campesino-indí-
genas (autonomías indígenas) que no son procesadas en el seno del 
sistema de partidos sino en diversos escenarios —formales e infor-
males— que soportan la presión de actores sociales con capacidad 
de movilizar una diversidad de recursos de poder.

A partir de 2000, la política institucional —cuando no fue des-
plazada— convivió con la “política en las calles”, y, después de la cri-
sis de octubre de 2003, las demandas de los movimientos sociales 
y los partidos de oposición se tradujeron en la incorporación en el 
texto constitucional (mediante una reforma parcial aprobada por el 
parlamento en febrero de 2004) de instituciones de democracia par-
ticipativa, como el referéndum, la iniciativa legislativa ciudadana y la 
Asamblea Constituyente, así como en la inclusión de otras modalida-
des organizativas —agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas— 
en la disputa electoral, eliminando la exclusividad partidista en la 
representación política. Por otra parte, en el acuerdo político que 
viabilizó las elecciones generales de diciembre de 2005 se estable-
ció que, simultáneamente y por primera vez, se elijan mediante voto 
ciudadano a las autoridades políticas del nivel subnacional —los pre-
fectos de los departamentos9— pese a que la norma constitucional  

9.	 La actual división político-administrativa establece la existencia de departa-
mentos, provincias, municipios y cantones. Desde 1987 está vigente la autono-
mía municipal, que fue fortalecida con la Ley de Participación Popular de 1995. 
Los departamentos, en total nueve, están bajo el mando de una autoridad polí-
tica —prefecto— que representa al poder ejecutivo y es designada por el pre-
sidente de la República. Para diciembre de 2005 se definió que, pese a que no 
está establecido en la Constitución Política del Estado, los prefectos sean ele-
gidos de manera directa mediante voto ciudadano. Los resultados fueron re-
frendados por Evo Morales, que procedió a las designaciones respectivas res-
petando los comicios. Un dato importante de estas elecciones fue la victoria de 
candidatos no afines al MAS en seis de los nueve departamentos, incorporando 
novedosos desafíos de gobernabilidad para la relación entre gobierno central y 
regiones con autoridades opositoras. 
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establece que su designación es una prerrogativa presidencial. Era 
una concesión a la demanda de descentralización política promovida 
por algunas regiones y que tendría una prueba de fuego, meses des-
pués, con la realización de un referéndum nacional.

Es decir, la democracia representativa se combinó con la demo-
cracia participativa y los partidos dejaron de detentar la exclusivi-
dad de la representación política, así como el presidente de la repú-
blica transfirió su prerrogativa de designar autoridades políticas en 
las regiones acatando los resultados electorales. La “letra” se adecuó 
al “espíritu” de la democracia realmente existente —en la que con-
viven la política institucional y la acción directa de los actores so-
ciales—, y sus efectos adquirieron carácter formal con los resulta-
dos del primer referéndum realizado en julio de 2005 para redefinir 
las relaciones entre el Estado y las empresas petroleras extranjeras. 
Otro referéndum sobre autonomías departamentales —efectuado el 
2 de julio de 2006 y con carácter vinculante respecto a la Asamblea 
Constituyente— sentó las bases para la modificación de las relacio-
nes entre el Estado y las regiones como parte del proceso de descen-
tralización política, aunque sus resultados, como veremos más ade-
lante, abrieron un escenario muy complejo para su tratamiento en 
la Asamblea Constituyente. Por otra parte, en las elecciones gene-
rales de 2005 y en las elecciones para la Asamblea Constituyente, la 
segunda fuerza electoral fue una agrupación ciudadana, PODEMOS; 
asimismo, otras agrupaciones ciudadanas y partidos con presencia 
local tuvieron un importante desempeño en los comicios municipa-
les de diciembre de 2004, y también en la mayoría de las regiones en 
ocasión de la elección de prefectos. 

Estamos, pues, ante un sistema político que presenta mutaciones 
en cuanto a actores, reglas electorales y procedimientos para la to-
ma de decisiones. Un esquema que muestra nuevas pautas en el pro-
ceso decisional político, que ya no se circunscribe a las negociaciones 
en el seno del sistema de partidos ni a las relaciones entre poderes  
ejecutivo y legislativo porque ha incorporado la consulta popular pa-
ra encauzar las demandas sociales antes vehiculadas mediante la 
protesta callejera. Un diseño que muestra una nueva composición en 
el sistema de partidos, matizado por la presencia de fuerzas no par-
tidarias en el parlamento —también presentes en los departamentos 
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y los municipios— y el carácter híbrido e informal del partido de go-
bierno en términos organizativos debido a sus estrechos vínculos 
—de dirección y/o subordinación— con movimientos sociales, orga-
nizaciones sindicales y pueblos indígenas.10 Todo ello fruto de nuevas 
reglas incorporadas en la Constitución Política del Estado que será 
sometida, a su vez, a una reforma total en la Asamblea Constituyen-
te, cuyos resultados deben ser puestos a consulta ciudadana para su 
aceptación o rechazo.

Los cambios en la política tuvieron consecuencias en la econo-
mía porque se inició la transformación del neoliberalismo mediante 
el decreto de nacionalización de los hidrocarburos, promulgado por 
Evo Morales el 1 de mayo de 2006, continuando una política pública 
establecida desde mayo de 2005 por la nueva Ley de Hidrocarburos, 
elaborada dando cumplimiento a los resultados de un referéndum 
vinculante realizado en julio de 2004 que estableció la recuperación 
de la propiedad de los recursos hidrocarburíferos por parte del Es-
tado boliviano. Paralelamente a la transmutación en las relaciones 
entre el Estado y la inversión extranjera está en marcha una serie 
de transformaciones político-institucionales que tiene, sin embargo, 
otro ritmo y no depende exclusivamente de la decisión del partido 
de gobierno. En la Asamblea Constituyente, inaugurada el 6 de agos-
to de 2006, se modificará la trama institucional del Estado mediante 
una reforma total de la Constitución Política del Estado que presenta 
como un tema crucial la cuestión de las autonomías departamenta-
les, como una modalidad de descentralización política estatal. 

La nacionalización y la reforma constitucional forman parte del 
proceso de transición estatal, y el desafío principal es forjar una ar-
ticulación coherente entre Estado, economía, política, cultura y so-
ciedad. Por lo pronto, este proceso de transición se manifiesta en la 

10.	 El MAS no es un partido convencional, y un rasgo principal de su funcionamien-
to como fuerza opositora, y ahora como partido de gobierno, es su relación con 
los movimientos sociales, término utilizado para referirse a las organizaciones 
sindicales campesinas e indígenas como base social de apoyo al gobierno. Se 
trata de una relación que hemos caracterizado, preliminarmente, como “coali-
ción inestable” bajo la conducción del liderazgo de Evo Morales, porque no im-
plica una cooptación gubernamental ni las propuestas de cambio tienen como 
emisor exclusivo al MAS (Mayorga, 2007).
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transformación de las relaciones entre el Estado y el mercado para la 
redefinición del modelo de desarrollo y en el cambio en el vínculo entre 
Estado y regiones para impulsar un modelo de descentralización po-
lítica que socave el centralismo. También involucra la transformación 
del proyecto de nación a partir del reconocimiento de la diversidad de 
identidades sociales —sobre todo étnicas— antaño subordinadas a 
un proyecto de homogeneización cultural, así como la mutación de las 
pautas de participación y representación política en la institucionali-
dad democrática. El gobierno del MAS encara los desafíos de este pro-
ceso a partir de dos ejes discursivos: nacionalismo e indigenismo. El 
primero se manifiesta en la nacionalización de los hidrocarburos co-
mo principal medida adoptada por el gobierno de Evo Morales, y el se-
gundo está presente en las propuestas del MAS para la reforma polí-
tico-institucional en la Asamblea Constituyente. Una lectura de estos 
elementos nos permite evaluar la orientación de las políticas guberna-
mentales y las características del proyecto político del MAS.

Agenda de gobierno y orientación de las políticas 

La política económica del gobierno de Evo Morales tiene como eje 
central la nacionalización de los hidrocarburos, aunque en el discur-
so masista la prédica nacionalista abarca más temas e involucra otros 
recursos naturales. Paralelamente a la nacionalización de los hidro-
carburos, los esfuerzos gubernamentales se dirigieron a negociar el 
aumento de los precios y volúmenes de exportación de gas natural 
a países vecinos. Aunque es evidente la importancia de los ingresos 
adicionales generados por la exportación de este recurso energético 
y su incidencia en las posibilidades de impulso al desarrollo económi-
co, la nacionalización como política expresa una reorientación de las 
relaciones entre el Estado boliviano y las empresas extranjeras como 
respuesta al neoliberalismo, empero, sin los rasgos convencionales 
de una medida que evoca expropiación y confiscación. En la política 
hidrocarburífera se percibe con nitidez un rasgo del estilo de gestión 
del MAS que consiste en la combinación de retórica radical con deci-
siones moderadas, puesto que, pese a la toma simbólica de las insta-
laciones petroleras con presencia de las Fuerzas Armadas y la Policía 
Nacional, denotando el uso político-ideológico de una interpelación 
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nacionalista que tiene una larga historia en el país, la medida adopta-
da no implicó la confiscación de inversiones extranjeras sino una re-
formulación de los contratos con las empresas estableciendo mejores 
condiciones tributarias para el Estado boliviano. 

Este retorno del nacionalismo como demanda de alta agregación 
—“la recuperación de los recursos naturales para el Estado bolivia-
no”— se inició al compás de las protestas sociales de octubre de 2003 
y junio de 2005 que provocaron la renuncia de dos presidentes de la 
república. Aunque entonces existían diversas concepciones acerca 
del alcance de la demanda de nacionalización (las posiciones radica-
les exigían expropiación sin indemnización a las empresas extranje-
ras, otras más bien moderadas —entre ellas la del MAS— planteaban 
una “nacionalización legal” sin considerar esas decisiones), se impu-
so un procedimiento jurídico formal que estableció los alcances de 
esa medida desahuciando la ruptura con los inversores extranjeros. 
Es decir, esta tercera nacionalización de los hidrocarburos se distin-
gue nítidamente de las experiencias del siglo pasado —en 1936, que 
expropió a la Standard Oil, y en 1969, que confiscó a la Gulf Oil—, que, 
además, fueron asumidas por gobiernos militares. 

El referéndum vinculante de julio de 2004 y la nueva Ley de Hi-
drocarburos de mayo de 2005 constituyeron los referentes de la me-
dida de nacionalización del gobierno de Evo Morales definida me-
diante un decreto presidencial. Esta disposición recupera el criterio 
de distribución de los ingresos establecido por la ley del sector con 
un reparto similar de ingresos para el Estado y para las empresas 
extranjeras, y establece el tránsito obligatorio de los contratos pe-
troleros a las nuevas disposiciones legales; aunque en el caso de dos 
campos de producción gasífera —los más grandes, por cierto— que 
no disponían de contratos aprobados por el poder legislativo, las em-
presas fueron sometidas a una negociación con una propuesta de 
distribución transitoria de 82% de impuestos para el Estado y 18% 
para las empresas , invirtiendo las cifras de la anterior ley vigente 
en el sector desde 1996.11 Asimismo, establece la participación de la 

11. 	 En los primeros meses de su implementación, esta medida permitió “[…] ge-
nerar [mediante el Impuesto Directo a los Hidrocarburos] ingresos […] equi-
valentes a $US 322 millones en el primer semestre, que junto con un manejo  



4 / El gobierno de Evo Morales 137

empresa estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, YPFB, 
en la cadena productiva del sector con la pretensión estratégica de 
industrializar el gas natural en territorio boliviano. 

La nacionalización se entiende, entonces, como el retorno del 
Estado al protagonismo en un sector clave de la economía reformu-
lando los términos del vínculo con las empresas extranjeras y sin 
atentar contra sus inversiones. Sin embargo, como señala un balan-
ce crítico de esta medida:

la elevada composición orgánica del capital que se requiere para la ex-
plotación y comercialización de los hidrocarburos (sobre todo el gas), 
apunta a que YPFB tenga una presencia marginal en las actividades pe-
troleras, dado el pequeño capital con el que cuenta. Todo se dirige a 
que la propiedad y el control de los hidrocarburos permanecerán en 
manos de las empresas transnacionales. Bajo la superficie de un dis-
curso de ‘nacionalización’ en el fondo se encuentra la reafirmación de 
la política exportadora del gas natural como materia prima en poder 
de los consorcios multinacionales (CEDLA 2006).

Así, el clivaje Estado/mercado tiende a resolverse mediante un 
fortalecimiento de la empresa pública del ramo después de una dé-
cada de “achicamiento” estatal y concesiones a la inversión extranje-
ra para promover la exploración de reservas de gas natural. Al mar-
gen de consideraciones técnico-financieras y la viabilidad de esta 
nueva orientación en la política económica, el discurso gubernamen-
tal concibe el nacionalismo estatista como la alternativa al neolibe-
ralismo y su implementación se realiza en el marco de la normativi-
dad legal, a pesar de la retórica radical del discurso gubernamental 

adecuado y prudente de la política fiscal permitió generar, por primera vez en 
20 años, un superávit […]. El Decreto de Nacionalización permitirá incremen-
tar, a partir de mayo hasta fines de año [2006], aproximadamente $US 174 mi-
llones adicionales asociados a la participación del 32% [en los mega pozos] a 
favor de YPFB” [la empresa estatal del sector], según un informe optimista de 
instancias gubernamentales. Cfr. “Informe económico y social. Primer semes-
tre 2006 y perspectivas, Unidad de Análisis de Políticas Sociales y Económi-
cas”, UDAPE/Ministerio de Planificación del Desarrollo, La Paz, agosto de 2006.
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y la parafernalia antiimperialista que acompañó la promulgación del 
decreto en cuestión.12 

En suma, la nacionalización de los hidrocarburos ha modificado 
los términos de la relación entre el Estado y las empresas extranje-
ras, empero sus resultados son todavía relativos en cuanto a lograr el  
objetivo de convertir a la empresa estatal en una entidad con capa-
cidad para controlar la cadena productiva del sector. Aunque las ne-
gociaciones fueron positivas respecto al incremento de los precios 
del gas exportado a Argentina y Brasil, los recursos financieros adi-
cionales generados por estos acuerdos están sometidos a un debate 
respecto a su utilización, puesto que el gobierno pretende que sean 
invertidos en el fortalecimiento de YPFB, mientras que las regiones 
productoras —donde el MAS tiene bajos porcentajes de apoyo elec-
toral— y diversos sectores sociales reclaman que la distribución de 
los ingresos adicionales se efectúe mediante la norma vigente, que no 
contempla una asignación directa de recursos a la empresa estatal. 
Un año después de la nacionalización, su implementación se vio en-
torpecida por problemas en los trámites de aprobación de los nuevos 
contratos con las empresas petroleras que pusieron al descubierto 
una serie de falencias jurídicas que motivaron un intenso debate par-
lamentario y críticas de diversos sectores, aparte de la renuncia de 
ejecutivos de la empresa estatal. Los cuestionamientos no afectaron 
el contenido de la medida pero demostraron las debilidades guberna-
mentales en el manejo del sector que se tradujeron en un descenso de 
las reservas de gas natural, la ausencia de nuevas inversiones direc-
tas y la paradójica decisión de importar gas licuado de Venezuela. 

Al margen de estas vicisitudes, nos interesa resaltar los usos 
discursivos de esta medida. La nacionalización era uno de los ejes 

12.	 Las relaciones con las empresas extranjeras muestran este rasgo de ambiva-
lencia, puesto que la primera crisis política en el gobierno del MAS fue resulta-
do de incongruencias en sus filas respecto a las negociaciones con la empresa 
brasilera PETROBRAS para la recuperación de dos refinerías que, finalmente, 
fueron “compradas” por el Estado boliviano después de arduas negociaciones 
que incluyeron tensos encuentros entre Lula da Silva y Evo Morales. Un inten-
to pretérito de adopción de esa decisión provocó la renuncia del ministro del 
ramo pese a que, luego de ser interpelado y censurado por la oposición parla-
mentaria, había sido ratificado por el presidente de la república.
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del proyecto político y de la oferta electoral de Evo Morales y —aun-
que su cumplimiento denota el predominio de una racionalidad ins-
trumental en las negociaciones con las empresas extranjeras— se 
constituye en un dispositivo que le permite ocupar el campo discur-
sivo articulando las demandas que provienen desde la “izquierda” y 
mitigando los cuestionamientos vertidos desde posiciones de “dere-
cha”. La retórica radical apuntala una idea de “revolución” que, sin 
embargo, se limita a la reorientación de la política hidrocarburífera 
en beneficio del Estado con un nítido contenido de recuperación de 
“dignidad nacional” que acalla las voces críticas de los sindicatos y 
las organizaciones populares no afines al MAS. Los sectores empre-
sariales, al orientar sus cuestionamientos al tema de la “inseguridad 
jurídica” para las inversiones, terminan desprovistos de argumentos 
para sugerir una reorientación en la política económica.

A la nacionalización de los hidrocarburos siguieron anuncios de 
actuar en esa veta en relación con otros recursos naturales no reno-
vables, empero, a pesar de la prédica nacionalista, las intenciones del 
gobierno se encaminan a establecer condiciones tributarias más fa-
vorables para el Estado en las negociaciones con las empresas trans-
nacionales debido a la imposibilidad de efectuar importantes inver-
siones públicas en otros rubros, como, por ejemplo, la minería.13 Otras 

13.	 En octubre de 2006, Evo Morales anunció la nacionalización del sector minero 
como una respuesta a sangrientos enfrentamientos provocados por la disputa 
entre trabajadores de la empresa estatal del sector y cooperativistas mineros 
en torno a la explotación de un importante yacimiento de estaño, cuyos precios 
están en alza en el mercado mundial. Este aviso se tradujo en la nacionalización 
de una empresa de fundición a cargo de un consorcio suizo argumentando in-
cumplimiento de contrato. La política en el sector minero se dirige a potenciar 
al sector estatal mediante el incremento de impuestos a la minería privada, me-
dida de la cual estarían exentas las cooperativas mineras, importantes aliados 
electorales del MAS, denotando la impronta gubernamental de estas medidas. Y 
a la usanza de la política hidrocarburífera, el gobierno mantiene un criterio aje-
no a la confiscación, tal como anunció un funcionario: “Nosotros en ningún mo-
mento hemos hablado de expropiación, la inversión privada formalmente cons-
tituida en el país tanto nacional como extranjera está totalmente garantizada. 
Estamos hablando de la construcción de un nuevo poder estatal minero, pero en 
ningún momento se habló de expropiación ni de actos contrarios al estado de de-
recho y a la seguridad jurídica” (La Razón, 29.10.2007). Otro ejemplo de modera-
ción se expresa en las dilatadas negociaciones con una empresa de la India para 
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medidas adoptadas por el gobierno de Evo Morales muestran similar 
catadura de radicalismo discursivo y moderación en los actos, aun-
que sus efectos no pueden ser evaluados en el corto plazo. Un aspec-
to está referido a la política laboral, tomando en cuenta que la oferta 
electoral del MAS era “desmontar el neoliberalismo”, que, desde 1985, 
tuvo uno de sus pilares en la libre contratación y la flexibilización  
laboral que provocó el debilitamiento de los sindicatos obreros. Un 
decreto promulgado por Evo Morales en mayo de 2006 derogó un 
par de artículos de una norma de liberalización laboral, y los inten-
tos de restituir los derechos de los trabajadores se reforzaron con la 
promulgación de una Ley del Fuero Sindical. Presentado por el go-
bierno como el “fin de la libre contratación y la garantía para la es-
tabilidad laboral”, el mencionado decreto es cuestionado porque la 
misma disposición “determina que el artículo 13 de la Ley de Inver-
siones”, en el que también se establecía la libre contratación, “debe 
cumplirse ajustándose a la Ley General del Trabajo”, contradicien-
do la intención de una medida gubernamental anunciada como la re-
cuperación de la estabilidad laboral en el sector público y privado  
(CEDLA 2006: 31-32). 

En torno a las políticas sociales resaltan varias iniciativas, algu-
nas de las cuales están matizadas por lazos político-ideológicos con 
los gobiernos de Venezuela y Cuba. Una de las primeras decisiones 
fue la aplicación de una tarifa diferenciada para el pago de consu-
mo de energía eléctrica que benefició con rebajas a medio millón de 
hogares pobres; asimismo, se estableció un incremento en el bono 
anual a los ex combatientes de la guerra contra el Paraguay —“Hé-
roes del Chaco”, además, es el título que encabeza el decreto de nacio-
nalización—. Por su parte, sectores populares se beneficiaron a fines 
del año pasado con el otorgamiento de un bono anual a niños y niñas 
de las escuelas públicas y con la realización de campañas de salud 
—ampliándose la cobertura del Seguro Universal Materno Infantil— 

la explotación de yacimientos de hierro en condiciones tributarias más flexibles 
a las definidas para el sector de hidrocarburos con la nacionalización, pese a que 
se trata de una inversión cercana a 2.500 millones de dólares en un lapso de diez 
años. 
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y de alfabetización —que en una primera etapa llegaron a más de 
100.000 personas en zonas rurales y periurbanas— implementa-
das con la cooperación de los gobiernos de Cuba y Venezuela (UDA-
PE 2006: 4). La ayuda venezolana, además, implicó la donación de 
cien millones de dólares para pequeños productores en el marco de 
un programa de apoyo a la producción que forma parte del Tratado 
de Comercio de los Pueblos (TCP), suscrito entre Bolivia, Cuba y Ve-
nezuela, una modalidad de implementación de un acuerdo comer-
cial alternativo a los tratados de libre comercio bilaterales propug-
nados por Estados Unidos. Vale resaltar que las negociaciones con 
Estados Unidos al respecto se han orientado a la ampliación de una 
ley que otorga preferencias arancelarias a los países andinos (ATP-
DEA, por sus siglas en inglés) que se benefician con la apertura se-
lectiva del mercado estadounidense a cambio del cumplimiento de 
metas en la lucha contra el narcotráfico. Esta política, una vez más, 
reitera la estrategia discursiva del gobierno de Evo Morales, cuya 
retórica antinorteamericana se combina con la necesidad de man-
tener ese acuerdo de preferencias arancelarias con Estados Unidos, 
cuya vigencia ha sido motivo de ampliación en dos oportunidades, 
la última en julio de este año, como sustrato de futuras negociacio-
nes en torno a un tratado comercial que es cuestionado en su conte-
nido pero no en su necesidad de suscripción por parte del gobierno  
del MAS.

Es decir, las políticas públicas en el ámbito económico, laboral 
y social tienen una orientación dirigida a fortalecer el rol del Esta-
do mediante la restitución de su protagonismo en el aparato produc-
tivo y el incremento de ingresos fiscales a través de una política im-
positiva que modifica los términos de la relación con las empresas 
extranjeras, así como a fortalecer a los pequeños productores. Para-
lelamente, las decisiones gubernamentales tienden a proteger los de-
rechos laborales y a favorecer a los sectores sociales vulnerables y 
marginados con medidas dirigidas a paliar los rezagos y las desigual-
dades en salud y educación, 

Estas medidas nacionalistas y redistributivas refuerzan los lazos 
del partido de gobierno con los movimientos sociales y organizaciones 
sindicales que actúan de manera coaligada con el MAS en la Asamblea 
Constituyente, donde aparecen otros rasgos del proyecto masista.
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Asamblea Constituyente:   
reforma estatal o refundación del país

Si el nacionalismo marca el comportamiento gubernamental en cuan-
to a políticas de desarrollo económico y social, el indigenismo mati-
za las propuestas del MAS respecto a la reforma constitucional. Esta 
postura se puso de manifiesto en la discusión sobre los alcances jurí-
dicos de la Asamblea Constituyente y el procedimiento para aprobar 
la nueva constitución. La Asamblea Constituyente inició sus activi-
dades el 6 de agosto de 2006, pero durante varios meses se enfras-
có en una polémica sobre la adopción o no de la regla de dos tercios 
para la aprobación de los nuevos artículos constitucionales, tal como 
establecía la ley de convocatoria a la Asamblea Constituyente. Polé-
mica que trascendió el ámbito constituyente y provocó actos de pro-
testa en varias regiones en “defensa de los dos tercios” y contra las 
intenciones del MAS de hacer prevalecer su mayoría absoluta en la 
Asamblea Constituyente, porque, como veremos, podía implicar un 
cuestionamiento a los resultados del referéndum sobre autonomías 
departamentales.14 El impasse fue resuelto con una dudosa fórmula 
que establece la posibilidad de derivar a consulta popular aquellos 
artículos (o temas) en los cuales no exista apoyo de dos tercios de 
constituyentes, al margen del referéndum que debe aprobar o recha-
zar la nueva Constitución Política del Estado. 

Otro asunto controvertible estuvo referido al tenor del primer 
artículo de su reglamento interno, que la define como una Asam-
blea Constituyente “originaria”, provocando un debate respecto a las 

14.	 Este debate estuvo matizado por conflictos durante los últimos meses de 2006, 
cuando se realizaron cabildos multitudinarios en los cuatro departamentos que 
reclaman autonomía, cuyas autoridades políticas y dirigencias cívicas conforma-
ron una Junta Autonómica que, al tiempo de apoyar a la oposición en el tema de los 
dos tercios, amenazó con desacato a la nueva Constitución Política del Estado si 
no se respetan los resultados del referéndum sobre las autonomías departamen-
tales. Los hechos adquirieron un contorno trágico en la ciudad de Cochabamba a 
mediados de enero de 2007, cuando se enfrentaron miles de campesinos y resi-
dentes urbanos en las calles, con un saldo de tres fallecidos y cientos de heridos, a 
raíz de una disputa entre el prefecto opositor —que apoyaba la demanda autonó-
mica y las protestas de la oposición— y fuerzas afines al gobierno, que exigían su 
renuncia. 
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consecuencias jurídicas de esta definición que se contrapone a su  
carácter “derivado”, puesto que el poder legislativo aprobó la ley de 
convocatoria a la Asamblea Constituyente circunscribiendo su tarea 
a la redacción del nuevo texto constitucional. El artículo aprobado, 
sin embargo, señala de manera explícita que la Asamblea Constitu-
yente respetará los poderes constituidos y, por ende, es “originaria” 
pero también “derivada”; y su carácter supuestamente originario 
tiene que ver más bien con rasgos de identidad de aquellos actores 
que el discurso del MAS define como “sujetos constituyentes”, es de-
cir, “las naciones originarias y los pueblos indígenas”. Ahora bien, 
detrás de las discusiones sobre el carácter de la Asamblea Constitu-
yente y los procedimientos de votación estaba la suspicacia respec-
to a la posibilidad de que la mayoría absoluta del MAS en la Asamblea 
Constituyente, sumada a la declaratoria de su carácter “originario”, 
se traduzca en el reconocimiento constitucional de autonomías indí-
genas y en la exclusión de las autonomías departamentales, toman-
do en cuenta que el MAS optó por promover el voto por el “No” en 
el referéndum. Una sospecha que se hizo realidad siete meses des-
pués, cuando la bancada oficialista presentó una propuesta de “Es-
tado Unitario Plurinacional” introduciendo nuevos elementos de dis-
cordia en el debate sobre la descentralización política del Estado.15

Antes de evaluar esa propuesta del MAS es preciso efectuar algu-
nas consideraciones sobre la descentralización política, que se cons-
tituye en otra faceta decisiva de la transición estatal. La demanda de 
descentralización política del Estado tiene una larga historia de lu-
chas regionales, particularmente por parte del movimiento cívico 
del departamento de Santa Cruz. En los últimos años tomó renova-
dos bríos con el planteamiento de un régimen de autonomías depar-
tamentales que surgió como respuesta a la propuesta de asamblea 
constituyente enarbolada por el movimiento campesino e indíge-
na, en buena medida como reacción de grupos empresariales y sec-
tores cívico-regionales a la creciente influencia del MAS. Un cabildo  

15.	 Más adelante analizamos las consecuencias de esta decisión y las posibilidades 
de resolución de este impasse político que no solamente impide el desarrollo de 
la Asamblea Constituyente sino que provoca fracturas regionales y distancia al 
oficialismo y la oposición.
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multitudinario realizado en Santa Cruz en enero de 2005, seguido 
de la recolección de miles de firmas para una iniciativa legislativa, 
impulsó la convocatoria a un referéndum nacional que se llevó a ca-
bo en julio de 2006, con carácter vinculante respecto a la Asamblea  
Constituyente. 

Al principio, el MAS manifestó su apoyo a la demanda autonomis-
ta, pero a escasas semanas de la realización de la consulta popular 
optó por propiciar el rechazo a la pregunta. El “No” obtuvo alrededor 
del 54% en el cómputo nacional, venciendo en cinco de los nueve de-
partamentos (La Paz, Oruro, Cochabamba, Sucre y Potosí), mientras 
que el “Sí” venció en Santa Cruz, Pando, Beni y Tarija con porcentajes 
superiores al 70%. El tema de fondo es que la principal fuerza política 
en la Asamblea Constituyente apostó al “No” a las autonomías depar-
tamentales y venció en las urnas para establecer otra agenda en el de-
bate constituyente respecto a la descentralización estatal. Una agen-
da que comporta la consideración de modalidades complementarias 
o alternativas a las autonomías departamentales porque la propues-
ta del MAS en la campaña electoral para la Asamblea Constituyen-
te planteaba un modelo de “República democrática, soberana e inter-
cultural” que incluía “autonomías regionales, indígenas, municipales 
y/o departamentales” (MAS 2006: 4). Esta posición adquirió nuevos 
matices más adelante, porque el MAS adoptó una propuesta de “Es-
tado Unitario Plurinacional” que inicialmente había sido presentada 
por un conjunto de organizaciones sindicales campesinas e indíge-
nas que actúan en consonancia con el partido de gobierno y, a veces, 
como grupos de presión.16 En esta propuesta se expresan los matices  

16.	 Se trata de la Asamblea Nacional de Organizaciones Indígenas, Originarias, 
Campesinas y de Colonizadores de Bolivia, conformada por la Confederación 
Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB), el Consejo Na-
cional de Ayllus y Markas del Qollasuyo (CONAMAQ), la Confederación de Pue-
blos Indígenas de Bolivia (CIDOB), la Confederación Sindical de Colonizadores 
de Bolivia (CSCB), la Federación de Mujeres Campesinas de Bolivia Bartolina 
Sisa (FMCBBS), la Confederación de Pueblos Étnicos de Santa Cruz (CPESC), la 
Confederación de Pueblos Moxeños del Beni (CPEMB), el Movimiento Sin Tierra 
(MST) y la Asamblea del Pueblo Guaraní (APG). Vale la pena resaltar que las fe-
deraciones de campesinos productores de hoja de coca, base sindical del MAS, 
no forman parte de esta supraorganización aunque varios militantes masistas 
actúan como dirigentes.
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indigenistas que conforman el otro eje discursivo del proyecto polí-
tico del MAS porque se asienta en una apelación a las “nacionalidades 
indígenas” como sujetos beneficiarios de la redistribución territorial 
del poder y de la nueva estructura del Estado y del sistema político, 
cambios concebidos como una “refundación del país”. 

Precisamente, en un documento presentado a la comisión Visión 
de País de la Asamblea Constituyente, el MAS planteó un modelo de 
Estado basado, entre otros principios, en la unidad y la plurinacio-
nalidad. La unidad se refiere más bien a la integridad del territorio, 
porque “no se puede desconocer el carácter unitario de nuestro te-
rritorio, [puesto que] la vida republicana entre sus logros se anota el 
hecho de haber mentalizado a su población la unicidad de todo su te-
rritorio” (MAS 2007: 33). Y la plurinacionalidad, sustentada en el ar-
gumento del fracaso de la consolidación de “una nacionalidad bolivia-
na”, se refiere a la “reidentificación de las nacionalidades indígenas y 
originarias” que son definidas a partir de criterios étnico-lingüísti-
cos. Según esta propuesta, se trata de reconocer constitucionalmente 
a “más de 36 nacionalidades existentes en el pueblo boliviano”, hecho 
que implicaría, a su vez, reconocer la diversidad étnica y cultural de 
la sociedad en sus facetas lingüística, religiosa y jurídica. Sin embar-
go, el pluralismo nacional, a partir del reconocimiento de autonomías 
territoriales para las “nacionalidades indígenas”, tendría consecuen-
cias políticas porque exige una redistribución territorial del poder y, 
por ende, una nueva división político-administrativa del país.17 

Es evidente que esta fórmula contrasta con el modelo estatal ba-
sado en autonomías departamentales y pone en riesgo la posibilidad 

17.	 La propuesta de Estado Unitario Plurinacional incluye la conformación de una 
asamblea legislativa unicameral con un porcentaje de representantes de los 
pueblos indígenas elegidos mediante usos y costumbres, en convivencia con 
el voto universal ejercido para la elección de otra porción de parlamentarios. 
También propone la formación de un poder social plurinacional como cuarto 
poder del Estado, con atribuciones para fiscalizar al gobierno y regular la le-
galidad, compuesto por representantes de los pueblos indígenas y de organiza-
ciones de la sociedad civil. En otras palabras, incide en el sistema de represen-
tación política y en el proceso decisional otorgando derechos especiales a los 
pueblos indígenas como expresión de pluralismo político que problematiza la 
calidad representativa de la democracia y el estado de derecho. 
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de que la Asamblea Constituyente resuelva de manera concertada es-
ta antinomia entre autonomías con distinto sello. Más aún si después 
de la aprobación irregular de la propuesta del MAS y otra de índole si-
milar, bajo el rótulo de “Estado multinacional” —en una comisión de 
la Asamblea Constituyente—, se inició otra serie de protestas oposi-
toras a mediados de 2007 acompañadas de discursos “en defensa de 
la democracia” y contra el “totalitarismo” masista. En ocasión del pri-
mer aniversario del referéndum realizado el 2 de julio de 2006, el mo-
vimiento cívico de Santa Cruz presentó un borrador de Estatuto Au-
tonómico que fue criticado por el oficialismo como “independentista”, 
“sedicioso” y atentatorio contra el estado de derecho porque propone 
autogobierno departamental con competencias normativas plenas, 
administración de sus recursos, control de flujos migratorios, des-
centralización de la policía y elección de autoridades judiciales, en-
tre otras propuestas. En la medida que este modelo autonómico sería 
aprobado mediante una consulta popular departamental “siempre y 
cuando la Asamblea Constituyente desoiga el mandato del referén-
dum” del 2 de julio de 2006 (discurso del prefecto Rubén Costas, La 
Razón, 03.07.2007), esta postura puede interpretarse como una pre-
sión al partido de gobierno para negociar en torno a este tema, habida 
cuenta de que la propuesta de Estatuto Autonómico también conside-
ra el reconocimiento de autonomías indígenas en el nivel municipal 
y la participación de los pueblos indígenas con cuotas en los órganos 
deliberantes municipales y en la asamblea legislativa departamental, 
entre otras medidas.

Por su parte, el MAS también asumió una similar acción combi-
nada de presión y apertura para conducir el debate a la negociación, 
puesto que Evo Morales señaló que había que encontrar una fórmu-
la institucional que conjugue las autonomías departamentales y las 
autonomías indígenas sobre la base del respeto a la actual división 
político-administrativa del país en nueve departamentos, lo que im-
plica desechar en cierta medida la propuesta de una redistribución 
territorial del poder afín a la idea de Estado Unitario Plurinacional, 
empero sin excluir la demanda de autonomías indígenas que deben 
ser incorporadas en el nuevo texto constitucional pese a que la pre-
gunta del referéndum autonómico estaba referida al nivel departa-
mental de manera exclusiva.
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Este es el punto central del debate constituyente un año después 
de la instalación de la Asamblea Constituyente. La definición del MAS 
en este tema será decisiva para ordenar el debate constituyente, y la 
decisión más apropiada para viabilizar su capacidad hegemónica es 
articular las autonomías departamentales a su propuesta de refor-
ma estatal. Asimismo, es necesario que la propuesta de autonomías 
departamentales del movimiento cívico de Santa Cruz se defina po-
sitivamente en relación con las demandas indígenas, porque es evi-
dente que ningún proyecto de autonomía departamental será viable 
sin el consentimiento del MAS.

Es obvio que las cosas son complicadas en términos de diseño 
institucional, empero, todo parece indicar que la sociedad bolivia-
na se enfrenta al desafío de encarar un “pacto autonómico” que im-
plica que ninguna de las propuestas sea desechada aunque el asun-
to es dirimir si las autonomías departamentales e indígenas tendrán 
un rango similar o si las autonomías indígenas serán procesadas en 
el ámbito departamental a la usanza de la autonomía municipal o en 
una dimensión mayor —provincial e, incluso, departamental—. En 
todo caso, el indigenismo —que propugna de manera exclusiva las 
autonomías indígenas— y el regionalismo —que adopta similar po-
sición respecto a las autonomías departamentales— son las expre-
siones antidemocráticas de la reforma estatal y pueden generar un 
recurrente escenario de conflicto y polarización. 

Parece evidente que la viabilidad de la reforma estatal en Boli-
via exige una política de interculturalidad. Es la única vía para mi-
tigar los particularismos étnicos y regionales y conjugarlos en un 
proyecto nacional popular; su prueba de fuego será cuando se defi-
na la descentralización política en la Asamblea Constituyente bajo 
un modelo de autonomías territoriales departamentales y/o indíge-
nas. Entonces se sabrá si los acuerdos del pasado fueron solamente 
una tregua de la conflictividad mitigada desde diciembre de 2005 o 
el germen de una concertación nacional que permita resolver las ta-
reas de la transición estatal en democracia. 
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Cuadro 4.1
Elecciones nacionales, 2005

Partido Votación Porcentaje

MAS 1.544.374 53,74%
PODEMOS 821.745 28,59%
UN 224.090 7.79%
MNR 185.859 6,47%
MIP 61.948 2,16%
NFR 19.667 0,68%
FREPAB 8.737 0,30%
USTB 7.381 0,26%

Votos emitidos: 3.102.417

Cuadro 4.2
Elecciones Asamblea Constituyente, 2006

Partido Votación Porcentaje

ADN  18.905 0,72%
AYRA  12.667 0,49%
MAS 1.322.656 50,72%
MBL  27.658 1,06%
MIR-NM  39.983 1,53%
UCS  12.750 0,49%
UN  187.706 7,20%
MNR  59.239 2,27%
MNR-A3  101.753 3,90%
MNR-FRI  35.580 1,36%
PODEMOS  399.668 15,33%
AAI  23.342 0,90%
CN  93.248 3,58%
TRADEPA  37.684 1,45%
ASP  63.565 2,44%
CDC  4.247 0,16%
ALBA  1.645 0,06%

 sigue...

Fuente: Corte Nacional Electoral.
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Cuadro 4.3
Referéndum autonomías departamentales, 2006

MAR   2.486 0,10%
MCSFA   3.992 0,15%
MIBOL   1.860 0,07%
AS  20.970 0,80%
MOP  12.309 0,47%
APB  57.906 2,22%
ASI  56.907 2,18%
MACA   8.903 0,34%

Válidos 2.607.638 83,22%
Blancos  417.399 13,32% 
Nulos 108.565 3,46%
Emitidos 3.133.602  100,00%

Partido Votación Porcentaje

...viene

Respuesta Votos Obtenidos Porcentaje

Sí 1.237.312 42,412%

No 1.680.017 57,588%

Total válidos 2.917.329 100%

Votos Totales

Válidos 2.917.329 92,958%

Blancos 117,368  3,740%

Nulos 103,627  3,302%

Emitidos 3.138,324  100%

Cantidad

Total inscritos habilitados 3.713.376

Votos computados 3.138.324

Participación total 84,514%

Fuente: Corte Nacional Electoral.

Fuente: Corte Nacional Electoral.
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MOVIMIENTOS SOCIALES, 

PARTICIPACIÓN Y DEMOCRACIA





5 

Luchas sociales y democracia en Colombia,  
2001-20051

Mauricio Archila Neira

“La democracia no es ya algo logrado,  
es una utopía, es algo que aún no tiene lugar  
y muchísimo menos en Colombia” .
		              (Carlos Gaviria, 2006)

Afirmar que la democracia es una utopía por construir tal vez no es 
algo nuevo en América Latina; la materia de controversia reside en 
qué tan cerca o lejos está un país de ella, máxime sabiendo que no hay 
un modelo único, sino que hay muchos procesos democráticos (Bar-
tra 2005: 329). La sentencia de Carlos Gaviria —ex magistrado, sena-
dor y candidato presidencial de la izquierda democrática en 2006—,2 
se inclina por ver muy distante la democracia en Colombia. Parecería 
que, en contravía de sus vecinos latinoamericanos más proclives a la 
izquierda, en este país poco ha cambiado en los últimos años. Por tan-
to, se podría pensar que en este caso no se aplica la idea de que exis-
te una “coyuntura crítica”, en el sentido de una encrucijada en la que

1.	 Esta es una versión reelaborada de la ponencia para el seminario internacional 
convocado por el Instituto de Estudios Peruanos, Lima, agosto de 2006. Agra-
dezco la colaboración de Emperatriz Becerra por la elaboración de los gráficos.

2.	 La frase fue escrita hace quince años —recién firmada la nueva Constitución 
colombiana de 1991— y ratificada en reciente entrevista para El Espectador, 23 
a 29 de abril, 2006, 14-A.
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termina un ciclo y se abre otro.3 O mejor, de existir una “coyuntura  
crítica” en Colombia, sería en una dirección política diferente a la de 
sus vecinos. Para poder concluir algo al respecto es necesario sopesar 
las continuidades y las rupturas en los tiempos recientes.

En 1991, Colombia parecía iniciar un ciclo democrático con la 
expedición de una nueva Carta Constitucional, resultado del acuer-
do de fuerzas sociales y políticas de diversas tendencias, incluidas 
las guerrillas desmovilizadas. El país no salía de una dictadura mi-
litar como las del Cono Sur y Centroamérica, sino de un desborde de 
la violencia, especialmente por la irrupción del narcotráfico que lo 
llevó prácticamente al “filo del caos” (Leal y Zamosc 1991). Simultá-
neamente, Colombia rompía su tradicional gradualismo en materia 
económica para abrazar el credo aperturista del “Consenso de Wa- 
shington”. Se introducía así una tensión, que aún sigue vigente, entre 
estado social de derecho y políticas neoliberales —ambos polos con-
tenidos en la nueva Constitución—. Como si fuera poco, en medio se 
siguió colando la guerra interna cada vez más degradada y fragmen-
tada. Si se consideraran las tres dimensiones resumidamente señala-
das —economía, democracia y violencia—, poco sería lo que podría-
mos decir sobre cambios de fondo hacia un nuevo ciclo: las políticas 
neoliberales siguen tan o más vigentes que hace quince años; la de-
mocracia, aunque logró ampliarse en términos formales en 1991, no 
ha sido desarrollada en aspectos concretos y, peor aún, está cada vez 
más amenazada por sectores guerreristas tanto de izquierda como 
especialmente de derecha; y el conflicto armado, lejos de disminuir, 
se ha incrementado dramáticamente hasta producir una crisis hu-
manitaria sin parangón en el continente. Así las cosas, es difícil decir 
que estamos en una nueva “coyuntura crítica”, a menos que fuera la 
misma de inicios de los años noventa. Pero en el pasado reciente ha 
habido indicios de rupturas que matizan tal hipótesis.

En contraste con los vientos políticos que soplan en América La-
tina, en Colombia desde 2002 se ha consolidado una opción por la 
derecha encarnada en el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, reelegido 

3.	 Los esposos Collier desarrollan el concepto de “coyuntura crítica” para su estu-
dio comparativo sobre la incorporación de los movimientos obreros en América 
Latina en la primera mitad del siglo XX (Collier y Collier 1991, Introducción).
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recientemente para otros cuatro años más. Ya que nunca ha habido 
gobiernos de izquierda en el país, el viraje a la derecha se entiende 
como un abandono del histórico centro, que se manifiesta en el re-
chazo de la negociación política con la insurgencia —luego de veinte 
años de apostarle a esa vía— para privilegiar el desenlace militar,4 el 
recorte de derechos consagrados en la Constitución de 1991, la pér-
dida de institucionalidad a favor de un presidencialismo con ribetes 
bonapartistas y la disminución de la soberanía nacional por favore-
cer relaciones unilaterales con Estados Unidos.

Pero también hay novedades por el lado de la izquierda. Después 
de un decenio de desconcierto y fragmentación, con el advenimien-
to del nuevo milenio despunta en Colombia una izquierda democráti-
ca cada vez más desligada del proyecto insurreccional. Ella se ha vis-
to fortalecida con la polarización política que debilita el centro en el 
país.5 En esta izquierda convergen sectores sociales y políticos que 
han dado importantes luchas por la ampliación de la democracia en 
todo sentido. Con el fin de fortalecer la precaria ciudadanía civil y po-
lítica, y de ensancharla en las dimensiones económicas social y cultu-
ral, diversos movimientos sociales y agrupaciones políticas han des-
plegado variados repertorios de acción colectiva para “democratizar 

4.	 La negociación con la guerrilla no se clausura totalmente, pero se deja como 
paso posterior a la pretendida derrota militar. El actual gobierno incluso le ha 
negado a la insurgencia su carácter político asumiendo una perspectiva cer-
cana a la de la administración Bush: no hay conflicto político sino una guerra 
contra el terrorismo. Sin embargo, se abre negociación con los paramilitares 
cuyos resultados están aún por verse. Recién reelegido, Uribe Vélez volvió a 
hablar de diálogos con las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom-
bia) (Cambio, 22 de mayo de 2006, 29), pero rápidamente se retractó. En cam-
bio ha dado algunos pasos en ese sentido con la guerrilla más proclive a la ne-
gociación política, el Ejército de Liberación Nacional (ELN).

5.	 Aunque el presidente y sus asesores se empeñan en decir que aquí ya ha sido 
superada la distinción entre izquierda y derecha, en la pasada campaña pre-
sidencial Uribe Vélez la revivió con un lenguaje anacrónico de Guerra Fría al 
distinguir entre quienes lo siguen y quienes son “comunistas disfrazados” que 
quieren entregarle la patria a la guerrilla (El Tiempo, 6 de mayo de 2006, I-6.). 
La descalificación de dirigentes de izquierda por el gobierno ha continuado en 
los primeros meses del segundo mandato de Uribe Vélez, quien ha llegado a ca-
lificarlos de “terroristas camuflados de civil”.
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la democracia”.6 Hay cambios en los protagonismos, motivos y es-
pacios de la protesta, pero todavía es prematuro hablar de nuevas 
eras en la movilización social en Colombia. Este será el tema que  
desarrollaremos en este artículo, que tendrá dos partes: una más des-
criptiva sobre la trayectoria de las luchas sociales en los últimos cin-
co años y otra más analítica sobre las tendencias que ellas expresan. 
Al final extraeremos las conclusiones de los temas desarrollados.

Antes de entrar en materia conviene hacer algunas precisiones 
conceptuales y metodológicas. Si bien nos inscribimos en el amplio 
campo de los movimientos sociales,7 nuestro apoyo empírico yace en 
el estudio de las protestas,8 una de las formas de visibilidad de dichos 
movimientos. Aunque no presuponemos un ideario de izquierda para 
los movimientos sociales, pues como dice Castells (1997), ellos sim-
plemente son expresión de los conflictos de una sociedad, en la pola-
rización que vivimos tienden a converger con la izquierda política, la 
que a su vez se renueva como fruto de esas alianzas. Se escogió co-
mo periodo de análisis los últimos cinco años con el fin de aterrizar 
la hipótesis de una existencia de una coyuntura crítica en tiempos   
recientes.9

6.	 Expresión de Boaventura de Sousa Santos (citado en Bartra 2005: 327), que es 
asumida en forma creciente por actores sociales e intelectuales en Colombia. 
Véase, por ejemplo, Sandoval 2005: 89-98. 

7.	 Los entendemos como todas aquellas formas de acción social colectiva perma-
nentes, orientadas a enfrentar condiciones de desigualdad, exclusión o injusti-
cia y que tienden a ser propositivas en contextos espacio-temporales determi-
nados. Para una ampliación de esta definición y de su sustento teórico véase 
Archila 2003, Introducción. 

8.	 A las protestas o luchas sociales las definimos como aquellas acciones socia-
les colectivas de más de diez personas que irrumpen en espacios públicos para 
expresar intencionalmente demandas o presionar soluciones ante distintos ni-
veles del Estado o entidades privadas (Ibíd.). Nótese que esta amplia definición 
permite la inclusión de los gremios empresariales, los cuales no son movimien-
tos sociales como tales sino grupos de presión que acuden a la protesta sólo 
cuando fallan los otros mecanismos para influir en el gobierno. Esto ocurre es-
pecialmente en el sector transportador. Por tanto, aquí se hace válida la expre-
sión de Sydney Tarrow (1997): no todo lo que se mueve es movimiento social.

9.	 Además se presta para una comparación con una previa investigación colec-
tiva que cubría el último cuarto del siglo XX (Archila, Delgado, García y Prada 
2002).
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Las protestas sociales en Colombia (2001-2005)10

Veamos primero la trayectoria histórica de las protestas antes de 
abordar el último período que pretendemos describir en detalle en 
esta sección. En el Gráfico 5.1 se observa la evolución del número 
de protestas en Colombia entre 1975 y 2005, que suman 13.130.11 El 
promedio anual para estos 31 años es de 423, muy superior a la me-
dia entre 1958 y 1974, que fue de 173 por año (Archila 2003: cap. 2). 
Hay un indudable crecimiento en la cantidad de protestas,12 lo que se 
ratifica en los últimos cinco años, a pesar de que el viraje hacia la de-
recha autoritaria presupondría una limitación en la acción social co-
lectiva: entre 2001 y 2005 la media fue de 445. Se observa que des-
pués del bajón del cambio de milenio en la protesta —que tocó fondo 
en 2002 con 385—, se inicia un ascenso hasta marcar 508 en 2004 y 
486 en 2005.

10.	 Para esta sección nos apoyamos en las Bases de Datos sobre Luchas Sociales 
que alimenta el CINEP (Centro de Investigación y Educación Popular) desde 
1975 sobre la información proveniente de diez periódicos nacionales y regio-
nales, más otras fuentes orales y de noticieros radiales y televisivos. Las cinco 
modalidades de protesta consideradas son: las huelgas o paros, las moviliza-
ciones como tales (marchas, mítines, plantones, desfiles, paradas), los bloqueos 
de vía o cortes de ruta, la toma u ocupación de espacios públicos y privados, y 
las “confrontaciones violentas” (asonadas, pedreas, tropeles) que en general 
no son buscadas, sino que son respuestas a los intentos de control por la fuer-
za pública. Obviamente excluimos las acciones bélicas de los grupos armados, 
pues corresponden a otro campo de análisis: el del conflicto armado. Los datos 
correspondientes a 2006 no han sido consolidados, por lo que no los incluimos, 
aunque haremos mención a eventos ocurridos en ese lapso de tiempo.

11.	 No cuantificamos el número de protestatarios ni la duración de los eventos, as-
pectos difíciles de verificar dada la precaria información de prensa al respec-
to, salvo para el caso de los asalariados. Sin duda estas variables cualificarían 
más la base de datos sobre protestas.

12.	 En estos resultados puede influir un mejoramiento en la cuantificación de es-
tas acciones. Para períodos más históricos personalmente construí la estadís-
tica a partir de dos periódicos de la capital, con una indudable limitación en la 
cobertura informativa. Hay una dificultad para la comparación internacional, 
o al menos con otros países de América Latina, puesto que están por construir-
se criterios y variables universales que la posibiliten.
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La lectura del Gráfico 5.2 arroja otros aspectos interesantes so-
bre los actores sociales. En contraste con el último cuarto del siglo 
XX, los cinco años analizados muestran una variación notoria en el 
protagonismo de las protestas. Los pobladores urbanos, que ya ha-
bían ocupado el segundo lugar en cuanto a actores para fines del si-
glo XX —con 28% de las acciones—, ahora saltan a un primer plano, 
aumentando a 38% su participación. En cambio los asalariados ce-
den su primacía —tenían el 34% en el último cuarto de siglo pasa-
do— para representar hoy el 26%. Más dramático es el caso de los 
campesinos, que habían adelantado el 17% de las luchas entre 1975 
y 2000, para ahora ofrecer sólo el 5%. 

Estos datos ilustran una primera tendencia: hay una pérdida 
de visibilidad de los actores que se identifican como una clase des-
de la esfera de la producción, mientras crecen en participación aque-
llos policlasistas, definidos más desde la distribución y el consumo. 
Esto puede ser reflejo del impacto de las políticas neoliberales en 
los actores clasistas. Así, los procesos de flexibilización de la fuer-
za de trabajo y de precarización del contrato salarial han debilita-
do el mundo del trabajo formal y por ende su expresión organizativa, 
el sindicalismo.13 Igualmente las crisis del agro, fruto de las políti-
cas abruptas de apertura económica a principios de los años noven-
ta, que coincidieron con el declive de la economía cafetera hasta per-
der su centralidad en las exportaciones colombianas, han afectado a 
los campesinos. Pero también el factor violencia cuenta tanto para 
los asalariados como especialmente para los habitantes del campo. 
De hecho la mayoría de los casi 3.000.000 de desplazados por el con-
flicto armado provienen de áreas rurales.

Dichos factores de orden estructural, sin embargo, no son una 
fatalidad insuperable. De hecho los asalariados siguen teniendo gran 
visibilidad en la protesta, mientras la disminución de visibilidad del 
campesinado en parte es explicada por nuevas formas de identifi-
carse —por ejemplo como poblador de pequeñas aldeas o integrado

13.	 La tasa de sindicalización —afiliados sobre población económicamente acti-
va— ha descendido de 15% en los años 60 y 70 a escasos 5% en tiempos recien-
tes (El Espectador, 18-25 de septiembre de 2005, 1-C).
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a movimientos regionales—, asuntos que a su vez hacen eco de las 
transformaciones identitarias vividas en los últimos lustros que los 
hacen menos aislados y más cosmopolitas (Salgado y Prada 2000).

La menor acción social colectiva de los campesinos es compensada 
por el destacado papel de las minorías étnicas, especialmente indíge-
nas, en las luchas sociales. Si bien ellos no representan más del 3% de la 
población, por años han librado más del 5% de las luchas. Esto sin men-
cionar el creciente papel político que han jugado desde que decidieron 
participar en la Asamblea Constituyente de 1991. A partir de ese mo-
mento han contado regularmente con parlamentarios e incluso eligie-
ron gobernador del departamento del Cauca para el período 2001-2003. 
Aunque algunos críticos aducen que han sido cooptados por el estable-
cimiento, otra cosa enseñan la fuerza de sus organizaciones y la capa-
cidad de movilización, en las que acuden a formas novedosas como la 
“minga” o marcha nacional de septiembre de 2004 —que tuvo como uno 
de sus motivos precisamente la defensa de la Constitución—, en don-
de salió también a relucir la “guardia indígena”; o las recientes “recupe-
raciones” de tierra en el segundo semestre de 2005; o la convocatoria  

Gráfico 5.2
Actores sociales, 2001-2005

Fuente: Base de Datos de Luchas Sociales de CINEP.
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a una consulta entre las comunidades sobre el TLC a principios de 2005, 
que arrojó un rechazo casi total de dicho tratado en medio de una al-
ta participación. Todas ellas son expresión no de un movimiento social 
debilitado, sino fuerte y visible, a pesar de las inevitables tensiones in-
ternas por la diversidad cultural y política que alberga.

Con todo, la crisis de los actores clasistas —pues los indígenas 
se definen desde una particularidad étnica y cultural sin negar su 
relación productiva con la tierra— repercute en la mayor visibilidad 
de actores como los pobladores urbanos y los trabajadores indepen-
dientes, sectores que han aumentado en los últimos años su partici-
pación en las protestas a 38% y 7% respectivamente. El contingen-
te de trabajadores independientes se incrementa por el desempleo y 
subempleo que marca el mundo formal del trabajo. A simple vista se 
observa, por ejemplo, el creciente número de vendedores ambulan-
tes, más de uno por semáforo en las grandes ciudades. El rebusque 
se convierte así en el “otro sendero” de sobrevivencia en una econo-
mía que arroja cada vez más pobres a la calle. 

Por su parte, los pobladores urbanos, antes designados “cívicos” 
por la literatura colombiana sobre el tema, son por definición poli-
clasistas. Recogen a muchos de los sectores que en el pasado se iden-
tificaban como asalariados o campesinos y a las más difusas capas 
bajas y medias urbanas. Esta categoría puede reflejar una ambigüe-
dad conceptual, pues sus contornos son difíciles de precisar, ya que 
abarca a todos los protestatarios de ciudades y aldeas, incluidos los 
crecientes desplazados por la violencia. A pesar de esa imprecisión, 
o tal vez por ella, adquiere un protagonismo que también se deriva 
de los esfuerzos de distintos sectores sociales por realizar acciones 
mancomunadamente. En parte las luchas de los pobladores reflejan 
la crisis urbana en cuanto a la precaria dotación infraestructural y 
social de las ciudades, pero también muestran la convergencia de 
muchos actores sociales en torno a políticas nacionales, regionales y 
locales. La mutación en las identidades, si bien es propiciada por pro-
cesos estructurales, es también resultado de decisiones de los agen-
tes involucrados en las protestas. 

Los estudiantes mantienen su visibilidad en las luchas sociales 
con alguna tendencia al descenso —16% en el último cuarto de siglo 
y 13% en los años recientes—, que bien puede ser pasajera. Aunque 
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a ellos el neoliberalismo los toca directamente —privatización de la 
educación, aumento de cobertura sin garantías de mejora en la cali-
dad y transformaciones curriculares guiadas por las fuerzas del mer-
cado—, son los actores más sensibles con las demandas de otros sec-
tores sociales. Por ello actúan muchas veces en solidaridad con ellos 
en los planos nacional y hasta global. Los estudiantes son una gran 
cantera de renovación organizativa, aunque no hayan consolidado 
una estructura de carácter nacional, y de los repertorios de protesta 
que van desde acciones confrontacionales más clásicas hasta el uso 
de las nuevas tecnologías de comunicación como Internet.

Hay otros actores que poco protestan, por obvias razones, como 
los gremios empresariales —no les conviene enfrentarse con las au-
toridades— y los reclusos —son una pequeña población, que se ha-
ce visible cuando es menester—. El caso de las mujeres es distinto. 
Ellas constituyen una buena proporción de las gentes que protestan, 
pero pocas veces salen a las calles por asuntos propios de género, 
pues son muy hábiles en lograr conquistas por medios judiciales, po-
líticos y simbólicos. Con ello enseñan que para ampliar la democracia 
no sólo se puede convivir con el “enemigo”, sino que hay múltiples re-
pertorios de acción colectiva diferentes de la protesta para avanzar 
en sus intereses. Esto no impide que a veces salgan a luchar por te-
mas como los derechos reproductivos o contra la violencia familiar, 
criminal y política, eventos en los que hacen igualmente un desplie-
gue de innovación discursiva —por ejemplo, resignificar su materni-
dad— y simbólico —con atuendos llamativos o sin ellos, pero que en 
todo caso facilitan acciones de gran impacto en la opinión pública.

En términos de las demandas de las luchas sociales en Colom-
bia, en los últimos cinco años hay también cambios notorios con re-
lación al cuarto final del siglo XX. La primera modificación destacada 
es el cambio de énfasis en los once motivos cuantificados por la Base 
de Datos de CINEP: de las exigencias más materiales a aquellas más 
políticas y culturales. En efecto, entre 1975 y 2000 tenían mayor pe-
so las reivindicaciones sobre tierra y vivienda, las laborales o aque-
llas relacionadas con salario, empleo y prestaciones sociales, a las 
que se agregarían los incumplimientos de pactos y leyes, que prin-
cipalmente han sido retenciones salariales. Por el contrario, la ob-
servación del Gráfico 5.3 muestra que entre 2001 y 2005 adquieren  
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relevancia los temas de derechos humanos y los propiamente polí-
ticos, es decir, aquellas decisiones tomadas por el Estado en sus dis-
tintos ámbitos. Como hemos señalado en escritos anteriores (Archi-
la, Delgado, García y Prada 2002: 243-244), esta transformación en 
las demandas responde tanto a factores estructurales —flexibiliza-
ción del mundo laboral y especialmente la violencia— como a deci-
siones de los actores. Todo ello se traduce en lo que hemos designado 
como una politización creciente de las luchas sociales por dos vías: 
porque los movimientos sociales trascienden sus luchas particulares 
en pos de asuntos más universales y porque formulan sus demandas 
cada vez más en términos de derechos exigibles al Estado, especial-
mente después de la promulgación de la Constitución de 1991.

Si lo arriba señalado es la modificación más protuberante en 
cuanto a los motivos de la protesta, la mirada en detalle de los prin-
cipales temas en disputa arroja otros rasgos importantes. El ascen-
so de la demanda en torno a los derechos humanos civiles y políti-
cos ya se insinuaba desde los años ochenta, precisamente cuando el  

Gráfico 5.3
Motivos de las protestas, 2001-2005

Fuente: Base de Datos de Luchas Sociales de CINEP.
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conflicto armado comenzó a fragmentarse y degradarse en forma 
dramática. Esta prioridad aumentó desde la Constitución de 1991 
por la ya señalada apelación a derechos exigibles al Estado, lo que 
incluyó a los derechos económicos, sociales y culturales. Por eso la 
participación de este motivo pasó de 13% en el último cuarto de si-
glo a 22% en los cinco años posteriores. Una somera observación de 
la Base de Datos de Luchas Sociales para 2001-2005 muestra la figu-
ración de exigencias por el respeto a la vida, el cese de detenciones 
arbitrarias por las fuerzas del orden y la búsqueda de la paz. Tam-
bién se apela a los principios del Derecho Internacional Humanita-
rio (DIH), especialmente para exigir a las fuerzas irregulares la libe-
ración de los secuestrados o la realización de un nuevo intercambio 
humanitario con las FARC —como ocurrió en junio de 2001—. En el 
terreno cultural figuran demandas en torno a los derechos repro-
ductivos —como se ha visto por el debate sobre el aborto en tiem-
pos recientes—, y de preferencia sexual, donde cobra alguna visibili-
dad el sector LGTB (lesbianas, gays, transexuales o transgeneristas y 
bisexuales).

El tema de la violencia vuelve a aparecer en torno a las deman-
das de los desplazados por reubicación digna o retorno a sus luga-
res de origen. En este terreno, las acciones de “resistencia civil”, si 
bien no son numerosas, llaman mucho la atención por la valentía de 
sus protagonistas al oponerse —sin más protección que sus propios 
cuerpos— a los actores armados, pero especialmente a la insurgen-
cia, requiriéndoles que no los involucren en la confrontación. En es-
tos actos se han distinguido las comunidades indígenas del Cauca, 
especialmente entre noviembre de 2001 y marzo de 2002 (Peñaran-
da 2006: 556). En algunas ocasiones han sido convocados por au-
toridades locales o regionales, y no han faltado vagos llamados del 
presidente Uribe a ejercerla, lo que cuestiona su carácter “civil”, pe-
ro también muestra la complejidad del conflicto colombiano. Algunos 
grupos campesinos han acudido igualmente a la modalidad de crear 
“comunidades de paz” con la intención de alejar de sus territorios a 
los actores armados, así sea por breve tiempo (García Villegas et al. 
2005). Todo ello habla de una riqueza de repertorios para oponerse 
al conflicto armado, al menos para que no se involucre a la población 
civil en él, para atenuar sus efectos y, sobre todo, buscarle una salida  
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negociada.14 Por esta vía la llamada sociedad civil puede retomar un 
papel protagónico como tercero en discordia para exigir una solución 
política a la guerra interna que vive Colombia.

Las demandas propiamente políticas sufrieron también un in-
cremento desde 1975 hasta nuestros días: pasaron de ser el 11% de 
las causas de protesta en el cuarto final de siglo al 21% en los últi-
mos cinco años. Los asuntos más ventilados en este período reciente 
han sido las relaciones internacionales, especialmente con Estados 
Unidos en torno al Plan Colombia15 y la negociación del TLC.16 Igual-
mente resaltan los debates sobre políticas internas, en especial la de 
Seguridad Democrática de Uribe Vélez y su particular concepción 
de la guerra y la paz; el referendo que pretendía modificar aspectos 
sustanciales de la Constitución y que fue derrotado en 2003; y la re-
elección inmediata en la que el presidente Uribe Vélez salió airoso. 
No faltaron movilizaciones contra sucesivas propuestas fiscales del 
gobierno y contra políticas sectoriales, especialmente agrarias. En el 
plano local, llaman la atención dos temas que mueven a la gente: las 
disposiciones de tránsito vehicular y la disputa por el espacio públi-
co, en especial alrededor de las ventas callejeras o ambulantes.

14.	 Según Mauricio García Durán, investigador de CINEP sobre las acciones por la 
paz —que cubren un repertorio más amplio que el de las Bases de Datos de Lu-
chas Sociales—, a finales del siglo XX hubo una creciente movilización en torno 
a este tema, que tuvo su punto máximo en 1997. Coincidió ese auge con una gran 
presión de la sociedad civil para que se abrieran negociaciones políticas con la 
insurgencia. Cuando estas se frustran en 2002, la dinámica de movilización por 
la paz deja de ser masiva y se concentra más en los ámbitos locales (García 2005: 
149-176).

15.	 Diseñado como un conjunto de acciones militares y sociales —siendo abruma-
doras las primeras— contra los cultivos ilícitos, que se han proyectado en la 
lucha antisubversiva y han introducido inestabilidad en las relaciones con los 
vecinos fronterizos.

16.	 Al principio emprendida con Ecuador y Perú, pero ahora en forma aislada. En 
el caso colombiano está pendiente la ratificación de los respectivos parlamen-
tos, una vez superados los escollos de “traducción” de los textos —que encie-
rran más problemas que meros giros lingüísticos—. El reciente cambio políti-
co en el Congreso norteamericano hacia una mayoría demócrata ha entrabado 
de nuevo la negociación, especialmente por la exigencia de consignar los dere-
chos laborales por las partes.
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El motivo que titulamos “autoridades” se refiere a acciones a fa-
vor o en contra de las personas que ocupan cargos de poder en dife-
rentes niveles del Estado o de las instituciones privadas o públicas. 
Por tanto, complementan las demandas políticas, sin que histórica-
mente ocupen un lugar destacado —5,4% entre 1975 y 2000, contra 
4% en los últimos cinco años—. Este recorrido somero por los temas 
políticos enseña que los actores sociales en Colombia se involucran 
crecientemente en temas que trascienden su ámbito particular para 
incursionar en los más generales, e incluso hasta globales.17

Como ya se señalaba, algunas reivindicaciones relacionadas con 
dimensiones más materiales han cedido visibilidad en los últimos 
años. Así, la exigencia de tierra o vivienda pasó del 16% en los 25 
años del fin de siglo al 4% en los cinco años siguientes. Este era un 
tema que venía en descenso después del auge de las luchas campe-
sinas en los años setenta, tendencia que se agudizó tanto por el peso 
de la violencia en los campos —que ha traído, entre otras cosas, una 
mayor concentración de la tierra en manos del narcotráfico—, como 
por la recomposición del campesinado. En todo caso, este motivo no 
desaparece, como lo ilustran las mencionadas “recuperaciones” de 
tierra en el Cauca del año pasado. 

Algo similar ocurre con las demandas laborales, que pasaron de 
ser el 13% de todas las protestas entre 1975 y 2000 al 7% en los úl-
timos cinco años estudiados. Ya se ha señalado el impacto que han 
tenido las políticas neoliberales en los trabajadores formales. Pero 
también habrá que decir que no desaparecen estos temas laborales 
de la agenda de las luchas sociales. Lo anterior se consolida si inclui-
mos aquí los llamados incumplimientos de pactos y leyes, que corres-
ponden esencialmente a las retenciones salariales que hacen entes 
públicos —la mayoría— y privados. De hecho, muchas de las accio-
nes sociales colectivas de los trabajadores estatales desde mediados 

17.	 Aunque no hay en el país un gran número de luchas contra la globalización 
neoliberal, muchas de las que se dieron por temas internos la tocaban directa 
o indirectamente. Incluso no faltaron algunas protestas contra las guerras en 
Afganistán y en Irak. O recientemente el conflicto en el Oriente Medio. El tema 
de la “politización” de las luchas sociales será ampliado en la segunda sección 
de este ensayo.
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del siglo XX respondían a este motivo. Por ello no extraña que haya 
conservado su peso porcentual: entre 15% y 13% en las dos series  
analizadas.

La hipótesis de que Colombia sigue siendo una nación con preca-
rias condiciones materiales de existencia, pero que, por factores es-
tructurales y de decisión de los actores, vira hacia reivindicaciones 
de orden político, es ratificada por la relevancia que mantienen no só-
lo los asuntos laborales y de tierras, sino los de infraestructura urba-
na y territorial. Así, las demandas en torno a servicios públicos do-
miciliarios y transporte conservan el 13% de la proporción del total 
de luchas en los dos períodos estudiados. Dentro de ellos se destaca 
el reclamo por calidad y cobertura de acueducto y energía eléctrica. 
Salta a la vista que es un motivo muy relacionado con los pobladores 
urbanos, los más visibles en tiempos recientes. Otra reivindicación 
relacionada con estos actores, pero que cubre a otros como los es-
tudiantes y los trabajadores asalariados, es la de servicios sociales. 
Ellos son, en su orden de importancia: educación, salud y seguridad 
ciudadana. Estos servicios, que enseñan mucho sobre las condiciones 
de vida de una sociedad, aumentan levemente de 7,5% en los 25 años 
finales del siglo pasado a 9% en lo que va corrido del actual.

Los otros motivos que aparecen en el Gráfico 5.3 como ambien-
tales, conmemoraciones de eventos pasados y acciones de solidaridad 
siguen manteniendo bajos índices de visibilidad —2,3%, 1,5% y 2,9% 
respectivamente—, lo que no significa que sean despreciables, espe-
cialmente por los valores humanos que encierran.

Corresponde ahora mirar otro ángulo de las luchas sociales en 
Colombia: contra quién se dirigen ellas. Como se observa en el Gráfi-
co 5.4, el mayor peso lo tienen los entes públicos de carácter nacional 
(28%), municipal (24%) y regional (15%), para totalizar el 67% de 
los adversarios de las protestas en los últimos cinco años. Por tanto el 
Estado, en sus distintos ámbitos, como entes ejecutores de políticas o 
como empresas públicas, termina siendo el mayor antagonista de las 
acciones sociales colectivas en Colombia, ya que concentra dos terce-
ras partes del total. Los regionales parecen tener menor importancia 
en la tensión entre nación y localidad, lo que en parte refleja que los 
departamentos constituyen el nivel que menos recursos fiscales ma-
neja. Esta circunstancia ya se manifestaba en el período 1975-2000, 
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incluso en la tendencia al leve descenso en el peso de lo municipal a 
favor de lo nacional (Archila, Delgado, García y Prada, 2002: 246). En 
contraste, los entes privados sólo tienen el 8% del antagonismo en las 
protestas, lo que las hace muy referidas a lo público —un aspecto más 
de la politización de lo social que exploraremos luego.18

Llama la atención la relativa figuración de los grupos armados 
irregulares —insurgencia y paramilitarismo— como destinatarios 
de las luchas sociales, seguramente de aquellas que reivindican los 
derechos humanos y en especial el DIH. Reciben el 10% de los recla-
mos, mientras las fuerzas armadas institucionales sólo el 2%. Algu-
nos aducirán que el “trabajo sucio” que estas últimas adelantaban en 
los años 70 y 80, según las denuncias de la época, hoy lo hacen otros. 
Según la información detallada de la base de datos consultada, los 

18.	 La Base de Datos de Luchas Sociales de CINEP contiene información precisa so-
bre el adversario de cada protesta, pero nos hemos quedado cortos a la hora de 
agregar esos datos para presentarlos gráficamente. Hacia el futuro se impone 
la construcción de categorías que reflejen mejor tal riqueza empírica.

Gráfico 5.4
Adversarios de las protestas, 2001-2005

Fuente: Base de Datos de Luchas Sociales de CINEP.
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grupos insurgentes reciben el grueso del 10% de las protestas que 
antagonizan a los actores armados irregulares. Es una muestra más 
de que la población civil no quiere ser involucrada en la confronta-
ción armada. Si en el pasado sectores de la sociedad civil pudieron 
coincidir con los programas de la insurgencia —bastante oscureci-
dos hoy por su orientación pragmática en la consecución de finan-
zas—, cada vez más rechaza sus métodos de lucha. En otras pala-
bras, ya no se comen el cuento de que “el fin justifica los medios”.

La última variable a considerar en esta descripción de las luchas 
sociales recientes en Colombia es su proyección territorial. Para el 
Gráfico 5.5 tomamos la unidad departamental como una aproxima-
ción a la dimensión espacial de las protestas, a pesar de ser conscien-
tes de su limitación, puesto que ella alberga dinámicas subregionales 
muy diferentes. Un departamento como Antioquia, que durante años 
ocupó el primer lugar en el protagonismo de las protestas para ceder-
lo en los últimos cinco años, contiene en su territorio la economía in-
dustrial del Valle de Aburrá y el oriente, las áreas de colonización que 
dan a los valles de los ríos Cauca y Magdalena, las plantaciones bana-
neras y de palma africana de Urabá, para no mencionar las zonas ca-
feteras y de pequeña minería que todavía sostiene. En cada una de 
ellas, tanto el conflicto social como la guerra tienen dinámicas diver-
sas, lo que dificulta hablar de procesos homogéneos en el nivel depar-
tamental e incluso municipal. Con todo, el Gráfico 5.5 es una aproxi-
mación a la espacialidad de la acción social colectiva en el país.

Con estas precauciones en mente, observemos el comportamien-
to departamental de las luchas sociales. Ante todo se conserva la ten-
dencia al mayor protagonismo histórico de cinco departamentos, con-
siderando a la capital del país como uno de ellos. En su orden actual 
son: Bogotá D. C. (con 17% de las protestas), Antioquia (14%), Valle del 
Cauca (13%), Atlántico (10,3) y Santander (10%). El orden ha cambia-
do en comparación con la serie histórica entre 1975 y 2000, cuya je-
rarquía era: Antioquia, Bogotá, Santander, Valle y Atlántico. Según el 
Gráfico 5.5 para los años recientes, después de los cinco departamen-
tos señalados sigue un grupo con alguna conflictividad social precedi-
do por las acciones de carácter nacional (con 4,9%), tales como Cauca 
(4,8%), Bolívar (4,5%) y Magdalena (3,2%). Aparentemente estas ci-
fras no dicen mucho, pero al mirarlas con cuidado contienen lecciones 
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de las que se pueden extraer algunas constataciones importantes pa-
ra nuestros propósitos. 

Antes de proceder al análisis propiamente dicho de las cifras de 
protestas por departamentos, las comparamos con el factor pobla-
cional, que puede ser una variable muy asociada con aquellas. Según 
el censo de 2005, la participación porcentual de los departamentos 
más conflictivos en términos sociales es: Bogotá alberga el 16% de 
la población total, Antioquia 13,3%, Valle 9,7%, Atlántico 5%, San-
tander 4,6%, Bolívar 4%, Cauca 3% y Magdalena 2,7%.19 Esto quiere 
decir que, sin duda, la sola población explica parte de los indicado-
res de protesta pero no en su totalidad.20 Funciona más claramen-
te para Bogotá, Antioquia, Bolívar y Magdalena, pero hay marcadas 
diferencias en los otros departamentos más conflictivos como Valle, 
Santander, Atlántico y Cauca. Allí hay otros factores explicativos de 
la protesta que exploraremos a continuación.

En el pasado encontrábamos, aparte de la población, dos tipos de 
variables asociadas con las conflictividad social (Archila 2003: cap. 
4). De una parte los recursos sociales y económicos —a su vez los 
considerábamos estrechamente relacionados entre ellos— y la vio-
lencia. Hoy sostendríamos la primera asociación y tendríamos dudas 
con respecto a la segunda. Expliquémonos. Los cinco departamentos 
con más protestas son los que concentran mayores recursos econó-
micos y sociales. Según datos oficiales para 2000, entre Bogotá, An-
tioquia y Valle producían casi el 50% del PIB mientras albergaban 
el 39% de la población.21 Esta situación ya se manifestaba desde la  

19.	 Consulta de estadística oficial en www.dane.gov.co el 26 de diciembre de 2006.
20.	 Con el tiempo deberemos construir un indicador cercano a “protestas por ha-

bitantes”, con el inconveniente de que nuestra base de datos contiene informa-
ción diaria, mientras la población se mide por censos decenales con proyeccio-
nes anuales. 

21.	 Datos tomados de Miguel Urrutia, “Las disparidades económicas regionales en 
Colombia entre 1980 y 2000” (www.banrep.gov.co/documentos/publicacio-
nes/pdf/ab-04), y del Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE), proyecciones de población. Claro que según Urrutia, cuando se mira el 
PIB per cápita el orden varía, pues los departamentos con yacimientos petro-
leros (Arauca, Casanare, Putumayo) ocupan lugares destacados, desplazando 
a Bogotá a un segundo lugar, a Santander al tercero, a Antioquia al quinto, a 
Valle al sexto y a Atlántico al décimo. 
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segunda mitad del siglo XX, pero tiende a incrementarse levemente en 
tiempos recientes.22 Históricamente son también las áreas que menos 
indicadores de pobreza muestran, mientras son las más desiguales, 
pues las distancias entre los extremos son más pronunciadas que en 
el resto del país.23 Lo que esto quiere decir, a nuestro entender, es que 
la explicación de las protestas no va tanto por el lado de las carencias 
materiales en términos absolutos, sino por la percepción de una dis-
tribución inequitativa e injusta de la precaria riqueza (Ibíd.: cap. 8).

En cuanto a “recursos” humanos y sociales, también estos cin-
co departamentos cuentan con el mayor número de sindicatos y han 
obtenido en el pasado los mayores índices de “desarrollo humano”.24 
Para que la acción social colectiva se presente se requiere también 
de la existencia de tejido social y en concreto de formas organizati-
vas. Aunque los recursos económicos y sociales tienden a estar aso-
ciados, no siempre caminan por el mismo lado. Esto explica que, 
por ejemplo, Cauca, teniendo bajos indicadores económicos pero al-
tos de organización, muestre una conflictividad social muy superior 
a su porcentaje poblacional. Puesto que este artículo no es un estu-
dio econométrico que busque explicar estadísticamente la protesta 
—punto sobre el que ya hicimos algunos acercamientos para perío-
dos históricos, sin lograr resultados contundentes (Ibíd.: cap. 4)—, 
basta por ahora señalar que las luchas sociales en Colombia tienden 
a asociarse con mayores indicadores de concentración de riqueza 
económica y con la existencia de tejido social, variables que suelen 

22.	 En 1980, los tres departamentos concentraban el 46% del PIB y diez años des-
pués este porcentaje subió más de un punto (Departamento Nacional de Pla-
neación 1998: 46). 

23.	 Aunque no disponemos de datos tan recientes para mirar los indicadores de 
desigualdad social, en un estudio para trece ciudades a mediados de los años 
ochenta Manuel Muñoz encontró que Medellín tenía el más alto coeficiente Gi-
ni, seguida de Bogotá y Cali (Muñoz 1990: 188).

24.	 Los cinco departamentos analizados, por ejemplo, concentraban el 57% de los 
sindicatos del país en los años noventa (Archila 2003: 256). Según el Programa 
de Naciones Unidas para el Desarrollo Humano, los departamentos con índi-
ces más altos de “desarrollo humano” en 2003 eran, en su orden: Bogotá, Valle, 
Santander, Atlántico y Antioquia (PNUD 2003: 481). Algo similar se decía para 
los años ochenta en términos de indicadores del “desarrollo social y ambiental 
sostenible” (Sarmiento y Álvarez 1998).
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coincidir, pero no siempre. En cambio la relación de las protestas con 
la violencia es más compleja.

En el estudio previo que hicimos de la acción social colectiva co-
lombiana en la segunda mitad del siglo XX destacábamos también di-
cha variable como una de las explicaciones de la conflictividad social 
(Ibíd.: cap. 4). Creíamos, y todavía creemos, que la confrontación ar-
mada, así como suprime preciosas vidas humanas, entre ellas las de 
luchadores sociales y políticos, también genera indignación que con-
duce, cuando el fuego de las armas lo permite, a valerosas protes-
tas. Sin embargo, no encontramos que en los últimos cinco años es-
ta variable tenga un peso similar a las arriba señaladas. La variación 
reciente en el orden departamental de las protestas ilustra, a nues-
tro juicio, que el impacto de la violencia tiende a disminuir en las ac-
ciones sociales colectivas. Por ello pierde primacía Antioquia, el de-
partamento con más indicadores de conflicto armado, ante Bogotá, 
que no es propiamente un remanso de paz pero tiene menores índi-
ces violentos.25 Igualmente la disminución de protagonismo social de 
Santander de un período a otro —ocupaba el tercer lugar en los últi-
mos 25 años del siglo XX y ahora desciende al quinto puesto— obra 
en este sentido. 

Si se superponen los mapas de algunos indicadores de violencia 
—acciones bélicas o tasa de homicidio— para años recientes con los 
de protestas sociales para 2001-2005, casi no hay coincidencias salvo 
en municipios como Buenaventura, Santa Marta y Barrancabermeja. 
Es evidente que el escenario principal de la violencia son las regiones 

25.	 No es fácil encontrar estadísticas departamentales de violencia porque no só-
lo hay muchas variables por considerar —acciones bélicas, tasa de homicidios, 
violación de derechos humanos y DIH—, sino porque las cifras varían de una 
fuente a otra. Con todo, si nos atenemos a los datos para 2005 del Observatorio 
de Derechos Humanos de la Vicepresidencia de la República, Antioquia figu-
raba como uno de los departamentos con más municipios en acciones bélicas 
y con tasas de homicidios superiores al promedio nacional. Pero no es el úni-
co ni es el primer departamento en esos indicadores. Por encima de él están 
Arauca, Meta, Putumayo, Guaviare y Valle del Cauca. En las estadísticas para 
2001-2005 de la Fundación Seguridad y Democracia —una ONG privada cerca-
na al gobierno—, que son agregadas por departamentales, Antioquia sí figura 
en lugar destacado tanto en “ataques de grupos irregulares a la fuerza pública” 
como en “combates por iniciativa de la fuerza pública”. 
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en donde, o bien se disputan las fuentes de riqueza agropecuaria 
—banano, palma africana, cultivos ilícitos y algo la ganadería— o 
extractivas —petróleo, gas, carbón y metales preciosos—, o bien en 
donde se intentan consolidar “corredores estratégicos” para los gru-
pos irregulares que les permitan la salida al exterior de sus “expor-
taciones” y la entrada de armas y pertrechos militares (González, Bo-
lívar y Vásquez 2002). Esas áreas por lo común no coinciden con las 
que generan más protesta social, especialmente las grandes ciuda-
des. Es decir, aparentemente la mayor violencia, que en el pasado pu-
do producir más indignación social, hoy tal vez la inhibe.

Esto tiene que ver con un fenómeno diferente que ayuda a enten-
der esta tendencia: en aquellas zonas controladas recientemente por 
los paramilitares, la protesta social parece ser eliminada, pues pa-
ra estos actores armados —imbuidos todavía de la lógica de Guerra 
Fría— ella es una expresión de la guerrilla. Estos territorios coinci-
den con algunos de apertura de nuevas fuentes de riqueza o “corre-
dores estratégicos” de las autodefensas. Así lo constatamos en la re-
gión del Magdalena Medio, en donde desde los años ochenta se inició 
el dominio paramilitar desde el sur hasta el norte atenazando a su 
centro, la ciudad petrolera de histórica tradición rebelde, Barranca-
bermeja. En un estudio colectivo observamos la transformación te-
rritorial de las luchas sociales en esta región, en forma tal que a ma-
yor control paramilitar menos protestas, aunque se siguieron dando 
en condiciones casi heroicas (Archila et al. 2006). La resultante es 
que, por una u otra razón, la violencia pierde capacidad explicativa en 
el comportamiento de las acciones sociales colectivas en la Colombia  
contemporánea.

En síntesis, desde una perspectiva espacial encontramos que 
las luchas sociales tienden a presentarse más en ámbitos urbanos y 
en donde se concentran los recursos sociales y económicos con altos 
indicadores de inequidad. La violencia, si bien provoca indignación, 
por lo que fue un motivo fuerte de movilización a finales del siglo XX, 
en los últimos años no parece estar muy asociada con la protesta, e 
incluso a veces juega un papel inhibidor de ella. El creciente control 
territorial de los paramilitares constituye el factor explicativo de es-
ta tendencia reciente. Con todo no anula las luchas sociales. En esas 
zonas, la gente, a pesar de duras condiciones de hegemonía armada 
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de los grupos irregulares, no se agacha y resiste de variadas formas 
a dicho control, como lo constatamos para el Magdalena Medio.

Los movimientos sociales y la construcción  
de la democracia en Colombia

Después de la fase descriptiva de las luchas sociales en Colombia en-
tre 2001 y 2005, en la que hemos observado los cambios en protago-
nismos, motivos, antagonistas y espacios de la protesta, es hora de 
pasar a un análisis que se centrará en el aporte de los actores socia-
les y de sus movimientos en la construcción de la utopía democráti-
ca en Colombia.

En términos de actores sociales hemos visto cambios en el pro-
tagonismo de las protestas. No se trata sólo de la significativa dis-
minución de visibilidad pública, por medio de la acción social colec-
tiva, de los identificados como clase —asalariados y campesinos—. 
Lo novedoso no está en la aparición de actores y movimientos que 
amplían el campo de conflicto social a dimensiones económicas re-
lacionadas con la distribución y consumo —aspectos ya dinamiza-
dos desde los años ochenta por los llamados movimientos “cívicos” 
o de pobladores urbanos—, sino a terrenos ambientales, culturales, 
étnicos, de género, preferencia sexual y directamente políticos. Tales 
cambios, ya lo hemos dicho, no responden exclusivamente a proce-
sos estructurales relacionados con el modelo económico neoliberal 
o con el desborde de la violencia, sino también a formas nuevas de 
congregarse e identificarse. El fenómeno de nuevos actores en la lu-
cha democrática, que no es nuevo en América Latina (Álvarez, Dag-
nino y Escobar 1998), se hace cada vez más visible en Colombia.

La irrupción de nuevos actores implica la ampliación de las de-
mandas o motivos de su acción colectiva. Ya veíamos el creciente pe-
so que ocupan asuntos como los derechos humanos y las mismas polí-
ticas estatales en sus distintos niveles. Pero además, los movimientos 
sociales en Colombia, como en el resto del continente, buscan inscribir 
sus exigencias cada vez más en el marco de los derechos exigibles al 
Estado. Lo que antes era la denuncia por la carencia de tierra o vivien-
da, hoy se puede convertir en un reclamo por condiciones de vida dig-
na, garantizada por la Constitución de 1991. Tenemos, entonces, que la 
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vigencia de derechos no se limita sólo a los civiles y políticos, hoy ame-
nazados por la coalición gobernante de derecha, sino que se extiende a 
los económicos, sociales y culturales, los llamados Desc.26 Se hace rea-
lidad también en el país la lucha por el derecho a tener derechos.

Pero el asunto no termina allí. De alguna forma estos cambios en 
la formulación de las demandas implican nuevas relaciones con el Es-
tado. Ya señalábamos que este era el adversario en la mayoría de las 
protestas, especialmente en sus ámbitos nacional y municipal. Ese an-
tagonismo, sin embargo, no significa total enemistad, no al menos co-
mo para derivar en la justificación de una insurrección como prego-
na la insurgencia. Los movimientos sociales reconocen la existencia 
de principios de un estado de derecho, todavía muy lejos de ser real 
en Colombia, y de un funcionamiento democrático, imperfecto obvia-
mente, pero existente. En ese sentido, los movimientos sociales hacen 
uso de mecanismos de participación que otorga la Constitución y las 
leyes, así no sean del agrado de la coalición dominante —por lo que 
los quieren desmontar—. Pero además inscriben sus luchas dentro de 
procedimientos y mecanismos judiciales, que muestran las dimensio-
nes emancipadoras del derecho, además de las claramente integrado-
ras. Así, por ejemplo, algunas comunidades indígenas han interpues-
to acciones de tutela —un mecanismo para garantizar la vigencia 
individual de los derechos— para preservar sus territorios ante me-
gaproyectos hidroeléctricos (los Emberá-Katios) o la explotación pe-
trolera por multinacionales (los U’was) (Santos y García 2004).

Aunque aparentemente estos procesos se pueden considerar co-
mo un uso instrumental de los mecanismos participativos y judicia-
les con que cuenta la democracia colombiana, sin duda ha ocurrido un 
cambio en la forma como los movimientos sociales ven su construc-
ción, involucrándose cada vez más en ella. Por eso no es extraño que 
en muchas de las acciones sociales colectivas recientes se enarbole 
como demanda la defensa de los aspectos progresistas de la Constitu-
ción de 1991. El Estado puede seguir siendo el principal antagonista 

26.	 Sobre la historia de la conquista de derechos humanos véase a Marshall y 
Bottomore (1992). Para el caso latinoamericano son sugerentes las reflexiones 
de Oxhorn (2003), que muestran no sólo la precariedad de los derechos socia-
les, sino la misma amenaza sobre los civiles y políticos. 
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de las luchas sociales pero no es el “enemigo”, en el sentido de buscar 
su destrucción. El hecho de que algunas acciones de “resistencia ci-
vil” sean convocadas por mandatarios locales, como en el pasado llegó 
a ocurrir con algunas luchas “cívicas”, muestra que las relaciones en-
tre la sociedad civil y Estado son más fluidas y complejas de lo que se 
pensaba. 

Otra dimensión que catapulta a los movimientos sociales colom-
bianos hacia una acción decididamente política es la búsqueda en que 
se han empeñado de una negociación política del conflicto armado. 
Aunque el fracaso de las conversaciones con las FARC en 2002 intro-
dujo gran pesimismo ante la posibilidad de una salida política de la 
guerra interna —de hecho la mayoría de los votantes se inclinó por la 
propuesta guerrerista de Uribe Vélez—, las acciones por la paz no han 
desaparecido. Cada vez se hace más claro que para salir del callejón 
de la violencia, entre otras condiciones, la sociedad civil debe superar 
su situación de víctima para convertirse en un actor clave de la nego-
ciación, exigiéndola decididamente a las partes enfrentadas.

Lo anterior es nuevamente una muestra del compromiso de acto-
res y movimientos sociales con la democracia; si no se creyera en ella, 
la alternativa sería simplemente sumarse a la guerra. Esto significa que 
en la práctica, y cada vez más en el discurso, ellos se distancian de los 
proyectos insurgentes o paramilitares e incluso comienzan a sospechar 
de la salida guerrerista y de la prédica antiterrorista de Uribe Vélez.

Los cambios en los actores, escenarios, formulación de deman-
das y en los mismos debates en que se inscriben las protestas socia-
les en Colombia constituyen el fenómeno que hemos designado como 
“politización” de ellas. Esta puede ser un signo de que posiblemen-
te estemos atravesando por una “coyuntura crítica”, que puede dar 
origen a nuevas etapas de la lucha social, pero aún es temprano para 
estas proclamas. Falta considerar una dimensión importante en esta 
politización de las luchas sociales: su presencia en escenarios públi-
cos diferentes de los estrictamente sociales.

Además de dinamizar desde abajo la democracia participativa, 
que dista de ser la ideal en Colombia —como seguramente ocurre en 
el resto del continente—, los movimientos sociales han incursiona-
do en la democracia representativa. Aunque perciben las limitaciones 
de ambas, no las antagonizan y más bien, con un variado y complejo  
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repertorio, pasan de la acción directa a la electoral. Desde la reforma 
política del segundo lustro de los años ochenta, algunos movimientos 
“cívicos” se proyectaron en escenarios más amplios participando en 
elecciones para cuerpos representativos y para las instancias de po-
der local y regional. Aunque tuvieron algún éxito fue efímero, debido 
en parte a la guerra sucia que aniquiló no sólo un partido, la Unión Pa-
triótica, sino a muchos de los dirigentes de dichos movimientos; y en 
parte a la inexperiencia en el manejo de la cosa pública, cuando no a 
fenómenos marginales pero existentes de corrupción.

Después de muchos ires y venires durante los años noventa, en 
los que influyó la caída del “socialismo real” y el fracaso del proyecto 
de Alianza Democrática en torno al desmovilizado M-19, en 1999 se 
gesta una alianza entre la izquierda social y la política. Unos llegan 
a ella desde un proceso de “politización” de las luchas sociales y los 
otros desde la crítica a los partidos de la izquierda tradicional. Tam-
bién se hace más evidente en sus filas el rechazo a la opción armada 
que había marcado la historia de la izquierda colombiana desde me-
diados del siglo XX (Archila 2003, cap. 5). En 2002, esta convergencia 
de fuerzas sociales y políticas postuló a su dirigente, Luis Eduardo 
(Lucho) Garzón como candidato presidencial, obteniendo un módico 
6% de la votación, porcentaje cercano al logrado en 1986 por la UP y 
por debajo del conseguido por el M-19 en 1990, que fue de 12%.

El ascenso de Álvaro Uribe Vélez al poder produce una polariza-
ción en el país que debilita el centro político y cataliza las más am-
plias coaliciones de lado y lado. Desde la oposición se han generado 
alianzas contra el referendo de 2003, que buscaba modificar sustan-
tivamente la Constitución de 1991, la firma del TLC con Estados Uni-
dos y la reelección presidencial. Aunque no todas han sido exitosas, 
han permitido una mayor visibilidad de la izquierda democrática. En 
2003, Lucho Garzón, con el apoyo del centro Liberal, ganó la alcaldía 
de Bogotá, el segundo cargo de la nación. La izquierda democrática 
además obtuvo algunas posiciones de importancia en forma direc-
ta, como la gobernación del Valle, o por medio de coaliciones como la 
alcaldía de Medellín. Menos visible, pero más significativa, es la con-
solidación de un proyecto alternativo en Nariño, un departamento al 
sur del país. Allí sucesivos dirigentes de izquierda desde los años no-
venta, herederos del movimiento político regional Los Inconformes y 
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de su alianza con el M-19, han administrado eficientemente la ciudad 
de Pasto y ahora les corresponde el reto con el departamento, cuya 
gobernación se conquistó igualmente en 2003. 

El resultado de estos avances electorales está por evaluarse y hay 
opiniones muy encontradas, que hacen eco de los debates que se dan 
por todas partes de América Latina en torno a los gobiernos de izquier-
da (Rodríguez, Barret y Chávez 2004). Hasta no contar con un balance 
serio de estas gestiones poco podemos avanzar en esta dirección, pe-
ro baste decir que ellas muestran que la izquierda no es sólo una fuerza 
importante de oposición, sino que puede ejercer con responsabilidad y 
coherencia el poder, por ahora en los planos local y regional. 

Las coaliciones y las gestiones locales se pusieron a prueba en 
las elecciones de 2006, en las que la izquierda unificada en el Polo 
Democrático Alternativo (PDA) obtuvo 12% en las parlamentarias y 
el 22% en las presidenciales, alcanzando el segundo lugar por enci-
ma del trajinado candidato liberal Horacio Serpa.27 Sin ser resulta-
dos espectaculares en el contexto latinoamericano, son importantes 
porque la consolidan como la principal fuerza de oposición. Para que 
continúe su crecimiento tiene los retos de mantener la unidad, asun-
to difícil dada las rivalidades heredadas de vieja data y las diferen-
cias ideológicas en su seno, y dotarse de una coherencia programática 
que sea equidistante del dogmatismo intransigente y del pragmatis-
mo a ultranza. Aunque suene contradictorio, la vía es la búsqueda de 
una utopía posible. Igualmente, dicho programa, mientras se deslin-
da claramente de la insurgencia, debe propugnar por salidas políticas 
al conflicto armado, lo que implica reconocerle tal carácter así no co-
mulgue con sus medios y fines de lucha.

27.	 A nuestro juicio, es un error suponer que el 22% de la votación por el candida-
to del PDA, Carlos Gaviria, responde a votantes de izquierda. Sin embargo es un 
logro, sólo superado por la votación del M-19 a la Asamblea Constituyente en di-
ciembre de 1990 —cercana al 30%—, que constituye un nada despreciable capi-
tal político hacia el futuro. De hecho muchos movimientos y partidos de izquierda 
actualmente en el poder en América Latina comenzaron con resultados similares 
hasta constituirse en reales alternativas de poder (Rodríguez, Barret y Chávez 
2004). El experimento de Nariño parece ser ejemplar en este sentido, pues no sólo 
se han conquistado importantes cargos locales y regionales, sino que fue uno de 
los dos departamentos en donde el candidato presidencial de izquierda le ganó a 
Uribe Vélez. El otro fue La Guajira, ubicado en el extremo norte del país.
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Conclusiones: “nuestro norte es el sur”28

Nos preguntábamos al inicio de este artículo si en Colombia había una 
“coyuntura crítica” al estilo de las anunciadas para otros países de la 
región. Aunque hay muchos elementos de continuidad que hacen du-
dar de tal hipótesis, creemos que sí se insinúan cambios de fondo, pe-
ro con un sentido político diferente a la tendencia latinoamericana. 
En el país está en el poder —y parece que para rato— un proyecto de 
derecha autoritaria que limita, mas no anula, a nuestra precaria de-
mocracia. Dicho proyecto es contestado desde lo social y político con 
un complejo repertorio de acciones colectivas que buscan ampliar y 
profundizar la democracia o, en una palabra, democratizarla.

Las protestas como tales marcan las carencias materiales y las 
deficiencias culturales y políticas de nuestra sociedad, al mismo 
tiempo que propugnan por una democracia desde abajo, presionan-
do para que sea más incluyente y participativa. La presencia en esce-
narios más amplios, uno de ellos el electoral, dan visibilidad a la iz-
quierda social y política, mientras la hacen una alternativa viable de 
poder no sólo en el plano local y regional, sino nacional.

La nueva relación con el Estado y la apropiación de la utopía de-
mocrática no quiere decir que en Colombia el conflicto social haya 
terminado o que los movimientos sociales y los partidos de izquier-
da se hayan resignado a vivir en precarias condiciones materiales, 
sociales, políticas y culturales. Por el contrario, estas mutaciones sig-
nifican que la lucha se transforma para inscribirse claramente en los 
marcos democráticos, buscando a como dé lugar ampliarlos para ha-
cer posible una sociedad distinta. Así de pronto nos acerquemos a los 
nuevos vientos que soplan en el continente, sin tener que copiar nin-
guna receta, sino inventando nuestro camino (Fals Borda en Varios 
2005). Colombia no está antes ni después del resto de América Latina, 
está —ojalá sea por poco tiempo— en otro sitio debido a su proceso 
histórico y a la forma como ha resuelto —para bien o para mal— sus 
“coyunturas críticas”. A ese respecto vienen a la mente las palabras 

28.	 Parafraseando a la senadora liberal Piedad Córdoba, quien textualmente dice 
que los demócratas deben “avanzar en la dirección del sur del continente: ese es 
nuestro norte” (en Varios 2005: 109). 
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del poeta colombiano Aurelio Arturo: “Y en mi país apacentando nu-
bes, puse en el sur mi corazón” (Arturo 2004: 34), porque nosotros 
también tenemos nuestro sur.
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6

Democracia, participación y representación  
populista en Ecuador 

Carlos de la Torre 

Este artículo analiza las continuidades y las innovaciones en los dis-
cursos y en las formas de participación y representación populis-
ta que se dieron junto a la emergencia del coronel Lucio Gutiérrez. 
Luego de liderar un golpe de estado o insurrección popular en enero 
de 2000, Gutiérrez ganó las elecciones de 2002 y fue derrocado por 
otro golpe de estado o rebelión popular en abril de 2005. Con la des-
titución de Gutiérrez ya son tres los presidentes que no pueden ter-
minar sus períodos. En la destitución de Gutiérrez se repitieron los 
conflictos que terminaron con los mandatos de Abdalá Bucaram en 
febrero de 1997 y de Jamil Mahuad en enero de 2000. Al igual que 
estos, Gutiérrez fue cesado del poder por una combinación de mo-
vilizaciones “populares” y maniobras de dudosa legalidad de los le-
gisladores que involucraron a las fuerzas armadas como “garantes” 
del orden democrático y como últimos intérpretes de quién debería 
ser el presidente. Es así que una vez más se vinieron al suelo los sue-
ños de los arquitectos de la última transición a la democracia y de la 
Constitución de 1998 que buscaron forjar un sistema político esta-
ble, gobernable y moderno que escape de los ciclos populismo-cam-
bio ilegal de gobierno. Al igual que en el pasado, el populismo sigue 
siendo una fuerza fundamental en la política nacional y persisten 
las prácticas clientelares, corporativistas y canibalísticas entre los  
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políticos. A diferencia del pasado, los militares no ocupan directa-
mente el poder, y pese a los altos costos para la institucionalidad de 
las fuerzas armadas, siguen siendo los últimos jueces de la política. 

Durante estos conflictos se articularon diferentes visiones sobre 
la democracia que permitieron que lo que para unos fuesen golpes de 
estado para otros signifiquen expresiones auténticamente democrá-
ticas. Sólo una minoría aceptó la visión liberal de la democracia asen-
tada en la institucionalización de la participación popular y en el im-
perio de la ley. Para la mayoría, la democracia se basó en la ocupación 
de espacios públicos de los cuales los pobres y los no blancos estaban  
excluidos. Además, se han privilegiado formas de representación po-
pulista que asumen la identidad de intereses entre el pueblo y su lí-
der, autoerigido como el símbolo y la encarnación de la nación, sobre 
formas de representación liberales vistas como un impedimento pa-
ra la verdadera expresión de la voluntad popular. 

El artículo tiene tres partes. La primera describe brevemente la 
carrera política de Gutiérrez. La segunda analiza las diferentes visio-
nes de la democracia y de la representación política articuladas du-
rante los episodios que van desde el 21 de enero de 2000 hasta el 20 
de abril de 2005. La tercera estudia los cambios y las continuidades 
en la retórica populista basada en la construcción de la política como 
una lucha antagónica entre el pueblo y la oligarquía. Se analiza quié-
nes están incluidos y excluidos en estas construcciones retóricas y los 
niveles de polarización y confrontación a los que llevó este discurso. 

Del golpe de estado a la presidencia

El coronel Lucio Gutiérrez emergió en la política ecuatoriana cuando, 
junto a los líderes de la Confederación de Nacionalidades Indígenas 
del Ecuador y de otros movimientos sociales, protagonizó una insu-
rrección o golpe de estado en contra del presidente Jamil Mahuad 
(Álvarez 2000, Dieterich 2000, Hernández 2000, Herrera 2001, Lu-
cas 2000, Paz y Miño 2002, Ponce 2000 y Saltos 2000). Los eventos 
del 21 de enero de 2000 fueron interpretados por los partícipes co-
mo actos en contra de la corrupción del gobierno oligárquico de Ma-
huad y como la emergencia de formas de democracia auténtica que 
remplazarían a la desgastada democracia liberal. Para participar en 
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las elecciones de 2002 Gutiérrez organizó Sociedad Patriótica, un 
partido político formado por ex militares y ex policías con una ideo-
logía nacionalista. Apoyándose en la Doctrina de Seguridad Nacional 
Sociedad Patriótica tenía un gran desdén tanto por los políticos co-
mo por la política entendida como el debate innecesario sobre lo pú-
blico (García 2005). Durante la campaña electoral de 2002, Gutiérrez 
apeló a la unidad de los indígenas, del pueblo y de los militares, ejem-
plificada el 21 de enero, como la alternativa a la “seudo democracia” 
ecuatoriana. Gutiérrez obtuvo el 21% del total de los votos en la pri-
mera vuelta electoral de octubre del 2002 y el 55% de los votos en 
la segunda vuelta electoral, cuando derrotó al multimillonario Álva-
ro Noboa, otro outsider de la política. La elección de Gutiérrez fue in-
terpretada por sectores de izquierda como la posibilidad de que se 
dé una refundación del país. La participación del movimiento indí-
gena y el que dos de sus líderes históricos fuesen nombrados como 
ministros de Agricultura y de Relaciones Exteriores a sus ojos pa-
recía indicar un nuevo renacer. Su triunfo se explica, en parte, por 
sus alianzas con la izquierda ecuatoriana y con el movimiento indí-
gena (Quintero 2005). Pero también por la buena acogida de su retó-
rica de la antipolítica y por la imagen de los militares como gente del 
pueblo que no se vende a intereses antinacionales. En una entrevis-
ta, por ejemplo, manifestó que usa el traje safari verde militar “por-
que a la gente le gusta verme vestido así y no como aniñado [niño 
bien]” (El Comercio, 9 de noviembre de 2002).

Cuando fue posesionado el 15 de enero de 2003, Lucio Gutiérrez 
se enfrentó con las mismas disposiciones institucionales que habían 
dificultado que sus antecesores puedan gobernar y que contribuye-
ron a los derrocamientos de los presidentes Bucaram en 1997 y Ma-
huad en 2000 (Pachano 2004). Sociedad Patriótica alcanzó únicamen-
te cinco diputados de un total de cien, por lo que no tuvo que buscar 
el apoyo de los llamados legisladores independientes incurriendo en 
escándalos con la compra de votos. Luego de su ruptura con el movi-
miento indígena y con el partido de izquierda Pachakutik a los seis 
meses de estar en el poder, gobernó con una alianza electoral bajo 
la mesa con el derechista Partido Social Cristiano (PSC). Esta alian-
za se rompió luego de las elecciones para dignidades locales del 17 
de octubre de 2004, en las que triunfaron los partidos tradicionales 
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y en las que Sociedad Patriótica apenas sobrevivió. En noviembre de 
2004, los ex presidentes León Febres Cordero, líder del PSC; Rodrigo 
Borja, líder del partido socialdemócrata Izquierda Democrática; y los 
diputados de Pachakutik buscaron seguir un juicio político a Gutié-
rrez. Este sobrevivió armando una nueva mayoría legislativa con dos 
partidos personalistas y populistas: el PRE de Abdalá Bucaram y el 
PRIAN de Álvaro Noboa. El gobierno sorprendió a la oposición cuan-
do una nueva mayoría de legisladores acapararon la presidencia del 
Congreso, conformaron un nuevo Tribunal Supremo Electoral y ce-
saron a la Corte Suprema de Justicia, remplazándola por una nueva 
corte con personalidades ligadas al PRE y al PRIAN. 

A partir de noviembre de 2004, Gutiérrez radicalizó su retórica 
populista al presentar estas maniobras como parte de la lucha ética 
y moral del pueblo, que él dijo encarnar, en contra de la oligarquía li-
gada al ex presidente León Febres Cordero. La estrategia de Gutié-
rrez fue inicialmente exitosa. No sólo logró desmovilizar temporal-
mente a la oposición sino también neutralizarla y sumar aliados que 
compartieron su odio a Febres Cordero. La estrategia del gobierno 
fue también profundizar las divisiones del movimiento indígena. Lo 
que parecía un éxito del gobierno para fines de 2004 —al menos en 
cuanto logró mantenerse en el poder con una nueva mayoría parla-
mentaria, con un movimiento indígena fragmentado y dividido y con 
unas fuerzas armadas controladas por personas leales al presiden-
te— se transformó en una crisis política que terminó en su salida el 
20 de abril de 2005. Luego del regreso de Abdalá Bucaram de su exi-
lio en Panamá se recrudecieron las movilizaciones callejeras en Qui-
to, en las que participaron principalmente personas de clase media 
(Ramírez Gallegos 2005). Gutiérrez cayó cuando las fuerzas arma-
das argumentaron que no podían garantizar su seguridad y los legis-
ladores armaron una nueva mayoría en el Congreso y lo destituyeron 
por haber abandonado el poder, cuando en realidad estaba atrinche-
rado en el Palacio de Gobierno. 

Es importante señalar que Gutiérrez fue cesado pese a la rela-
tiva estabilidad económica que vivió el país durante su período y a 
la ausencia de un paquetazo económico. Esto diferencia su caída de 
la de sus predecesores Bucaram y Mahuad. Gutiérrez asumió el po-
der cuando la economía empezaba su recuperación y se afianzaba la  



6 / Democracia, participación y representación populista en Ecuador 191

dolarización (López-Cálix 2003). Al igual que otros neopopulistas 
(Roberts 1995, Weyland 1996), si bien durante su campaña electoral 
se manifestó opositor a las políticas neoliberales, apenas subió al po-
der firmó una carta de intención con el FMI y nombró a tecnócratas 
ligados a grupos empresariales para que dirijan su política económi-
ca ortodoxa (Burbano de Lara 2003). La política del gobierno resultó 
en la estabilización de la economía. El nivel de inflación bajó del 12,5 
en 2002 al 7,9 en 2003 y al 2,7 en 2004. También se dio un crecimien-
to del PIB por habitante que llegó al 4,5 en 2004. Esta recuperación 
se basó en los altos precios del petróleo y en las remesas de divisas 
de emigrantes que bordearon el 6 por ciento del PIB. 

La tan mentada democracia

Lucio Gutiérrez irrumpió en la política liderando un golpe de estado que 
fue visto por sus protagonistas como un acto de democracia auténtica 
y aun como la “Comuna de Quito” (Saltos 2000). Fue defenestrado con 
movilizaciones populares que en nombre de la democracia buscaron li-
brarse del presidente a como dé lugar, lo que fue calificado por Gutié-
rrez (2005) como un golpe militar. Pese a los usos utilitarios de la cate-
goría democracia, parece ser que para muchos actores estuvo en juego 
el significado mismo de esta noción. Con fines heurísticos agrupo las di-
ferentes visiones de la democracia en dos tipos ideales: la democracia 
liberal participativa y la democracia populista. Estas dos visiones que 
informan cómo la gente común y los políticos actúan e interpretan sus 
actos aglutinan nociones sobre la movilización política, la representa-
ción y formas generales de entender qué significa la democracia.

La visión de la democracia liberal ha sido articulada por algu-
nos políticos y académicos pero no tiene mayor acogida entre la po-
blación. Por ejemplo, pocas voces se alzaron para cuestionar la falta 
de legalidad y el atropello a la normativa con la que se cesaron a los 
tres presidentes defenestrados en los últimos diez años. En el caso 
más claro de golpe de estado, que fue la destitución de Mahuad, se-
gún una encuesta realizada el 7 de febrero de 2000, “el 51% de la po-
blación estuvo de acuerdo con la formación del triunvirato. El 72% 
de la población piensa que no hubo ‘golpe de estado’ sino una ‘rebe-
lión popular’” (Paz y Miño 2002: 33).
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El ex ministro de gobierno de Jamil Mahuad, Vladimiro Álvarez 
(2000), argumentó que la democracia se basa en el respeto o la nor-
mativa constitucional y enfatizó que se deben acatar los resultados 
electorales. Señaló que el uso de las encuestas como medidores so-
bre la conveniencia de que un mandatario siga o abandone el poder 
es totalmente erróneo. Argumentó, en conclusión, que detrás de las 
manifestaciones de los indígenas en enero de 2000 estaban los mili-
tares que dieron un golpe de estado en contra del presidente electo 
en las urnas.

Es interesante que muchos de los políticos que salieron en “de-
fensa de la democracia” y en contra del golpe de estado de 2000 ha-
yan tenido prácticas poco consistentes y bastante instrumentales 
ante la democracia. Los ex presidentes Jamil Mahuad, Osvaldo Hur-
tado y Rodrigo Borja pocos años antes habían sido protagonistas del 
golpe de estado en contra de Abdalá Bucaram. Esto demuestra que la 
mayoría de los políticos ecuatorianos, y aun los que en sus escritos 
han calificado a este régimen como el más deseable, tienen actitudes 
instrumentales ante la democracia. No deja de ser llamativo el que, 
pese a su instrumentalismo, los políticos sigan considerando que la 
democracia es el mejor régimen político. Desde el siglo XIX los legis-
ladores han buscado modelos formales y constitucionales de demo-
cracia y han dictado leyes basadas en una tradición liberal importa-
da y normativa. Estas proclamas han ido de la mano con prácticas 
políticas que no respetan las leyes, los principios y las constitucio-
nes liberales que ellos mismos han proclamado. 

Si bien los políticos pisotean las constituciones y los procedi-
mientos de la democracia liberal, buscan artimañas legales para 
camuflar los golpes de estado como movimientos basados en la le-
galidad. Esta búsqueda de artificios legales no sólo obedece a la ne-
cesidad de complacer al Departamento de Estado de los Estados Uni-
dos, que ahora es contrario a los golpes de estado. Es sobre todo una 
necesidad imperiosa de los políticos de basar aun los actos ilegales 
en un supuesto marco legal. Estas prácticas han sido una constan-
te en la historia del país, pues los golpes de estado han sido la ex-
cepción y las rupturas al orden democrático se han revestido de for-
malidades democráticas ya sea a través de los nombramientos por el 
Congreso o por asambleas constituyentes (León 2004: 96).
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Este apego instrumental y esquizofrénico a la legalidad por par-
te de los políticos se explica por su interés de continuar con el juego 
democrático, sobre todo con las elecciones. En estas se juegan des-
de los egos de quienes se sienten salvadores y redentores de la patria 
hasta intereses económicos y corporativos. Las elecciones, además, 
activan redes clientelares que permiten tanto a los políticos como a 
los caciques y sus clientelas obtener desde bienes y servicios hasta 
puestos de trabajo. A los políticos no les conviene entregar el poder 
a los militares, sino continuamente entrar en el juego electoral, pese 
a que a los pocos días de que el nuevo mandatario asuma el poder ya 
empiecen a intrigar en cómo tumbarlo para seguir con el ciclo de des-
tituciones con artimañas legales al que siguen nuevas elecciones.

Otra característica de las defensas a la democracia liberal, tam-
bién herencia del siglo XIX, es que se basan en un menosprecio a los 
de abajo. El miedo, la aversión y el asco de las élites hacia sus compa-
triotas más pobres y menos blancos han ido de la mano con la idea 
de que la democracia liberal es una empresa civilizadora que educa-
rá y modernizará a los de abajo, siempre vistos como no preparados 
aún para ejercer sus derechos democráticos. La categoría “democra-
cia” ha sido empleada para silenciar a quienes se construye fuera del 
reino de la razón y de las prácticas democráticas. Estos usos de la 
noción de democracia para descalificar a los líderes populistas y a 
sus seguidores como la antítesis y la negación de los valores y com-
portamientos que deben caracterizar a la democracia se basan en la 
distinción entre nosotros y los otros. Como lo señala Chantal Mou-
ffe (2005), la política no puede existir sin una frontera y un exterior. 
Este otro marca la diferencia entre los demócratas-racionales y la 
“irracionalidad” de las masas populistas. Esta ambigüedad entre de-
fender la democracia liberal y temer al “populacho” es una constante 
en la forma en que las élites políticas han entendido a la democracia.

Una segunda forma de entender la democracia es la populista 
(Torre 2000). Para los populistas, la democracia es vivida como las 
acciones en las que “el pueblo” expresa su voluntad ocupando los 
espacios públicos de los cuales se sentía y estaba excluido. Para los 
populistas, la democracia se basa en una incorporación estética o 
litúrgica más que institucional. “El líder difunde los mitos y los símbo- 
los que identifican al ‘pueblo’ como legítimo portador de los valores  
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nacional-democráticos y convoca los ritos y festejos en los que el su-
jeto colectivo emergente ratifica con su presencia la nueva religión 
cívica” (Álvarez Junco 1994: 25-26). Esta participación privilegia un 
sentido de democracia como la ocupación de los espacios públicos a 
favor de un líder construido como la personificación del ideal demo-
crático que es aclamado plebiscitariamente.

El populismo ecuatoriano se inició con el velasquismo (1933-
72), cuando quienes estaban excluidos de la política demandaron no 
sólo ser escuchados en momentos excepcionales tales como las re-
beliones y revueltas, sino que exigieron ser parte del juego cotidia-
no por el poder. Lucharon por el derecho al sufragio, por el fin del 
fraude electoral y por que se eliminen las restricciones al voto. Jo-
sé María Velasco Ibarra inició un nuevo estilo político. Fue el primer 
presidente que visitó gran parte del país en su campaña electoral de 
1933 y luego como presidente electo en 1934. Su estilo electoral se 
caracterizó por marchas y concentraciones con las que se ocuparon 
las plazas y las calles, de las cuales estaban excluidas las personas 
humildes. En estos ejercicios de democratización de los espacios pú-
blicos participaron tanto ciudadanos, que cumplían con los difíciles 
requisitos para votar, como no votantes. Ya que la democracia se la 
vive en las calles, donde el pueblo tiene el derecho y la obligación de 
vitorear a su líder, no importó respetar el derecho a la libre expre-
sión de sus rivales construidos como enemigos. Velasco Ibarra fue 
visto por algunos de sus partidarios como el redentor de la nación. 
También se autoconvenció de que era la encarnación de los anhelos 
y valores democráticos del pueblo a tal punto que creyó ser el me-
sías del que hablaban algunos de sus seguidores. Luego de las insu-
rrecciones populares de mayo de 1944 conocidas como La Gloriosa, 
en las que soldados y ciudadanos comunes lucharon en contra del ré-
gimen de Carlos Arroyo del Río, que había perdido la guerra contra 
el Perú en 1941 y del cual se tenían sospechas de que cometería frau-
de electoral en contra de Velasco Ibarra, este fue transformado en el 
Gran Ausente, el político exilado que regresaría al país para redimir-
lo de todos sus males (Torre 2000: 28-79). 

Velasco Ibarra siempre desconfío de los partidos políticos y or-
ganizó diferentes coaliciones electorales para llegar al poder. Sin em-
bargo, en relación con las nociones de que la verdadera democracia 
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se basa en actos de masa, en los cuales los seguidores aclaman ple-
biscitariamente al líder, fueron incorporados por los partidos popu-
listas. Concentración de Fuerzas Populares (CFP) organizó un partido 
piramidal y jerárquico basado en redes clientelares con el objetivo de 
movilizar constantemente al pueblo en nombre de la democracia en-
carnada en sus líderes Carlos Guevara Moreno o Assad Bucaram (Me-
néndez-Carrión 1986). Luego de la fragmentación del CFP, muchos ca-
ciques y líderes se unieron al Partido Roldosista Ecuatoriano.

Las formas de participación litúrgica todavía perduran en Ecua-
dor. Es así que los mítines políticos y el discurso maniqueo y movi-
lizador con los que el líder populista busca cimentar lazos afectivos 
con sus seguidores no ha sido remplazado por los sondeos de opi-
nión y por formas mediáticas. La visión de que la democracia está en 
las calles también se ha ilustrado en las caídas de los tres presiden-
tes que han sido electos desde 1996 en Ecuador. Manifestaciones en 
Quito y otras ciudades de la sierra en enero y febrero de 1997 fueron 
usadas como razón o excusa para que los militares le retiren su apo-
yo y el Congreso deponga a Abdalá Bucaram con la artimaña legal 
de su incapacidad mental para gobernar. En enero de 2000, la toma 
del Congreso por los líderes y miembros de la Confederación de Na-
cionalidades Indígenas del Ecuador y por militares de rangos medios 
fue la razón o excusa para que los militares retiren su apoyo al pre-
sidente Jamil Mahuad y para que el Congreso nombre al vicepresi-
dente Noboa como su sucesor. De igual manera, las manifestaciones 
en contra del presidente Lucio Gutiérrez en abril de 2005 fueron la 
razón que dieron las fuerzas armadas para retirarle su apoyo y pa-
ra que el Congreso lo cese por supuestamente haber abandonado el 
cargo y nombre como sucesor a su vicepresidente, Alfredo Palacio. 
Los mitos de que la democracia está en manos del pueblo y de que 
este tiene la capacidad para poner y tumbar presidentes a la vez que 
tienen un gran potencial movilizador, que ha podido funcionar por 
la negativa de los militares a reprimir, tiene también consecuencias 
desestabilizadoras y antidemocráticas. Difícilmente se puede soste-
ner que son más democráticas las marchas de miles de ciudadanos 
que los votos que llevaron al poder a estos mandatarios.

Es interesante que la participación y representación populista no 
sólo no haya desaparecido sino que fuese adoptada como propia por 
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el liderazgo de grupos antes excluidos como los indígenas. Los indíge-
nas de la CONAIE vivieron lo democrático como la toma de institucio-
nes como el Congreso, de las cuales se sentían excluidos pese a contar 
con parlamentarios indígenas. El coronel Lucio Gutiérrez, en su pro-
clama del 21 de enero, cuando desconoció la autoridad del presidente 
Mahuad, del Congreso y de la Corte Suprema de Justicia, articuló una 
concepción populista sobre la democracia. Según Gutiérrez, “la sobe-
ranía radica en el pueblo, cuya voluntad es la base de la autoridad, y 
haciendo gala de ese derecho, en forma soberana, democrática, mayo-
ritaria y directa, sin representantes, ha elegido a sus representantes” 
(Herrera 2001: 62-64). Y más tarde en ese día, cuando respondió a las 
acusaciones del presidente Mahuad de haber protagonizado un golpe 
de estado, dijo: “Es una elección soberana, es una elección directa, es 
una elección mayoritaria” (Herrera 2001: 96). De acuerdo con Gutié-
rrez, ya que la democracia radica en el pueblo, no se necesitan cana-
les institucionales para expresar su voluntad. La verdadera democra-
cia es plebiscitaria y se la vive cuando se ocupan espacios públicos. Es 
por esto que la “toma” del Congreso por los indígenas de la CONAIE, 
por militares de rango medio y por sectores de izquierda de Quito fue 
vivida como un momento en el cual el pueblo se hacía dueño de uno 
de los pilares del poder político del cual se sentían excluidos y que no 
los representaba (Dieterich 2000, Herrera 2000).

Las visiones populistas de que la democracia verdadera no nece-
sita canales institucionales ni mediaciones también se ilustran en las 
posiciones de algunos líderes del movimiento indígena sobre la verda-
dera democracia. Para Luis Macas (Lucas 2000: 152), por ejemplo, “la 
democracia radica en la justicia, en la equidad y en la armonía”. Antonio 
Vargas (Dieterich 2000: 46) habla de “una democracia total” diferen-
te de la democracia formal. Salvador Quishpe (2000: 127) sostiene que 
“la democracia que tenemos es una democracia demasiado leve, una 
democracia demasiado vulnerable, donde imponen su criterio círculos 
del poder político y económico y eso no puede llamarse democracia”.

Muchos intelectuales indígenas han argumentado que la comu-
nidad indígena es un espacio donde se ejerce un modelo diferente y 
superior de democracia, basado en la participación de todos y en el 
consenso. Por ejemplo, Luis Macas y los antropólogos Linda Belote y 
Jim Belote escribieron:
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La participación de los miembros de las comunidades en los procesos 
de toma de decisiones se los da en las reuniones de los cabildos. Es-
to significa que las acciones de la comunidad están gobernadas por el 
consenso y se mantienen discusiones hasta alcanzarlo. Se toman de-
cisiones sobre actividades en las mingas, regulaciones de las comu-
nidades […] y los gastos de los fondos de la comunidad […]. Los mejo-
res ejemplos y la expresión más completa de los esfuerzos colectivos 
son los varios levantamientos y marchas indígenas de los años noven-
ta (Macas, Belote y Belote 2003: 224).

El ejemplo anterior idealiza y silencia algunos problemas de estas 
formas de democracia directa supuestamente basada en el consenso. 
Para empezar, no se toman en cuenta las diferenciaciones económicas, 
de género, generacionales, de nivel educativo y el poder de algunas fa-
milias y ayllus en las comunidades. Se asume que todos tienen el mis-
mo poder para que su voz sea escuchada y tenga la misma autoridad. 
Se desconoce que los hombres silencian y no escuchan a las mujeres. 
Además se olvida que quienes vienen de ayllus más prestigiosos y que 
han tenido acceso a la educación manejan los códigos y las reglas del 
lenguaje (“culto” o burocrático) que les permite que su voz tenga au-
toridad frente a quienes tienen menos estudios o no los tienen, y por 
lo tanto carecen de las competencias para que su voz sea legitimada. 
Por último, se han privilegiado los valores comunitarios sobre los de-
rechos individuales a la disensión. Se pasa por alto los mecanismos au-
toritarios y coercitivos de la comunidad tales como las multas a quie-
nes no participan en las acciones que han acordado la mayoría, o que 
se oponen a las decisiones de esta, y que corren el peligro del ostracis-
mo social si osan diferir en estas comunidades pequeñas.

A diferencia de la democracia liberal, que se basa en el gobierno 
de la mayoría pero no en la unanimidad de opiniones e intereses, en 
el populismo no existe un campo reconocido para expresar la disen-
sión, pues está basado en “la unión y la identidad total entre un repre-
sentante y aquellos que buscan ser representados” (Plotke 1997: 28). 
Quienes no son parte de los seguidores que aclaman al líder son in-
visibilizados, silenciados, no son tomados en cuenta y pueden ser re-
primidos (Urbinati 1998: 116-119). Además, como lo señala Francisco 
Panizza (2005: 28), “el populismo puede representar la negación de 
la política. El pueblo unitario que es uno con su líder, según expresa el 
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imaginario populista, define el fin de la historia de la misma manera 
que las ilusiones liberales del pluralismo sin antagonismos, del orden 
social del Leviatán de Hobbes o la sociedad sin clases de Marx”. 

Estas visiones de que Gutiérrez encarnaba al pueblo y de que 
quienes no estaban con él eran parte de la oligarquía corrupta y ven-
depatria no sólo fueron autoritarias y descalificadoras, sino que pu-
sieron en peligro los derechos civiles de sus opositores. Gutiérrez no 
sólo organizó grupos de choque para enfrentarse a sus opositores en 
las calles, también amedrentó a periodistas y a políticos de la oposi-
ción (Araujo 2005).

Las formas de representación populista tienden a no respetar el 
marco normativo existente, que es visto como un impedimento para 
que se exprese la voluntad popular encarnada en el líder. Es por esto 
que Gutiérrez no tuvo reparos en cesar a la Corte Suprema y al Tribu-
nal Electoral con las artimañas legales de una mayoría en el Congre-
so. Esta actitud instrumental ante las leyes “reduce los mecanismos 
constitucionales a un medio que sirve al poder político y el uso repe-
tido de medidas y prácticas extra institucionales debilita la autori-
dad del estado y del sistema legal” (Peruzzotti 1997: 101). En conclu-
sión, las formas populistas de representación, basadas en el mito de 
una mayor y mejor representación sin intermediarios y en una acti-
tud instrumental ante la normativa, han terminando desinstituciona-
lizando la democracia. Pero no hay que olvidar que aún los políticos 
que escriben sobre las virtudes de la democracia liberal han tenido 
actitudes instrumentales ante la ley que han contribuido a la deslegi-
timización de la tan mentada democracia.

El populismo y “el pueblo”

En su discusión clásica sobre el populismo, Ernesto Laclau (1977: 
165) escribió: “El pueblo es un concepto sin un estatuto teórico de-
finido; pese a los usos frecuentes en el discurso político, su precisión 
conceptual no va más allá del nivel metafórico o alusivo”. Para desen-
trañar las ambigüedades del término “el pueblo” es importante em-
pezar con la observación de Laclau de que “el pueblo en el discurso 
populista no opera como un dato primario sino como una construc-
ción” (2005: 48).
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Si bien la confrontación discursiva del pueblo contra la oligar-
quía ha estado presente en la política ecuatoriana desde los años 
treinta y cuarenta, los grupos sociales asignados a estas categorías 
no han permanecido inmutables. En los años cuarenta, Velasco Iba-
rra construyó los términos “pueblo” y “oligarquía” con referentes 
eminentemente políticos. La oligarquía fueron las “argollas” del par-
tido liberal que se mantenía en el poder gracias al fraude electoral y 
el pueblo eran los ciudadanos cuya voluntad electoral no se respeta-
ba. Esta construcción política del pueblo excluía a quienes no podían 
votar por ser analfabetos y a los indígenas y afroecuatorianos, que ni 
votaban ni eran vistos como parte de la nación (Torre 2000: 28-80). 
Desde la creación de Concentración de Fuerzas Populares a finales de 
los años cuarenta, la categoría “el pueblo” adquiere significados so-
ciales. “El pueblo” son los pobres que se diferencian de la oligarquía 
y de los ricos en términos socioeconómicos, culturales, políticos y de 
estilos de vida. Cuando se da una dimensión étnica a la oposición del 
pueblo contra la oligarquía se sostiene que la lucha es entre la “gen-
te de ‘aristocracia’ y los ‘cholos’” (CFP 1958: 19). Por esta razón se ca-
racteriza al CFP como “auténticamente popular […] y que no admite la 
superioridad de castas ni de clases” (Ibíd.: 24). Estas construcciones 
discursivas del pueblo no incluyeron a los indígenas y los negros. Más 
bien se sostiene que el mestizaje, definido como “crisol de equilibrio 
racial”, junto a la extensión del “habla castellana, en forma correcta, 
a todos los rincones del país”, serán los mecanismos que permitirán 
aglutinar y cohesionar a todos los ecuatorianos (Ibíd.: 43). 

Otro ejemplo de la construcción de la categoría “el pueblo” co-
mo clases bajas, honestas y mestizas fue el famoso discurso de Jo-
sé María Velasco Ibarra “¡Querida chusma!” en la campaña presiden-
cial de 1960. En esta compitieron Velasco Ibarra, candidato del Frente 
Nacional Velasquista, grupo ad hoc en el que se encontraban conser-
vadores, arnistas de ultraderecha como Nicolás Valdano Raffo, libe-
rales independientes y caudillos como Manuel Araujo, partidario de 
Fidel Castro y de la Revolución Cubana; Galo Plaza, apoyado por el 
Frente Democrático Nacional, integrado por liberales y socialistas; 
Gonzalo Cordero por el Partido Conservador y Antonio Parra Velas-
co por la Unidad Democrática Anticonservadora, que aglutinó al Par-
tido Comunista, al CFP y a un grupo de socialistas. Refiriéndose a la  
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descalificación de sus partidarios por parte de los seguidores de Ga-
lo Plaza y de Gonzalo Cordero como “la chusma”, Velasco citó al presi-
dente Allesandri, que

decía en ocasión análoga: ¡Querida chusma, con vosotros cuen-
to para levantar la grandeza internacional del pueblo...! (aplausos). 
Solemne insolencia: “chusma, chusma”. En esta chusma hay artesanos 
beneméritos, de gran corazón y noble espíritu; en esta chusma hay mu-
jeres abnegadas que sacrifican su existencia para salvar a sus hijos de 
la pobreza, por educarlos, por redimirlos, por darlos a la patria; en esta 
chusma hay campesinos que siembran, cosechan...; en esta chusma hay 
brazos esforzados, grandes almas, nobles espíritus, hombres que saben 
morir por su ideal, hombres que saben luchar y vencer por dar al país la 
libertad electoral; sí ¡esta chusma es el alma de la patria, esta chusma es 
la que redime a la República de la corrupción, del estancamiento egoís-
ta, calculador y corrompido en que hoy está; sí esta chusma es la que 
nos purifica, nos da fuerzas y nos levanta! ¡Pobres señores del gamona-
lismo estrecho y miserable! (aplausos) (Velasco Ibarra s/f 247).

Cuando el CFP conquistó la presidencia con la elección de Jai-
me Roldós en 1979, se modificó los significados del término “el pue-
blo”. En su mensaje a la nación al asumir el mando el 10 de agosto de 
1979, Roldós se preguntó “¿para quién hablo?”. Su respuesta fue no 
excluir a nadie y mencionó a los “humildes hermanos ecuatorianos… 
mis hermanos indígenas, los montubios, los negros del Chota y Es-
meraldas” (Roldós 1982: 10). Además de incluir a diferentes grupos 
étnicos, Roldós dio parte de su discurso en quichua, idioma que por 
primera vez fue usado por un presidente en un mensaje a la nación. 
Esta apelación política a los indígenas y otros grupos étnicos desta-
cando sus particularidades no sólo fue una estrategia para conquis-
tar los votos de quienes recientemente habían sido incorporados a la 
política al eliminarse las restricciones al voto de los analfabetos. Es-
tos cambios discursivos sobre quién está incluido en la categoría “el 
pueblo”, que se inauguraron junto con el nuevo proceso democrático, 
marcarán el discurso político de las décadas posteriores.

A partir de los años noventa, los líderes del movimiento indíge-
na y de organizaciones afroecuatorianas usaron el término “el pueblo” 
cuando hicieron demandas al Estado. Exigieron pertenecer al pueblo 
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ecuatoriano pero manteniendo su cultura o nacionalidad. En el golpe 
de estado en contra del presidente Jamil Mahuad en el año 2000, los lí-
deres indígenas y los militares encabezados por el coronel Lucio Gutié-
rrez articularon una visión diferente de quién es el pueblo. El verdade-
ro pueblo fueron los indígenas que ocuparon los espacios públicos de 
los cuales se sienten marginados, como el Palacio de Justicia y el Con-
greso. Los indígenas no sólo pasaron a encarnar al pueblo, también 
fueron vistos como su vanguardia en las luchas en contra de la corrup-
ción, de las políticas de ajuste estructural y de defensa de la sobera-
nía nacional. En palabras de Felipe Burbano de Lara, “la interpelación 
por parte del movimiento indígena tiene una novedad política y cultu-
ral”. Esta se basa en “una confluencia de discursividades e identidades 
múltiples entre lo étnico, lo clasista y lo popular que genera nuevas y 
diversas dinámicas de conflicto con el poder” (2003: 69).

El populismo, como lo anota Alan Knight (1998: 231), no puede 
reducirse a las palabras, acciones y estrategias de los líderes. Las ex-
pectativas autónomas de los seguidores, sus culturas y discursos son 
igualmente importantes para entender el lazo o nexo populista. Es 
por esto que el estudio de los discursos de los líderes tiene que ser 
acompañado por el análisis de cómo son recibidos. ¿Se puede asumir 
que los seguidores aceptan las visiones de los líderes de que la políti-
ca es una lucha ética y moral entre el pueblo y la oligarquía? O, como 
lo señala Joel Wolfe (1994), ¿usa la gente común el discurso del líder 
para avanzar sus agendas e intereses propios? 

No se puede asumir que los seguidores aceptan pasivamente los 
discursos de los líderes, o que los discursos tengan un solo significa-
do. Cuando investigué a Abdalá Bucaram (1996, 2000: 80-112) cons-
taté que existían varias lecturas sobre sus discursos y espectáculos 
públicos. La mayoría de gente común no lo veía como el líder de los 
pobres que decía ser. Para la mayoría Bucaram representó un recha-
zo a sus patronos, y votar por él fue una oportunidad para expresar 
su resentimiento u odio de clase. Para muchos caciques su elección 
fue la oportunidad de estar cerca de los centros del poder para tener 
acceso a recursos, servicios, información, trabajos y prestigio. Otros 
fueron a espectáculos gratuitos en los que vieron “al loco” bailar y 
cantar con el grupo musical Los Iracundos.
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“El pueblo” no sólo tiene visiones positivas. Las percepciones 
de las élites sobre “el pueblo” han oscilado entre el paternalismo y 
la hostilidad. Al igual que muchos populistas, Velasco Ibarra, a la vez 
que admiraba y alababa a su pueblo, sentía hostilidad racista en con-
tra de los cholos y tenía visiones racistas-paternalistas sobre los in-
dígenas. En su texto Conciencia O Barbarie contrastó a indios y cho-
los en los siguientes términos: “El indio del campo no hace males. 
Alimenta al país con trabajo. En cambio el indio de las ciudades es 
sumamente peligroso. Ha leído libros. Ha subido sin etapas. Ha inva-
dido toda la administración […]. Es indelicado con los fondos ajenos. 
Es ratero. Rara vez alcanza a ladrón. Pero despilfarra y derrocha los 
dineros públicos” (Velasco Ibarra 1937: 156-157).

En la actualidad, las élites políticas, los editorialistas de los pe-
riódicos y algunos científicos sociales han construido a los líderes 
populistas como Abdalá Bucaram o Lucio Gutiérrez como la nega-
ción de los valores que deberían caracterizar a la política. En muchos 
casos estas construcciones son abiertamente clasistas y racistas 
cuando se enfocan en los orígenes sociales de Bucaram como “tur-
co” o de Gutiérrez como “amazónico”, o abiertamente racistas, como 
cuando se caracterizó a Gutiérrez como un indio jíbaro de la Amazo-
nía. Por su origen étnico y por su clase social, los seguidores populis-
tas han sido vistos como masas que están “fuera de las estructuras 
universales de la razón y de la democracia y que por lo tanto tienen 
que ser integradas a la fuerza” (Butler 1995: 40). En su afán de extir-
par el populismo y de civilizar a las masas, las élites han recurrido a 
prácticas poco democráticas, como son pedir a los militares que les 
resuelvan sus problemas. Es así que la democracia es un dispositi-
vo discursivo que se utiliza para racionalizar prácticas que son poco 
democráticas aun cuando se use la definición más restringida de es-
ta como el respeto a los procedimientos.

Una de las peculiaridades del populismo es la construcción dis-
cursiva de la sociedad como un campo antagónico y maniqueo en el 
que se enfrentan el pueblo y la oligarquía. Algunos populismos se ba-
san en la polarización de los conflictos en términos políticos y socia-
les. El chavismo se parece a los populismos clásicos de Perón, Vargas 
o Gaitán por su construcción maniquea de la política y de la socie-
dad como una lucha antagónica entre el pueblo, encarnado en su lí-
der, y la oligarquía. En otras experiencias populistas, como el caso de  



6 / Democracia, participación y representación populista en Ecuador 203

Velasco Ibarra en los años cuarenta, los términos “pueblo” y “oligar-
quía” se construyeron políticamente y no llevaron a la polarización 
social. Hay casos mixtos, como las elecciones y cortas administracio-
nes de Abdalá Bucaram y Lucio Gutiérrez. Pese a que utilizaron polí-
ticas neoliberales que supuestamente beneficiarían a las élites, fue-
ron vistos por estas como intrusos peligrosos. Todas sus acciones 
fueron leídas a través de imágenes de clase que los transformaron 
en la encarnación de la barbarie y de la falta de cultura y civilización 
de los marginales (Torre 2000: 80-112, 2006).

Conclusiones

El recorrido por las diferentes visiones de lo que fue la democracia 
para los partícipes en el período 2000-2005 ilustra que el respeto a 
las normas y procedimientos de la democracia liberal no son impor-
tantes ni aun para los pocos políticos que en sus escritos han diserta-
do sobre las virtudes de esta forma de gobierno. Es más, para muchos 
de quienes se rebelaron, la palabra golpe de estado no tiene mayor 
sentido. Por ejemplo, Nina Pacari, líder histórica del movimiento in-
dígena que fuese ministra de Relaciones Exteriores en el gobierno de 
Lucio Gutiérrez, manifestó en una entrevista: “Para nosotros no hay 
la concepción de golpista, es otro el análisis que nosotros hacemos” 
(Pacari 2004).

Esta falta de arraigo de lo democrático, en el sentido liberal, en 
las prácticas de los políticos, de los líderes de los movimientos socia-
les y de los militares, va junto a la debilidad de la ciudadanía y del es-
tado de derecho como formas en las cuales los ciudadanos se rela-
cionan entre sí y con el Estado. En lugar de darse una igualdad de 
todos los ciudadanos ante la ley hay una diferenciación entre unos 
pocos que están más allá de las leyes o que sólo las obedecen cuan-
do son de su conveniencia y las grandes mayorías que son objeto 
de la fuerza represiva de la ley. La mayoría de pobres, para subsis-
tir, tienen que romper el orden legal cuando invaden terrenos para 
construir sus viviendas o cuando ocupan los espacios urbanos para 
vender en el sector informal. No es sólo que la ley no regula las rela-
ciones sociales sino que los pobres no pueden hacer uso de sus dere-
chos que supuestamente les otorgan las constituciones. Para acceder 
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a los servicios públicos, por ejemplo, o tienen que ir en nombre de al-
gún poderoso que los recomiende para que los funcionarios públicos 
los atiendan o tienen que suplicar un favor a un dependiente esta-
tal. Debido a la falta de derechos ante el Estado, los pobres muy po-
cas veces demandan y luchan por una ampliación del estado de dere-
cho para hacer valer sus derechos de ciudadanos. Más bien recurren 
a prácticas que, si bien son eficaces para conseguir el bien deseado, 
no se basan en la ciudadanía sino en prácticas paternalistas o en las 
prebendas y privilegios de los grupos corporativos.

Muchos actores han privilegiado formas populistas de enten-
der la democracia. Estas visiones son formas de protesta contra pro-
yectos de modernización que a base de argumentos supuestamen-
te universalistas y racionalistas excluyen a grandes sectores de la 
población vistos como la encarnación de la barbarie. Frente a estos 
proyectos civilizatorios de las élites, el populismo reivindica lo que 
supuestamente son las formas de ser y vivir de los pobres y de los 
excluidos, que de ser considerados como obstáculos para la moder-
nidad y el progreso pasan a ser la esencia de la nación. Pero, debido a 
que el pueblo no existe como un dato objetivo que está ahí presente 
sino que es una construcción discursiva, hay que preguntarse quién 
lo construye y qué características le son atribuidas. 

El “pueblo” es construido por líderes que dicen encarnarlo. Es así 
que para Gutiérrez ser pueblo significó tener orígenes sociales y un 
color de la piel distinto del de los oligarcas. Además, al igual que en 
las construcciones de Bucaram, significó tener formas de vida y cos-
tumbres diferentes que las de los ricos que proclaman las suyas como 
universales. Esta apropiación autoritaria de lo que debe ser el pueblo 
tiene un doble sentido. Si bien los populismos han devuelto la digni-
dad a los de abajo, como cuando los insultos de “chusma” dirigidos a 
las clases bajas y vulgares fueron resignificados como la esencia de la 
nación por Velasco Ibarra, “el pueblo” es una categoría construida de 
manera autoritaria y excluyente. El líder decide cuáles son sus valo-
res y virtudes y qué formas de ser deben caracterizar a lo popular. 

La representación populista se basa en la identidad entre el pue-
blo, visto como un conglomerado que tiene una sola voz e intereses, y el 
líder, encarnación de los valores populares, nacionales y democráticos. 
En esta identificación del pueblo-unitario con el egócrata que dice 
encarnarlo no hay espacio para que se articulen las diferencias que 
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caracterizan a la sociedad moderna. Quienes no están incluidos no 
existen, son parte de la antinación o son borrados del imaginario au-
toritario de lo popular. El antipueblo y el no pueblo no tienen espacios 
donde puedan expresar su disensión. Tampoco tienen derechos, pues 
al estar en contra del mandato del líder atentan contra los intereses 
de la nación y del pueblo, que no son otros que los del líder. 

Si bien la representación populista es excluyente y el discurso 
populista es autoritario, el populismo es vivido como profundamen-
te democratizante e incluyente. El populismo moviliza pasiones e in-
corpora a personas que o bien han sido excluidas de la política o no 
han tenido interés en participar, por lo que Margaret Canovan (1999) 
señala que constituye la fase redentiva de la democracia. Pero la mo-
vilización populista no siempre se da dentro de canales que respeten 
las normativas de la democracia liberal. Es más, en muchos casos, los 
procedimientos del estado de derecho son vistos como trabas e im-
pedimentos para que se exprese la voluntad única y homogénea de 
las masas, que no es otra que la que articula el líder. 

El populismo no es una aberración ni una desviación de patro-
nes de democratización que se entendieron desde visiones teleológi-
cas por los teóricos de la modernización (Germani 1971). Más bien, 
como lo señalan trabajos recientes (Panizza 2005, Mouffe 2005, Ar-
ditti 2005), el populismo es parte constitutiva de la democracia. Por 
una lado, como lo señala Kurt Weyland (2001), es una estrategia po-
lítica que puede ser utilizada y que a veces resulta exitosa tanto para 
llegar al poder como para ejercerlo. Pero además, debido al rol fun-
damental de las pasiones en la construcción de las identidades co-
lectivas y de la diferenciación entre un nosotros y otro, el populismo 
es parte central de lo político (Mouffe 2005). Para mejor entender la 
continua persistencia del populismo hay que estudiar las formas de 
participación política, los discursos y las formas de representación 
política que privilegian la ocupación de espacios públicos, la con-
frontación del pueblo en contra de la oligarquía y la unidad de inte-
reses que el líder dice tener con sus seguidores. El grado de polariza-
ción social y política que se puede dar en las diferentes experiencias 
populistas y la ampliación de la participación política de los antes 
excluidos, o la instrumentalización de la democracia para los intere-
ses del líder, son preguntas empírico-históricas que varían y deben 
ser analizadas en cada caso.
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Entre el ch’enko y el rentismo:  
subdemocracia y subdesarrollo en Bolivia

Roberto Laserna

Resumen

En los últimos cincuenta años Bolivia ha experimentado diversos 
modelos de gestión y políticas públicas, oscilando entre el estatismo 
populista y el neoliberalismo, con experiencias de planificación cen-
tralizada, militarismo, corporativismo participativo, regionalismo y 
municipalismo. Cada una de estas experiencias puede evaluarse por 
separado pero una mirada de largo plazo muestra que el ingreso per 
cápita promedio prácticamente no ha cambiado en este largo perío-
do, que la pobreza se ha reducido muy poco y que las desigualdades 
se hicieron cada vez más visibles. 

Este documento propone una explicación integral sobre el pro-
blema considerando la interrelación entre una base estructural ca-
racterizada por la heterogeneidad productiva y la articulación de ra-
cionalidades diferentes, y un sistema político y de acción social en el 
que predomina el Estado como mecanismo de control y acceso a los 
recursos naturales. 

Estos rasgos se pueden encontrar en otras partes de América La-
tina, pero la nitidez con que se observan en Bolivia permite destacar 
con mayor claridad sus consecuencias, que seguramente también afec-
tan a otras realidades políticas y económicas de nuestro continente.
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Entre el ch’enko y el rentismo

Presentación 

El proceso de desarrollo económico parece haberse estancado en 
América Latina. Y en Bolivia, de una manera mucho más evidente. 
Según estimaciones de largo plazo, el ingreso per cápita a comien-
zos de la década de 2000 es, a precios constantes, casi el mismo que 
a principios de la década de 1950, cuando empezó la Revolución Na-
cional. Todo el crecimiento económico podría explicarse solamente 
por el crecimiento poblacional. Esto no quiere decir que no hubieran 
mejorado las condiciones de consumo, pues aunque la medición de 
referencia es a precios constantes, lo cierto es que en dicho período 
se han producido cambios tan profundos en la estructura de consu-
mo, en la productividad y en los precios relativos que muchas nece-
sidades pueden ser hoy satisfechas con menos esfuerzo laboral que 
hace cincuenta años. Pero esto hace aún más dramática la situación 
boliviana, pues implica que las mejoras registradas en el período se 
debieron sobre todo a factores externos y que, por lo tanto, en térmi-
nos de desarrollo, han sido estériles los procesos de reforma política 
y estructural que se han ensayado en estos cincuenta años. 

¿Cómo explicar este problema? ¿Qué factores pueden haber de-
terminado ese persistente fracaso del desarrollo? Más aún, debemos 
preguntarnos ¿en qué medida los factores que determinaron ese fra-
caso todavía tienen vigencia y podrían por tanto afectar el futuro del 
desarrollo boliviano? 

Para reflexionar sobre estos temas, que sin duda tienen relevan-
cia para el continente en su conjunto y tal vez más aún para los paí-
ses andinos y centroamericanos, propongo explorar la siguiente hi-
pótesis tomando como referencia el caso boliviano.

Bolivia se encuentra atrapada por dos procesos complejos que 
entrelazan aspectos económicos y culturales y que refuerzan com-
portamientos individuales y colectivos obstaculizando, impidiendo 
y desalentando el desarrollo social y económico. Esos dos procesos 
pueden ser descritos como el ch’enko y el rentismo. 

El ch’enko estructural se refiere a la persistencia de una econo-
mía estructuralmente heterogénea, en la cual diversas racionalidades 
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productivas se articulan a través de los intercambios, aprovechán-
dose pero también bloqueándose unas a otras. 

El rentismo alude a un patrón de comportamiento colectivo que 
mezcla dimensiones políticas y económicas porque está motivado 
por el deseo de controlar riquezas existentes, en particular las pro-
venientes de los recursos naturales, y que absorbe y desvía energías 
productivas, reproduce el corporativismo, debilita la capacidad polí-
tica del Estado y conduce al despilfarro de recursos. 

Si se toman en cuenta ambas dimensiones puede comprenderse 
mejor las razones del estancamiento de largo plazo de la economía 
boliviana, el limitado alcance de las políticas públicas, los reducidos 
efectos macroeconómicos de la inversión, tanto pública como priva-
da, la persistencia de la pobreza y su coexistencia con el despilfarro 
de recursos públicos, la aparente politización y la cíclica conflictivi-
dad de la sociedad boliviana. 

La utilización de esta hipótesis en otros países seguramente 
mostraría que el ch’enko y el rentismo son menos determinantes, co-
mo podría ser el caso de Colombia, o que uno de ellos lo es mucho 
más que el otro: el rentismo en los casos de Venezuela y Ecuador y el 
ch’enko en los de Guatemala o el Perú, por ejemplo. 

Antecedentes

El estancamiento de la economía boliviana no es un fenómeno re-
ciente. Si uno observa los datos disponibles en bases de datos relati-
vamente confiables, y comparables por su tratamiento metodológico, 
encuentra que, con oscilaciones que pueden considerarse pronuncia-
das, el producto por habitante prácticamente es el mismo que hace 
cincuenta años. 

El gráfico 7.1 compara dos series de la misma variable, ambas 
en dólares de paridad adquisitiva, pero una expresada a precios co-
rrientes y la otra a precios de 1996. Según la primera, el producto 
por habitante se habría sextuplicado en ese medio siglo, pero la se-
gunda, más precisa, indica que el PIBpc del año 2000 tenía un nivel 
incluso ligeramente inferior al de 1950. 

Por supuesto, es necesario recordar que las series estadísticas 
muy largas no necesariamente reflejan la evolución de las condiciones 
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reales de vida, pues en el largo plazo las canastas de consumo y los 
criterios de lo que es y no es necesario varían mucho. El período con-
siderado coincide con una revolución tecnológica y una dinámica de 
integración mundial tan importantes que alcanzaron incluso a Boli-
via, convirtiendo en objetos de consumo popular bienes que antes ni 
siquiera existían, como los teléfonos celulares. Si uno midiera apro-
piadamente las condiciones de vida, es decir, por las horas de traba-
jo promedio que se necesitan para satisfacer ciertas necesidades, se-
guramente concluiría que incluso en casos de estancamiento como el 
que registra el gráfico se han producido mejoras de bienestar. Pense-
mos, por ejemplo, en algo tan sencillo como el tiempo de trabajo que 
se requería en 1950 para tener en la pared de la casa un retrato del 
grupo familiar y a cuánto tiempo de trabajo se ha reducido conse-
guirlo en los años 2000. O el equivalente de trabajo que costaba co-
municarse con un pariente o amigo a 30 mil kilómetros de distancia. 
O el conseguir los recursos para trasladarse uno mismo a un país ve-
cino. Pero un ejercicio de esa naturaleza resaltaría aún más el estan-
camiento de largo plazo, pues los avances de bienestar tendrían que 
ser atribuidos casi exclusivamente a factores o fuerzas externas, al 
desarrollo de la productividad como efecto de la aplicación más in-
tensa de las ciencias a las tecnologías de producción. 

Estancamiento no quiere decir falta de dinamismo. Si expresamos 
los mismos datos en términos de tasas anuales de crecimiento, encon-
traremos que la economía boliviana ha tenido oscilaciones pronun-
ciadas. En realidad, como se ve en el gráfico 7.2, ha combinado caídas 
profundas en ciclos cortos, con crecimiento moderado en ciclos más 
largos. Entre otras cosas, esto sugiere que en economía se puede per-
der rápida y fácilmente lo que cuesta mucho y ha sido lento conseguir. 
Pero esta no parece ser una lección fácil de aprender colectivamente. 

En todo caso, lo que estos datos ponen en evidencia es que el es-
caso crecimiento de la economía que se ha registrado a lo largo de las 
últimas décadas se debió sobre todo al crecimiento de la población. 
Las fuertes oscilaciones parecen haber sido el resultado del compor-
tamiento del comercio exterior (ver Gráfico A del anexo), con un ritmo 
marcado obviamente por las exportaciones, cuyas pulsiones obede-
cen más bien a factores externos de precios y demanda. De donde re-
sulta que la clave para entender el subdesarrollo es explicar por qué la 
productividad es tan baja y, más aún, por qué se mantiene tan baja. 
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La baja productividad, persistente incluso a pesar de un con-
texto tan dinámico de innovaciones y difusión de tecnologías, pue-
de explicarse en gran medida por la articulación de economías que 
se organizan de acuerdo a principios y racionalidades diversas. Es-
tas economías establecen entre sí un intercambio que crea vínculos 
de aprovechamiento y bloqueo mutuo de oportunidades, dando lugar 
a un equilibrio de bajo nivel, con cambios muy lentos y una tendencia 
mayor a la reproducción que a la acumulación o a la innovación. Es la 
trampa del ch’enko estructural.

Y todo parece indicar que la productividad se mantiene baja por-
que no hay incentivos a aumentarla o porque los incentivos que exis-
ten desvían los esfuerzos y la creatividad hacia la captura de riqueza 
existente y no hacia su creación. Es la trampa del rentismo. 

Ambas trampas convergen y determinan la persistencia del sub-
desarrollo porque, además, son encubiertas por una dinámica políti-
ca de vigorosa participación social, con profusión y diversidad de or-
ganizaciones y muy convincente en los discursos. La democratización 
aparece, en este caso, como un proceso fuerte en apariencia pero que 
es frágil y precario en la realidad de su práctica institucional. 

En el caso de Bolivia, los gráficos anteriores pueden ser mejor 
comprendidos si se recuerda que tienen como telón de fondo tres pe-
riodos de nacionalismo populista con expropiaciones de tierras y na-
cionalizaciones de recursos naturales (Paz Estenssoro 1952-1955, 
Ovando-Torres 1969-1971 y el iniciado a principios de 2006 bajo el li-
derazgo de Evo Morales), alternados con largos periodos de estatis-
mo con tendencias autoritarias (el MNR que se prolonga en Barrientos 
de 1955 a1969, el gobierno de Bánzer de 1971-1978), y con momentos 
de aguda inestabilidad por cambio de régimen o de gobierno, con gol-
pes y sucesiones forzadas (1964, 1971, 1979-1982, 2003-2005). 

La democracia se amplió con la universalización del voto en 1955, 
pero fue recién a partir de 1985 que adquirió cierta regularidad como 
mecanismo de renovación del poder político, expandido con la refor-
ma municipal de 1994 y la descentralización regional desde 1995, y 
sobre todo desde la “selección” de prefectos en 2005.1 

1.	 Como la Constitución vigente establece que los prefectos deben ser nombrados 
por el presidente, para satisfacer la demanda regional se aprobó en 2005 una 
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Un esfuerzo por graficar el proceso político probablemente mos-
traría una línea parecida a la del producto real por habitante, con 
fuertes oscilaciones, pero que, al final, termina en 2006 más o menos 
donde comenzó a principios de los años cincuenta. Incluso los dis-
cursos son parecidos, pues hacen referencia a la independencia eco-
nómica, el control estatal de los recursos naturales de exportación, 
la inclusión social, el protagonismo del Estado en la economía y una 
dinámica populista de participación corporativa de los grupos orga-
nizados en la toma de decisiones. Este ejercicio puede considerar en 
el eje vertical grados de libertad y control, o de participación y auto-
ritarismo, o de institucionalidad e informalidad, valorando como po-
sitiva o negativa cualquiera de las tendencias, pero no podrá negar 
oscilaciones con avances o retrocesos en un momento, que compen-
san o anulan las tendencias de otro momento.

¿En qué medida es posible construir una democracia estable, es 
decir, institucionalizada y sustentada en una ciudadanía responsa-
ble y un Estado responsable (que responde, que es accountable), en 
una sociedad tan heterogénea y desigual, relativamente estancada y 
que sustenta sus expectativas en una riqueza que no crea? En esta 
pregunta se condensa la magnitud del desafío político y se sugiere 
que tienen relevancia las teorías que planteaban una fuerte corres-
pondencia entre la política y la economía, y que en nuestro caso ha-
blarían de una subdemocracia consistente con el subdesarrollo. 

El ch’enko estructural 2

Es frecuente que se defina a Bolivia como un país diverso y heterogé-
neo. Es difundida la metáfora del abigarramiento de René Zavaleta,3 

ley interpretativa que obliga al presidente a designar como prefectos a los que 
sean elegidos por mayoría de votos en la circunscripción departamental. 

2.	 Esta sección sintetiza y reproduce parte de mi libro La democracia en el ch’enko 
(2004). La siguiente sección hace lo propio con La trampa del rentismo (2006). 
La fusión de ambos es nueva y se justifica la presentación de los resultados de 
esas investigaciones en el hecho de que los libros mencionados no se difundie-
ron fuera de Bolivia.

3.	 Ver Zavaleta (1986).
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así como la noción pluricultural y multilingüe que enfatizan Carlos 
Toranzo y Xavier Albó (pluri-multi),4 y que ocupa ya un lugar en el 
artículo primero de la Constitución Política del Estado. Con Fernan-
do Calderón apelamos a una noción quechua, la del ch’enko,5 que nos 
parecía más apropiada para referirse a un mundo dinámico como el 
de la economía.

La noción de ch’enko permite vincular los ámbitos culturales y 
sociales a las estructuras económicas, que no solamente tienen di-
versas formas de producir, consumir e intercambiar, sino que esta-
blecen entre sí relaciones que permiten a sus agentes aprovechar y 
reproducir la heterogeneidad. 

Esta manera de analizar la realidad social y económica tiene una 
larga tradición, pero con frecuencia ha sido confinada a estudios his-
tóricos, especialmente los que utilizaron conceptos complejos como el 
de la formación económica y social y la articulación de modos de pro-
ducción. Pero se la encuentra por ejemplo en los estudios de Arthur 
Lewis sobre el crecimiento en economías con abundancia de fuerza 
de trabajo6 y estaba también presente en los primeros estudios sobre 
el desarrollo en América Latina, cuando la heterogeneidad era defini-
da a partir de las diferencias de productividad y tecnología.7 

Ningún análisis del desarrollo en Bolivia puede desconocer la 
existencia de distintos sistemas de valores y de metas sociales, y de 

4.	 El término fue promovido en el libro que editó Carlos Toranzo (1993).
5.	 Calderón (1988, 1995) ha utilizado la idea en varios trabajos suyos. Ver también 

Laserna (1995). La palabra es de origen quechua, aunque se ha castellanizado 
parcialmente por su extendido uso, y se refiere a un lío o entrecruzamiento des-
ordenado, en pequeño, de objetos y procesos. En el oriente del país seguramente 
utilizarían la palabra chipa o chipado con más familiaridad. En el quechua pe-
ruano se diría ch’inqu. 

6.	 Lewis (1960).
7.	 La CEPAL, bajo el liderazgo intelectual de Raúl Prebisch, llamó la atención sobre 

los obstáculos al desarrollo provenientes de las profundas diferencias estruc-
turales, y su modelo centro-periferia mostraba que esas diferencias tendían a 
reproducirse. Aníbal Pinto, en sus estudios sobre la concentración del progreso 
técnico, mostró que el modelo centro-periferia tenía una cierta vigencia inter-
na en las relaciones intersectoriales dentro de las economías latinoamericanas. 
Una excelente síntesis de los aportes de la CEPAL se encuentra en el libro de 
Octavio Rodríguez (1980) prologado por el mismo Prebisch. 
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hecho muy pocos lo hacen, pero es frecuente ignorar que de ahí se de-
duce que a ellos también corresponden diversos comportamientos, 
medios y procedimientos. El tiempo libre, el trabajo, la amistad, el 
consumo, la fiesta o la educación no tienen las mismas connotacio-
nes para todos los bolivianos, y esas diferencias ponen de manifiesto 
la heterogeneidad estructural como un rasgo definitorio de la socie-
dad y de la economía.8 

Tampoco puede desconocerse que la economía boliviana se in-
corpora parcialmente a un sistema más amplio, internacional, pero 
que lo hace con distinta intensidad y de diferente manera según las 
economías de las que está compuesta.9 

El reconocimiento de economías diversas no implica una visión 
estática y compartimentada, pues es bien sabido que muchas veces 
las personas transitan a lo largo de su vida de una a otra o incluso 
combinan sus tiempos diarios entre una y otra economías, creando 
flujos intensos de gente, bienes y dinero que sin embargo no logran 
superar el carácter estructuralmente heterogéneo y poco integrado 
del modelo boliviano. 

Tomando en cuenta la base desde la cual se organizan las activi-
dades de producción, trabajo y consumo, y desde la cual se define la 
racionalidad que vincula los medios y objetivos en cada una de esas 
economías, pueden distinguirse por lo menos tres:

8.	 Por cultura entiendo, como lo plantea Alain Touraine en sus trabajos, el conjun-
to de prácticas, conocimientos y creencias que vinculan a sociedad y naturale-
za. Es, por tanto, un concepto mucho más amplio que el que se refiere a mani-
festaciones identitarias, a etnicidad o incluso ideología. La identidad quechua 
o aymara no es determinante de un tipo de comportamiento económico, como 
lo demuestran los migrantes a Buenos Aires o Virginia, que siguen ch´allando 
sus bienes, bailando sus carnavales o celebrando Urkupiña mientras logran ad-
quirir ciudadanía política y afirmarse como agentes económicos en el corazón 
del capitalismo. La identidad étnica se recrea de acuerdo a los contextos y no 
impide una inserción más dinámica en el mercado. Las personas y los grupos en 
los hechos utilizan elementos de su cultura tanto para adaptarse como para re-
sistir nuevas situaciones, pudiendo en ambos casos (re)construir su identidad.

9.	 Opto aquí por el uso de la noción amplia de “economía” para evitar deliberada-
mente una discusión conceptual que sería interesante pero, por el momento, 
no muy útil, sobre si se trata de “sectores”, “modos de producción”, “esferas de 
circulación” o “modos de vida”. 
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Economía de base natural

En las áreas rurales tradicionales del oriente y el occidente del país, y 
en gran medida también en los espacios de colonización, predomina 
una economía de base natural. Es de base natural porque el trabajo y 
la producción se organizan a partir del control o el acceso a recursos 
naturales básicos como la tierra y el agua. Su núcleo central es la eco-
nomía campesina, con fuertes (y variados) rasgos comunitarios, pero 
forman parte de esta economía las actividades de caza y pesca, reco-
lección y aprovechamiento forestal e incluso ciertas formas de explo-
tación minera (una gran parte organizada como cooperativas). 

Es una economía vinculada al mercado, pero se destaca su base 
natural porque las decisiones y la asignación de recursos que ejecu-
tan los agentes en esta economía no son determinadas tanto por las 
condiciones de su inserción al mercado como por su objetivo funda-
mental, que es el de asegurar la reproducción de la unidad económi-
ca a partir del control de recursos naturales. Es desde este principio 
que se organiza la unidad y se asignan los recursos, buscando em-
plear toda la fuerza de trabajo disponible en la familia o la comuni-
dad, en un esfuerzo conjunto orientado a reducir los riesgos más que 
a maximizar los beneficios. 

Por ello mismo, procurando disponer de una canasta variada de 
productos y dispersar los riesgos, las unidades que componen la eco-
nomía de base natural tienen fuertes tendencias a la diversificación 
productiva y espacial, y, en consecuencia, también a desarrollar ac-
tividades de escala reducida. Emplean tecnologías simples y basa-
das en energía animal y fuerza de trabajo familiar, que se transmiten 
mediante la práctica y, por ello, tienen escasa capacidad para asimi-
lar innovaciones externas. 

A esta economía pertenece la mayor parte de la actividad agro-
pecuaria campesina. En términos generales, estimamos que absorbe 
a cerca del 40% de la población.10 

10.	 El indicador fundamental que he utilizado para distinguir estadísticamente es-
tas tres economías es el del grado de inserción al mercado de acuerdo a las con-
diciones de trabajo del jefe de hogar. Estos datos y los que se exponen a conti-
nuación, salvo que se mencione otra fuente, provienen de la Encuesta de Hogares 
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Economía de base mercantil

En el otro extremo de integración al mercado está la economía de 
base mercantil, cuyas unidades asignan sus recursos precisamen-
te en función de la posición y capacidad que tienen de competir en 
el mercado. Está compuesta por unidades de producción de bienes y 
servicios que emplean mano de obra asalariada y que se organizan a 
base del mercado con el fin de maximizar las utilidades a través de 
la venta de bienes y servicios. En el texto nos referiremos a ella tam-
bién con la expresión “economía mercantil”.

Para mantener o aumentar sus ganancias en la competencia, las 
unidades de base mercantil utilizan tecnologías más sofisticadas y 
energía eléctrica o de petróleo, están más abiertas a la incorporación 
de innovaciones y de hecho las estimulan, y tienden a la especializa-
ción y a la división del trabajo. Esta economía se localiza sobre todo 
en las áreas urbanas, pero también se la encuentra en algunos encla-
ves extractivos y agropecuarios. A ella está vinculada poco más de la 
cuarta parte de la población, incluyendo la que depende del Estado, 
sobre todo por la condición mercantil de la fuerza de trabajo, la tec-
nología y la jerarquización laboral, y el conjunto del servicio domésti-
co, que es una fuerza laboral también asalariada. Forman parte de es-
ta economía las industrias minera y petrolera, pues si bien dependen 
de los recursos naturales, toman sus decisiones a partir del mercado 
y en función de sus condiciones de competencia y rentabilidad.

Economía de base familiar

En medio de estas dos economías, compartiendo características de 
ambas y con muchas variedades de organización, se encuentra la eco-
nomía de base familiar. Se trata de una economía compuesta por uni-
dades fuertemente ligadas al mercado, hacia el que dirigen sus pro-
ductos y del cual obtienen sus insumos, pero que se constituyen a base 
de una organización familiar (extensa) del trabajo. Pueden emplear 

realizada por el INE el año 2000 a través del Programa Mecovi. Hay bases de 
datos más recientes pero las proporciones no han variado significativamente. 
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tecnologías que van desde la más simple hasta la más sofisticada, y 
en ocasiones el trabajo es altamente especializado, pero el referen-
te principal del cálculo económico que orienta las decisiones de asig-
nación de recursos en general no es el beneficio, sino el ingreso to-
tal. Por tanto, rara vez se diferencian las remuneraciones al trabajo 
de las remuneraciones al capital o a la organización. La unidad de ba-
se familiar tiene como prioridad asegurar su reproducción y, por con-
siguiente, también tiene una fuerte preocupación por minimizar los 
riesgos, pero eso no impide que en algunos casos se registren cam-
bios que les permiten transformarse en unidades de acumulación de 
capital y pasen a formar parte de la economía de base mercantil. 

Tomando como indicador fundamental la característica de em-
pleo de los jefes de hogar, podría estimarse que en esta economía, 
ubicada sobre todo en las áreas urbanas, se encuentra aproximada-
mente el 36% de la población. Para simplificar, nos referiremos a es-
ta también como economía familiar. 

El gráfico 7.3 sintetiza la descripción anterior de una manera 
por cierto muy simplificada, porque entre otras cosas separa lo que 
en la realidad está muy imbricado. Un mismo hogar puede tener a 
sus miembros trabajando en las diversas esferas y hasta una misma 
persona puede transitar, incluso en un mismo día, entre una y otra 
(como el maestro fiscal que trabaja de taxista en las noches o la se-
cretaria que tiene una tienda informal). 

El gráfico muestra los niveles promedio de ingreso familiar que 
corresponden a cada economía en el eje vertical, la proporción de po-
breza que afecta a sus miembros con la línea punteada que atravie-
sa las esferas y, en la elongación vertical de las esferas, el grado de 
desigualdad dentro de cada una de ellas. El eje horizontal muestra el 
grado de integración al mercado. Se observa con claridad que a ma-
yor cercanía al mercado los ingresos totales son más elevados, hay 
menor desigualdad (representada por la diagonal vertical de la esfe-
ra) y menor pobreza entre sus miembros. 

Estas economías no son solamente partes o componentes de un 
único sistema de (más o menos) mercado, y tampoco son solamente 
la periferia excluida del capitalismo, “el rebalse del agro” o “el último 
recurso de los rechazados”, sino que son también economías que tie-
nen dinámicas propias que las hacen atractivas o aceptables para sus 
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miembros. Lo demuestra la elevada proporción de casos que se en-
cuentran en la economía familiar cuya experiencia inicial o previa de 
trabajo ha sido asalariada y que buscaron activamente establecerse 
de manera independiente.11 

El mercado laboral fue y es para muchos un espacio de aprendi-
zaje de tecnologías, saberes y habilidades que les permite luego es-
tablecerse por su cuenta, alcanzando fuera de la economía mercantil 
algo que valoran mucho, como es el control de su propio tiempo. Co-
mo también lo valoran los campesinos que se resisten a abandonar 
o cambiar una economía de bajos rendimientos, algunos migrando 
hacia la frontera agrícola y otros participando en movimientos que  
demandan parcelas de tierra para restablecer o reproducir esa eco-
nomía natural.12 

11.	 Encuesta del mercado laboral en Cochabamba, 1986, Ceres. Los datos han sido 
parcialmente utilizados por Peña (1989).

12.	 Al margen del oportunismo de los dirigentes, que tratan de expropiar tierras 
en producción en las que ya existen inversiones y mejoras, la reivindicación 

Gráfico 7.3
La trampa del che´nko
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De modo que ni la informalidad urbana ni la economía campesi-
na, para utilizar palabras más comunes, pueden ser interpretadas so-
lamente como resultado de la insuficiencia dinámica de la economía 
de mercado para absorber a todos los trabajadores. 

Esas formas económicas deben ser reconocidas también como 
una expresión exitosa de resistencia al capitalismo y, en particular, a 
la disciplina laboral que impone y requiere de los trabajadores. 

Lo afirmado no pretende ignorar que los salarios en la econo-
mía mercantil son, para una gran parte de los trabajadores, demasia-
do bajos y que probablemente no compensan el sacrificio de libertad 
personal de la que se puede disfrutar en las economías de base natu-
ral o familiar. Lo importante, en todo caso, es reconocer que las rela-
ciones entre las tres economías configuran un cuadro complejo en el 
que las influencias y determinaciones no son unidireccionales ni per-
judican (o aprovechan) sólo a una en desmedro (o a favor) de la otra. 

Este esquema básico de la economía boliviana ayuda a compren-
der por qué la productividad es tan baja en el país y por qué las in-
versiones, públicas o privadas, tienen tan poco impacto en el creci-
miento de la economía. 

En efecto, como se muestra en el gráfico 7.4, lamentablemente 
referido sólo al periodo más reciente, hay una escasa corresponden-
cia entre inversión y crecimiento. Y se trata de un período excepcio-
nal en la magnitud de la inversión, especialmente impulsada por la 
inversión externa. No deja de ser interesante notar la tendencia lige-
ramente creciente y muy estable de la inversión pública en contras-
te con las pronunciadas oscilaciones en el crecimiento del PIB, que 
muestran que tampoco la inversión pública es una gran generadora 
de crecimiento.

Como anticipamos, en esta explicación hay que tomar en cuen-
ta también otro fenómeno relevante, montado a horcajadas entre la 

concita apoyo por la ilusión de resolver con tierras los problemas de pobreza 
de quienes puedan trabajarlas. Lo cierto, sin embargo, es que el ingreso labo-
ral promedio de un asalariado agrícola (US$ 75 al mes en 2004) es superior al 
que obtiene un campesino independiente (US$ 50 al mes en promedio), y este 
enfrenta, además, la incertidumbre respecto a la naturaleza (sequías, inunda-
ciones, cambios climáticos), ante la que sus ingresos son muy vulnerables.
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política y la economía, que es el rentismo. Revisemos brevemente de 
qué se trata. 

La trampa del rentismo13 

Con la noción de rentismo nos referimos a un comportamiento que 
busca obtener réditos particulares —ventajas, beneficios o ingresos 
para individuos o grupos— mediante el ejercicio de poder político o la 
adquisición de influencia en el sistema decisional, convirtiéndolos en 
mecanismos para obtener control y usufructo de una riqueza ya exis-
tente o que se genera fuera del entorno en que esa relación ocurre. 

Como en el rentismo se intenta obtener valor a través de una de-
cisión política más que a través de una transacción económica, invo-
lucra habitualmente al Estado y afecta a los recursos públicos. Puede 
detectarse en asignaciones presupuestarias que responden a presio-
nes, en subsidios, en ventajas particulares, en aranceles o precios dife-
renciales e incluso en la provisión privilegiada de servicios públicos.

Aunque la lógica del rentismo se expresa sobre todo en la pugna 
por el control de una riqueza existente, sobre cuyos derechos de ex-
plotación y usufructo no existe claridad ni seguridad institucional, 
si uno va más allá de sus manifestaciones encuentra que los factores 
que dan origen al rentismo son fundamentalmente tres (ver gráfico 
7.5): la debilidad institucional del Estado y su incapacidad para esta-
blecer y resguardar los derechos de las personas, la existencia y per-
cepción de profundas desigualdades y la concentración de riqueza o 
recursos, especialmente por parte de entidades públicas, que han si-
do generados fuera del sistema económico de producción y consumo 
en el que se desenvuelve la mayor parte de la población.14 El rentismo 

13.	 Esta sección sintetiza y reproduce parte de mi libro La trampa del rentismo 
(2006), escrito con la colaboración de José M. Gordillo y Jorge Komadina.

14.	 Con frecuencia se ha prestado mayor atención a este último factor, llegándose 
a acuñar incluso la idea de una “maldición de los recursos naturales” para ex-
plicar las paradojas de la abundancia natural y la pobreza en que se debaten los 
pueblos. Los ejemplos más referidos de esto son Venezuela en América Latina, 
Nigeria en el África y Argelia, Irak o Libia en el Medio Oriente. Esto simplemente 
quiere decir que el problema es más evidente donde hay más concentración de 
recursos naturales de exportación, pero no es el único factor, como lo prueban 
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concentra los esfuerzos y las expectativas económicas en la política 
(de ahí la aparente politización de la sociedad boliviana que engaña a 
tantos observadores), y al hacerlo desalienta la actividad productiva 
creadora de valor, reduce las inversiones o su rentabilidad relativa y 
provoca bajos niveles de crecimiento económico.

En los últimos años se puede observar una fuerte correlación 
entre el aumento de expectativas rentistas, medido por las reservas 
de gas natural convertidas en “la última oportunidad” según el dis-
curso predominante, y el crecimiento de los conflictos sociales (ver 
gráfico B del anexo). 

La existencia de esa correlación no ignora que cada conflicto 
tiene su propio perfil en términos de actores, adversarios, formas y 
reivindicaciones, y que el conjunto es mucho más complejo de lo que 
puede representarse gráfica o estadísticamente, o resumirse en una 
correlación, por lo que sería tan equivocado pensar que todos los 
conflictos se explican por el rentismo como creer que el rentismo so-
lamente se manifiesta en acciones conflictivas. 

Pero lo que no puede ignorarse en el análisis de la dinámica ge-
neral de los conflictos sociales es la importancia que tiene en Bolivia 
la acción corporativa y su orientación estatista, o la frecuentemente 
señalada extrema politización de la vida social boliviana. Lo exiguo 
del excedente bajo control estatal y lo mucho que se espera de él, que 
genera expectativas que aumentan sin cesar, contribuyen a explicar 
la magnitud de las frustraciones que inflaman el tejido social, que a 
su vez se manifiestan en una fuerte tendencia hacia la fragmenta-
ción de la acción colectiva. 

Los datos de conflictos y la tolerancia hacia ellos que muestra la 
población a pesar de los costos que tiene que pagar por ellos configuran 
un panorama anómico, de escasa sujeción a las normas o de respeto a la 
ley, que se dice respetar pero condicionada a su “utilidad” o conveniencia. 

los casos en que existe también alta concentración, pero la institucionalidad y 
la equidad impiden que se manifieste con las mismas consecuencias. Tal vez la 
magnitud del problema dependa de la magnitud de los recursos, pero el proble-
ma se presenta también en muchos otros casos en que se encuentran riquezas 
mineras o petroleras en países de inseguridad jurídica y alta desigualdad.
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Esto explica también la tendencia al particularismo y su agudización 
a medida que se ha ido debilitando el sistema institucional.

Por la comparación con otras situaciones temporales y geográfi-
cas, sabemos que la debilidad institucional del Estado es una variable 
determinante del rentismo. Por supuesto, no hay razón para pensar que 
la relación sea unidireccional, pues el mismo rentismo corporativo ero-
siona el estado de derecho. Pero es mucho más fuerte en el otro senti-
do, ya que donde no hay controles institucionales tiende a imperar la ley 
del más fuerte, es decir, del grupo que es capaz de organizarse y ejercer 
presión. Además, debe destacarse el carácter dinámico de esa relación 
y, por tanto, la posibilidad de que el rentismo pueda aumentar o dismi-
nuir, tener mayor o menor relevancia, según las circunstancias. 

En contraposición a la actitud anómica puesta de manifiesto por 
la alta frecuencia de conflictos, que muestra la debilidad institucio-
nal y política del Estado y al mismo tiempo contribuye a socavarlo, la 
población deposita en el Estado expectativas enormes, presumiéndo-
lo o deseándolo fuerte en términos económicos o materiales sin que 
ello logre expresarse en alguna forma de responsabilidad que retri-
buya al dador. En Bolivia, y quizás también en gran parte de América 
Latina, se cree que el ciudadano es definido por sus derechos y el Es-
tado por sus obligaciones.

En efecto, se espera mucho del Estado pero no hay disposición a 
aportar, lo que define una forma de estatismo dependiente que, sin 
embargo, tiene sentido mientras el Estado sea un mecanismo real 
de acceso a recursos. En suma, un Estado que es políticamente dé-
bil pero económicamente fuerte (es decir, con recursos económicos) 
ofrece las condiciones más favorables para el desarrollo de compor-
tamientos rentistas, que es precisamente lo que está ocurriendo en 
Bolivia y ha sido referido muchas veces en relación con Venezuela y  
otros países monoproductores de minerales e hidrocarburos.

Rentismo: trayectoria dependiente

Ninguno de los aspectos reseñados es reciente o específico de la rea-
lidad boliviana, ni ha surgido estimulado por el descubrimiento de las 
reservas de gas natural a partir de las inversiones atraídas en los años 
noventa con la capitalización. Al contrario, los datos sugieren que 
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las tendencias actuales forman parte de trayectorias dependientes, 
marcadas por efectos en cadena que han condicionado el funciona-
miento de las instituciones y de los agentes económicos, y posible-
mente ocurre lo mismo en otros casos.15

La búsqueda de claves en la historia permite recordar que las es-
trategias de organización y control social diseñadas durante la colo-
nización española se basaron en los requerimientos de un sistema ex-
tractivo de recursos naturales: la minería de la plata.

Es notable observar que el modelo institucional diseñado y apli-
cado por el virrey Francisco de Toledo durante su gestión (1568-
582) estableció fundamentos que todavía perviven en la cultura po-
lítica y en los hábitos colectivos contemporáneos.

Los elementos básicos que conformaron la estructura producti-
va eficiente que floreció a principios del siglo XVII fueron: el mono-
polio estatal de los recursos estratégicos para explotar las riquezas 
existentes, la organización social segregada en grupos territorial y 
socialmente diferenciados y una combinación de sectores producti-
vos privados que concurrían individualmente al mercado (mineros, 
hacendados, comerciantes) junto a sectores comunitarios que se vin-
culaban al mercado a través de intermediarios étnicos que negocia-
ban sus productos (fuerza de trabajo, alimentos, materias primas).

Pero ese estado colonial era poderoso sólo en apariencia, pues 
institucionalmente resultaba débil en extremo, no sólo porque abrió 
muchos frentes de conflicto y negociación, sino porque terminó por 
otorgar fueros especiales a los grupos con mayor capacidad de pre-
sión. Además, el instrumento de la etnicidad, que tenía por objetivo 
segregar a las poblaciones para controlarlas mejor, resultó siendo fá-
cilmente manipulable y acabó por erosionar el sistema. Así, aunque 
explotar la plata era un negocio privado, este negocio se sustentaba 

15.	 Las trayectorias dependientes explican la persistencia de instituciones y nor-
mas que no son necesariamente óptimas o que incluso pueden ser muy inefi-
cientes y hasta perjudiciales para el conjunto, pero que generan retroalimen-
tación estimulante a algunos agentes claves que se encargan de reproducirlas 
desde una posición dominante. Este concepto se basa en la noción de path 
dependence explorada en la economía de los rendimientos crecientes por W. 
Brian Arthur (1994). Ver especialmente “Path dependence, self-reinforcement 
and human learning” (pp. 133-158). 



Roberto Laserna234

en un andamiaje estatal cuya estructura dependía del frágil equilibrio 
de múltiples intereses corporativos, los que negociaban desde su po-
sición de poder la parte que les correspondía del excedente que se ge-
neraba en el sector minero. 

La enconada resistencia al cambio modernizador que se intentó 
posteriormente propició una peculiar alianza entre los capitales de 
los hacendados, comerciantes y mineros republicanos, quienes entre 
1830 y 1870 diseñaron un estado protector que distribuía las rentas 
mineras a través de la manipulación del valor de la moneda.

En conclusión, aunque los liberales introdujeron representaciones 
y prácticas políticas propias de la modernidad, la mayor parte de la po-
blación continuó reproduciendo el orden simbólico colonial construido 
en torno a la visión de una pluralidad pactada y jerárquica. 

El creciente protagonismo estatal, renovado por experiencias 
nacionalistas, a veces autoritarias y a veces populistas, en cierto mo-
do prolongaba las tradiciones del mundo andino, en el cual las jefatu-
ras étnicas y el estado inca establecieron también lazos de reciproci-
dad y redistribución con las distintas poblaciones, en una práctica 
que el estado colonial prolongó durante cuatro siglos. Ya desde el 
período republicano del siglo XIX El estado boliviano se fue convir-
tiendo en una importante fuente de empleo y de manipulación de 
clientelas, amparado en un régimen político electoral que funciona-
ba como regulador del ascenso social. En el siglo XX, las experiencias 
fascista y comunista, y en particular las revoluciones rusa y mexica-
na, impulsaron el desarrollo del nacionalismo, remozando discursi-
vamente hábitos que se arraigaron cada vez más. Así, los mecanis-
mos rentistas pueden ser leídos, alternativamente, como formas de 
clientelismo político o como dispositivos de reciprocidad que la po-
blación ha internalizado como hábitos sociales. 

Hacia fines de la década 1970, el Estado no era solamente el 
principal empleador e inversionista del país, sino también el prin-
cipal comprador y exportador. Acceder a los favores del Estado era 
más importante que acceder a los mercados, de modo que se generó 
un amplio espacio para el florecimiento de prácticas rentistas, tanto 
individuales como colectivas. 

Desde la “nueva política económica“ lanzada en 1985, aceptada 
por la necesidad de controlar la hiperinflación reordenando el gasto 
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fiscal y liberalizando los mercados, se puso en marcha un proceso de 
modernización que fue reduciendo el protagonismo del Estado en la 
economía, lo que provocó protestas y movilizaciones de quienes vi-
vían de los subsidios estatales, y cuya neutralización por la vía re-
presiva sumó el resentimiento a la nostalgia, incubando el sentido 
de revancha que animaría los conflictos sociales durante los cuatro 
años de gobierno del ex dictador Banzer, elegido presidente con ape-
nas 22% de los votos en 1997.

Si se pasa revista a los conflictos sociales que han dominado el 
escenario político desde entonces, además de observar el sostenido 
aumento en su frecuencia e intensidad, se encuentra que, más allá de 
la evidente fragmentación de los actores, hay algunos temas recu-
rrentes a los que sus líderes apelan para tratar de agregarlos. 

En el año 2000 el país vivió dos momentos de severa crisis. El 
primero giró en torno al agua y se localizó en Cochabamba, con un 
discurso que convocaba a resistir el control transnacional de ese re-
curso natural en las jornadas del mes de abril. El segundo, los blo-
queos rurales de septiembre del mismo año cuyo epicentro estuvo 
en el altiplano paceño, giró en torno a la idea de Estado, y propuso su 
rescate como referente de integración política y económica, su ocu-
pación territorial o su sustitución a partir de una exitosa reinven-
ción de la leyenda de la exclusión (y la correspondiente propuesta de 
“descolonización”). 

Los dos temas —defensa nacionalista de los recursos natura-
les y recuperación del Estado intervencionista— retornaron juntos 
en octubre de 2003, cuando las movilizaciones en La Paz y El Alto 
forzaron la renuncia de Gonzalo Sánchez de Lozada. Lo que al final 
aglutinó la protesta fue la supuesta necesidad de recuperar el Estado 
para la defensa del gas, codiciado por intereses extranjeros. Ambos 
temas fueron articulados en esa ocasión al recuerdo de la derrota 
del Pacífico, reconstruido como trauma nacional de pérdida terri-
torial y encierro geográfico frente a un vecino cada vez más fuerte, 
Chile. En ese momento la movilización, predominantemente urbana 
y muy concentrada en El Alto y La Paz, se fortaleció al personificar 
en el presidente Sánchez de Lozada al “modelo” que desde 1985 ha-
bía apuntado a una reforma institucional que contradecía los hábitos 
del “sentido común”. 



Roberto Laserna236

Así, los momentos de mayor visibilidad social han mostrado el vi-
gor y la profundidad de las raíces del rentismo corporativo, plasmado 
en la apelación al rol distributivo del Estado. Su persistencia no 
puede explicarse por la reiteración tradicional de comportamien-
tos o prácticas, sino por el hecho de que estos logran retroalimenta-
ción positiva en la forma de premios, beneficios, prestigio, influen-
cia y poder para los actores del rentismo. Estos son tanto colectivos 
o grupales como individuales, y no solamente justifican la acción to-
mada, incluso a despecho de las consecuencias negativas o de exclu-
sión que pueden tener para otros grupos, sino que se ofrecen como 
modelos susceptibles de ser replicados por otros. 

Por supuesto, los límites de este proceso están definidos por la 
disponibilidad de recursos para redistribuir y por la capacidad de 
tolerancia que tenga el Estado frente a las presiones de que es obje-
to. Dicha capacidad varía más que los recursos, pues está sujeta a de-
cisiones y voluntades políticas, es decir, humanas. En la historia bo-
liviana son muchos los momentos en los que se alcanzaron límites de 
violencia y represión que dieron señales de retroalimentación nega-
tiva a los grupos rentistas. Pero en el largo plazo prevalece en ellos 
el recuerdo de lo que lograron, que es el que finalmente estimula la 
reproducción del comportamiento social rentista. 

Cultura política e incentivos del rentismo

El renacimiento de los hábitos que en 2000 se habían presentado so-
lamente como reivindicaciones fundadas en la nostalgia estuvo en 
2003 alentado por la posibilidad de contar con una base material pa-
ra restablecerlos: el gas natural, cuyas reservas aumentaron justa-
mente en esos años. 

Para junio de 2005, cuando renunció Carlos Mesa a la presi-
dencia, la acción corporativa se había hecho vigorosamente estatis-
ta y, aunque era minoritaria en términos demográficos, tenía sus-
tentos ideológicos que posibilitaron su rápida irradiación hacia el 
resto de la población. Para muchos ciudadanos, incluso el abuso del 
que son víctimas en los bloqueos y a través de marchas amenazan-
tes y violentas resultaba tolerable por el carácter “justo y legítimo” 
que otorgaban al reclamo. Así, la “mayoría silenciosa” terminó siendo, 
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en gran medida, una mayoría condescendiente, que al callar otorga  
razón. 

“Nacionalizar”, es decir, colocar el gas bajo control directo del 
Estado equivale, en esa percepción, a recuperar la riqueza para la 
nación, la cual en la práctica está limitada a los grupos que ganan su 
derecho de inclusión o usufructo a base de “heroísmo colectivo”, es 
decir, de presión callejera, que se presume más heroica cuanto más 
violenta, aunque no se le oponga represión alguna, como ocurrió en 
gran medida bajo los gobiernos de Banzer y Mesa. 

Así volvió a articularse la que podríamos denominar columna 
vertebral de la ideología y práctica política tradicionales, formada 
por cuatro componentes. El corporativismo, el clientelismo, el esta-
tismo y el rentismo.

Por corporativismo entendemos la acción colectiva en la que pre-
domina un principio de identidad que afirma alguna característica 
particular de diferenciación frente al resto, y que aspira a convertir 
en estatales los intereses que en realidad son específicos del grupo y 
cuya realización puede ocurrir en detrimento del bien común. 

El clientelismo se refiere a una relación basada en el intercambio 
de favores; pueden ser materiales por simbólicos, como los que ocu-
rren cuando se otorga respaldo político a cambio de acceso privilegia-
do a recursos o servicios cuya asignación requiere el uso de poder.16 

Como estatismo definimos a aquella ideología que enfatiza el rol 
y la capacidad del Estado para la solución de los problemas sociales 
y económicos, y que, por tanto, tiende a depositar en los órganos pú-
blicos un poder discrecional excesivo y grandes expectativas, aun-
que difícilmente podrá cumplirlas. 

16.	 Es tan generalizada esta relación que incluso se establece más allá de la gestión 
política inmediata. Por ejemplo, la contribución de las regiones a la indepen-
dencia nacional, que se recuerda como principal fecha cívica en los departa-
mentos, ahora se considera como una suerte de “cumpleaños” de la región, en 
cuya celebración se esperan “regalos” del poder central, sea inaugurando obras 
o aprobando leyes, muchas veces inaplicables y casi siempre improvisadas. En 
el último 16 de julio se podía leer en la prensa: “La Paz recibirá sólo 3 leyes de 
regalo”, mientras se recordaba cómo en otras épocas ese número era mucho ma-
yor. Una de tales leyes creó una nueva sección municipal, generando un conflicto 
mayúsculo entre dos pueblos que disputan su derecho a ser la capital de ella.
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Y, como señalamos antes, el rentismo se manifiesta en la realiza-
ción de acciones colectivas destinadas a obtener, mediante la aplicación 
de poder político, una transferencia de bienes o servicios que no es 
equivalente al esfuerzo realizado para obtenerlos. Tal transferencia 
puede tomar la forma de una decisión política favorable, una asignación 
presupuestaria específica, subsidios, aranceles o servicios públicos.17 

De hecho, si observamos con detenimiento la situación actual en 
Bolivia encontraremos que esos cuatro componentes están presen-
tes y tienen fuerza, pero configuran todavía una columna precaria y 
endeble debido a que sus dos polos materiales son débiles. 

En efecto, el polo de la acción social, donde se asienta la prácti-
ca del corporativismo, es débil por la fragmentación de los actores: 
no existe un grupo con la consistencia social que tuvieron los mine-
ros para cohesionar con su energía las acciones colectivas. Estas tien-
den más bien a la dispersión, carecen de liderazgo. La victoria electo-
ral del MAS sugiere que ese partido podría convertirse en el núcleo 
de articulación de este polo, aunque al parecer ello ocurrirá más por 
una vía típicamente caudillista que por un modelo institucionalizado.

El otro polo, el del excedente económico, es cada vez más impor-
tante. El recurso natural existe, lo sabemos por los estudios pros-
pectivos realizados y las reservas probadas y probables, y por tanto 
sabemos que la riqueza ha sido descubierta y se puede imaginar su 
potencial económico, pero para que se realice en la medida de las ex-
pectativas se requieren nuevas y mayores inversiones y una integra-
ción más efectiva a los mercados. El gas natural es el elemento más 
importante de la política pero todavía no ha desarrollado toda su po-
tencialidad en la economía. 

17.	 Los cuatro conceptos están fuertemente relacionados y hasta podría decirse 
que son parte de un mismo fenómeno visto de perspectivas diferentes. Pero es 
útil diferenciarlos por el hecho de que cada uno pone énfasis en algo diferente 
que es necesario resaltar. Por ejemplo, la idea de corporativismo hace referen-
cia al principio identitario de la acción colectiva en tanto que el clientelismo a 
la naturaleza de la relación política que se establece en ella; y mientras el es-
tatismo destaca el rol esperado del Estado, el rentismo pone atención en los 
objetivos y finalidades perseguidas. Y aunque puede suponerse que no es difícil 
encontrarlos juntos y reforzándose mutuamente, el mismo caso boliviano que 
estamos analizando nos demuestra que no siempre ha sido así. 
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¿Puede superarse la subdemocracia del subdesarrollo?

Al comenzar esta reflexión nos preguntábamos ¿en qué medida es 
posible construir una democracia estable, es decir, institucionalizada 
y sustentada en una ciudadanía responsable y un Estado responsa-
ble en una sociedad tan heterogénea y desigual, relativamente estan-
cada y que sustenta sus expectativas en una riqueza que no crea? Y 
se sugería considerar la existencia de una subdemocracia en corres- 
pondencia al subdesarrollo. 

Utilizar nuevamente el prefijo “sub” puede herir sensibilidades, 
pues luego de haber sido muy empleado en los años cincuenta y se-
senta, se prefirió recurrir a una terminología más aséptica, como la 
de “en vías de desarrollo” o “del tercer mundo”. Pero aunque sea im-
precisa y hasta desagradable, convengamos en que la idea de “subde-
sarrollo”, como la de “subdemocracia”, es más directa y nos permite 
evitar el disimulo y la autocomplacencia en el debate. Además, siendo 
brusca o hasta torpe, conlleva también un desafío para la acción. 

La idea de subdesarrollo no se refiere solamente a característi-
cas descriptivas, como la pobreza extendida, la desigualdad, los bajos 
niveles de consumo, las altas tasas de natalidad y de mortalidad, el 
analfabetismo, la precariedad habitacional y escasa cobertura de ser-
vicios, sino sobre todo a un potencial desperdiciado y que no se apro-
vecha plenamente, y a aspiraciones humanas que no son satisfechas. 

Desde este punto de vista resulta todavía más pertinente hablar 
de subdesarrollo en Bolivia tomando en cuenta el agudo contraste 
entre las condiciones de vida de su población, el potencial que tienen 
sus enormes riquezas naturales y su posición geopolítica y el persis-
tente deterioro relativo de la posición del país comparada con la de 
sus vecinos. 

Como se ha tratado de mostrar en las páginas anteriores, pen-
samos que en la confluencia del ch’enko y el rentismo se encuentran 
las razones principales para que esto ocurra. No hay incentivos al 
aumento de la productividad y los incentivos que realmente existen 
desvían la creatividad y el esfuerzo colectivos hacia la captura de ri-
queza más que a su creación. 

La pregunta que queda es si puede hablarse de una “subdemocra-
cia” y, en caso de afirmarlo, cuál es su relación con el subdesarrollo. 
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Que hay democracia en Bolivia es indudable. Las principales auto-
ridades son elegidas en procesos ampliamente participativos y trans-
parentes, funcionan poderes institucionales diferentes y hay organis-
mos que protegen los derechos civiles, incluyendo los de asociación, 
libertad de expresión y movimiento, por mencionar algunos indicado-
res fundamentales. Pero es también indudable que hay muchos signos 
de precariedad que ponen en duda la calidad o solidez de la democra-
cia. La inestabilidad institucional es uno de ellos, incluyendo la sus-
titución de los golpes militares (1964, 1969, 1970, 1971, 1978, 1979, 
1980) por golpes sociales para reemplazar a los gobernantes (1984, 
2003 y 2005), y la facilidad con que se fuerza la renuncia de magistra-
dos de las Cortes Suprema, Electoral y Constitucional, o la permanen-
te “reforma institucional” que renueva la estructura del poder eje-
cutivo, de las superintendencias o de los niveles departamentales de 
gobierno. Luego de que en 1967 se reformara totalmente la Constitu-
ción Política del Estado, se introdujeron cambios en 1994 y 2005 y se 
ha forzado recientemente la instalación de una Asamblea Constitu-
yente que tiene la misión de fundar una vez más Bolivia.18 Si la ley fun-
damental de todo el sistema normativo del país está en duda, con ma-
yor razón lo están todas las demás normas e instituciones. 

Puede pensarse que esta es una exageración, porque más allá de 
los discursos, al final es poco lo que cambia. Pero no se trata de que 
haya o no cambios, sino de la precariedad o provisionalidad que ca-
racteriza a las instituciones. Porque en una sociedad de fuertes or-
ganizaciones corporativas y hábitos orientados a la acción directa y 
a métodos de presión social, la debilidad de las instituciones las ha-
ce vulnerables a intereses particulares que, al final, acaban despla-
zando o disolviendo el interés general. Una democracia de institu-
ciones que son fácilmente penetradas por el particularismo y en la 
que el bien común no puede reflejarse en sus acciones, es una subde-
mocracia. Quizás algunos prefieran hablar de la disociación entre la  

18.	 Forzada, porque se transgredieron los procedimientos para incorporar en la 
Constitución Política del Estado la figura de la Asamblea Constituyente, a fin de 
poder convocarla y ponerla en funcionamiento como lo exigía la presión calleje-
ra. Hasta entonces, la CPE podía reformarse en el Congreso siempre que se apro-
baran los nuevos contenidos en dos legislaturas diferentes y por dos tercios. 
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formalidad y la realidad de la democracia. Es lo mismo. De lo que ha-
blamos es, nuevamente, de una potencialidad que no se realiza, o de 
una promesa que no se cumple. 

Entre ambos “sub” es explicable el “des” contento.
Terminemos esta reflexión con la pregunta final que nos había-

mos planteado: ¿tiene algo que ver el “subdesarrollo” con la “subde-
mocracia”? En otras palabras, ¿son el ch’enko y el rentismo también 
trampas para la democracia? Todo indica que sí. 

Por un lado está la reconocida dificultad de armonizar institu-
ciones que corresponden a estructuras heterogéneas y racionalida-
des diferentes. Pensemos, por ejemplo, para mencionar algo muy sen-
cillo pero fundamental, en la escasa pertinencia de la individualidad 
en una organización que tiene fuertes bases comunitaristas. 

Por el otro, está la distorsión que el rentismo crea en la relación 
de la gente con el Estado, que mientras más control ejerza sobre re-
cursos económicos será más objeto de disputa de los grupos organi-
zados, de modo que sus políticas tenderán, al final, a reproducir pri-
vilegios y mecanismos de exclusión, incluidas las desigualdades del 
mismo ch’enko del que algunos obtienen ventajas. 

La democracia y el desarrollo requieren de un estado fuerte, y 
este solamente existe allá donde los ciudadanos lo sostienen y vigi-
lan, y le exigen servicios de calidad y entregados con eficiencia. Para 
que esto ocurra debe haber un mínimo de igualdad. Esta es la que se 
busca cuando se establece la ciudadanía como base del sistema polí-
tico. La ciudadanía es una condición que se adquiere, por ejemplo, pa-
gando impuestos además de votando, y una dependencia o subordi-
nación del Estado a ese ciudadano. Esto es muy difícil de lograr si el 
Estado, controlando una riqueza existente,19 puede prescindir de las 
contribuciones fiscales de una gran parte de la población y, sin em-
bargo, prestarle servicios como si fueran dones o favores, como “ca-
ballos regalados cuyos dientes no se miran”. 

La democracia no es imposible. El desarrollo tampoco lo es. Pe-
ro ambos requieren asumir desafíos mayores que los que hasta ahora 
hemos aceptado enfrentar.

19.	 Sea natural, como los minerales o el gas, o sean excedentes externos que le lle-
gan por la vía de la cooperación internacional, que al cabo funcionan igual. 
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El más importante es, probablemente, el de la construcción de 
ciudadanía. Hasta ahora el tema ha sido enfocado desde el lado de los 
derechos políticos, postulándose la necesidad de fortalecer la parti-
cipación, en lo que se ha venido en llamar el empoderamiento, y tam-
bién desde el lado de las instituciones, dado que la vigencia del estado 
de derecho protege, preserva y garantiza el ejercicio de los derechos 
ciudadanos. Los resultados obtenidos con estas políticas no son des-
preciables pero están muy lejos de haber resuelto los problemas. 

Los estudios sobre la pobreza contribuyen a entender por qué. La 
carencia de recursos sitúa a las personas en tal condición de vulnera-
bilidad que las hace extremadamente dependientes del clientelismo y 
la manipulación, sea de gobiernos, iglesias u organismos de coopera-
ción gubernamentales o no, o simplemente les impide disponer de las 
bases materiales que les permitan acceder a los derechos jurídicos y 
políticos que supuestamente las leyes les conceden. 

No es momento de revisar con detalle la literatura, pero pare-
ce haber acuerdo en que los programas y las políticas de lucha con-
tra la pobreza tampoco resultaron muy exitosos y en muchos casos 
fueron incluso contraproducentes, pues acentuaron la dependencia y 
erosionaron las fuentes de seguridad de sus beneficiarios. De ahí que 
se ha planteado la necesidad de fortalecer, ampliar o cuando menos 
formalizar la disponibilidad de activos.20 Incluso en muchos casos se 
ha vuelto a insistir en la fórmula de la distribución de tierras, es de-
cir, en la reforma agraria, que tuvo tanto éxito en el siglo XIX pero que 
perdió relevancia con la industrialización y más aún en la economía 
contemporánea, cada vez más integrada y dinamizada por la infor-
mación y el conocimiento.21 

20.	 El BID, bajo la conducción de Orazio Atanasio y Miguel Székely, organizó un in-
teresante esfuerzo de investigación en esta línea, cuyos resultados se publica-
ron en la revista El Trimestre Económico (n° 263, de julio-septiembre de 1999, 
FCE, México), y Hernando de Soto ha abogado insistentemente por la necesidad 
de dar seguridad jurídica a la propiedad de los informales para facilitar su con-
versión en capital. Ver El otro sendero y sobre todo El misterio del capital. 

21.	 Las reformas agrarias latinoamericanas tampoco han sido muy exitosas, ni 
siquiera cuando llegaron a cumplir sus metas distributivas como en Bolivia. 
Agotado el primer impacto, la sujeción a la tierra parece haber encadenado a la 
población campesina a la pobreza, pues permitió la renovación del ch’enko. 
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En todo este proceso se perdió de vista que el activo más impor-
tante que podría estar en manos de la gente, tanto para sostener su 
condición ciudadana como para darle la oportunidad de desarrollar 
sus capacidades, eran esos mismos recursos naturales que, concen-
trados en el Estado, no han hecho más que afianzar el rentismo cor-
porativo y sus perniciosas consecuencias. No se trata, por supues-
to, de distribuir los recursos naturales mismos como activos, sino de 
convertir en un derecho ciudadano el usufructo directo de las rentas 
que su explotación genera.22 El acceso a esos recursos, a través del 
gasto público, ha sido desigual y excluyente, y ha estado casi siempre 
sujeto a elevados riesgos de corrupción, clientelismo y prebendalis-
mo. Sólo si se establece como un derecho se evitará su manipulación 
burocrática y las personas tendrán la certidumbre necesaria para 
invertirlos de una manera que les sea beneficiosa.23 Y si no, de todos 
modos habrán ejercido su derecho y tendrán que asumir su propia 
responsabilidad por las consecuencias de sus actos y de sus decisio-
nes. En eso consiste, precisamente, la ciudadanía. 

22.	 Es como si, en vez de distribuir la tierra, se le permitiera a cada uno disponer 
de una parte de lo que ella rinda en forma de renta, liberándolo de la obligación 
de trabajarla directamente y de convertirse en agricultor o pastor, y dándole 
por tanto la oportunidad de elegir lo que el dinero le permita hacer o comprar. 
Ya no se plantearía el dilema de darle el pescado o la caña de pescar al pobre, 
sino de otorgarle la posibilidad de que decida por su cuenta si quiere el pes-
cado, la caña o lo que se le ocurra y desee. Esto mismo ha sido planteado por 
Thomas Palley, Nancy Birdsall y Arvind Subramanian para el caso de Irak, y 
por Xavier Sala i Martín y Arvind Subramanian para Nigeria. 

23.	 No hay mucha literatura sobre el tema pero las pocas evaluaciones que se co-
nocen de los programas de transferencia de efectivo a los pobres (cash trans-
fers) muestran que todos han resultado exitosos, y más aún cuanto más uni-
versales y menos sujetos a decisiones burocráticas han sido. La mayor parte de 
esos programas condicionan la transferencia de efectivo a ciertos requisitos 
(asistencia a la escuela, vacunaciones y revisiones sanitarias, demostrar que 
carece de medios, etc.), pero no son los requisitos los que determinan el éxito 
sino la transferencia en efectivo, que es el único elemento común de todos esos 
programas. La evidencia adicional dice que el éxito es mayor cuanto menos y 
más flexibles son los requisitos que condicionan la transferencia. Ver por ejem-
plo Tabor (2002), que contiene referencias a varios estudios sobre el tema.
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Por supuesto que esta opción será resistida por la burocracia fis-
cal, que puede contar con el respaldo de una larga tradición ideoló-
gica que estará temerosa de que los servicios públicos y la reiterada 
oferta estatista pierdan recursos. Pero la crisis fiscal puede evitar-
se si se desarrolla un adecuado sistema impositivo que, ciertamente, 
podría empezar por gravar la misma renta que se distribuya,24 y que, 
al fin de cuentas, es el que permite el funcionamiento de los aparatos 
estatales donde no abundan los recursos naturales. No es casual que 
sea precisamente en estos casos donde la democracia es más sólida, 
pues se funda en estados y ciudadanías más fuertes. 

Podría también objetarse la propuesta argumentando que ella 
no resuelve sino que consolida el rentismo. Esto es cierto pero sólo 
si no se diferencia un rentismo corporativo, que incentiva la acción 
particularista y excluyente y por tanto desvirtúa la acción política 
utilizándola como un disfraz de la pugna económica, de un rentismo 
individual y universal, que puede más bien afirmar la responsabili-
dad y la libertad de las personas. De modo que es verdad, la propues-
ta no elimina el rentismo, pero podría reemplazar uno perverso, que 
es el vigente, por otro virtuoso. 

En cuanto a las consecuencias que esta propuesta podría tener 
sobre el desarrollo económico, se dirá que no es razonable distribuir 
recursos que ya están concentrados y listos para la inversión. ¿Vale la 
pena recordar que esta objeción se basa en el ilusorio supuesto de que 
esa inversión se ha de realizar efectivamente y que va a ser tan ren-
table y eficiente como lo promete el discurso político? ¿Y que esa pro-
mesa nunca pudo cumplirse? En realidad, en términos de desarrollo, 
lo importante es preguntarse quién está mejor capacitado para trans-
formar una riqueza natural no renovable en una riqueza sostenible, ¿la 
burocracia política o la gente? La experiencia histórica ha dado ya res-
puestas bastante claras a este dilema. Por supuesto, tampoco hay ga-
rantía alguna de que estos recursos, dispersos y en poder de la gente, 

24.	 Esta es, en efecto, la propuesta formulada por Martin Sandbu en la revista World 
Development, quien sugiere establecer las “cuentas de riqueza natural” (natural 
wealth accounts) a nombre de cada ciudadano, de modo que aun si el Estado co-
brara un impuesto del 100% sobre las rentas, ya habría cambiado para bien la 
calidad de su relación con la población y esta sería más consciente y exigente. 
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sean invertidos productivamente, pero aun si se destinaran al consu-
mo tendrían no solamente un impacto de equidad muy importante si-
no que generarían un efecto multiplicador que ampliaría los merca-
dos de una manera suficientemente significativa como para, a su vez, 
estimular nuevas inversiones destinadas a abastecerlos. 

¿Resuelve esta idea la cuestión del ch’enko? En la medida en que 
la distribución sea universal crearía la oportunidad de que incluso 
las economías más aisladas puedan establecer un vínculo monetario 
con el mercado, reduciendo por tanto su vulnerabilidad y los riesgos 
del intercambio que, en gran medida, explican las resistencias que 
tienen frente a este quienes se refugian en las economías naturales y 
familiares.25 

Existe también el riesgo, dependiendo de los montos a los que 
alcance una eventual distribución individual y de la importancia re-
lativa que tenga para la persona, de que la recepción de una renta 
segura desaliente el esfuerzo laboral y la iniciativa productiva. Pe-
ro ello supondría que o los montos son muy altos y llegan a satisfa-
cer las expectativas de consumo, o que las expectativas son muy ba-
jas y no aumentan. Un rápido cálculo sugiere que ninguna de las dos 
opciones es muy probable, y, si lo fuera, sería posible introducir me-
canismos tributarios o restricciones a la producción para limitar los 
montos y administrar mejor los impactos de sumas muy elevadas. 

Finalmente, aunque no es la menos importante, está la cuestión 
de la volatilidad asociada a los ciclos exportadores de materias pri-
mas y los efectos de inestabilización que tienen para las economías 
que dependen de ellos. Se trata de un problema importante que ha 
sido resuelto en muchos casos mediante la creación de fondos de es-
tabilización que supuestamente absorben dinero en los auges y lo 
distribuyen en las contracciones. Fuera de que estos fondos funcio-
nan mucho mejor en la teoría que en la realidad, el problema no tie-
ne que ver con la distribución de la renta sino con las características 
mismas del mercado. Y si los fondos de estabilización no funcionan, 

25.	 En consecuencia, si en una economía más integrada y dinámica alguna gente 
optara por conservar tradiciones, ya no será como mecanismo de defensa fren-
te a las incertidumbres del cambio, sino como opción de identidad cultural.
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lo que sí se ha observado es que la gente está mejor preparada que 
los burócratas para administrar este tipo de problemas, como lo 
mostró Paul Collier al estudiar el caso de los productores de café en 
Kenya.26 

En todo caso, el debate y la reflexión sobre esta propuesta pue-
de prolongarse y tratar toda la enorme diversidad de aspectos que 
toca. Lo que está claro es que es necesario cambiar la situación ac-
tual de subdesarrollo y subdemocracia, y que no pueden esperarse 
resultados diferentes si se continúan repitiendo las mismas prácti-
cas y políticas que han generado esa situación y que la reproducen y 
reavivan continuamente.

Para enfrentar este desafío Bolivia vive un momento crucial, 
pues el nuevo boom exportador está recién empezando, por lo que 
los recursos recién han comenzado a llegar, y tiene ya una experien-
cia de distribución universal de efectivo que ha demostrado que es 
administrativamente viable y económicamente efectiva: el bonosol o 
pensión universal de vejez que se estableció en 1996.27 

Hay, sin embargo, un obstáculo formidable, y es que la fuerza de 
la tradición ha canalizado las expectativas de la población hacia el 
estatismo, reanimando a los viejos actores del rentismo corporativo, 
y ha respaldado un proyecto de poder que entiende el ch’enko como 
un principio fundamental de identidad que intenta cristalizar en un 
nuevo orden jurídico. De modo que el riesgo mayor que corre Bolivia 
es el de desperdiciar una nueva oportunidad para afianzar la demo-
cracia e impulsar el desarrollo. Pero hay que insistir en que ese des-
tino no es inevitable y que, como se ha sugerido en los párrafos ante-
riores, hay un gran espacio para encontrar y construir alternativas 
que den respuestas efectivas a las aspiraciones de la población. 

26.	 Ver Collier y Gunning (1999). 
27.	 La evaluación más reciente de esta experiencia está contenida en La inversión 

prudente (2006), que reúne seis estudios independientes sobre el tema. 
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Ecuador: el fracaso de lo que nunca existió

Simón Pachano*

Resumen

Este artículo analiza el fracaso de los reiterados intentos de implan-
tación de políticas de apertura y liberalización de la economía, así 
como de modernización del Estado (reducción del aparato adminis-
trativo, desregulación, descentralización). Considera a los arreglos 
institucionales y a los cálculos estratégicos de los actores políticos y 
sociales como los factores que explican la ausencia de consensos en 
torno a un modelo económico en el Ecuador. El texto pone atención 
en la consolidación de un alto número de actores con poder de veto 
que obtienen beneficios en un modelo rentista de matriz estatal. Fi-
nalmente, revisa brevemente las perspectivas de análisis desde las 
que se ha buscado explicar este proceso.

Introducción

Desde 1981, cuando se introdujeron las primeras medidas de ajus-
te en la economía, no ha sido posible establecer acuerdos estables y 
de largo alcance en torno a las políticas económicas y sociales en el 
Ecuador. Los sucesivos gobiernos, cada uno de ellos encabezado por 

*	 Este texto es una versión revisada del que se publicó en el libro La trama de 
Penélope y constituye una síntesis del trabajo desarrollado durante la estadía 
como visiting fellow en el Kellogg Institute, en el otoño de 2003. Agradezco los 
sugerentes comentarios de Romeo Grompone a la presentación de la versión 
preliminar en el seminario realizado en Lima en agosto de 2006.



Simón Pachano252

un partido diferente o por presidentes sin partido, intentaron apli-
car políticas de similar orientación, pero todos debieron enfrentar 
fuertes movilizaciones de los sectores laborales, la oposición de di-
versos sectores empresariales y el bloqueo por parte de los partidos 
políticos que contaban con representación en el Congreso Nacional. 
Los intentos de apertura y liberalización de la economía han encon-
trado fuerte resistencia no solamente en los sectores que podían ser 
potenciales perdedores en un proceso de este tipo (trabajadores, 
campesinos) y de los opositores ideológicos, sino también de los que 
se supone podrían obtener ventajas e incluso de los que decían apo-
yarlos. El resultado de este juego reiterativo ha sido un proceso per-
manente de avances y retrocesos que, a su vez, ha desembocado en 
la configuración de un modelo económico híbrido caracterizado por 
la coexistencia de elementos propios del centralismo estatal con los 
de una economía abierta.1 Por un lado, la preservación del papel cen-
tral del Estado en la asignación de recursos impide colocar al Ecua-
dor dentro de la corriente neoliberal predominante en América Lati-
na. Por otro lado, la instauración de ámbitos en los que tiene vigencia 
la economía de mercado, la parcial apertura hacia el exterior, algu-
nas medidas de flexibilización laboral y una caótica reforma finan-
ciera no permiten asegurar que se ha conservado en su totalidad el 
modelo previamente existente.2

Independientemente de la opinión acerca de los contenidos de las 
políticas —que no es materia del presente análisis—, cabe pregun-
tarse por las causas de este proceso contradictorio. Si se asume una 

1.	 Análisis de los avances y retrocesos a lo largo de la década de 1980 se encuen-
tran en Thoumi y Grindle (1992), Conaghan, Malloy y Abugattás (1990) y Cona-
ghan y Malloy (1994). En el primero se pone énfasis en el carácter inacabado 
del proceso de reformas, con especial referencia a los ciclos políticos de la eco-
nomía. Un estudio reciente es el de Mejía et al. (2004), que ofrece un panorama 
más completo y que asienta sus explicaciones en las características del sistema 
político.

2.	 Según un análisis comparativo de 19 países de América Latina, en 1999 Ecua-
dor ocupaba el cuarto lugar de los que en menor medida habían impulsado las 
denominadas reformas estructurales, que comprendían apertura comercial, li-
beralización financiera, privatización, reforma laboral y reforma fiscal (Lora y 
Panizza 2003: 126; véase también Correa 2002: 92). 
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visión de conjunto de América Latina, se observa que Ecuador es uno 
de los pocos países en que no prosperaron las políticas del denomi-
nado Consenso de Washington.3 Por consiguiente, es pertinente pre-
guntarse por las causas que llevaron a configurar una situación que, 
de hecho, coloca al país al margen de la corriente predominante en el 
contexto continental. Por ello llama la atención no solamente la esca-
sez de estudios sobre el tema, sino que la mayor parte de la reflexión 
académica considere que este no existe, es decir, que no es un proble-
ma que debe ser explicado.4 No lo es, seguramente, porque en general 
los estudios de la economía como de otras ramas de las ciencias so-
ciales han partido de la premisa de que a lo largo de este proceso se 
implantó una economía de corte neoliberal.5 De este modo se ha eli-
minado casi completamente la discusión acerca del proceso de for-
mulación de políticas y sobre todo de aplicación de estas, lo que quie-
re decir que se ha dejado de lado el contenido propiamente político de 
la definición del rumbo económico del país.6 

Mi interés en el presente trabajo es entrar precisamente en ese 
campo. Para hacerlo, y como he señalado antes, tomo como premisa la 

3.	 Los otros países en que esas políticas no pudieron ser implantadas son Vene-
zuela, Nicaragua y Uruguay. Desafortunadamente, no existen estudios compa-
rativos que den cuenta de los procesos seguidos en cada uno de ellos, pero se 
puede suponer que son más numerosas las diferencias que las semejanzas. Sin 
embargo, es probable que entre Ecuador y Venezuela se encuentren algunas si-
militudes.

4.	 En la última sección analizo brevemente algunos de los estudios desarrollados 
sobre esta materia. 

5.	 Estudios como los de Acosta (2000), Salgado (2001) y Schuldt (1994) se inscri-
ben en esa perspectiva que considera un hecho indiscutible la existencia de un 
ordenamiento neoliberal en el Ecuador. En la posición opuesta, que es mucho 
menos influyente en el campo académico, se cuentan trabajos como los de Ar-
mijos y Flores (1991), Hey y Klak (1999), Dahik (1991) y Lucio Paredes (2000).

6.	 Una excepción en este sentido es, como he señalado antes (véase nota número 
1), el trabajo de Mejía et al. (2004). A este debe añadirse, dentro de una visión 
comparativa, el reciente informe del Banco Interamericano de Desarrollo (BID 
2006), que aborda como núcleo central “el proceso de formulación de políticas 
(PFP)” (Ibíd.: 4). Como antecesores de estos trabajos se pueden considerar los 
de Conaghan, Malloy y Abugattás (1990), Conaghan y Malloy (1994), Thoumi y 
Grindle (1992), Araujo (1998), Montúfar (2000) y parcialmente el de Schuldt 
(1994).
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construcción inacabada de un orden económico claramente definido 
—independientemente de su contenido—, derivada de la ausencia 
de consensos en torno a la orientación de la economía.7 No niego los 
reiterados intentos de sucesivos gobiernos por implantar un modelo 
neoliberal, pero sostengo que esos esfuerzos nunca arrojaron los re-
sultados esperados por ellos. Es precisamente la constante reitera-
ción en la introducción de esas políticas la que llama la atención y la 
que demuestra el carácter inacabado del proceso, ya que de otra ma-
nera no habría sido necesario insistir en ellas. 

Un análisis de este tipo puede poner énfasis en uno de los múl-
tiples niveles que inciden sobre el proceso de definición de políticas, 
ya sea el estructural, el cultural, el institucional o el de las decisiones 
y las prácticas de los actores sociales y políticos. En el medio acadé-
mico ecuatoriano ha predominado el primero (Acosta 2000, Salgado 
2001, Araujo 1998, Armijos y Flores 1991), mientras la perspectiva cul-
tural se ha ocupado de aspectos más generales, con escasa atención a 
los procesos de formulación de políticas (Bustamante 1984, 1997; Me-
néndez 2001, Hurtado 2006, Seligson y Córdoba 2002, 2006). Así mis-
mo, la visión institucional se ha preocupado de temas diferentes a este, 
como los partidos políticos, los procesos electorales y la relación entre 
el gobierno y el Congreso (León 2001, Freidenberg 2005, Freidenberg y 
Alcántara 2001a, Ibarra 1994, 1996; Mejía 1998, 2002, 2004; Pachano 
2000, 2001; Sánchez 1999, Sánchez Parga 1998, Verdesoto, 1994).

Por diversas razones, considero que el tema debe ser tratado des-
de una perspectiva que integre el nivel institucional y el de las decisio-
nes estratégicas de los actores sociales y políticos. La primera de esas 

7.	 Debo destacar el carácter secundario que tiene para este análisis el contenido 
o la orientación de las políticas, ya que lo que importa realmente es la ausen-
cia de consensos en torno a ellas. Generalmente se ha visto el problema única-
mente como rechazo a la receta neoliberal del Consenso de Washington, pero 
lo mismo puede decirse de la ausencia de acuerdos en torno a las políticas que 
buscan mantener la orientación anterior. Esto puede llevar a tratar el tema co-
mo un enfrentamiento de dos concepciones claramente definidas, pero en mi 
opinión —como se verá a lo largo de este texto— esa perspectiva puede dar 
apenas una explicación parcial. El problema es mucho más complejo, ya que 
los diversos actores sociales y políticos han cambiado permanentemente de 
posición.
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razones proviene de una visión comparativa, que identifica las dife-
rencias que se producen entre países con características estructurales 
bastante similares cuando son distintas las instituciones y las prácti-
cas de los actores.8 La segunda razón es que tanto los acercamientos 
estructurales como los culturales no ofrecen explicaciones satisfacto-
rias. Los primeros conducen a niveles de generalidad muy amplios que 
desembocan en apreciaciones mecanicistas en las que prácticamen-
te no tiene cabida la dimensión propiamente política del asunto. Los 
otros corren siempre el riesgo de perder la capacidad de definir ade-
cuadamente la relación causal o, dicho de otra manera, de identificar 
con precisión la variable dependiente y las variables independientes, es-
pecialmente cuando se considera a los factores culturales como la cau-
sa fundamental y no como una construcción social. La última razón se 
fundamenta en la necesidad de detectar los factores estrictamente po-
líticos y valorar su peso en el proceso de definición de políticas. Sin que 
esto signifique negar la incidencia que pueden tener otros aspectos, es 
innegable que las definiciones políticas se sitúan por encima de ellos y 
los determinan. Por consiguiente, se hace necesario un acercamiento 
que reconozca como elementos centrales a las decisiones y a las prácti-
cas de los actores políticos dentro de un marco institucional. En defini-
tiva, es necesario contar con un marco metodológico y conceptual que 
apunte a descifrar la racionalidad de los actores y que ofrezca los ele-
mentos adecuados para valorar el peso y la incidencia de cada uno de 
ellos en el proceso de definición de las políticas. 

El proceso de las políticas

Con el fin de contar con una visión de conjunto, considero necesario 
hacer un breve recuento del proceso político vivido en Ecuador des-
de el retorno a la democracia en 1979, destacando las orientaciones de 
las políticas económicas impulsadas por cada uno de los gobiernos y 
los problemas que debieron enfrentar en su momento. Los presidentes 

8.	 Los ejemplos más claros para el caso ecuatoriano son los de Bolivia y Perú, paí-
ses muy similares en términos estructurales, pero con grandes diferencias en 
lo institucional y en las prácticas y cálculos estratégicos de los actores políti-
cos y sociales.
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—independientemente de sus respectivas posiciones políticas— in-
variablemente adoptaron duras medidas al inicio de sus respectivos  
períodos, pero siempre dieron marcha atrás hasta terminar, en la ma-
yor parte de los casos, en formas de populismo económico (Conaghan, 
Malloy y Abugattás 1990, Thoumi y Grindle 1992). Como he señalado al 
inicio, todos los intentos de aplicación de políticas económicas tuvieron 
similar orientación pero se encontraron con la oposición generalizada, 
entre ellos la de quienes a su vez trataron de impulsar medidas de esa 
naturaleza cuando les correspondió la conducción del gobierno.9 

Durante la década de 1970, la economía ecuatoriana había ex-
perimentado las más altas tasas de crecimiento de su historia y ha-
bía asistido a transformaciones estructurales desconocidas hasta 
entonces.10 Sin embargo, los signos auspiciosos del primer gobierno 
constitucional (1979-1984), que hacían esperar una virtuosa combi-
nación de democracia, crecimiento económico y bienestar de la po-
blación, llegaron a su fin al comenzar la década de 1980 y obliga-
ron a tomar medidas drásticas.11 En la medida en que no estuvieron 
presentes los problemas que en ese momento azotaban a la mayor 
parte de países del continente (altas tasas de inflación, déficit fis-
cal inmanejable, gran peso de la deuda pública sobre el presupuesto, 

9.	 A esto cabría añadir la ausencia de propuestas alternativas. Las agrupaciones 
políticas y sociales opuestas a la corriente neoliberal no han logrado rebasar 
el nivel discursivo general y finalmente, cuando han debido formar parte del 
gobierno, han reproducido las mismas prácticas que las demás. Los ejemplos 
más ilustrativos son los de Izquierda Democrática en el período 1988-1992 y 
Pachakutik y MPD en 2003.

10.	 Entre 1972 y 1980, la economía creció a una tasa promedio de 10,8%. La trans-
formación de la estructura económica se expresó fundamentalmente en el alto 
crecimiento de los sectores industrial y de servicios frente al relativo estanca-
miento del agrícola (Araujo 1998: 4, Thoumi y Grindle 1992: 25 y ss). 

11.	 En marzo de 1981, el gobierno presidido por Jaime Roldós elevó los precios de 
los combustibles, de las tarifas eléctricas y del transporte, y en diciembre del 
mismo año prohibió la importación de vehículos (Cf. Araujo 1998: 18). En mar-
zo del siguiente año, bajo la presidencia de Osvaldo Hurtado, se decretó una 
devaluación del 20% con referencia al denominado dólar de intervención, y en 
mayo del mismo año una nueva devaluación del 32% para el dólar del mercado 
libre (Ibíd.: 18). Este conjunto de medidas parecía anticipar una redefinición 
de la economía en la dirección que lo hacían en ese momento varios países de 
América Latina.
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entre otros), la aplicación de medidas de ajuste y estabilización tu-
vieron un carácter estrictamente coyuntural. Su objetivo era el  
retorno al equilibrio de las condiciones previamente existentes y no el 
cambio de modelo económico (Araujo 1998: 31, Schuldt 1994: 72). La 
confianza depositada en la explotación petrolera influyó decisivamen-
te en estas decisiones, pero fueron más importantes las consideracio-
nes de carácter político y social. En efecto, la debilidad política del pri-
mer gobierno de la etapa democrática y la fuerte convulsión social a la 
que debió enfrentarse a lo largo de su período frenaron todos los in-
tentos de avanzar en el proceso de reformas estructurales.12

En síntesis, durante el primer gobierno de esta etapa se dibu-
jó un esquema que combinaba algunos elementos propios de la or-
todoxia neoliberal con otros que eran claramente reminiscencias del 
pasado.13 La aplicación de políticas de ajuste y de austeridad debía 
enfrentar, en primer lugar, a las conductas rentistas que se habían 
generalizado a lo largo de una década de auge económico. En esas 
condiciones era muy poco probable que cualquier sector social apos-
tara por el cambio del statu quo, ya que eso de hecho introducía ele-
mentos de incertidumbre en tanto podía verse afectada su posición 
en la asignación de recursos. En segundo lugar, debió sufrir la alta 
conflictividad política y social provocada en gran medida por la apli-
cación de esas mismas medidas, pero también por otros factores que 
en adelante se fueron estableciendo como características de la políti-
ca ecuatoriana.14 En tercer lugar, se vio relegada por el predominio de 
una visión de los problemas como desajustes coyunturales y no como 

12.	 Las medidas económicas encontraron resistencia en los sectores de trabajado-
res organizados. En mayo de 1980, se desarrolló la primera huelga nacional, 
convocada por el Frente Unitario de Trabajadores. En octubre de 1982, las pro-
testas llegaron a su nivel más alto y contaron con el apoyo de las cámaras em-
presariales, lo que puso al gobierno al borde del colapso. Estas últimas se pro-
dujeron por las limitaciones a los incrementos de salarios, los recortes al gasto 
público y la elevación del precio de la harina (Thoumi y Grindle 1992: 40). 

13.	 Entre estas últimas cabe destacar la sucretización de la deuda, que constituyó 
un subsidio generalizado a los empresarios.

14.	 Las demandas orientadas hacia el gobierno central no se originan únicamente 
en las medidas económicas que este toma. Ellas se expresan más bien en la con-
ducta rentista generalizada.
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fallas estructurales, con lo que se dejaba abierta una ancha puerta 
para el surgimiento de las demandas de corto plazo.15 Finalmente y 
como factor fundamental, las medidas de ajuste se enfrentaron a po-
derosos actores sociales que se beneficiaban de las condiciones exis-
tentes y que lograban establecer su presencia directamente en el 
sistema político (Conaghan, Malloy y Abugattás 1990: 10).16 La capa-
cidad de veto de estos actores basada en la disponibilidad de grandes 
recursos materiales y políticos fue decisiva en el destino de la agenda 
gubernamental. La debilidad del gobierno —apoyado por una minús-
cula bancada parlamentaria— fue fundamental en este sentido.17 A 
ello contribuyó también la fragmentación del Congreso, en donde se 
constituyó una oposición heterogénea que confluía únicamente por 
el cálculo del beneficio que le podía significar a cada uno de sus inte-
grantes el desgaste del gobierno. La orientación y los contenidos de 
las políticas económicas y sociales pasaban así a segundo plano.18 

15.	 “Estas medidas se formularon para resolver los déficit presupuestales y de 
cuenta corriente, y no como parte de un cambio estructural necesario para la 
economía” (Thoumi y Grindle 1992: 37). Cabe destacar que este punto consti-
tuye una de las líneas divisorias más importantes entre las diversas apreciacio-
nes acerca del proceso de definición de políticas económicas en el caso ecuato-
riano.

16.	 Hey y Klak (1999) tienen una interpretación diametralmente opuesta a esta. 
Aseguran que Ecuador logró el desplazamiento desde un modelo económico 
orientado desde el Estado hacia la concepción neoliberal, y que esta transición 
puede explicarse por cuatro factores contextuales: a) los problemas financie-
ros, b) los factores ideológicos globales, c) la percepción de ausencia de alter-
nativas, y d) la debilidad de la oposición popular (1999: 66). Mi opinión es que 
solamente el primero resulta aceptable como factor explicativo. Como se verá 
a lo largo de este artículo, los otros tres más bien aparecen como obstáculos no 
solamente para definir una orientación neoliberal, sino para lograr acuerdos 
sobre cualquier tipo de política económica. 

17.	 Aunque este fue el que obtuvo la bancada más numerosa en los 27 años de de-
mocracia, antes de su posesión ya dejó de contar con ella debido al desplaza-
miento de su partido (CFP) a la oposición. Durante todo su período fue un go-
bierno de minoría.

18.	 El caso más claro se encuentra en el Partido Social Cristiano (PSC), que, a pe-
sar de su estrecha vinculación con intereses empresariales, desarrolló una 
oposición radical, independientemente de los contenidos de las políticas. Su lí-
der, León Febres Cordero, que había representado a las cámaras empresariales 
cuando existieron las denominadas senadurías funcionales (corporativas), fue 
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El siguiente gobierno (1984-1988) se inició con un paquete de 
medidas económicas de similar orientación a las que había impulsado 
la anterior administración, y a las que se había opuesto radicalmente 
el presidente que asumía, Febres Cordero.19 A lo largo de los dos pri-
meros años de su gestión se encaminó claramente por la ruta del neo-
liberalismo, lo que logró en gran medida por la existencia de vacíos e 
indefiniciones en las normas que regulaban las funciones del Congre-
so y sobre todo por la utilización del procedimiento de urgencia eco-
nómica (que faculta al gobierno a presentar leyes con carácter de de-
creto que deben ser tratadas por el Congreso en un plazo perentorio). 
La estrategia gubernamental consistente en el envío simultáneo de 
varios proyectos calificados como urgentes —con el fin de que el Con-
greso no dispusiera del tiempo suficiente para tratarlos— era un in-
dicador de su propia debilidad. En efecto, el gobierno había triunfado 
en la segunda vuelta con un margen muy estrecho (1,5 puntos por-
centuales, el más pequeño desde la utilización del ballotaje) y contaba 
con una bancada de minoría en el Congreso.20 Sin embargo, en el se-
gundo año de su gestión logró inclinar la mayoría legislativa a su fa-
vor y de esa manera llevó adelante lo fundamental de su programa 
económico. Para lograrlo debió acudir a la desafiliación de diputados 
de diversos partidos, que en adelante se convertiría en práctica co-
rriente de la política ecuatoriana.

Esas prácticas del gobierno, especialmente su carácter auto-
ritario, que colocaba a la política en una situación de ganadores y 

el principal opositor de esas políticas, lo que causa sorpresa en los observadores 
externos (Thoumi y Grinle 1992: 49, Conaghan, Malloy y Abugattás 1990: 11 y 
Barczak 2001: 53).

19.	 Sus principales medidas fueron la devaluación de la moneda, el recorte del gas-
to social, la liberalización del comercio por medio de la eliminación del control 
de precios en la mayoría de artículos y la eliminación de las regulaciones de 
las tasas de interés (Hey y Klak 1999, Schuldt 1994: 48). Adicionalmente, logró 
la aprobación de leyes orientadas a la liberalización de precios y de comercio, 
pero a la vez realizó una nueva sucretización de la deuda en condiciones más 
ventajosas para los deudores privados.

20.	 Aunque los partidos que confluían en algunas votaciones en el apoyo al gobier-
no representaban el 42,2% del total de diputados, nunca llegaron a constituir 
una coalición estable. Los partidos claramente gubernamentales (PSC y PL) 
significaban menos de la quinta parte del total del Congreso.
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perdedores absolutos, fueron cerrando los espacios en que podía mo-
verse. A esto se añadió el cambio de las condiciones del entorno eco-
nómico que, para el fin de su segundo año, se presentaban poco favo-
rables.21 Paralelamente, los errores y abusos presidenciales llevaron 
a un enfrentamiento con un sector militar que terminó con el secues-
tro del presidente por parte de un grupo de militares en una base de 
la Fuerza Aérea. Todo ello debilitó aún más al gobierno, lo que se ex-
presó en los resultados electorales de medio período (1986), en los 
que los partidos de la oposición obtuvieron la mayoría de los puestos 
del Congreso (54,4%) a pesar del incremento de escaños logrado por 
el partido del presidente. Frente a esas condiciones, el gobierno dio 
un giro radical a su orientación económica y revirtió totalmente las 
reformas económicas que había realizado hasta entonces. Así, la se-
gunda mitad de su período se caracterizó por el fin de la austeridad, 
el dispendio en el gasto y, la pérdida de control de las variables ma-
croeconómicas, con consecuencias tan graves como la caída del PBI 
en 6% en 1987, el incremento de la inflación al 85,7% en 1988 (Arau-
jo 1998: 53) y una devaluación del 51% en 1987 y del 95,3% en 1988 
(Thoumi y Grindle 1992: 65). De este modo, el que aparentemente se-
ría el primer gobierno neoliberal ecuatoriano terminó como una nue-
va experiencia de conducción económica populista.22

Llama la atención la ausencia de apoyo decidido y estable en torno 
a la política económica del gobierno por parte de los sectores que po-
drían considerarse afines a este, especialmente aquellos que se opo-
nían a la intervención estatal en la economía. La manera en que se ha-
bía llevado la campaña electoral (posiblemente la de mayor contenido 
ideológico del período), así como la estrecha vinculación del presiden-
te y en general de los integrantes del gobierno con los sectores empre-
sariales, hacían prever un acuerdo programático del mismo tipo de los 

21.	 La caída de los precios del petróleo en el mercado internacional a comienzos de 
1986 significó un golpe muy fuerte para el presupuesto estatal. 

22.	 Schuldt (1994: 66) interpreta el giro en la política económica como el resulta-
do del “ciclo político de la economía”. El elemento fundamental sería el interés 
gubernamental por responder favorablemente a las clientelas políticas en mo-
mentos electorales. Considero que es una explicación válida pero limitada, ya 
que atribuye toda la causalidad sólo a la variable electoral. 



8 / Ecuador: el fracaso de lo que nunca existió 261

que ya para ese momento se habían establecido en varios países lati-
noamericanos. Pero las brechas regionales que separaban a los grupos 
económicos, la inclinación claramente favorable del gobierno hacia al-
gunos de ellos —y la consecuente exclusión de otros—, el temor a per-
der privilegios, el estilo autoritario y confrontacional del presidente, 
así como el giro realizado a partir de la mitad del mandato pueden ex-
plicar ese fracaso. De cualquier manera, lo que interesa es que aun en 
un caso como este, que contaba con condiciones claramente favorables 
para impulsar una política económica determinada, fue imposible ha-
cerlo. Ciertamente, entre las causas se puede señalar a la orientación 
concentradora y excluyente de esa política, pero ello sería válido sola-
mente para explicar el alejamiento de los partidos de izquierda y las 
organizaciones sociales, mas no para los sectores empresariales y los 
partidos de derecha, que sin duda jugaron un papel fundamental.23

El gobierno elegido para el período 1988-1992, presidido por Ro-
drigo Borja, no se distanció significativamente en lo económico y lo 
social de los que lo precedieron. Al igual que ellos, comenzó su gestión 
con medidas de estabilización, que a lo largo de su período se fueron 
complementando, lo que significó la continuación de los intentos de  
reforma de la primera mitad del gobierno anterior.24 Pero, como ocurrió 

23.	 Thoumi y Grindle destacan que “muy pocos miembros de la coalición (gober-
nante) estaban en capacidad de comprender cuáles eran las consecuencias 
prácticas de un programa económico liberalizante […] grupos económicos con 
intereses muy diversos se habían acostumbrado, con el correr del tiempo, a 
recibir privilegios y protección del Estado a través de crédito subsidiado, una 
estructura agraria diseñada para beneficiar industrias específicas y firmas in-
dividuales, bajos impuestos directos y una diversidad de otras medidas. El ex-
perimento neoliberal significaba la reducción y eventual desaparición de esos 
privilegios” (1992: 59). Sin embargo, cabría preguntarse si un gobierno estre-
chamente ligado a esos mismos intereses, como lo destacan los mismos autores 
(Ibíd.: 62 y 98, nota 64), realmente estaba dispuesto a llevar adelante ese tipo 
de reformas o si más bien, desde una lógica corporativa, buscaría beneficiar a 
esos sectores sin mayores consideraciones por lo que ocurriera en el conjunto 
de la economía. Un análisis de la coalición política que sustentó a este gobierno 
(el denominado Frente de Reconstrucción Nacional) se encuentra en Conaghan 
y Malloy (1994: 126 y ss).

24.	 El gobierno de Rodrigo Borja incrementó el precio de los combustibles, retor-
nó al sistema de devaluaciones permanentes, restringió las importaciones y 
la oferta monetaria, redujo los aranceles de algunos productos, eliminó selec-
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con sus predecesores, antes de cumplir la mitad de su período, el go-
bierno enfrentó los mismos problemas que han sido descritos en los 
casos anteriores, especialmente en lo que se refiere a la oposición so-
cial y política, que terminó por bloquear cualquier posibilidad de de-
finición de políticas de más largo plazo. A pesar de que contó con una 
situación política privilegiada al inicio de su gestión —con una coa-
lición mayoritaria en el Congreso—, las posibilidades de aplicar un 
programa económico sostenido y de largo alcance fueron mínimas. 
En primer lugar, se trataba de un gobierno que aplicaba políticas radi-
calmente diferentes a las que había propuesto en su campaña, lo que 
llevaba al alejamiento y al aislamiento de sus propios partidarios, por 
un lado, y les daban poca consistencia a sus propias acciones, por otro 
lado. En segundo lugar, la cercanía de las elecciones de medio perío-
do constituyó un aliciente para la ruptura de la alianza conformada 
inicialmente, ya que se suponía que ellas traerían un fuerte castigo al 
gobierno y a sus aliados por el costo social de las medidas tomadas 
hasta ese momento.25 Por otra parte, la alianza gubernamental esta-
ba conformada por dos partidos de base predominantemente serra-
na, lo que abría un amplio campo para que se manifestaran política-
mente las diferencias regionales.26

Posiblemente, el factor de mayor importancia para la determi-
nación del rumbo que finalmente tomó la conducción económica fue 
la tortuosa relación entre el gobierno y su partido. El divorcio entre 
las propuestas de campaña y las acciones del gobierno establecieron 
una gran distancia con el partido, que esperaba otra orientación en el 

tivamente los subsidios, redujo el gasto público e introdujo reformas para la 
flexibilización del mercado laboral (Araujo 1998: 62 y Stokes 2001: 43). Parale-
lamente, impulsó una profunda reforma tributaria. 

25.	 La elección de medio período, en que se renovaba aproximadamente el 85% de 
los integrantes del Congreso, fue introducida en las reformas constitucionales 
realizadas en 1983 y se constituyó en un elemento de incertidumbre e inesta-
bilidad a lo largo del período, más aún cuando estaba vigente la prohibición de 
reelección inmediata de los diputados. Esta elección fue abolida en 1998.

26.	 Un factor adicional en la definición de la orientación del gobierno fue la irrup-
ción del movimiento indígena, que, desde su primer levantamiento en junio de 
1990, se convirtió en un actor central del proceso político ecuatoriano y colocó 
nuevos temas en la agenda política nacional. 
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manejo de la economía y de las políticas sociales.27 A su vez, esto se 
relacionaba directamente con la conformación del equipo económi-
co gubernamental, integrado por técnicos extraños al partido e in-
cluso alejados de las posiciones ideológicas de este. De esta manera, 
se redujeron sensiblemente las posibilidades de obtener apoyo políti-
co orgánico para la gestión gubernamental, lo que se agudizó con los 
embates de la oposición, que se había fortalecido después de las elec-
ciones de medio período. El debilitamiento del gobierno fue inevita-
ble después de estas, cuando vio reducida su representación legislati-
va y cada vez más lejanas las posibilidades de estructurar una alianza 
estable. De ahí en adelante, el programa económico consistió en ad-
ministrar la crisis sin nuevos impulsos para el cambio o para definir 
una política claramente establecida.

El gobierno encabezado por Sixto Durán Ballén (1992-1996) era 
visto como un nuevo intento de instauración neoliberal (Hey y Clak 
1999, CAAP 1993: 12, Sánchez 1992: 34). Su condición de militante his-
tórico de la derecha —fundador del PSC, desafiliado para presentar-
se como candidato—, así como la presencia de Alberto Dahik en la vi-
cepresidencia, daban asidero a este supuesto. A esto se añadió que su 
competidor en la segunda vuelta fuera Jaime Nebot, del sector más tra-
dicional del PSC, con lo que se configuró un panorama de triunfo de las 
fuerzas de derecha, lo que a su vez podía interpretarse como un apoyo 

27.	 Stokes (2001: 112), que aborda brevemente el caso ecuatoriano, sostiene que 
la debilidad de los partidos explica el cambio de política de los gobiernos con  
respecto a las ofertas de campaña. Sin embargo, la explicación no parece ade-
cuada para el gobierno de Rodrigo Borja, ya que su partido, Izquierda Demo-
crática, en ese momento contaba con mejor organización, mayor número de afi-
liados y la primera preferencia electoral a nivel nacional. Quizás la referencia 
habría que hacerla a la debilidad del sistema de partidos como un todo, lo que 
probablemente reduciría los efectos positivos de la fortaleza de un solo par-
tido. Otro tipo de explicación, seguramente más persuasiva, pondría énfasis 
en la ausencia de interés del presidente y de los miembros de su gabinete por 
cambiar la orientación del propio partido. Un caso muy claro en este sentido se 
encuentra en el primer gobierno de Felipe González, en España, en que el propio 
presidente del gobierno asumió la tarea de implantar en su partido una nueva 
orientación de las tareas económicas y políticas. Por el contrario, el discurso del 
presidente ecuatoriano se mantenía en sus posiciones opuestas a las reformas 
que aplicaba su propio equipo de gobierno.
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a la opción neoliberal. Con esta percepción, que la compartía el propio 
gobierno, se volvió sobre la orientación económica que habían inten-
tado impulsar los dos gobiernos anteriores al inicio de su mandato, 
pero se la presentó ya no como las medidas aisladas de estabilización, 
sino como el paso inicial de un proceso integral de transformación 
que debía abarcar no sólo la economía sino el conjunto de la estructu-
ra del Estado.28 Lo esencial del programa económico del gobierno se 
encontró en la Ley de Modernización, que a su vez dio vida al Consejo 
Nacional de Modernización del Estado, CONAM, concebido como el or-
ganismo que se encargaría de conducir el proceso.29 

Sin embargo, la debilidad del gobierno fue un obstáculo deter-
minante para que esas intenciones quedaran a medio camino. Entre 
los dos partidos del gobierno (PUR y PCE), que, por disposiciones lega-
les, debieron presentarse separados a las elecciones, apenas llegaban 
al 22,1% del total de diputados.30 Además, el PUR se había constitui-
do para esa elección en torno a la figura de Durán Ballén, lo que sig-
nificaba una enorme desventaja con respecto a los partidos que ha-
bían tenido una relativa consolidación a lo largo del período (PSC, ID, 
PRE y DP). Esta misma condición de partido recién conformado obli-
gó a buscar candidatos entre caudillos locales que podían aportar los 
votos necesarios para la elección de diputados, pero sin ninguna se-
guridad sobre su lealtad. De esta manera, nuevamente se presentó el 
mismo esquema de un presidente que no contaba con la mayoría par-

28.	 El gobierno recortó subsidios, liberalizó las tasas de interés, eliminó las restric-
ciones a la inversión extranjera, liberalizó el mercado de capitales, desarrolló 
una amplia y profunda revisión del marco legal, especialmente en el sector fi-
nanciero, aduanas, impuestos y sector de hidrocarburos, así como de los me-
canismos de aprobación del presupuesto. Retiró al país de la Organización de 
Países Exportadores de Petróleo (OPEP) e ingresó en la Organización Mundial 
de Comercio (World Trade Organization). Buscó sin éxito privatizar las empre-
sas telefónicas y parte del área eléctrica.

29.	 Con la utilización del concepto de modernización aparentemente se buscaba 
superar el desprestigio de los procesos centrados en la privatización y evitar 
la oposición que estos provocaban. A la vez, daba la idea de cambios de mayor 
envergadura y no solamente de la propiedad de las empresas estatales.

30.	 Cada partido debía presentar listas en por lo menos diez provincias y, además, 
estaban prohibidas las alianzas en las elecciones pluripersonales (de diputados, 
consejeros provinciales y concejales municipales). 
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lamentaria, un Congreso fragmentado, en el que ningún partido tenía 
la mayoría (las bancadas más grandes eran las del PSC, con 27,3%, y 
del PRE, con 18,2% del total de diputados). Todo esto obligó a que el 
gobierno desarrollara tortuosos procesos de negociación con los par-
tidos para cada nueva ley o reforma, o, como había ocurrido en el go-
bierno de Febres Cordero, a tratar de conseguir los votos necesarios 
por medio de la desafiliación de algunos diputados. La distribución 
de puestos (patronage) y de recursos (pork) apareció nuevamente en 
el panorama político como el principal recurso gubernamental para 
impulsar el programa económico. Esto llevó a la desafiliación de un 
alto número de diputados de diversos partidos que pasaron a confor-
mar un bloque de independientes. Con ellos el gobierno pudo aprobar 
las reformas y las nuevas leyes durante sus dos primeros años.31

Las elecciones de medio período (junio de 1994) significaron 
también en esta ocasión un revés para el gobierno. Aunque el bloque 
del PCE se incrementó levemente, en conjunto la bancada gobiernis-
ta se desmoronó por la casi desaparición del PUR, que descendió de 
12 a 2 diputados (15,6% y 2,6%, respectivamente). Los grandes be-
neficiarios de ese descenso fueron el PSC y el MPD, es decir, los parti-
dos que se situaban en ambos extremos del espectro ideológico y que 
mantenían un discurso de oposición radical. Adicionalmente, el Con-
greso se fragmentó aún más, ya que obtuvieron representación cator-
ce partidos, ocho de los cuales contaban solamente con uno o dos di-
putados. De ahí en adelante, el gobierno se vio sujeto a las presiones 
del PSC, que hacía valer su condición de primera bancada legislativa y 
sobre todo su presencia en un alto número de municipios y consejos 
provinciales. Aunque por esta vía el gobierno pudo asegurar la apro-
bación de buena parte de la legislación que requería su programa eco-
nómico, ella llevaba a la pérdida de gran parte de la iniciativa sin que 
obtuviera a cambio alguna seguridad de apoyo en todos los temas, ya 
que, al producirse de manera encubierta, estaba sujeto a negociacio-
nes específicas para cada uno de ellos. Finalmente, el gobierno bus-
có una salida a esta situación por medio de una reforma política, para 

31.	 En 1993, al finalizar el primer año de gobierno, el bloque de los denominados 
independientes llegó a contar con 14 diputados, siendo así el segundo dentro del 
Congreso, detrás del PSC, que contaba con 21.
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la cual convocó a plebiscito en dos ocasiones, pero aun así le resultó 
imposible romper los bloqueos. Por el contrario, su debilidad alcanzó 
su punto máximo cuando el vicepresidente debió renunciar a causa 
de denuncias de corrupción que —sin seguir los procedimientos es-
tablecidos— fueron recogidas por la Corte Suprema de Justicia, en la 
que existía fuerte influencia del PSC.

Este último episodio marcó el inicio de un período de inestabili-
dad que aún no termina y que vale la pena referirlo brevemente en su 
totalidad. Así, el gobernante elegido para el período 1996-2000, Ab-
dalá Bucaram, apenas pudo permanecer 120 días en el cargo. Junto 
con expedir la resolución de terminación de sus funciones, el Congre-
so nombró a un presidente interino (una figura no contemplada en 
la Constitución) para un mandato de 18 meses.32 En las elecciones de 
1998 triunfó Jamil Mahuad, quien encabezaba una opción cercana a la 
corriente neoliberal. Su gobierno terminó abruptamente un año y me-
dio después por un golpe militar que fue apoyado por las organizacio-
nes indígenas y por algunos diputados de partidos de izquierda y cen-
tro izquierda. Por medio de un arreglo logrado dentro de los mandos 
militares se produjo la sucesión constitucional, de manera que el vi-
cepresidente Gustavo Noboa pudo concluir el período presidencial.33 
En las elecciones del año 2002 triunfó Lucio Gutiérrez, el militar que 
dos años antes había encabezado el golpe de estado y que por tanto 
estaba constitucionalmente inhabilitado para presentarse como can-
didato. Finalmente, en abril de 2005, a los 27 meses de haberse pose-
sionado, fue también destituido por el Congreso después de una se-
mana de protestas en la ciudad de Quito.34 

32.	 La vicepresidenta de Bucaram, Rosalía Arteaga, ocupó la presidencia por tres 
días mientras el Congreso perfeccionaba la figura del interinato.

33.	 El día del golpe militar se conformaron dos juntas de gobierno, la primera in-
tegrada por el líder de los militares golpistas, Lucio Gutiérrez; el presidente de 
la CONAIE (la principal organización indígena), Antonio Vargas, y el ex presi-
dente de la Corte Suprema de Justicia que había enjuiciado a Dahik. En la otra 
junta participaron los integrantes de la cúpula militar y tuvo más bien carácter 
instrumental para dar paso a la sucesión constitucional.

34.	 En diciembre del año 2004, el presidente rompió la Constitución al intervenir 
en la Corte Suprema de Justicia, en el Tribunal Constitucional y en el Tribunal 
Supremo Electoral. Este fue el elemento que provocó su caída después de varios 
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Todos esos gobiernos —con excepción, obviamente, de los que 
duraron pocas horas o apenas unos días y del interino presidido por 
Fabián Alarcón— siguieron la misma línea de los anteriores. Abda-
lá Bucaram intentó introducir un sistema de control de divisas basa-
do en la convertibilidad —dentro del modelo argentino—, al mismo 
tiempo que aplicó un duro paquete de ajuste. En las últimas horas 
de su fugaz gobierno hizo lo mismo que habían hecho sus anteceso-
res en sus dos años finales, esto es, tiró para atrás todas las medidas 
que había tomado dos días antes.

Posiblemente el intento más claro y decidido de avanzar en di-
rección hacia un cambio de orientación del modelo económico, dentro 
de estos gobiernos, se observó en el de Jamil Mahuad. Sus propuestas 
de campaña no dejaban dudas en ese aspecto, y se enmarcaban den-
tro de la línea que había definido pocos años antes su partido (DP), 
que abandonó su proclama de socialismo comunitario para acoger los 
postulados de la economía de mercado.35 Las reformas introducidas 
en la Constitución por la Asamblea Constituyente reunida entre di-
ciembre de 1997 y junio de 1998 constituyeron un aliciente en esa di-
rección, ya que se eliminaron prácticamente todas las disposiciones 
que establecían la centralidad del estado en la economía.36 Sin embar-
go, tampoco en esta ocasión pudo el gobierno contar con mayoría en 

meses de protestas ciudadanas y de la búsqueda de arreglos institucionales por 
parte de las fuerzas políticas y de la comunidad internacional. En la raíz de las 
protestas no se encontraban demandas económicas o sociales, sino aspectos 
relacionados con la vigencia del régimen democrático y del estado de derecho, 
lo que incluso se manifestó en el protagonismo de los sectores medios urbanos 
(especialmente de Quito).

35.	 Desde la campaña, Mahuad estableció como líneas de su gobierno la reducción 
del gasto público, incremento del impuesto al valor agregado (que se encontra-
ba en el 10%), ampliación de la base y control de la evasión del impuesto a la 
renta, eliminación de subsidios y elevación de los precios de los combustibles y 
de las tarifas eléctricas y telefónicas (Álvarez 2001).

36.	 En gran medida, estas reformas fueron el resultado de la alianza entre el PSC 
y la DP, que aparecía como una convergencia de carácter ideológico en la me-
dida en que ambos eran notorios en ese momento como los impulsores de la 
apertura económica. Durante el proceso electoral se mantuvo el acuerdo entre 
ambos, aunque nunca de manera expresa, lo que se facilitó por la ausencia del 
PSC en la contienda presidencial. 
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el Congreso ni le fue posible construir una coalición estable, ya que, 
a pesar de que el número de listas con representación en el Congre-
so fue el menor del período, el partido de gobierno apenas obtuvo el 
29% de los escaños. Por ello, desde el inicio de su gestión debió no so-
lamente hacer frente a la oposición, sin también ceder ante las presio-
nes de los partidos que se suponía actuarían como sus socios, como 
ocurrió cuando eliminó el impuesto a la renta y lo sustituyó por el de-
nominado impuesto a la circulación del capital, y cuando creó un sis-
tema ilimitado de garantías de los depósitos bancarios.37 

El gobierno comenzó, como los anteriores, con un conjunto de 
medidas de ajuste, que incluyeron el incremento de las tarifas eléctri-
cas en 410%, acompañadas de algunas compensaciones focalizadas, 
como el denominado bono de pobreza (Gerlach 2003: 124). Así mismo, 
como había ocurrido en las ocasiones anteriores, esas medidas pro-
vocaron las protestas de los sectores sociales organizados, pero tam-
bién de algunos grupos de empresarios, especialmente de los que se 
expresaban por medio de las cámaras de Guayaquil. Posteriormente, 
durante los primeros meses de 1999, el gobierno aplicó nuevas medi-
das en la misma dirección (flotación de la moneda, elevación del IVA, 
del 10% al 12%, incremento de los combustibles en 174%), que de-
rivaron en nuevas protestas y que a su vez llevaron a la declaración 
del estado de emergencia. Pero posiblemente la medida más contro-
vertida del gobierno fue la entrega de recursos a varios bancos que 
se encontraban al borde la quiebra, la mayor parte de ellos por ma-
nejos fraudulentos de sus propietarios o directivos protegidos por 
la permisiva Ley de Instituciones Financieras que había sido apro-
bada en 1994 durante el gobierno de Sixto Durán (Jácome 2003: 4, 
Gerlach 2003: 129).38 En esas condiciones, el país vivió la que ha sido  

37.	 Al gravar con el 1% a todas las transacciones bancarias, el impuesto a la circula-
ción de capital (ICC) provocó la desintermediación financiera y por consiguiente 
fue uno de los factores que contribuyeron a desencadenar la crisis bancaria del 
año 1999. Por su parte, la garantía de los depósitos no tenía límites, de manera que 
el Estado debía responder con sus recursos ante cualquier problema que se pre-
sentara en los bancos, como en efecto ocurrió pocos meses después. Tanto el ICC 
como la creación de la AGD fueron propuestas del PSC acogidas por el gobierno.

38.	 Entre agosto de 1994 y octubre de 1999 habían quebrado cuatro bancos y sie-
te instituciones financieras por causas similares a las anotadas. La deficiente 
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calificada como la peor crisis económica del siglo XX, y el gobierno de 
Jamil Mahuad terminó abruptamente en enero de 2000 por un golpe 
de estado protagonizado por un grupo de militares, apenas doce días 
después de establecer la dolarización como medida desesperada para 
evitar la hiperinflación que se avecinaba.39

La sucesión constitucional aplicada como recurso extremo lle-
vó a la presidencia a Gustavo Noboa, quien no contaba con un parti-
do político ni con apoyo explícito de alguna de las fuerzas represen-
tadas en el Congreso. Sin embargo, logró impulsar dos leyes que no 
pudieron ser procesadas por su antecesor (identificadas por la pren-
sa como leyes trole), y que buscaban nuevamente enrumbar al país 
por la senda neoliberal. Sin embargo, fracasó totalmente en su apli-
cación, especialmente en el intento de privatización de una parte del 
sector eléctrico que encontró la oposición del conjunto de partidos 
representados en el Congreso (Ibarra 2002). 

El triunfo de Lucio Gutiérrez en la elección del año 2002 fue inter-
pretado por algunos medios de comunicación como un cambio radical 
de rumbo con respecto a los resultados de las contiendas anteriores. 
Aparentemente, los electores habían escogido una opción alternativa 
y antagónica a la tendencia que había triunfado en la elección anterior 
y que se había mantenido durante el gobierno de Gustavo Noboa. Sin 
embargo, el apoyo de las organizaciones indígenas, de su brazo políti-
co (Pachakutik) y de otras agrupaciones de izquierda (MPD, organiza-
ciones sindicales) no era suficiente para definir el carácter de ese nue-
vo gobierno. No lo era, en primer lugar, porque la posición de Gutiérrez 

supervisión de las autoridades correspondientes fue un factor decisivo para 
que la crisis bancaria llegara a niveles prácticamente inmanejables, lo que se 
expresó en la quiebra de 16 de los 40 bancos existentes (Jácome 2003: 5). A esto 
se añadió la actitud equivocada del gobierno, causada en gran medida por las 
presiones políticas de sus allegados en el Congreso, pero también por su propia 
percepción acerca de su papel en esa coyuntura. El costo de la crisis bancaria 
se ha calculado en alrededor del 20% del PBI (Hoelcher y Quintyn, citados en 
Jácome 2003: 5).

39. 	 La crisis fue alimentada también por factores exógenos a la economía, como el fe-
nómeno del Niño, que afectó al país a finales de 1997 y comienzos de 1998 con 
efectos desastrosos sobre la agricultura y sobre las exportaciones. Así mismo, in-
fluyeron factores externos, como la caída de los precios del petróleo (a menos de 
diez dólares por barril) y las crisis financieras rusa y brasileña (Jácome 2003: 17).
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nunca fue la que suponían sus acompañantes. A lo largo de la campa-
ña quedó claramente demostrado que no compartía los planteamien-
tos de esos sectores y que se identificaba más bien —posiblemente sin 
tener conciencia de ello— con las posiciones propias del Consenso de 
Washington. En segundo lugar, porque aunque hubiera intentado des-
de el gobierno impulsar un programa alternativo, le habría resultado 
imposible dada su debilidad política (Ibarra 2002). Entre los tres par-
tidos que lo apoyaban (PSP, PK y MPD) apenas sumaban el 18% de los 
diputados, que era el número en que se había transformado el magro 
13% que habían obtenido en votos. No era, por cierto, la mejor situa-
ción para impulsar algún cambio de trascendencia ni siquiera para ad-
ministrar de manera medianamente diferente la economía.40

Desde el inicio de su gobierno, incluso con la presencia de las fuer-
zas de izquierda y de las organizaciones indígenas en su gabinete, Gu-
tiérrez transitó por el camino de las políticas neoliberales. Su adminis-
tración se caracterizó por el manejo ortodoxo de la economía —a cargo 
de técnicos ajenos a los partidos que conformaban su coalición—, ex-
presado básicamente en el control del gasto público y en la búsqueda 
de estabilidad de los indicadores macroeconómicos, pero sin resulta-
dos en los otros aspectos (privatización, inversión extranjera, refor-
ma fiscal) que caracterizaron a aquella corriente en el resto de paí-
ses de América Latina.41 Las presiones de su propio partido así como 

40.	 Gutiérrez obtuvo apenas el 20,7% en la primera vuelta. Esta constituye la más 
baja votación desde que se aplica la modalidad de doble vuelta (el promedio de 
votación del triunfador de la primera vuelta en las elecciones anteriores era de 
29,2%). 

41.	 La autonomía de los equipos técnicos ha sido interpretada como un instrumento 
destinado a poner fuera del alcance de las contingencias al diseño y aplicación 
de políticas económicas (Conaghan, Malloy y Abugatás 1990). A la vez, la dife-
renciación entre medidas técnicas y políticas ha sido utilizada para justificar 
reformas de corte neoliberal sin comprometer a los partidos de gobierno, co-
mo ocurrió en las presidencias de Rodrigo Borja (1988-1992), Abdalá Bucaram 
(1996-1997) y Lucio Gutiérrez (2003-2005). De esa manera, los gobiernos y los 
partidos gubernamentales (Izquierda Democrática, Partido Roldosista Ecua-
toriano, Pachacutik, Sociedad Patriótica y Movimiento Popular Democrático, 
respectivamente) pudieron mantener una retórica antineoliberal mientras un 
grupo de técnicos ajenos al partido aparecía como responsable de la aplicación 
de las medidas. Conaghan, Malloy y Abugatás (1990) desarrollan un análisis 
pormenorizado y comparativo del papel de los equipos técnicos (los boys) en la 



8 / Ecuador: el fracaso de lo que nunca existió 271

de otros sectores —especialmente después de la ruptura de la alian-
za con los partidos de izquierda— para conseguir recursos incidieron 
fuertemente en este sentido y se manifestaron en la conformación 
de lo que se denominó mayorías móviles dentro del Congreso. En tér-
minos concretos, esto significaba que el gobierno debía negociar cada 
iniciativa con todos los sectores políticos para obtener en cada oca-
sión una mayoría conformada por diversos integrantes, lo que dibu-
jaba una situación de constante inestabilidad.

La instauración del gobierno de Alfredo Palacio, por sucesión 
constitucional, produjo un giro en la orientación del manejo de la eco-
nomía. El abandono de la austeridad fiscal y la pérdida de importan-
cia del control de las variables macroeconómicas fueron evidentes 
desde el inicio de la gestión.42 En su reemplazo el gobierno adoptó 
una posición nacionalista que, en la práctica, significó el retorno a las 
concepciones que se habían implantado durante el último gobierno 
militar, cuando el país vivió el período de auge petrolero. La confor-
mación de una coyuntura relativamente similar a la de ese lejano mo-
mento, a causa de los altos precios internacionales, animó al gobier-
no a retornar a una situación en la que el eje de la economía volvía a 
ser el sector primario. Mientras tanto, ya sea por su debilidad o por 
la propia concepción acerca del manejo de la economía, cedió ante to-
das las presiones que ejercieron diversas fuerzas sociales y políticas, 
especialmente por medio de paralizaciones de provincias y cantones, 
con lo que se hizo más difícil mantener una línea que pudiera identifi-
carse como un programa económico de mediano alcance.

Finalmente, en las elecciones del año 2006 triunfó Rafael Correa, 
a la cabeza de una coalición de partidos y movimientos de izquierda. 
Su triunfo marcó el fin del sistema de partidos que se había constitui-
do desde finales de la década de los setenta y fue a la vez la expresión 
de la insatisfacción con la conducción económica de los gobiernos  

definición de políticas neoliberales en Ecuador, Bolivia y Perú (véase también 
Hey y Klak 1999: 8). 

42.	 El indicador más claro en este sentido fue la eliminación de un fondo consti-
tuido por los excedentes del precio del petróleo (FEIREP), lo que significó que 
los beneficios que se podían obtener del incremento de precios en el mercado 
mundial pasaban directamente al presupuesto del Estado.
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anteriores. La propuesta central de su campaña fue el abandono de 
la orientación neoliberal que, en su opinión, había caracterizado a las 
políticas aplicadas hasta ese momento.43 Al contrario de Gutiérrez, 
que triunfó con el apoyo de las mismas fuerzas pero que carecía de 
definición ideológica, Correa ya había dado muestras de su decisión 
de marcar un rumbo diferente cuando se desempeño por tres meses 
en el Ministerio de Economía del último gobierno.44 Sin embargo, la 
debilidad de los grupos que lo apoyaron, así como su decisión de no 
presentar candidatos para el Congreso Nacional, abren una gran in-
terrogante en torno a las posibilidades de establecer —y sobre todo 
de mantener— un rumbo definido a la economía. Atendiendo a esas 
condiciones, sus primeras acciones se orientaron más bien a conso-
lidar su posición y a eliminar toda forma de oposición.45 Es decir, se 
concentró en el campo político, sin ofrecer pistas claras de la gestión 
económica. Al parecer, esta se materializará en la nueva Constitución, 
fruto de la Asamblea Constituyente instalada en 2007.46

Si bien es cierto que hasta el momento el gobierno no ha tomado 
medidas económicas de gran alcance como lo hicieron sus predeceso-
res en los meses iniciales de sus respectivos períodos, sin embargo se 
puede asegurar que se mantiene la misma pauta de comportamien-
to. En efecto, se trata de un gobierno que está dispuesto a introducir 

43.	 Esta afirmación se contrapone a la evidencia que se encuentra en un artículo 
suyo (Correa 2002). Allí, en un análisis comparativo se observa claramente que 
Ecuador se encuentra entre los tres países que menos avanzaron en las refor-
mas estructurales.

44.	 Sus políticas desde el ministerio se caracterizaron por la escasa observación 
de los equilibrios macroeconómicos, a los que calificaba como expresión de la 
corriente ortodoxa de la economía. La medida más destacada, en ese sentido, 
fue la eliminación de un fondo de estabilización alimentado con los excedentes 
petroleros para destinar esos recursos al presupuesto del Estado, con lo que 
incrementó sustancialmente el gasto público.

45.	 Aunque logró solucionar parcialmente la ausencia de diputados en el Congreso 
por medio de acuerdos con los partidos de izquierda, centroizquierda y popu-
listas (PSE, MPD, RED, ID, PRE), no fue suficiente para obtener la mayoría. Esta 
la obtuvo cuando el Tribunal Supremo Electoral —con el apoyo gubernamental 
expresado en la intervención determinante de la policía— destituyó inconsti-
tucionalmente a 57 diputados de la oposición.

46	 Texto revisado a mediados de 2008.
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cambios sustanciales en la economía, como lo hicieron los anteriores. 
La diferencia radica en que en esta ocasión las transformaciones tie-
nen un signo totalmente contrario a las que trataron de aplicar los 
anteriores, pero eso no quiere decir que se haya roto la lógica políti-
ca que ha predominado a lo largo de todo el período. Al contrario, si  
analíticamente se toma como premisa la indiferencia frente al con-
tenido de las propuestas económicas, en el sentido que señalé al ini-
cio, se puede asegurar que sigue planteado el problema de la viabili-
dad política de la definición de un rumbo económico. Por tanto, está 
abierta la pregunta sobre las posibilidades de romper los bloqueos y 
de establecer acuerdos de largo plazo en torno a los temas fundamen-
tales. Lo único que se puede asegurar al respecto es que mientras ten-
gan vigencia las condiciones descritas a lo largo de este texto será im-
posible romper el círculo que se ha dibujado hasta el momento.

Perspectivas de análisis

El tortuoso camino reseñado en la sección anterior es la expresión 
de la ausencia de acuerdos en torno a los ejes que deben guiar a la 
economía. Esto significó que, al contrario de lo que ocurrió en la ma-
yor parte de países del continente en ese período, e incluso de lo que 
se pudo observar en el mismo caso ecuatoriano durante la década de 
1970, el modelo económico no fue el resultado de los consensos si-
no más bien de las disputas. El resultado final ha sido un híbrido que 
no corresponde a las expectativas de algún grupo social ni de algu-
na fuerza política, sino que se integra por la suma de los elementos 
provenientes de cada uno de ellos. Es una combinación caracteriza-
da por la incoherencia derivada de la coexistencia de elementos con-
tradictorios en su interior. Por ello, cabe insistir en que no se puede 
afirmar que se haya impuesto una economía de corte neoliberal, pe-
ro tampoco es posible sostener que lo que existe corresponde estric-
tamente al modelo de centralidad estatal. Es verdad que casi todos 
los gobiernos intentaron aplicar políticas neoliberales, pero también 
es cierto, como se ha podido ver en la descripción anterior, que to-
dos ellos sólo pudieron conseguir una porción relativamente peque-
ña de sus objetivos. Invariablemente, cada uno de ellos encontró la 
oposición de diversos sectores sociales y políticos, ante la que debió 
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retroceder por lo menos parcialmente, dando lugar a lo que se ha de-
nominado la “fatiga del ajuste” (Jácome 2003: 7).

Por consiguiente, es necesario buscar explicaciones satisfactorias 
para un proceso de esa naturaleza y para un resultado que, aparen-
temente y en primera instancia, no sería beneficioso para ninguno de 
los sectores.47 Las utilidades empresariales no se han visto favoreci-
das, pero tampoco han mejorado las condiciones de vida de los secto-
res laborales.48 Así mismo, no se ha creado un mejor ambiente para las 
actividades privadas, ni el Estado ha podido redistribuir de mejor ma-
nera los ingresos. En síntesis, no se puede asegurar que han existido 
ganadores y perdedores claramente identificados —como se lo puede 
hacer en varios de los países en que se impusieron las políticas neoli-
berales— ni que a cambio de esa ausencia se hubiera conseguido ma-
yor eficiencia estatal para la asignación de recursos.49

Un primer tipo de explicaciones, dentro de los escasos estudios 
que se han ocupado de este tema, es el que alude a la cultura políti-
ca y, dentro de esta, al predominio de una perspectiva izquierdista 
(Hurtado 2006). El supuesto básico de este acercamiento es que por 
alguna razón indeterminada se habría generalizado una cultura polí-
tica que alimenta las soluciones populistas, y que a la vez ella tendría 

47.	 Los magros resultados económicos y sociales, el difícil control de las variables 
macroeconómicas, las bajas tasas de crecimiento, los altos niveles de pobreza y 
sobre todo el incremento de la brecha en la distribución del ingreso son indica-
dores que demuestran fehacientemente la inconveniencia del modelo resultan-
te para cualquiera de los sectores.

48.	 Es verdad que desde el año 2000 se ha mantenido un ritmo de crecimiento eco-
nómico superior al incremento poblacional, se ha reducido la pobreza (espe-
cialmente en las áreas urbanas) y se ha incrementado el salario mínimo real. En 
el origen de estos resultados parece encontrarse, más que en medidas econó-
micas específicas, en la estabilidad derivada de la dolarización, en las remesas 
de los emigrantes y sobre todo en los altos precios del petróleo en el mercado  
internacional.

49.	 Es innegable que pequeños grupos se han beneficiado enormemente, pero sólo 
en el corto plazo y generalmente dentro de acuerdos más cercanos a compor-
tamientos mafiosos que a reglas económicas claras y de alcance general. Las 
posibilidades de obtener ganancias (económicas, políticas y sociales) no están 
establecidas por las reglas del modelo, sino por el comportamiento audaz y abu-
sivo que este permite. 
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un fuerte contenido izquierdista en tanto busca la protección estatal, 
se opone a las privatizaciones y cierra el paso a la modernización del 
aparato productivo (Ibíd.: 146). A pesar de su validez en términos del 
llamado de atención sobre el contenido populista de las políticas eco-
nómicas y en general de las prácticas políticas, esta apreciación deja 
dos vacíos muy grandes. En primer lugar, considera a la cultura polí-
tica como el elemento determinante o el factor causal (la variable in-
dependiente), lo que equivale a sostener que cada grupo humano tiene 
condiciones inmanentes que lo llevan a actuar de una manera deter-
minada, diferente a la de otros grupos, lo que no tiene asidero algu-
no. Las pautas culturales son el resultado de diversos procesos y de 
múltiples causas que varían en el tiempo, de modo que al asignarles 
valor explicativo es un imperativo ir un paso más allá y retornar has-
ta sus orígenes, esto es, a los elementos y los procesos que las con-
virtieron en comportamientos generalizados.50 En segundo lugar, al 
atribuir los bloqueos a una sola posición ideológica —la izquierda— 
se omite cualquier explicación acerca de los bloqueos que han prove-
nido de otras tendencias, y que sin duda han sido los más numerosos 
e importantes a lo largo del período.51 Precisamente lo que llama la 
atención, como lo he reiterado en las páginas anteriores, es la oposi-
ción que han encontrado los diversos gobiernos por parte de quienes 
se suponía que se situaban en la misma línea de conducción de la eco-
nomía que ellos pretendían impulsar.

De esta primera línea explicativa se puede desprender un te-
ma muy interesante para el análisis, y es que si se hubiera tratado 
solamente de la oposición de izquierda, de hecho significaría que el 
elemento en discordia sería el contenido de las políticas, esto es, su 

50.	 Una reflexión de este tipo debería abrir el amplio y conflictivo campo de la cul-
tura política, pero a la vez debería también impulsar la realización de estudios 
empíricos al respecto. En lugar de ello, en Ecuador se ha eludido el debate con-
ceptual y a los estudios concretos se los ha reemplazado con supuestos y apre-
ciaciones generales.

51.	 La respuesta anticipada a este tipo de cuestionamientos es que “el carácter iz-
quierdista de la política ecuatoriana” se encuentra incluso en “partidos y líde-
res que no se ubican en dicha tendencia política” (Hurtado 2006: 145), con lo 
que pierde sentido la utilización de un concepto que alude al posicionamiento 
ideológico y pasa a ser sustituido por un juicio de valor.
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carácter neoliberal. Sin embargo, al observar que la oposición ha pro-
venido además —con más fuerza y más efectividad— de la derecha y 
de los sectores empresariales, entonces el contenido de las políticas 
pasa a segundo plano. Adelantando una de las conclusiones de este 
texto, creo que el problema no se encuentra exclusivamente en esos  
contenidos, sino en la posible transformación del statu quo, que ten-
dería a afectar la participación de cada uno de los actores sociales y 
políticos en la asignación de recursos económicos y políticos. Pero, 
antes de entrar en este tema, que retomaré más adelante, es conve-
niente revisar brevemente otras explicaciones formuladas acerca del 
proceso.

Un segundo tipo de explicaciones se encuentra en los estudios 
estrictamente económicos (Jácome 2003, Araujo 1998, Armijos y Flo-
res 1991), que ofrecen importante material para la caracterización 
del proceso y para la identificación de sus principales rasgos, pero no 
entran en el campo de la definición de políticas. Por lo general, expli-
can la evolución de los hechos por las condiciones estructurales eco-
nómicas en que ocurren los procesos y sólo en menor medida por las 
decisiones que toman los diversos actores. En ellos se encuentra ge-
neralmente un buen análisis de la evolución de la economía, de sus al-
tibajos, de sus avances y retrocesos, pero no se pueden hallar ahí las 
causas que determinaron la adopción de esas políticas ni los factores 
que condicionaron su aplicación. Así mismo, sólo en contados casos 
se encuentra dentro de esta perspectiva un análisis comparativo que 
permita explicar las razones que han orientado decisiones y procesos 
diferentes en condiciones relativamente similares. En síntesis, los es-
tudios económicos se han encerrado en un campo muy restringido, 
sin atreverse a entrar en terrenos como el de la formulación de políti-
cas, que es vital para comprender un proceso como el reseñado.

Una tercera vertiente es la que ha iniciado precisamente la re-
flexión sobre la formulación de políticas. Dentro de un diálogo o de 
una combinación entre la ciencia económica y la ciencia política, estos 
estudios ofrecen pistas valiosas para identificar los aspectos que es-
tán en el fondo de un proceso tan complejo como el descrito en las pá-
ginas anteriores. Es verdad que aún son pocos los estudios que con-
forman esta perspectiva y que existen muchas diferencias entre ellos, 
pero eso no es un motivo para negar su importancia. Un tipo de acer-
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camiento dentro de esta corriente es el que da prioridad a la econo-
mía, pero que se apoya en variables políticas para explicar las espe-
cificidades del proceso (Schuldt 1994, Acosta 2000, Hey y Klak 1999, 
Salgado 2001). Otro es el que invierte la relación y coloca a la política 
en el centro y mira a la economía como un resultado (Mejía et al. 2004, 
Conaghan 1988, Montúfar 2000, hasta cierto punto Conaghan, Malloy 
y Abugattás 1990). Desafortunadamente, es poco lo que se ha avan-
zado dentro de esa corriente, especialmente en esta última variante, 
que sin duda es la que puede llegar al núcleo del problema.

Siguiendo esa línea el análisis es preciso indagar en dos niveles. 
En primer lugar, en las características del sistema político —en es-
pecial en su arquitectura institucional—, esto es, en los elementos 
que establecen las normas y las condiciones en las que debe desarro-
llarse la política. En segundo lugar, en los beneficios que les reportan 
a los actores políticos las decisiones que toman frente a cada coyun-
tura específica, lo que a su vez lleva a identificar los cálculos estraté-
gicos que ellos hacen. 

En el primero de estos dos niveles se deben destacar los elemen-
tos institucionales que definen al sistema político. El marco institu-
cional establece las condiciones en que se expresa la voluntad de los 
ciudadanos, por tanto configura el tipo de representación, y a la vez 
marca las reglas y los límites a los que deben someterse los gober-
nantes, es decir, regula las condiciones en que debe operar el inter-
cambio político. En este plano, tienen relevancia aspectos como el 
sistema electoral, las normas y los procedimientos establecidos para 
regular las relaciones entre los poderes (especialmente entre el le-
gislativo y el ejecutivo), la distribución territorial del poder y el con-
junto de disposiciones que hacen posibles los controles y balances. 
Todos esos elementos determinan al segundo nivel, esto es, a las de-
cisiones de los actores políticos y sociales, ya que establecen los lí-
mites, las expectativas, los incentivos y los castigos para la defini-
ción de sus estrategias. 

Desde esta perspectiva, el proceso descrito en la sección ante-
rior aparece como el resultado de un diseño institucional que alien-
ta la fragmentación y que no ofrece incentivos para la cooperación. 
Adicionalmente, esas condiciones institucionales promueven el juego 
político de corto plazo, que gira en torno a la obtención de resultados 
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inmediatos y estrictamente delimitados para cada grupo social. De 
allí se desprenden las prácticas particularistas, como el clientelismo 
y el corporativismo (bajo diversas formas de representación direc-
ta de intereses particulares), que caracterizan a la política ecuatoria-
na. Además, es un sistema político con bajísima capacidad de agregar 
intereses, en el que interviene un alto número de veto players y que 
debe satisfacer cada una de las múltiples demandas sin posibilidad de 
englobarlas dentro de políticas de alcance general.52 De este modo, las 
políticas nacionales —tanto económicas como sociales— pasan a un 
segundo plano y más bien cobran importancia las acciones que se de-
sarrollan hacia cada uno de los sectores en pugna. Por consiguiente, 
la evaluación del sistema se asienta en ese tipo de rendimientos parti-
cularistas y no en su desempeño como instancia de agregación de los 
diversos intereses y de conducción del conjunto de la sociedad.

A esto debe añadirse que esas mismas características del siste-
ma político determinan, en gran medida, el enorme peso que tienen 
los clivajes regionales y étnicos en el Ecuador. Es innegable que el ori-
gen de estos se encuentra en características estructurales de la so-
ciedad, pero es también verdad que esas diferencias no pueden ser 
procesadas adecuadamente por el sistema político a causa del defec-
tuoso diseño institucional (Freidenberg y Alcántara 2001b). El resul-
tado final es un sistema político sobrecargado de demandas y de con-
flictos, con muy baja capacidad de respuesta y orientado cada vez en 
mayor medida a dar respuesta a las demandas inmediatas y por tan-
to alejado de los temas de alcance nacional. De ese modo, la definición 
de políticas en el campo económico y social es sustituida por la nego-
ciación con cada uno de los actores, en un juego permanente de force-
jeo en torno a la obtención de una porción de los recursos.

Es evidente que para un juego de esa naturaleza resulta altamen-
te conveniente la permanencia de un modelo rentista que tenga al Es-
tado como el núcleo desde el que se define la asignación de recursos. 
Cualquier intento de cambio de esas condiciones es visto por todos 

52.	 Un acercamiento válido para el caso ecuatoriano es el que centra la atención 
en los jugadores con poder de veto (veto players), tanto institucionales como no 
institucionales (Tsbellis 2000, 2002; Andrews y Montinola, 2004). Este ha sido 
explorado únicamente por Mejía et al. (2004).
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los actores como una potencial pérdida de lo conseguido, no sólo por-
que introduce algún grado de incertidumbre sino porque significa-
ría alterar unas reglas de juego que ofrecen beneficios particulares. 
A pesar de que en el fondo se trata de un juego de suma-cero —en el 
que las ganancias de unos actores significan las pérdidas de otros—, 
sus efectos se ven atemperados por la entrega de rendimientos de  
diversa magnitud a cada uno de ellos. Para ello son de vital importan-
cia las prácticas clientelares y los acuerdos extrainstitucionales o in-
cluso los acomodos o la adaptación de las instituciones para estos fi-
nes. Consecuentemente, es prácticamente imposible la definición de 
un modelo económico orientado hacia resultados de largo plazo y su-
jeto a reglas claras, precisas y estables.
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EN LOS PAÍSES ANDINOS
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¿Se desvanecerá todo lo sólido en el aire?  
Bonanza fiscal y reforma política  
en los países andinos

Augusto Varas

Introducción

En un corto período de menos de un año, entre diciembre de 2005 y 
2006, los cinco países de la región andina eligieron a sus respecti-
vos presidentes. Este crucial hecho político proporciona una buena 
oportunidad y perspectiva para analizar más de cerca las caracte-
rísticas del actual ciclo en que se encuentran los procesos de cambio 
social y político en esta región.

Se ha discutido mucho acerca de si los países incluidos en la re-
gión andina son o no un grupo relativamente homogéneo o compar-
ten características comunes. Nuestro análisis reconoce importantes 
comunalidades que definitivamente le otorgan a este conjunto de paí-
ses las características de una región propiamente tal. Esta afirma-
ción se fundamenta en dos consideraciones centrales; por una parte, 
reconocemos la voluntad de los gobiernos respectivos de constituir-
se en una región coordinando políticas macro económicas y avanzan-
do hacia una integración subregional. Tal como lo observaba el an-
terior secretario general de la Comunidad Andina, “la convergencia 
macroeconómica gradual ha sido, pues, uno de los logros de la inte-
gración andina” (Wagner 2006: 8). Así, y a pesar del retiro de Vene-
zuela de la Comunidad Andina de Naciones (CAN) en abril de 2006, las 
históricas voluntades integracionistas que van de la gesta bolivaria-
na hasta el Pacto Andino y la CAN nos permite afirmar esta regiona-
lidad. Por otra parte, las características socioeconómicas y políticas, 
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así como las comunes dificultades que estos países enfrentan en la 
actualidad, muestran la vigencia de su íntima relación.

Estudios comparados de los países andinos en las últimas déca-
das han coincidido en destacar la relevancia de un conjunto clave de 
factores explicativos comunes de las reiteradas crisis que se obser-
van en el mundo andino. La deteriorada relación entre estados débi-
les e ineficientes y una sociedad civil diversa y movilizada; la crisis de 
representación política partidaria, los mecanismos semiautoritarios, 
clientelistas, populistas, personalistas y plebiscitarios de gestión gu-
bernamental; la ausencia de proyectos nacionales y estrategias de de-
sarrollo inclusivas, así como su alta dependencia en la exportación 
de materias primas y los efectos negativos internos de los planes de 
ajuste estructural, han sido factores significativos en la comprensión 
de las dificultades que estos países enfrentan (Shifter 2004, Drake y 
Hershberg 2006, Solimano 2005, Mainwaring 2006).

En el presente trabajo, y en el marco de estos y otros valiosos 
análisis, retomaremos algunos de los elementos anteriores para pro-
fundizar en un aspecto particular de la actual coyuntura política de 
esta región, tal es la encrucijada en que estos países se hallan hoy 
día. Esta se caracteriza, por una parte, por encontrarse los gobier-
nos centrales de la región —por primera vez en muchas décadas— 
administrando volúmenes crecientes de recursos fiscales provenien-
tes del alto precio de sus commodities, pero, al mismo tiempo, los 
acuerdos y mecanismos de distribución de las rentas nacionales se 
encuentran cuestionados en un marco de altas expectativas y nece-
sidades no satisfechas.

Para analizar las tensiones que surgen en esta encrucijada y es-
tablecer sus efectos, describiremos el perfil social y político de es-
tos países analizando las últimas cifras que muestran sus crecientes 
y profundas exclusiones y fragmentaciones socioeconómicas, polí-
ticas, culturales y territoriales postajustes estructurales. Veremos 
cómo han aumentado las nuevas rentas nacionales producto de los 
nuevos precios de sus commodities y la crisis de la función distribu-
tiva del Estado a que esto ha llevado. Concluiremos con algunas con-
sideraciones sobre los principales desafíos políticos que estos países 
enfrentan en la actual coyuntura.
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Rupturas y fragmentaciones

Tal como se ha reconocido por múltiples autores, al conjunto de frac-
turas que históricamente han caracterizado a los países andinos a fi-
nes de los años ochenta y comienzo de los años noventa se le sumaron 
los efectos de las políticas fiscales de ajuste estructural. El debilita-
miento del Estado, el deterioro de su escasa función integradora junto 
al incremento de los factores centrífugos más adelante analizados han 
creado una situación crítica de la cual estos países sólo podrán salir 
después de profundos cambios político-institucionales.

Reformas estructurales, globalización y debilitamiento del Estado

A fines de los años ochenta y comienzo de los años noventa, en la ma-
yoría de los países latinoamericanos se iniciaron programas de ajus-
te estructural orientados a ampliar el espacio de las actividades priva-
das, abriendo las fronteras al comercio internacional, reduciendo las 
actividades productivas del Estado y limitando sus capacidades regu-
ladoras.

Una apretada síntesis de estas experiencias y sus consecuencias 
en América Latina indica que:

En los años 90 América Latina abogó por el Consenso de Washington 
[…]. La aplicación de tales medidas varió de un país a otro, pero en tér-
minos generales, la índole y la intensidad de las reformas en América 
Latina en lo años 90 superaron todo lo conocido hasta entonces […]. 
Pero los resultados fueron desalentadores en términos de crecimiento 
económico, reducción de la pobreza, redistribución del ingreso y condi-
ciones sociales (Birsdall y De la Torre 2001: 14).

Así, uno de los más importantes resultados, más o menos gene-
ralizado, de este conjunto de reformas ha sido la implantación de un 
nuevo modelo de crecimiento hacia fuera, el que ha tenido éxitos re-
lativos aumentando el espacio al sector privado y el flujo de exporta-
ciones, junto a un fracaso distributivo y un limitado rol del Estado en 
la gestión, regulación y control de la actividad económica.

En los países andinos este ajuste estructural tuvo consecuencias 
más profundas aún, ya que se rompieron los acuerdos preexistentes 
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—no equitativos ni justos— para distribuir la renta nacional y el Es-
tado perdió su capacidad para, a través de políticas sociales, gene-
rar y mantener identidades nacionales e integrar socialmente a paí-
ses que mostraban múltiples fragmentaciones. En estas condiciones, 
el sistema de fisuras estructurales preexistentes a nivel socioeconó-
mico, político, cultural y territorial adquirió mayor magnitud y eclo-
sionó generando un nuevo ciclo de crisis e inestabilidad política. 

Toda vez que en los estados andinos los contratos sociales y prin-
cipios de solidaridad y transparencia han sido débiles (Glassman y 
Handa 2005: 56, Gray y Chávez 2005: 88), estas reformas estructu-
rales afectaron profundamente los contratos sociales formales (ex-
presado en las constituciones) e informales (que dependen de la cul-
tura política, historia y otras normas sociales) (Solimano 2005: 3), los 
que se vieron reemplazados por sistemas discrecionales de distribu-
ción de los recursos nacionales, todo lo cual aumentó “los costos de 
transacción en la resolución de disputas sociales y políticas y la efec-
tiva presencia del estado de derecho”. En situaciones como las descri-
tas, en las cuales “las reglas del juego no son estables, el descontento 
con una política pública refleja no sólo la desaprobación de la políti-
ca misma, sino también la desaprobación de la reglas, instituciones y 
actores que producen la política” (Gray y Chávez 2005: 110-112, 74). 
Es precisamente lo sucedido en estos países y que se ha expresado en 
movilizaciones sociales que rechazan al conjunto de los actores polí-
ticos con la implícita o explícita consigna: “¡Que se vayan todos!”.

A nivel del rol del Estado, las reformas estructurales de los años 
noventa implicaron una mayor inserción de estos países en el acelera-
do proceso de globalización, lo que ha tenido importantes consecuen-
cias institucionales. Teóricamente se ha destacado que uno de los efec-
tos más significativos de la globalización a niveles nacionales ha sido 

la reducción de la capacidad del Estado y gobiernos para proporcionar 
soluciones satisfactorias a la mayoría de los temas en las agendas políti-
cas, en parte dado que los viejos temas ya no caen en su jurisdicción, en 
parte porque estos viejos temas también están crecientemente entre-
mezclados con componentes internacionales significativos (p. e. mer-
cados agrícolas y productividad laboral), y en parte porque el acuerdo 
de sus ciudadanías ya no puede más ser dado por supuesto (Rosenau 
1990: 13).
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De esta forma, la globalización estaría asociada a una demanda 
por mayor “autonomía política y auto-gobierno, a una aspiración glo-
bal por más democracia y a un nuevo criterio de legitimidad política 
y relocalización de la autoridad que evoluciona en dos direcciones: 
‘arriba’, hacia las organizaciones transnacionales, y ‘abajo’, hacia los 
grupos subnacionales” (Rosenau 1992: 254). 

En un plano empírico y observando la situación latinoamerica-
na, podemos coincidir con estas apreciaciones toda vez que las ac-
tuales tendencias hacia la descentralización y las políticas públicas 
que le corresponden, así como las demandas autonómicas, están es-
trechamente relacionadas con este fenómeno. Esta “bifurcación” de 
la autoridad hace más difícil a los estados del postajuste estructural 
crear condiciones institucionales que permitan una plena participa-
ción ciudadana en estas sociedades reestructuradas.

Esta situación es aún más compleja en países en desarrollo, los 
que en este período, junto con construir instituciones democráticas 
representativas, deben reformar sus estructuras institucionales al 
mismo tiempo que los gobiernos centrales pierden sus prerrogativas 
tradicionales. Por otro lado, en medio de un profundo proceso de re-
estructuración económica, el mercado sustituye al Estado moviliza-
dor arrebatándole aquellas funciones que le permiten transformar la 
sociedad y quebrar sus formas tradicionales de organización social 
y los poderes locales (Touraine 1994). Ahora, las instituciones polí-
ticas y sociales son incapaces de asimilar y proteger los nuevos de-
rechos de una ciudadanía en expansión. Esto se ve agravado por la 
persistencia de las vulnerabilidades de determinados sectores socia-
les, los que enfrentan crecientes niveles de marginación y, en medio 
de una crisis de representación, no pueden protegerse de la consti-
tución de nuevos centros de poder cuya influencia tiende a quedar 
al margen de los mecanismos institucionales de regulación política 
y social. Así, la globalización, el nuevo y expansivo rol del mercado y 
de los agentes privados, y la redefinición y reducción del papel regu-
lador y movilizador del Estado han debilitado a los gobiernos centra-
les como actores significativos en la integración nacional. 

A estos cambios sistémicos se le ha sumado la ruptura de las pre-
vias reglas distributivas, todo lo cual ha aumentado la intensidad del 
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conjunto de fracturas sociales, económicas y culturales, dando por 
resultado una situación de alta inestabilidad política y social.

Desigualdades y fracturas socioeconómicas

Las desigualdades y fracturas sociales en estos países no son nuevas, 
y de alguna forma son compartidas por el resto del continente. El in-
forme del PNUD sobre La democracia en América Latina reconoce que 
“existen exclusiones sociales superpuestas” donde “las privaciones en 
un componente de la ciudadanía social suelen coincidir con privacio-
nes en otros campos”. La constatación de exclusiones y marginacio-
nes sobrepuestas lleva al informe a concluir que existen “déficit es-
tructurales en materia de ciudadanía social” (PNUD 2004: 110-129).

Junto a esta común particularidad, la situación de los países an-
dinos se ha caracterizado, además, por una perversa combinación de 
un perfil socioeconómico excluyente con procesos de cambio estruc-
tural que han reproducido a escala ampliada estas exclusiones. 

Esta situación también ha estado asociada a un conjunto de 
cambios sociales sistémicos, como ha sido la creciente urbanización 
observada en estos países y otros procesos socioeconómicos, todo lo 
cual ha tenido como efecto simultáneo y combinado la profundización 
de las fisuras existentes, manteniendo sociedades altamente exclu-
yentes y marginalizantes (Cuadro 9.2).

Migración campo-ciudad 

Un primer cambio de importancia observado en la última década ha 
sido la creciente urbanización sufrida por estos países en la última dé-
cada. Entre 1990 y 2004, fuertes flujos migratorios internos aumen-
taron la población urbana a tasas muy altas: Bolivia 22,7%, Ecuador 
18,8%, Colombia 10,4%, Perú 7,0% y Venezuela 5,8%; todas estas ci-
fras mucho más altas que el promedio latinoamericano (CEPAL 2004).

La manifiesta incapacidad de la infraestructura urbana y las 
insuficientes políticas de viviendas populares para acoger y asimi-
lar estos flujos han quedado de manifiesto, empeorando aún más las 
condiciones de vida de los más pobres (Cuadro 9.1).
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Cuadro 9.1
Déficit de viviendas populares

Fuente:
1 	 Joan MacDonald. Pobreza y precariedad del hábitat en ciudades de América Latina  

y el Caribe. CEPAL, noviembre 2004.
2 	 UN-HABITAT/ROLAC. El rostro de la pobreza en las ciudades de América Latina  

y el Caribe. Agosto 2005. En www.unhabitat-rolac.org/anexo/210820069261462.pdf 

Gasto público 
en vivienda y 
saneamiento

(% gasto público 
total)1

Población en 
tugurios

(% población 
urbana)2

Hogares urbanos  
pobres no 
indigentes  

sin propiedad  
de la vivienda
( % del total  

de hogares 
pobres urbanos)2

1996-
1997

2000-
2001

1990 2001 1990 1999

Bolivia 8,0 7,8 70,0 61,3 47,3 57,4

Colombia 1,7 1,4 26,0 21,8 34,6 49,6

Ecuador 4,5 3,6 28,1 25,6 s. i. s. i.

Perú 1,3 1,3 60,4 68,1 s. i. 43,3

Venezuela 5,2 4,4 40,7 40,7 22,9 19,1

Desempleo urbano

En este contexto de aumento de la población urbana, la actividad eco-
nómica no ha sido capaz de proveer de empleos a esta masa crecien-
te de pobladores. Las políticas de ajuste fiscal han destruido empleos 
formales e incrementado la informalidad. De esta forma, el desem-
pleo urbano entre 1990 y 2004 ha tenido saltos del 80%, como en el 
Ecuador (a pesar de los masivos flujos migratorios internacionales); 
52,4% en Colombia (posiblemente por el masivo desplazamiento pro-
ducto de la violencia y el conflicto interno), 47,1% en Venezuela, 30% 
en Bolivia y 14,5% en Perú (CEPAL 2004).

Dada la escasez de empleos urbanos formales, los empleos infor-
males han aumentado concomitantemente, en especial el trabajador 
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independiente, categoría que en este período bajo observación ha te-
nido aumentos explosivos, como en Venezuela (60,4%) y Colombia 
(56,4%), observándose aumentos menores pero sostenido en países 
que ya tenían una base de trabajadores independientes bastante al-
ta. No está demás mencionar que este tipo de categoría ocupacional 
carece absolutamente de protección social, siendo estos los sectores 
más expuestos a los problemas de la pobreza.

Gasto social

El gasto social en América Latina ha sido fundamental para aliviar y 
compensar parcialmente las malas condiciones de vida de los secto-
res más pobres. Sin embargo, en esta última década, al aumento de la 
pobreza urbana e informalidad se le ha agregado un gasto social de-
creciente en los casos de Bolivia, Ecuador y Venezuela (Cuadro 9.2), 
lo que ha impactado con mayor intensidad a los sectores más débi-
les. Aun cuando históricamente “el gasto social en los países andinos 
es significativamente menor que en países de desarrollo económico 
comparable” (Glassman y Hanta 2005: 61), en un contexto de cambio 
estructural y polarización socioeconómica creciente la disminución 
de este ha tenido como resultado una profundización de las fractu-
ras sociales existentes.

Distribución del ingreso

Con una mayor población urbana que no encuentra empleo, en con-
diciones de vida y disminución del gasto social, la situación socio-
económica de sus habitantes se ha deteriorado sustancialmente, lo 
que se resume en las fuertes disparidades de distribución del ingre-
so que se observan en estos países. En este mismo período, los ricos 
se han hecho más ricos y los pobres más pobres.

En el Cuadro 9.2 es posible observar cómo en todos los países de 
la región el decil más rico ha aumentado sus ingresos, pero al mismo 
tiempo la línea de indigencia urbana ha aumentado (con la excepción 
del Ecuador, quizás por la masiva migración internacional). Estos datos 
muestran la creciente polarización socioeconómica observada en estos 
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países con posterioridad a los procesos de ajuste, lo que refrenda las 
afirmaciones del Disenso de Washington al respecto. Esta fractura eco-
nómica se manifiesta geográficamente en profundas diferencias entre 
campo y ciudad, así como entre costa, sierra y áreas amazónicas.

Fragmentación política

Una segunda línea de fisuras que se han profundizado en los últimos 
años han sido las políticas. Tal como se observa en el Cuadro 9.2, los 
sistemas de representación observan, simultáneamente, una frag-
mentación tanto partidaria como geográfica. Aun cuando la política 
ha mostrado altos niveles de inclusión (Mainwaring 2006), la exis-
tencia de sistemas de partidos atomizados (diez o más partidos re-
levantes) en sistemas electorales con muy bajas barreras de entrada 
para partidos pequeños ha sumergido al sistema de partidos en una 
crisis de magnitud.

En el caso de Bolivia, por ejemplo, tenemos que:

En las elecciones presidenciales y parlamentarias de Junio de 1997, […] 
el sistema de partidos se volvió más fragmentado y polarizado que el de 
1993. Por ejemplo, en 1993 el partido más grande ganó 35.6% del voto, 
en 1997 el partido más grande —uno diferente— ganó solo 22.3%. Sólo 
siete partidos lograron escaños en 1997, en tanto nueve habían ganado 
en 1993, pero las delegaciones eran similares en tamaño, haciendo sig-
nificativamente un congreso más fragmentado (Aceproject).

O como en el caso del Perú, donde a la fragmentación político-
partidaria se le agregó en la última elección presidencial una dimen-
sión territorial. Tal como aparece en el Gráfico 9.1, la localización de 
las bases electorales de apoyo para Alan García y Ollanta Humala tu-
vo un corte costa-sierra/Amazonía altamente asociado a las condi-
ciones socioeconómicas de esas regiones.

Este tipo de fragmentación se observa de igual forma en las histó-
ricas diferencias electorales y de organización partidaria en el Ecuador 
—que también muestra un sistema de partidos atomizado—, donde el 
alineamiento costa-sierra ha ayudado a explicar los diferentes resulta-
dos electorales y ha dado cuenta de las históricas tensiones políticas. 
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Gráfico 9.1
Segunda vuelta elección presidencial, Perú 2006. 

Resultados electorales por departamentos

Fuente: elaboración propia
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Tal sistema de fracturas sociopolíticas conspira contra la posi-
bilidad de organizar un sistema de partidos en forma. Así, en el caso 
ecuatoriano, que puede extrapolarse a los otros países andinos, “las 
diferencias regionales se traspasan al medio político impidiendo la 
emergencia de partidos políticos nacionales con amplia representa-
ción nacional” (Arteta y Hurtado 2005: 104).

En los casos de Colombia y Venezuela, si bien tienen característi-
cas distintas, el resultado tiende a ser similar toda vez que el sistema 
de partidos en ambos casos se encuentra fracturado. En Colombia se 
ha dado un proceso de ruptura y reorganización como consecuencia, 
por una parte, de la emergencia del uribismo, que ha desarticulado los 
alineamientos internos en el Partido Liberal, así como, por otra par-
te, del creciente apoyo electoral al Polo Democrático, ambas fuerzas 
políticas alternativas al bipartidismo anterior. O se encuentra pulve-
rizado, como en el caso de Venezuela, donde el chavismo ha arrasado 
con el sistema de partidos previamente en bancarrota.

En un contexto de profundos cambios estructurales, esta cri-
sis de los partidos políticos como mecanismo genuino de represen-
tación en la región andina ha creado condiciones favorables para el 
desarrollo de corrientes y líderes populistas que, a través de una jus-
tificada crítica a las “clases políticas” tradicionales, tienden a romper 
el juego político elitista y sus estructuras tradicionales, demandan-
do y generando una nueva forma de representación de sus intereses 
en el Estado y nuevas formas de distribución de las rentas naciona-
les. Esto se ha observado en la Venezuela de Hugo Chávez, en el Pe-
rú de Ollanta Humala y en el Ecuador de Lucio Gutiérrez, así como en 
cierta medida en la Colombia de Uribe.

Diversidad cultural

Un tercer sistema de fracturas en las naciones andinas ha sido de na-
turaleza cultural. Los países andinos, especialmente Bolivia, Ecua-
dor y Perú, muestran una alta diversidad y presencia de pueblos y 
culturas originarias. Sin embargo, esta riqueza étnica ha sido nega-
da por las minorías dominantes y no ha sido acogida y organizada 
institucionalmente como una efectiva e inclusiva interculturalidad. 
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Sin embargo, producto de situaciones políticas y organizaciona-
les internas, así como consecuencia de eventos internacionales, co-
mo la conmemoración de los quinientos años del descubrimiento de 
América y de la Conferencia Ciudadana contra el Racismo, la Discri-
minación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia1, 
estas identidades históricamente sometidas han tenido un período 
de inédita activación y visibilización política.

De esta forma, la movilización de los pueblos originarios en la 
región andina ha dejado en evidencia el fracaso de la función de in-
tegración tanto social como simbólica del Estado y, por el contrario, 
ha mostrado la histórica desconsideración por parte de los sectores 
hegemónicos de una parte tan significativa e importante de la pobla-
ción de sus países.

1.	 Los días 2 y 3 de diciembre de 2000, 1,500 representantes de ONG y de organi-
zaciones de pueblos y movimientos de 32 países de la región se reunieron en el 
edificio Diego Portales de Santiago de Chile para participar. Varios de esos re-
presentantes también participaron en la Conferencia Regional Interguberna-
mental de las Américas, celebrada del 5 al 7 de diciembre. Un análisis de estas 
cumbres en Hopenhayn, Bello y Miranda (2006).

Cuadro 9.3
Diversidad cultural

Fuente:
CEPAL, Panorama social de América Latina, 2006. Santiago: 2007, p. 163.
a Nacionalidades indígenas importantes.
b Total de grupos indígenas. 
c Hay una fuerte disputa sobre las cifras, por lo que indicamos sus extremos.

Bolivia Colombia Ecuadorc Perú Venezuela

Porcentaje 
de población 
indígena

62,2% 2% 45%-6,8%    32%  2,3 

Número de 
nacionalidades 
y pueblos 
indígenas

3a

36b
15a

81b
14a

26b
72b 8a

36b
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Autonomías territoriales

A estas profundas fracturas socioeconómicas, políticas y culturales 
se le agrega un cuarto sistema de fisuras de carácter nacional. Tales 
son las ubicuas demandas de autonomías territoriales que, con mayor 
o menor intensidad, si bien con grandes diferencias entre sí, se obser-
van en cada uno de los países de la región.

Aun cuando estas demandas autonómicas son de larga data y en-
troncan con una larga tradición de aspiraciones descentralizadoras, 
en la actualidad muchas de ellas tienen connotaciones políticas o son 
definidas por las autoridades gubernamentales como respuesta a in-
tereses empresariales o de derecha. En algunos casos, estas deman-
das autonómicas tienen ribetes internacionales y geopolíticos.

El caso más significativo al respecto ha sido el de Santa Cruz, en Boli-
via. Allí, el movimiento autonomista —de larga data— logró un resonan-
te triunfo en el último referendo de julio de 2006. Frente a la pregunta:

¿Está usted de acuerdo en el marco de la unidad nacional, de dar a la 
Asamblea Constituyente el mandato vinculante para establecer un ré-
gimen de autonomía departamental, aplicable inmediatamente des-
pués de la promulgación de la nueva Constitución Política del Estado 
en los departamentos donde este referéndum tenga mayoría, de mane-
ra que las autoridades sean elegidas directamente por los ciudadanos 
y reciban del Estado Nacional competencias ejecutivas y los recursos 
económico-financieros que les asigne la nueva Constitución Política 
del Estado y las Leyes?,

los cruceños, con la esperanza de obtener el control de los recursos na-
turales, lograron una resonante victoria (70%). Algo parecido se obser-
vó en Beni, Pando y Tarija. Estos departamentos, con banderas libera-
les del novecientos e intereses conservadores de la actualidad, también 
votaron contra la opción promovida por el presidente Morales.

En el caso del Ecuador, en la consulta popular realizada el 23 de 
enero de 2000, el Guayas, junto a otras cuatro provincias, votó ma-
yoritariamente (97%) por su autonomía. Y, últimamente, Jaime Ne-
bot, alcalde de la ciudad, afirmaba que “Guayaquil marcha a la auto-
nomía con Ley o sin Ley”.2

2.	 Ver www.cre.com.ec/Desktop.aspx?Id=135&e=83621 
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Por su parte, en el Perú, la región de Trujillo, una de las más prós-
peras del país, reclama

las dos autonomías que nos faltan: Autonomía Normativa. La facultad 
de dictar las normas ordinarias, las leyes comunes (civiles, comerciales, 
etc.) para las actividades locales, y resolver sobre ellas, que ahora no te-
nemos. Y el poder para privatizar o desregular empresas, institutos o 
actividades. Autonomía Fiscal. El poder de cobrar los impuestos nece-
sarios para obras y servicios genuinamente públicos a nivel local, ce-
diendo a las autoridades nacionales parte de lo recaudado, para obras 
y servicios genuinamente públicos a nivel nacional. Sólo con estas cua-
tro autonomías podremos llevar a nuestros pueblos la prosperidad y el 
bienestar que hoy nos faltan.3

Con menos futuro, en el estado de Zulia —productor de la ma-
yor parte del petróleo venezolano y generador de rentas nacionales 
de significación—, el movimiento autonomista Rumbo Propio aspi-
ra a un estatuto equivalente a las comunidades autonómicas españo-
las. Frente a estas aspiraciones, el gobierno central ha reaccionado 
vivamente, calificándolo de intento secesionista y de encontrarse los 
EEUU detrás de esta operación.4 El presidente Chávez ha comentado 
que “‘hay grupos jugando a la división de Venezuela y la independen-
cia del Zulia’ refiriéndose al plan de secesión planteada en la región 
zuliana tildando de ‘locura’ a este planteamiento desestabilizador”.5

Finalmente, y con sus propias características, el Estado central 
colombiano, que históricamente ha tenido dificultades de proyectar 
su soberanía y control interno, no sólo enfrenta a las fuertes identida-
des regionales, como las de Medellín y Cali, donde existen poderosos 

3.	 Liberalismo autonomista, Acta de Guayaquil. Proyecto de declaración prepara-
do por el Movimiento Rumbo Propio de Venezuela (RP), el Instituto de Libre 
Empresa de Perú (ILE) y la Conferencia Liberal Hispanoamericana (CLH), para 
ser considerado en el Primer Foro Internacional por la Libertad y Autonomía 
Regional (FILAR 1), en Guayaquil, Ecuador, del 12 al 15 de septiembre de 2006. 
En www.ileperu.org/contenido/Articulos/actadeguayaquil.htm 

4.	 Sospechas avaladas por las palabras del embajador de EEUU William Brown-
field, quien habló de la “República de Zulia”.

5.	 Gobierno Bolivariano de Venezuela, Ministerio del Poder Popular para la Comu-
nicación e Información, Radio Nacional de Venezuela, 19 de febrero de 2006.
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sectores empresariales, sino que se ve impotente de controlar esta-
blemente las amplias zonas controladas por las fuerzas paramilita-
res y guerrilleras. Aun cuando el gobierno central ha manejado estas 
tensiones fortaleciendo el proceso de descentralización e inhibiendo 
las tendencias autonomistas, el fuerte regionalismo colombiano in-
crementa las diferentas internas.

En suma, en la actualidad tenemos una región andina en la que, 
después de profundos cambios estructurales, tienden a predominar 
importantes tendencias centrífugas, dificultando los procesos de in-
tegración nacional y social, haciendo más difícil el encuentro de nue-
vas reglas de interacción política y distributiva, y dificultando la 
proyección soberana de los respetivos estados centrales.

Crisis de la función redistributiva del Estado  
y nuevas rentas nacionales

Producto de los procesos de reforma y de los desarrollos antes des-
critos, los países andinos observan una mayor polarización social y, 
al mismo tiempo, el Estado central se ha visto privado de desplegar 
muchos de sus anteriores roles, en particular de sus no muy eficien-
tes capacidades integradoras, especialmente a través de la imple-
mentación de políticas sociales. Sin embargo, a comienzos de la dé-
cada de 2000, en cada uno de estos contextos, y producto de ciclos 
económicos internacionales, de pronto estos mismos países se han 
encontrado con inesperados aumentos de sus ingresos fiscales como 
consecuencia del aumento explosivo de los precios de sus commodi-
ties a nivel internacional.

Históricamente, estos países han dependido “de los recursos na-
turales como principal fuente de divisas e ingresos fiscales. Este es el 
caso del petróleo en Venezuela y Ecuador, de los hidrocarburos en Bo-
livia, el cobre en Perú” y una canasta de commodities en Colombia. Pe-
ro la actual estructura social existente, marginalizante y excluyente, 
genera conflictos distributivos que en ausencia de un Estado fuerte 
es imposible conciliar (Solimano 2005: 6-7). Además de la debilidad 
del Estado para conciliar los conflictos distributivos, los acuerdos 
preexistentes de distribución de las rentas nacionales se han roto y 
no han sido reemplazados por otros procedimientos más cercanos y 
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correspondientes a la nueva correlación de fuerzas políticas que la 
propia crisis de los años noventa ha generado.

Analizando las cifras de aumentos de los ingresos fiscales gra-
cias al incremento del volumen y precio de las exportaciones de sus 
principales recursos naturales, tenemos que a comienzos de la déca-
da la caja fiscal de estos países se ha visto incrementada sustancial-
mente. Tal es el caso del Perú, donde, gracias al aumento de los in-
gresos producto de las actividades mineras, el fisco ha recibido casi 
cinco veces más de recursos que en el pasado. O en el Ecuador, donde 
se han incrementado estos ingresos en más de tres veces en el cur-
so del período. Y en el caso de Bolivia, donde en sólo un año los re-
cursos fiscales se duplicaron gracias al incremento del precio del gas 
natural (28,9%) y el petróleo (44,1%), y al aumento de las ventas ex-
ternas de gas (58,8%) y otros combustibles (52,4%).6 Por su parte, 
Venezuela, el caso más llamativo de los cinco, ha visto su caja fiscal 
casi triplicada en un solo año (2004-2005). Solamente en 2005 el va-
lor de las exportaciones petroleras de las empresas públicas venezo-
lanas se incrementó en 46%. Incluso Colombia, en menor medida, se 
vio beneficiada gracias al aumento de los precios internacionales del 
café, carbón, ferroníquel y petróleo.

A diferencia de décadas anteriores, la actual existencia de recur-
sos fiscales permitiría la implementación de políticas de estado orien-
tadas a satisfacer las principales demandas sociales por empleos for-
males, protección social (salud, previsión) y seguridad ciudadana. Sin 
embargo, la atomización y ruptura del sistema de partidos y del sis-
tema de representación política existente en este momento dificul-
ta sobremanera esta tarea. Por otra parte, la desarticulación de las 
fuerzas armadas como actor político descarta las posibilidades de 
una coalición civil-militar que intente imponer un determinado es-
quema distributivo. La movilización nacionalista tampoco ha dado 
resultado como elemento cohesionador, toda vez que estos lideraz-
gos no han podido imponerse nacionalmente y las fracturas regiona-
listas y culturales conspiran contra cualquier tipo de intento de supe-
rarlas a través de una convocatoria supranacional. De esta forma, las 

6.	 CEPAL, División de Desarrollo Económico, Estudio económico de América Latina 
y el Caribe 2005-2006. Santiago de Chile: CEPAL, 2006.
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Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

Aumentos 100%
(2004-
2005)1

Petróleo 
26%
Carbón 
11%

223%
(2002-
2003)2

387,7%
(1998-
2005)3

100%
(1999-2001)4

+ 193,4%
(2004-2005)5

Cuadro 9.4
Incremento de ingresos fiscales gracias  

al mayor precio de sus commodities

Fuentes:
1 	 Eduardo Antelo, “Posibles impactos económicos de la nueva Ley de Hidrocarburos en 

Bolivia”, julio de 2004. En http://www.caf.com/attach/11/default/Bolivia-posiblesimpactos
LeyHidrocarburos(Jun05).pdf 

2 	 ILPES, El Estado en América Latina a inicios del nuevo milenio: el caso de Ecuador. LC/
IP/L.191, agosto de 2001.

3 	 Juan José Miranda Montero, “Ingresos mineros del fisco peruano”. Instituto de Estudios 
Peruanos, 2005 (datos no publicados).

4 	 Gustavo Márquez Marín, “La coyuntura actual de Venezuela y el golpe petrolero”. Vie-
na, 4 de abril de 2003. En www.venezuela-viena.org/documentos/La%20Coyuntura%20
Actual%20de%20Venezuela%20y%20el%20Golpe.04.04.2003.ppt 

5 	 CEPAL, Estudio económico de América Latina y el Caribe 2005-2006.

movilizaciones populares siguen siendo las expresiones más recurri-
das en la región, tal como ha sucedido en Perú, donde a mediados de 
2007 se desencadenaron una serie de protestas sociales que deman-
daban una redistribución de los ingresos, las que han derrumbado la 
popularidad del presidente García, la que cayó de 63% en agosto de 
2006 al 32% en julio de 2007.

Este problema no se da exclusivamente en los países andinos; 
también en otros contextos, como el chileno, se han producido situa-
ciones semejantes. En este último caso, producto de los aumentos 
explosivos del precio del cobre, se han generado cuantiosos exceden-
tes, situación que ha estimulado importantes movilizaciones socia-
les, generando disconformidad social, la que se ha expresado en una 
drástica caída de la popularidad de la presidenta Bachelet. Con todo, 
la estabilidad política no se ha visto alterada dada la consistencia de 
los acuerdos políticos logrados posdictadura.
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Crisis y reforma política

Las encrucijadas nacionales que enfrentan los países andinos tienen 
elementos comunes a la vez que muestran importantes diferencias 
específicas. Pareciera que todos ellos comparten el problema de las 
crecientes demandas sociales, las que se enfrentan a una relativa au-
sencia de mecanismos políticos eficaces para lograr acuerdos redis-
tributivos en un marco de abundantes recursos fiscales. Sin embar-
go, las vías para salir de estas encrucijadas no son idénticas y son el 
resultado de opciones políticas muy diversas. En cada país de la re-
gión, la reforma política, proceso clave en la resolución pacífica de 
los conflictos internos, tiene más o menos urgencia, así como en-
cuentra mayores o menores posibilidades de implementación. Desde 
este punto de vista, los países andinos son muy diversos entre sí, tal 
como veremos a continuación.

Bolivia. El proceso de reforma política de mayor envergadura en cur-
so en el área andina es el boliviano. La Asamblea Constituyente (AC), 
que inició sus funciones el 6 de agosto de 2006 y eligió sus 255 dipu-
tados, que representan a 21 agrupaciones políticas, ciudadanas y pue-
blos indígenas, deberá intentar resolver el ya histórico conflicto en-
tre un Estado excluyente y una diversa nación boliviana. El oficialista 
MAS, que logró mayoría con 137 asambleístas (53,7%), ha postulado a 
la AC como “originaria”, encargada de romper con el orden preceden-
te para establecer un ordenamiento jurídico-institucional nuevo. Los 
antecedentes contemporáneos de su demanda se remontan a los años 
noventa con las reivindicaciones de derechos indígenas en las tierras 
bajas, la “guerra del agua” en Cochabamba en 2000-2001 (moviliza-
ción popular exitosa contra la privatización de las empresas de agua 
y sanitarias) y la última “guerra del gas” en 2003.7 

Estas movilizaciones fueron precedidas por la ley de participa-
ción popular de 1994 y el reconocimiento legal de las Organizacio-
nes Territoriales de Base, organizadas en torno a las fórmulas co-
munitarias indígenas rurales y vecinales urbanas, lo que convirtió a 

7.	 En www.constituyente.bo/nuevositio/preguntas/index.htm
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las municipalidades en espacio político privilegiado y estructurador 
(Aguirre y Moreno 2006). Así, en un contexto de creciente empode-
ramiento de las mayorías indígenas que confrontan una estructura 
de toma de decisiones arcaica y excluyente, las profundas diferen-
cias en torno al cómo resolver los temas controvertidos han conduci-
do al nuevo liderazgo político a la necesidad de modificar completa-
mente la institucionalidad política. De aquí que los principales temas 
que deberá enfrentar la AC serán aquellos cuya resolución alterará 
de manera profunda las relaciones políticas nacionales: la naturale-
za de sistema político (presidencialista o parlamentario), la secula-
rización y estructura administrativa del Estado (actualmente confe-
sional católico), la tenencia de la tierra y los recursos naturales, las 
autonomías departamentales, la consagración legal de los derechos 
indígenas y colectivos, y otros acerca de la forma que debería adop-
tar la nueva correlación de fuerzas sociales que hoy día se ha mani-
festado en Bolivia. Esto ha quedado de manifiesto en las declaracio-
nes del presidente Evo Morales cuando afirmó que, con la Asamblea 
Constituyente, “llegó la hora de cambiar las leyes hechas sólo para 
robar y robar”, y enfatizó que en la refundación del país participa-
rán los sectores marginados, con una característica incluyente y sin 
“abandonar a nadie”.8

El reemplazo de las reglas del juego político existente por otras 
más equitativas, que sustituyan la “democracia pactada” que permi-
tía la sucesión de gobiernos multipartidistas de derecha con escaso 
apoyo popular y el “presidencialismo parlamentario”9 preexistente, 
es la gran tarea que enfrenta Bolivia en el presente. De la capacidad 
para consensuarlas permitiendo, al mismo tiempo, que ellas posibi-
liten un aprovechamiento productivo de sus recursos naturales de-
penderá su futura estabilidad, prosperidad y justicia social.

8.	 En www.la-razon.com/versiones/20060731_005619/nota_249_314760.htm 
9.	 “El presidente es elegido por el Congreso con opciones propias no restringidas 

al ganador por mayoría relativa […] sobre la base de una mayoría parlamenta-
ria —construida postelectoralmente en negociaciones interpartidarias— que 
asegura el apoyo parlamentario a la gestión del presidente y, de esta manera, 
la compatibilidad entre el poder ejecutivo y el legislativo.” René Antonio Ma-
yorga, “Presidencialismo parlamentarizado y gobiernos de coalición en Boli-
via”. En 168.96.200.17/ar/libros/lanzaro/mayorga.pdf 
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Colombia. Sin pretender siquiera sintetizar los principales elementos 
que han caracterizado el conflicto interno, es posible establecer que 
la actual etapa del proceso político colombiano se inició con la des-
movilización del grupo guerrillero M-19 a fines de los años ochenta. 
Gracias a esta negociación se incorporaron al proceso de paz algunos 
grupos guerrilleros, todo lo cual resultó en la elección de una Asam-
blea Constituyente y la aprobación de la nueva Constitución de 1991.

Desde 1991—en cada cuatrienio—, el gobierno respectivo ha ini-
ciado negociaciones de paz con algunos de los varios actores violen-
tos en el país. Durante el gobierno de César Gaviria (1990-1994) se 
puso en práctica la nueva Constitución, que enfatizó los mecanismos 
de la democracia participativa, incluyendo la consulta popular, el re-
feréndum y la iniciativa legislativa. Su principal acción fue la desarti-
culación del poderoso cartel de Medellín, permaneciendo activo el de 
Cali, el que le generó serios problemas al mandatario siguiente. 

El gobierno de Ernesto Samper (1994-1998) continuó con las 
aproximaciones hacia el Ejército de Liberación nacional (ELN), esta-
bleciendo contactos informales a través de la Oficina del Alto Comi-
sionado para la Paz con líderes guerrilleros, produciéndose acuerdos 
puntuales para la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, 
la aceptación de la Comisión de Encuesta (mecanismo del Protocolo 
I de los Convenios de Ginebra) y la propuesta del ELN de una Conven-
ción Nacional. Al finalizar este gobierno, subsecuentes diálogos re-
sultaron en el llamado Pre-Acuerdo del Palacio de Viana, en Madrid, 
así como posteriormente en el Acuerdo de Puerta del Cielo, que rati-
ficaron la importancia de la Convención Nacional como procedimien-
to de participación social en la perspectiva de un proceso de conver-
saciones de paz. Sin embargo, la profunda crisis política generada por 
las acusaciones de apoyo financiero del narcotráfico a la campaña de 
Samper impidió capitalizar éxitos en este campo. 

Durante su administración, Andrés Pastrana (1998-2002) inició 
conversaciones con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom-
bia (FARC) haciendo efectiva una Zona de Distensión para estas últi-
mas, sin romper los vínculos entre el Ejército y las paramilitares Au-
todefensas Unidas de Colombia (AUC). Sin embargo, las permanentes 
interrupciones y reinicio de las negociaciones, la recesión económi-
ca, así como la percepción al interior del ejército de una sucesión de  
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concesiones inconducentes, tuvieron por resultado una mayor inefi-
ciencia militar, una fuerte caída en el apoyo popular y un aumento 
de las acciones de los paramilitares, con una secuela de masivas vio-
laciones a los derechos humanos. La respuesta que se intentó dar a 
esta pérdida de legitimidad y apoyo fue el Plan Colombia, que con la 
ayuda de Estados Unidos contempló inversiones masivas en la lucha 
contra el narcotráfico con un fuerte componente militar. No obstan-
te, en enero de 2002 Pastrana declaró suspendido el proceso de paz 
con las FARC. 

Finalmente, desde comienzos de 2003, el presidente Álvaro Uri-
be (2002-2010) ha privilegiado la desmovilización de grupos para-
militares y, en menor medida, ha explorado posibilidades de paz con 
las FARC y el ELN. Su gestión se ha visto marcada por el fortaleci-
miento doctrinario y de equipamiento de las fuerzas armadas, refor-
zando los aspectos militares del Plan Colombia, lo que ha resultado 
en un mayor control relativo del Estado sobre el territorio nacional. 
De acuerdo con la Comisión de Derechos Humanos,10 han disminuido 
los homicidios, masacres y secuestros, en comparación con 2003, pe-
ro el nivel y frecuencia de esos delitos continúan siendo extremada-
mente altos. Con todo, la Ley de Justicia y Paz y el proceso de desmo-
vilización de paramilitares han recibido fuertes críticas por no ser 
una efectiva desmovilización y dejar en la impunidad los crímenes 
de los paramilitares.11

La reforma política en Colombia está y sigue estando atravesa-
da por la aguda y endémica violencia que ha sacudido al país durante 
más de 40 años, así como por los diversos y frustrados intentos para 
lograr una salida negociada al conflicto armado interno. No obstan-
te, últimamente la bonanza económica colombiana, posibilitada por 
los mejores precios del canasto de commodities que este país expor-
ta, hace que las propuestas mencionadas más adelante tengan mayor 
viabilidad que en una situación de crisis económica.

10.	 Declaración del presidente de la Comisión de Derechos Humanos sobre la situa-
ción en Colombia, el 21 de abril de 2005.

11.	 Véase la serie de documentos que la Comisión Colombiana de Juristas está dan-
do a conocer sobre el proyecto de Ley Justicia y Paz. En www.coljuristas.org/
popup.htm; ver también Human Rigths Watch (2005).
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Después de lograr un importante triunfo electoral con la modi-
ficación constitucional y posterior reelección del presidente Álvaro 
Uribe, así como la aprobación de la Ley de Justicia y Paz por la Cor-
te Constitucional, la presidencia colombiana ha relanzado informal-
mente la idea, ya discutida en 2004, de un cambio constitucional 
más profundo que modifique el régimen presidencial por uno de cor-
te parlamentario. Últimamente, el consejero presidencial Fabio Va-
lencia Cossio afirmó que “inexorablemente la organización política 
colombiana va hacia el sistema parlamentario”.12 Desde el Polo De-
mocrático respondió el senador Carlos Gaviria indicando que “en 
abstracto el régimen parlamentario es bueno y hemos apoyado esa 
idea. Pero, si como aparece ahora, es un mecanismo para que el pre-
sidente Uribe se perpetúe en el poder, no es muy atractivo”.13 Junto a 
esta propuesta se intentaría aprobar una ley que permita la reelec-
ción de gobernadores y alcaldes.

En este contexto, la idea de una transformación del régimen po-
lítico presidencialista a uno parlamentario despierta fuertes sus-
picacias. El presidencialista sistema político colombiano se ha vis-
to afectado, primeramente, por la fuerte centralización del poder en 
la presidencia, una alta personalización de esta y un manejo plebis-
citario de las relaciones con los partidos y el Congreso. El concepto 
acuñado de “gobernabilidad tarifada” (Ungar 2004) expresa los ni-
veles de incidencia y manejo de los votos parlamentarios por parte 
del ejecutivo. En segundo término, se tiene que una parte de la socie-
dad aún se expresa y se moviliza al margen del estado de derecho y 
de la institucionalidad vigente, a través de poderosos grupos arma-
dos, los que se han convertido en contrapoderes con funciones esta-
tales, controlando territorio y poblaciones, sustituyendo a las insti-
tuciones jurisdiccionales, generando empleo, delimitando territorios 
y apropiándose del presupuesto público. 

Especialmente relevante para los propósitos de nuestro análi-
sis es la presencia económica y política de los paramilitares en sus 
zonas de operación, quienes, utilizando la legalidad vigente, estarían 

12.	 El Tiempo, 18 de junio de 2006. 
13.	 El Tiempo, 19 de junio de 2006.
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dejando bajo su control político y económico amplias zonas del país. 
Así, algunos sectores empresariales se preguntan, “los paramilita-
res tienen más tierras y recursos que cualquiera […]. ¿Qué va a pa-
sar con esas tierras y con los recursos ilícitamente habidos?”.14 Una 
de las respuestas indica que “en las próximas elecciones, los parami-
litares tendrán presencia a través de alianzas con caciques tradicio-
nales o imponiendo sus propios candidatos con el fin de asegurar y 
consolidar su poder económico, político, militar y regional”.15 Tal co-
mo se ha señalado (Unger 2004):

a los pocos días de las elecciones para Congreso en el 2002, el hoy jefe 
de las Autodefensas, Salvatore Mancuso, con quien el gobierno adelan-
ta un proceso de paz, afirmó que su movimiento había obtenido cerca 
del 35% de la representación parlamentaria. Aun cuando algunos sec-
tores de opinión consideraron exagerada esta aseveración, hoy en día 
no parece muy alejada de la realidad, no sólo en el Congreso sino en 
otros ámbitos de poder. Por ejemplo, en un número importante de mu-
nicipios ubicados en regiones de claro dominio paramilitar, las elec-
ciones de 2002 fueron ganadas por los candidatos únicos que según 
muchos estaban avalados por estos grupos. Estos y otros fenómenos 
relacionados con la creciente paramilitarización del país fueron de-
nunciados al unísono por los principales medios de comunicación es-
critos el domingo 26 de septiembre de 2004.

Desde esta perspectiva, los peligros de una reforma que parla-
mentarice el sistema político colombiano y que permita la reelección 
de gobernadores y alcaldes generaría una nueva institucionalidad 
políticamente excluyente, en la que la mayoría uribista en el Congre-
so podría permanecer por larguísimo tiempo en el poder, y los para-
militares prolongar mandatos y mantener el control económico y le-
gal de amplias zonas productivas.

14.	 Fundación Ideas para la Paz (2006: 10).
15.	 Revista Hechos del Callejón, publicación auspiciada por el Programa de Nacio-

nes Unidas para el Desarrollo (PNUD), la Agencia Sueca de Desarrollo Inter-
nacional (ASDI) y la Agencia Catalana de Cooperación al Desarrollo (ACC). En 
indh.pnud.org.co/files/boletin_hechos/Boletin_hechos_del_callejon_11_opt.
pdf 



9 / ¿Se desvanecerá todo lo sólido en el aire? 311

Ecuador16. La política ecuatoriana contiene muchos de los elementos 
que caracterizan a los sistemas en crisis: caudillismo, patrimonialis-
mo, corrupción, regionalismo intransigente. Estos se reflejan en su 
fracturada y polarizada clase política:

Los partidos y sus principales líderes han tendido a representar, más 
allá de sus intenciones, o a la sierra o a la costa, con lo cual la lucha polí-
tica no ha contribuido a generar proyectos nacionales sino, más bien, a 
ahondar la fragmentación asentada en bases regionales. No hay líderes 
políticos nacionales sino costeños (Roldós, Febres Cordero, Bucaram, 
Nebot) o serranos (Hurtado, Borja, Sixto Durán, Mahuad, Gutiérrez).17 

Es así como en este último período Ecuador ha sufrido el emba-
te de todos estos males, lo que ha deteriorado su alicaída organiza-
ción política, la que, junto a la dolarización de la economía, ha gene-
rado una crisis de proporciones. Esta llegó a su apogeo durante la 
administración de Lucio Gutiérrez (enero 2003-abril 2005), período 
en el cual fueron removidos de sus cargos los 31 miembros de la Cor-
te Suprema en un proceso de reestructuración decretado por el pre-
sidente en diciembre de 2004. En este breve período presidencial, las 
instituciones políticas se vieron prácticamente pulverizadas, volcán-
dose la política a las calles. Frente a la concentración del poder en la 
presidencia, a la pérdida de atribuciones fiscalizadoras por parte del 
Congreso y a la imposibilidad de iniciar un proceso de rendición de 
cuentas, la iniciativa política terminó en una “movilización revocato-
ria” que dio término a ese mandato.

A partir del derrocamiento civil de Gutiérrez, y en el marco de 
una situación de desarticulación institucional total, se inicia un pro-
ceso de reconstrucción del sistema político ecuatoriano, el que tiene 
en la reorganización de la Corte Suprema un hito especial. El 26 de 
mayo de 2005 se dictó la Ley Orgánica Reformatoria de la Ley Orgá-
nica del poder judicial, que estableció las tres fuentes de integración 

16.	 Agradezco a Fernando Bustamante por la valiosa información y agudos análi-
sis proporcionados para esta parte del documento, los que han sido incluidos 
en toda su extensión, lo que espero haber realizado fidedignamente.

17.	 Genaro Arriagada, “La tragedia política ecuatoriana”. En Asuntos Públicos, 
30/11/2004, En www.asuntospublicos.org/informe.php?id=2137 
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de la Corte —carrera judicial, docencia universitaria y ejercicio libre 
de la profesión—, un reglamento para el concurso, un comité califica-
dor que debería designar; y las inhabilidades: no haber pertenecido a 
partido o movimiento político en los cinco años anteriores a su pos-
tulación, no haber sido abogado o patrocinador de delitos por dro-
gas, no haber sido abogado o apoderado por sí mismo, como socio de 
estudios jurídicos o como propietario de empresas extranjeras o na-
cionales que mantengan litigios con el Estado o sus instituciones; así 
como un examen de habilidades que incluía el respeto a los derechos 
humanos y la igualdad entre sexos. Para llevar adelante este proceso 
se le solicitó apoyo a la Organización de Estados Americanos (OEA) y 
se invitaron veedores especiales, así como se cursaron invitaciones a 
la Secretaría General de la Comunidad Andina, la Unión Europea y las 
Naciones Unidas.18 

Con todo, esta reforma específica no es expresiva de las posibi-
lidades de superación de las inestabilidades políticas ecuatorianas. 
En la actualidad, el desencanto ciudadano con las instituciones po-
líticas es altísimo (96% de rechazo al Congreso y 97% a los partidos 
políticos; sólo la Iglesia católica y las fuerzas armadas tienen niveles 
aceptables de apoyo) y la demanda por una reforma política es gene-
ralizada. La demanda ciudadana por un cambio en el sistema de re-
presentación, por el reconocimiento y respeto de derechos económi-
co-sociales, por la rendición de cuentas por parte de las autoridades, 
y por un estado de derecho en forma, es generalizada. No obstante, 
una reforma política que tenga esos objetivos no tiene campeones 
formales ni canales de implementación, ya que los actores políticos 
no la desean por temor a perder sus prebendas (90% del presupues-
to fiscal está atado a leyes distributivas de las rentas nacionales), 
y, en el caso de querer hacerla, no podrían, dado el escaso poder de 
convocatoria y de acuerdo que muestran.

De esta forma, el sistema político ecuatoriano se mantiene en una 
situación de “magma fluido”, de institucionalidad informal, de un pre-
cario equilibrio entre un sistema presidencialista formal que cuenta 

18.	 Javier La Rosa Calle, “Las elecciones de la Corte Suprema de Ecuador y su sig-
nificado para la región”. IDL. Lima, agosto de 2005. En http://www.lainsignia.
org/2005/septiembre/ibe_005.htm 
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con una presidencia poderosa en la letra, plena de atribuciones, y un 
Congreso que actúa de facto con reglas de un sistema parlamentarista, 
revocando mandatos presidenciales vía votos de no confianza, los que 
allanan el camino a las destituciones vía “movilizaciones revocatorias”.

En condiciones de un Estado rentista que tiene asignaciones pre-
establecidas y con poco margen de maniobra redistributiva, en un 
marco institucional de alta informalidad, cualquier reducción en los 
niveles de las actuales rentas nacionales significará una crisis más 
profunda aún. Desencadenada una crisis de estas características, las 
fuerzas armadas, que se han retirado de la escena política —pero que 
han incrementado sus privilegios, prerrogativas y autonomía institu-
cional—, podrían volver a caer en la tentación de arbitrar el conflicto.

El actual mandatario, Rafael Correa, elegido en noviembre de 
2006 con una sólida mayoría de 56,6%, ha planteado una revolución 
ciudadana por medio de una reforma a fondo del sistema político, 
“consistente en el cambio radical, profundo y rápido del sistema po-
lítico, económico y social vigente, sistema perverso que ha destrui-
do nuestra democracia, nuestra economía y nuestra sociedad”.19 La 
convocatoria a una Asamblea Constituyente, encargada de redactar 
la nueva Carta Magna, se materializará el 30 de septiembre de 2007, 
cuando sean designados 130 representantes. El propósito presiden-
cial es modernizar el sistema de partidos y el régimen electoral, ter-
minando con un congreso unicameral integrado por un sistema al-
tamente proporcional, el que eventualmente se disolvería para darle 
plenos poderes a la Asamblea.20

Perú.21 La inestabilidad política peruana se ha originado histórica-
mente en la sierra andina, y es allí donde la mayoría de los grupos in-
dígenas y comunidades campesinas exhiben las tasas más altas de po-
breza en el país. En la actualidad, el principal conflicto que extiende 
sus proyecciones a nivel nacional, bajo la forma de una disconformidad 

19.	 Discurso en la toma de posesión del cargo.
20.	 Texto escrito en agosto de 2007.
21.	 Agradezco los muy valiosos aportes de Cecilia Blondet y Carolina Trivelli, los 

que han sido incluidos en toda su extensión en esta parte, lo que espero haber 
hecho fidedignamente. 
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política expresada en las últimas elecciones presidenciales, se ha da-
do entre las empresas mineras y las comunidades campesinas habi-
tantes en las zonas de explotación. A estos conflictos habría que agre-
gar aquellos con los cocaleros, los del tráfico ilegal de madera, los del 
contrabando en las fronteras y las múltiples movilizaciones de traba-
jadores y pobladores reclamando todo tipo de atención al gobierno 
central o denunciando a sus autoridades por corruptas.

En Cusco, Apurímac, Arequipa, Cerro de Pasco, Cajamarca, Puno, 
Ancash y Tacna, los conflictos entre las comunidades y las empresas 
mineras tienen múltiples aristas, los que se dan principalmente por el 
control y acceso a recursos como la tierra y el agua, así como por los 
efectos negativos de estas explotaciones, como la contaminación am-
biental; la falta de empleo esperado, problemas sociales como el in-
cremento de bares, delincuencia y prostitución; así como la necesidad 
de adquirir insumos y productos fuera de la localidad y la elevación 
del costo de vida. De aquí que la demanda de estas poblaciones es que 
el Estado y las empresas asuman los pasivos ambientales y sociales. 

Es en este espacio de conflicto que se enfrentan de manera des-
nuda ambos protagonistas sin intermediación estatal alguna. No es 
que el Estado no exista en estas localidades alejadas y menos vigila-
das. El problema es que el Estado que existe, en vez de servir para ar-
ticular intereses de grupos, resolver demandas o canalizar conflictos, 
se constituye en un actor más en el conflicto, con intereses propios y 
con una agenda, que tiende a favorecer la satisfacción de las necesida-
des de sus funcionarios más que a cumplir con su mandato institucio-
nal. Por otra parte, desde una perspectiva institucional, a nivel local 
el Estado es incapaz de gastar esos nuevos ingresos —producto del 
canon, por ejemplo— y los técnicos del gobierno central de ministe-
rios como el de Economía y Finanzas no confían en la capacidad de los 
funcionarios locales. Como resultado se tiene que los recursos se acu-
mulan y no se ejecutan, y se frustran las expectativas de la población 
más pobre, lo que termina en levantamientos y linchamientos. De es-
ta forma, se plantea el problema de que no basta con llevar el Estado 
a los más pobres, sino qué Estado es el que llega a las zonas más com-
plejas. En estas zonas las comunidades indígenas chocan con las em-
presas en cuanto estas aparecen, por defecto representando a un Es-
tado peruano, pero que no favorecen ni mejoran sus condiciones de 
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vida. De aquí la demanda de una presencia del Estado en forma, de un 
Ministerio de Energía y Minas que regule la política minera y fiscali-
ce el cumplimiento de las normas ambientales para el desarrollo de la 
actividad minera, y de unas comunidades que sean capaces de una vi-
gilancia ambiental y social del sector minero y del Estado.22 

No está demás acotar que estas medidas implicarían una refor-
ma política sustancial en el marco de un proceso descentralizador 
estancado. En noviembre de 2006 se eligieron nuevamente 25 go-
biernos departamentales, con las mismas limitaciones que siempre 
hemos observado (precariedad en presupuesto, autonomía, estruc-
tura de poderes, votación electoral, entre otros) con sus consecuen-
cias en la construcción de una efectiva gobernabilidad democrática” 
(Participa Perú 2005). Tomando en cuenta que el masivo voto nega-
tivo en 15 de los 16 departamentos del Perú en 2005 significó que 
no se conformarán regiones sobre la base de la integración de dos 
o más departamentos contiguos, este proceso debería ser relanzado 
sobre nuevas bases. 

A diferencia de Bolivia, la nueva administración de Alan García 
no se ha planteado la reforma política para enfrentar este tipo de te-
mas. En su discurso inaugural y afirmando la necesidad de un “nue-
vo consenso, que rescate el rol del estado por el empleo y la justicia y 
que afirme la participación ciudadana sin exclusiones”, criticó al Es-
tado peruano por ser abusivo, indiferente, insensible, corrupto e in-
capaz de reducir sus beneficios y distribuir la riqueza nacional. Se 
comprometió con una “reconstrucción del estado y del sistema polí-
tico, a través de la austeridad y la descentralización, la simplificación 
administrativa y la moralización”. No obstante, con una fuerza parla-
mentaria que no cuenta con una sólida mayoría y teniendo que res-
ponder a las presiones de las fuerzas humalistas, más que por una 
reforma política el presidente García ha optado por intentar una so-
lución de esos problemas incrementando los recursos privados en 
las zonas en conflicto:

Hemos iniciado una mesa de negociaciones con las grandes empresas 
mineras que son concientes de la grave situación política y social del 

22.	 En www.deudaecologica.org/modules.php?name=News&file=article&sid=137 
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Perú, ese diálogo puede conducirnos a un aporte extraordinario, an-
tes de pensar en nuevos impuestos que ellos podrían objetar jurídica e 
internacionalmente creando un conflicto que podría detener inversio-
nes por casi 20,000 millones de dólares que ya están comprometidas. 
Si el aporte adicional se concreta será aplicado exclusivamente a obras 
de infraestructura, de electrificación rural, agua potable y promoción 
agraria en las zonas más deprimidas del país especialmente en los luga-
res en los que hay mayor miseria y en donde se extraen los recursos.23 

Con todo, si las soluciones a estos conflictos no se canalizan a 
través de una reforma política amplia y profunda, difícilmente se po-
drá esperar la desactivación de estos conflictos y su uso como arma 
política en las intensas luchas en el Congreso. Implementar una efec-
tiva descentralización,24 fortalecer los gobiernos regionales y crear 
macrorregiones operantes son los principales desafíos de reforma 
institucional que debería implementar el Perú para y dar pasos en la 
resolución de conflictos en esta específica área de problemas. Estas 
reformas llevan y se conectan con otras, como las propuestas para 
modificar el parlamento, las que implicarían una modernización, el 
mejoramiento de la eficiencia y una mayor representatividad del le-
gislativo, así como el fortalecimiento y despolitización del poder ju-
dicial.25 

Con todo, parecería que la reforma política no avanza por los ca-
rriles adecuados. Tal como se ha afirmado,

23.	 Presidente Alan García, Primer mensaje al país. En http://www.elcomercioperu.
com.pe/EdicionOnline/Html/2006-07-28/onlPolitica0549038.html 

24.	 “Una síntesis de algunas propuestas que el Grupo Propuesta Ciudadana consi-
dera perentorias en cinco temas básicos, como son la conducción del proceso, 
la transferencia de competencias, el fortalecimiento de la gestión pública des-
centralizada, la regionalización y el desarrollo territorial y la descentraliza-
ción fiscal. En lo que hace a la conducción del proceso, asunto sustantivo sobre 
el cual se sostiene el resto, nos parece indispensable la reforma del Consejo 
Nacional de Descentralización, cuyo responsable político, proponemos sea el 
Presidente del Consejo de Ministros, sugiriendo adicionalmente, un espacio de 
diálogo regular entre el Presidente de la República y los presidentes regiona-
les”. En http://www.participaperu.org.pe/n-editorial.shtml?x=47446 

25.	 Cfr. Pease (2006).
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“cada semana en el Congreso se cambian los temas de agenda, sin ha-
ber terminado ni aprobado nada. No existe una propuesta integral y co-
herente sobre este tema […]. Ante la discusión del diseño parlamenta-
rio —unicameral o bicameral— los críticos sostienen que la propuesta 
sujeta a discusión es insuficiente. La respuesta ha sido la menos ade-
cuada, incorporar un paquete donde hay de todo: voto preferencial, vo-
to facultativo, renovación parcial de miembros del Congreso y, sorpren-
dentemente, diseño de los organismos electorales. ¿Qué reforma debe 
hacerse primero, cuál es urgente y qué necesario? La confusión es total 
y difícilmente se puede hacer un debate ordenado.26 

Venezuela. Las reformas políticas en Venezuela precedieron a la bo-
nanza provocada por los fuertes aumentos del precio del petróleo. 
Ellas se han materializado a través de dos iniciativas interconecta-
das: la declaración de “emergencia nacional” del 9 de agosto de 1999 
y la reforma constitucional de fines del mismo año. 

Con la declaración de la emergencia nacional, la Asamblea Na-
cional Constituyente (ANC) aprobó la intervención del ejecutivo en 
todas las instituciones del Estado y la creación de una Alta Comisión 
de Justicia para asumir la función legislativa del Congreso y con ca-
pacidad para nombrar y destituir magistrados. Por su parte, el 25 
de abril el presidente Chávez había ganado el referéndum para ele-
gir una ANC con el 92% de los votos y un 39% de participación. El 25 
de julio se eligió la ANC (el oficialista Polo Patriótico logró 120 esca-
ños de los 131), que elaboró el proyecto de Constitución, siendo esta 
aprobada en un segundo referéndum el 16 de diciembre con 71,2% 
de los votos y una participación del 46%. La nueva Constitución fue 
promulgada el 20 de diciembre del mismo año. Las principales modi-
ficaciones introducidas fueron:

La consagración de la V República, incluyendo el cambio de nombre del 
país por el de República Bolivariana de Venezuela; la ampliación del 
mandato presidencial de cinco a seis años y renovable una sola vez; la 
adición a los tres poderes clásicos —ejecutivo, legislativo y judicial— 
de otros dos nuevos: el moral, aplicado en la lucha contra la corrupción, 
y el electoral, entendido como el ejercicio de fórmulas de democracia  

26.	 Fernando Tuesta, El Comercio, 8 de junio de 2007.
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directa; la sustitución del Congreso bicameral por una sola Asamblea 
Nacional de 165 miembros elegida cada cinco años; el refuerzo del po-
der ejecutivo del presidente, que ahora podría decidir los ascensos mi-
litares, nombrar al vicepresidente, convocar referendos y disolver el 
Parlamento; referencias al modelo de economía planificada; el recono-
cimiento de los derechos de los pueblos indígenas; y un artículo sobre 
la participación de los militares en la vida pública.27

En este nuevo contexto institucional, en diciembre de 2006 se 
realizaron las nuevas elecciones presidenciales, mediante las cuales 
el presidente Chávez prolongó su mandato por seis años más. Cabe 
recordar las palabras del ex candidato presidencial Teodoro Petkoff 
en su discurso de renuncia a la candidatura, señalando que manten-
dría su indeclinable rechazo al gobierno de Chávez:

Hasta con mayor ánimo y vigor ahora, cuando avizoro para el país la si-
niestra perspectiva de que pasemos de un régimen democrático, cier-
tamente imperfecto, a otro, que cada día acentúa más sus rasgos tota-
litarios. En Fuerte Tiuna, en noviembre de 2004, Hugo Chávez definió 
una línea política que apunta hacia el control total de la vida social por 
el Gobierno y el Estado. No se trata de meras manifestaciones de auto-
ritarismo, autocratismo y militarismo, rasgos que definen al gobierno 
casi desde su origen, sino de la anacrónica y patológica expansión del 
estatismo, de la profundización de la estatización de la vida social en to-
dos sus ámbitos, con una clara perspectiva de someter a la égida del Es-
tado y su Gobierno todas las esferas de la vida social. Existe hoy la ma-
nifiesta voluntad del gobierno de Chávez de controlar nuestros actos y 
hasta nuestro pensamiento. Los signos son elocuentes: el inicio de la 
estatización del deporte, con el sometimiento del Comité Olímpico al 
control gubernamental; el avance hacia la conformación de una “cultu-
ra oficial”; la abierta decisión de someter al control del Estado, median-
te una ley, a las ONG’s, en particular las dedicadas a la defensa de los 
derechos humanos; la amenaza concreta de convertir la educación en 
instrumento de ideologización de los estudiantes, inculcándoles los su-
puestos “valores de la revolución”; las cada vez más concretas amena-
zas a la autonomía universitaria; la disposición anunciada de “revisar”  

27.	 Fundación CIDOB, Biografías de líderes políticos. En www.cidob.org/bios/caste-
llano/lideres/c-063.htm 
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(que en clave chavista significa, sin duda, “cancelar”) las concesiones a 
algunas plantas de televisión; la creciente partidización de la FAN y la 
creación de cuerpos paramilitares de clara raigambre fascista; el desa-
rrollo de una política internacional imprudente y peligrosa para los in-
tereses del país; los continuos atropellos a todas las formas de propie-
dad privada y; por si fuera poco, la aprobación de leyes y sentencias del 
TSJ cada vez más opresivas y restrictivas de los derechos ciudadanos.28

En un país en que el petróleo representa el 76% de las exporta-
ciones y el 40% del producto bruto interno, las fuertes y sostenidas 
alzas de su precio desde 2001 han dejado al Estado venezolano y a 
la presidencia de Chávez en una inmejorable posición, tanto para re-
distribuir los crecientes recursos petroleros, tal como se ha realiza-
do a través de algunas políticas públicas, como para asegurar su re-
elección. 

Con todo, a pesar de la bonanza económica de los últimos años, 
la polarización política existente tiende a permanecer y las institu-
ciones políticas reformadas no parecen aptas para generar un senti-
do de unidad nacional y de equidad en la nueva redistribución —na-
cional e internacional— de las rentas nacionales. La no renovación 
de la concesión a RCTV, el estudio del socialismo en los lugares de 
trabajo, el papel político cada vez más saliente de las fuerzas arma-
das y la propuesta de cambio constitucional para permitir la reelec-
ción indefinida del presidente arrojan dudas sobre el futuro del ac-
tual marco institucional venezolano.

Conclusiones

Tal como hemos visto anteriormente, la actual coyuntura de los paí-
ses andinos evidencia una región con grandes similitudes y algunas 
importantes diferencias. Por una parte, todos estos países muestran 
una fuerte fragmentación producto de fracturas a nivel económico, 
social, cultural y territorial. Por la otra, observan similares condicio-
nes de bonanza fiscal, unos más que otros, pero todos exhiben una 

28.	 Declaración de Teodoro Petkoff del 4 de agosto de 2006. En http://www.con-
teo2006.com 



Augusto Varas320

caja fiscal mejor provista que a comienzos de la década de 2000 pro-
ducto del explosivo incremento de los precios de sus commodities. 

En este contexto, han aumentado las expectativas y los conflic-
tos redistributivos en torno a estas nuevas rentas nacionales, movili-
zando a bases sociales más o menos organizadas que aspiran a esta-
blecer nuevos “contratos” sociales, económicos, culturales y políticos. 
Estos se materializan a través de reformas más o menos profundas 
de las respectivas institucionalidades estableciendo acuerdos explí-
citos respecto a las obligaciones de los respectivos estados frente a 
sus ciudadanos. Estos nuevos acuerdos, que obedecen a nuevas co-
rrelaciones de fuerza interna, en las cuales las movilizaciones socia-
les han jugado un importante papel, tienen alcances más o menos sis-
témicos, han involucrado a todas o algunas instituciones políticas. En 
este aspecto, las situaciones de los países andinos se diferencian en-
tre sí, identificándose cuatro grandes categorías que dependerán del 
nivel de recursos observados y de la magnitud y amplitud de las refor-
mas buscadas o necesarias.

Los casos de cambio institucional más ambicioso son los que ac-
tualmente han iniciado Bolivia, Ecuador y Venezuela con la convoca-
toria y puesta en acción de sus asambleas nacionales constituyentes 
en los dos primeros países y con los sucesivos cambios a las institu-
ciones políticas nacionales en el último caso. En Bolivia se podría ha-
blar de un efectivo intento de generar un nuevo “contrato social y po-
lítico” en la medida que se aspira a refundar las instituciones políticas 
y la presencia en ellas de las mayorías nacionales. En Ecuador, si bien 
se intenta refundar el acuerdo político, esto, de llevarse a cabo exito-
samente, implicará una profunda redefinición de su contrato social. 
De cómo las minorías nacionales y regionales participen y habiten es-
te nuevo andamiaje institucional dependerá la estabilidad política fu-
tura en ambos países.

En Colombia, la iniciativa de reforma política es más preliminar 
y tibia, y solamente de lograrse un nuevo modelo institucional de re-
laciones ejecutivo-Congreso se podría estar ante la presencia de un 
nuevo “contrato político”. De que este sea transparente e inspirado 
en el interés nacional dependerá la paz social interna.

De la misma forma limitada, en el Perú, de ponerse en acción las 
reformas recién anunciadas por el presidente García en su mensaje a 
un año de haber asumido el mando, y aquellas que las complementan, 
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necesariamente se tendrá como producto la emergencia de nuevos 
“contratos sectoriales” en las zonas mineras conflictivas y las regio-
nes en general. Los nuevos recursos destinados a estas y las faculta-
des de los gobiernos regionales para nombrar altos funcionarios cam-
biarán fuertemente el perfil de las relaciones capital-provincias. La 
extensión de las reformas a otras áreas será el producto de la existen-
cia de nuevas demandas y del efecto de contagio que estas impliquen, 
tal como se vio a mediados de 2007.

En Venezuela se tiene una situación inversa, en la que no bas-
ta con una reforma política que exprese mayorías temporales, sino 
que las reformas deben ser el producto de un trabajo más profundo 
de articulación permanente de intereses y de mecanismos de resolu-
ción pacífica de los conflictos internos. Una institucionalidad genera-
da por mayorías temporales no necesariamente adquirirá su rango 
de democrática, a no ser que sean eficientes para resolver institucio-
nalmente los conflictos creando estabilidad y generando un senti-
do de equidad. En ambos casos, una reforma política que asegure los 
mínimos básicos para una estabilidad democrática no tiene, en la ac-
tualidad, visos de ocurrir. 

Por otra parte, en todos estos países será prioritario enfrentar 
una reforma del Estado que asegure su modernización y eficiencia 
para poder entregar los servicios que de él se esperan (Mainwaring 
2006). La necesidad de redistribuir desde el Estado debe resolver el 
problema de encontrar con quién, cómo y hacia quién hacerlo. Sin ins-
tituciones que distribuyan, sin grandes escándalos de corrupción, los 

Reformas sectoriales Reformas fundamentales

Nivel nacional Nuevas relaciones 
ejecutivo-Congreso  
en Colombia

Asamblea Constituyente  
en Bolivia y Ecuador

Cambio institucional sucesivo 
en Venezuela

Niveles 
subnacionales

Nuevas institucionalidades 
regionales en Perú

Cuadro 9.5
Tipos de reformas políticas
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recursos; sin organizaciones sociales aptas para recibirlos adecuada-
mente; y sin instancias que formulen políticas de compensación por 
desigualdad, los estados de la región que ahora disfrutan de una gran 
bonanza fiscal podrán acumular recursos corriendo el riesgo de que 
nadie se dé por compensado y satisfecho. 

El reto que enfrentan los países andinos en la actualidad es de 
gran envergadura, puesto que urge el desarrollo de interlocutores 
institucionales capaces tanto de exigir una redistribución como de 
canalizarla y recibirla evitando la tentación de políticas populistas, 
ya que esta bonanza no durará para siempre y los recursos siempre 
son escasos frente a las múltiples demandas insatisfechas.

Los casos antes analizados nos llevan a preguntarnos cuál po-
dría ser un futuro escenario al término de la bonanza fiscal. La situa-
ción excepcional de las materias primas exportadas no durará eterna-
mente, y es posible que en el mediano plazo el ciclo vuelva a su punto 
de inicio. En ese escenario, ¿podrán persistir y lograr estabilidad las 
instituciones políticas y los esquemas redistributivos diseñados en si-
tuación de bonanza? Pregunta que nos lleva a una más general, ¿es 
posible diseñar reglas del juego e instituciones políticas al calor de co-
rrelaciones de fuerza temporales o es necesario empinarse por sobre 
ellas y mirar el sistema político en su conjunto y en el largo plazo?

Las respuestas a estas fundamentales preguntas las darán los 
países andinos en los próximos años. Es difícil estimar el tiempo que 
esta tarea tomará, pero sí podemos afirmar que solamente con el 
concurso de todos los sectores y grupos políticos será posible lograr 
el Estado inclusivo, fuerte, transparente y eficiente que requieren y 
demandan sus mayorías nacionales.
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Deficiencias estatales, competencia entre partidos  
y confianza en la representación democrática  
en la región andina

Scott Mainwaring1

Este capítulo se concentra en analizar las causas de la muy baja 
confianza de que gozan los partidos y las legislaturas en los países 
andinos. Esa situación es una manifestación importante de la crisis 
de representación democrática, y los mismos factores que explican 
la baja confianza en los partidos y las legislaturas también contribu-
yen a dar razón de la crisis más general de la representación demo-
crática. Por lo tanto, en un nivel teórico más amplio, también procu-
ro contribuir a explicar por qué es que los agentes de representación 
democrática están tan desacreditados en la región andina.

Mucho se ha escrito sobre el tema de la confianza institucional en 
las democracias industriales avanzadas. En contraste, con la excep-
ción de algunos excelentes trabajos de Mishler y Rose (1997, 2001), só-
lo recién comienzan a aparecer textos dedicados a este tema en otros 

1.	 Este capítulo se reproduce con la autorización de la editorial Norma, que tam-
bién lo publica en el libro La crisis de representación en la región andina. De-
seo expresar mi agradecimiento a Ana María Bejarano, Matthew Cleary, Brian 
Crisp, Eric Hershberg, Mala Htun, Andrés Mejía, Guillermo O’Donnell, Kathleen 
O’Neill, Patricia Rodríguez, Mitch Sanders, Richard Snyder, Susan Stokes, Saika 
Uno, Jorge Vargas Cullel y Edurne Zoco por sus útiles comentarios. Ángel Ál-
varez, Dan Brinks, Saika Uno y Edurne Zoco me ayudaron en la investigación. 
Agradezco asimismo a los participantes en los seminarios dictados en el Ins-
tituto de Estudios Peruanos, el Kellogg Institute for International Studies de 
la Universidad de Notre Dame, la Pontificia Universidad Católica del Perú y la 
Universidad Católica Andrés Bello, de Caracas, Venezuela, por sus juiciosas ob-
servaciones.
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lugares2. La omisión es sorprendente si se considera que la crisis de 
confianza en las instituciones de la democracia representativa es más 
profunda en América Latina que en las democracias viejas. Por lo de-
más, la consideración de una muestra más amplia que la de estas últi-
mas puede ampliar la comprensión teórica de las causas de la desafec-
ción generalizada que sufre la representación democrática.

Mi punto de partida teórico ha sido la literatura sobre la caída 
de la confianza en los partidos y las legislaturas en las democracias 
industriales avanzadas. Esta literatura ha dado origen a interesan-
tes hipótesis que en un comienzo supuse útiles para comprender la 
situación en la región andina. Sin embargo, la baja confianza en los 
partidos y las asambleas en los países de esta región tiene algunos 
rasgos específicos, de modo que la literatura dedicada a las democra-
cias viejas no es del todo adecuada para entender lo que sucede en la 
región andina. Algunos textos referidos a las democracias industria-
les como, por ejemplo, los trabajos que explican la declinación de la 
confianza en las instituciones como el resultado de un mayor escep-
ticismo entre los votantes más jóvenes o de la presencia de una can-
tidad creciente de votantes posmaterialistas (Inglehart, 1997b), es-
tán simplemente fuera de lugar en el caso de los países andinos.

Mi argumento acerca de la confianza en la representación demo-
crática en la región andina tiene dos aspectos. La causa primaria de 
esa crisis de confianza debe buscarse en las deficiencias estatales. La 
expresión “deficiencias estatales” implica algo más que un mal des-
empeño gubernamental. Esta expresión se refiere al hecho de que el 
Estado no cumple algunas de sus funciones básicas de gobierno, de 
justicia y de seguridad. En este sentido, los trabajos de Beissinger y 
Young (2002), Bejarano y Pizarro Leongómez (2005), Linz y Stepan 
(1996), O’Donnell (1993, 2003), Rotberg (2004), Waldmann (2003) 
y Zartman (1995), dedicados a la estatidad y el fracaso del Estado, 
arrojan más luz sobre la crisis de representación democrática en los 
países andinos que la literatura sobre la confianza en las institucio-
nes representativas3 en democracias industriales avanzadas.

2.	 Véanse Cleary y Stokes (2006), Power y Jamison (2005) y Turner y Martz (1997) 
sobre la confianza en las instituciones en América Latina.

3.	 A lo largo del capítulo, cada vez que hablo de “instituciones representativas” 
me refiero específicamente a las que corresponden a la democracia liberal. Si 
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Cuatro de los cinco países andinos —siendo Colombia la excep-
ción— han tenido un mal desempeño económico y social desde co-
mienzos de la década de 1980. En dos ámbitos cruciales, las ga-
rantías brindadas a la seguridad personal de los ciudadanos y la 
protección de sus derechos jurídicos, los cinco estados han fracasado 
con frecuencia. El mal desempeño estatal ha afectado de manera ne-
gativa las evaluaciones ciudadanas de los partidos y las asambleas. 
Los ciudadanos necesitan estados capaces de elaborar políticas que 
aborden sus preocupaciones dominantes —empleo, ingreso, vivien-
da, salud, educación y seguridad personal— y que hagan respetar 
sus derechos fundamentales como ciudadanos. Cuando los estados 
se muestran incapaces de ocuparse adecuadamente de estos pro-
blemas, los ciudadanos suelen desencantarse con los partidos y las 
asambleas. La corrupción generalizada ha contribuido a disminuir la 
confianza en unos y otras, porque un ciudadano racional no confia-
ría en políticos que saquean las arcas públicas.

La segunda parte de mi explicación es que los conflictos políticos 
y las expectativas ciudadanas afectan cómo el público evalúa las dife-
rentes instituciones. En una era de medios masivos de comunicación, 
la competencia electoral ha acentuado los problemas de desempeño 
de los estados. Los partidos y los políticos politizan los fracasos de los 
partidos rivales y los de los gobiernos a los que se oponen. Los mensa-
jes que bombardean a los ciudadanos con respecto a los partidos y al 
Congreso son negativos la gran mayoría de las veces y moldean la per-
cepción pública de esas instituciones. La negatividad de los símbolos 
y mensajes públicos concernientes a otras instituciones es menos uni-
forme. Este hecho ayuda a explicar por qué los partidos y las asam-
bleas tienen en la mayor parte de las democracias las peores evalua-
ciones entre todas las instituciones examinadas en las encuestas.

Mientras que el argumento referente a las deficiencias estata-
les explica por qué los partidos y las asambleas sufren un ataque de 
especial intensidad en los países andinos, el segundo ayuda a diluci-
dar por qué estas instituciones representativas son particularmente  

bien no todas las instituciones representativas son específicas de esta, mi inte-
rés exclusivo radica en las que sí lo son, es decir, principalmente los partidos y 
las asambleas nacionales.
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vulnerables a las malas evaluaciones ciudadanas en la mayor parte de 
las democracias. Los incentivos para condenar los fracasos de otras 
instituciones son más escasos porque es menos redituable convencer 
a los ciudadanos de que están fracasando. Así como el primer argu-
mento se concentra en el desempeño de las instituciones y la capaci-
dad de los ciudadanos de discernirlo, el segundo destaca que las eva-
luaciones ciudadanas de dichas instituciones se construyen a través 
de batallas y conflictos políticos.

En la literatura dedicada al tema de la confianza en las institu-
ciones se ha prestado poca atención a ambos argumentos. Con la ex-
cepción de Levi (1998), esa literatura ha pasado por alto al Estado. 
Cuando nos ocupamos de la región andina, la omisión es injustifica-
ble. De manera similar, la literatura mencionada ha omitido larga-
mente, en la era de los medios masivos de comunicación, considerar 
desde una perspectiva constructivista la competencia partidista y 
su papel en la erosión de la confianza en partidos y legislaturas.

Examino asimismo cuatro explicaciones alternativas respecto a la 
baja confianza en las instituciones. Si bien no las descarto por comple-
to, a mi juicio son secundarias frente a los argumentos referidos a las 
deficiencias estatales y a la politización planteada por la rivalidad en-
tre partidos y la cobertura mediática del mal desempeño del Estado. La 
falta de confianza podría ser el resultado de deficiencias en los meca-
nismos institucionales de representación. Dentro de esta rúbrica ge-
neral, señalo tres tipos de deficiencias: la representación mutilada, los 
oligopolios por el lado de la oferta en el sistema de partidos y una res-
ponsabilidad limitada de los representantes frente a los votantes, de-
bido a los sistemas electoral y de designación de candidatos. La repre-
sentación está muy mutilada cuando grandes sectores de la sociedad 
no están formalmente representados —forma definitiva y completa de 
mutilación— a causa de alguna exclusión (los analfabetos, por ejem-
plo) o cuando, a pesar de estar formalmente representados, el víncu-
lo se establece a través de relaciones clientelistas o personalistas cara 
a cara que impiden una articulación eficaz de sus intereses. Un segun-
do problema institucional que podría explicar la percepción de una cri-
sis de representación es el oligopolio de la oferta de esta última. Un oli-
gopolio por el lado de la oferta significa que la diversidad y el número 
de partidos son limitados, de modo que los ciudadanos no tienen un 
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espectro muy amplio de elección. Una tercera deficiencia en el meca-
nismo institucional de representación democrática podría derivar del 
sistema electoral. Tal vez los votantes no sean capaces de hacer perso-
nalmente responsables a los representantes.

Una cuarta posibilidad es que la baja confianza en los partidos y 
las asambleas refleje una desconfianza generalizada a niveles indivi-
dual e interpersonal. Según esta perspectiva, la confianza en los in-
dividuos alimenta la confianza en las instituciones. Varios destaca-
dos estudiosos han visto en la confianza política la expresión de una 
confianza interpersonal subyacente (Almond y Verba 1963, Fukuya-
ma 1995, Inglehart, 1997a, 1999). De acuerdo con este enfoque teóri-
co, los individuos que no confían en otros integrantes de su sociedad 
no confiarán en las instituciones representativas.

Las deficiencias estatales y la crisis de la representación 
democrática 

El principal argumento de este capítulo es que la deficiencia esta-
tal ha contribuido a la crisis de la representación democrática4 en 
los países andinos. O’Donnell (2003: 34) ha propuesto una definición 
valedera del Estado como 

un conjunto de instituciones […] que por lo común penetran y contro-
lan el territorio y a los habitantes que el Estado pretende delimitar 
geográficamente. En última instancia, y con el fin de implementar sus 
decisiones, estas instituciones tienen el control (la supremacía) de los 
medios de coerción física que algunos organismos estatales específi-
cos ejercen normalmente sobre ese territorio. Este control respalda la 
pretensión del Estado de hacer que sus decisiones sean vinculantes pa-
ra todos los miembros de su territorio (véase también Rotberg 2004).

4.	 Algunos estudiosos que trabajan en el tema de las democracias industriales 
avanzadas han cuestionado la idea de que una confianza declinante en las ins-
tituciones es el resultado de un mal desempeño institucional (véanse McAllis-
ter 1999, Pharr 2000: 177-181, Putnam, Pharr y Dalton 2000: 24). Otros sos-
tienen que el desempeño institucional afectó la confianza en determinadas 
instituciones (Alesina y Wacziarg 2000, Hardin 2000, Mishler y Rose 2001, 
Newton y Norris 2000, Warren 1999: 333-335 y Williams 1985).
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El Estado contiene un vasto y complejo cúmulo de instituciones. 
De interés primordial en este capítulo son el gobierno, el poder judi-
cial, la policía y las fuerzas armadas. Estos cuatro sectores estatales 
han sido notoriamente deficientes en los cinco países andinos, aun-
que con diferencias entre ellos y según los gobiernos. La policía y el 
poder judicial tienen la responsabilidad primaria de garantizar la se-
guridad de los ciudadanos y no se han desempeñado bien en esta ta-
rea. El poder judicial tiene la responsabilidad primaria de proteger 
los derechos ciudadanos y se ha mostrado deficiente en ello, pese a 
importantes innovaciones como la tutela en Colombia y el ombuds-
man en el Perú. Para terminar, las fuerzas armadas tienen la respon-
sabilidad primaria de garantizar el control físico del Estado sobre el 
territorio del país. En el Perú, aproximadamente desde 1980 hasta 
1993, año de la derrota de Sendero Luminoso, la guerrilla impuso su 
poder sobre una amplia franja del territorio nacional en los Andes. En 
Colombia, la insurgencia guerrillera y los paramilitares han controla-
do grandes sectores de la geografía nacional (aunque se trata de zo-
nas de poca población) desde la década de 1980.

La deficiencia estatal en la región andina se ha manifestado de 
manera muy dispareja en diferentes sectores del Estado. Lo mismo 
ha sucedido en las distintas regiones de los países en cuestión: es más 
aguda en las zonas más pobres (Bejarano y Pizarro Leongómez 2005, 
O’Donnell 1993)5. Con todo, en el plano nacional, el desempeño estatal 
ha sido, en promedio, extremadamente deficiente. En general los es-
tados andinos son débiles, aunque haya variaciones según los países, 
los gobiernos, los períodos y los ámbitos estatales específicos.

Los cinco estados andinos, y la mayoría de los estados de Améri-
ca Latina, han cumplido un papel muy pobre desde el inicio de la cri-
sis de la deuda en 1982. El cuadro 10.1 exhibe datos sobre indicadores 
básicos de desempeño en el decenio transcurrido entre 1996 y 2005 y 
sobre las percepciones públicas vinculadas al delito y la corrupción6.

5.	 Colombia es un claro ejemplo de ello. En Bogotá, el Estado ha funcionado ra-
zonablemente bien durante la última década. En las zonas rurales donde el 
conflicto armado es intenso, por el contrario, su desempeño es profundamente 
deficiente.

6.	 La razón por la que se ha utilizado datos subjetivos en materia de delincuencia 
y corrupción es que no hay datos transnacionales confiables.
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En lo concerniente al crecimiento económico, cuatro de los cin-
co países, con la excepción del Perú, tuvieron un mal desempeño du-
rante el período mencionado; el crecimiento del Perú fue apenas sa-
tisfactorio. El ingreso per cápita de Venezuela ha caído a lo largo de 
muchos años, a partir de fines de la década de 1970. Los elevados índi-
ces de desocupación y subocupación son una característica que afli-
ge a las economías. Los gobiernos no son los únicos responsables del 
desempeño económico, pero la política y la práctica oficiales son de-
terminantes importantes de este. Por otra parte, como lo deja ver con 
claridad la literatura sobre el “voto económico”, los ciudadanos con-
sideran que los gobiernos son responsables del funcionamiento de la 
economía (Lewis-Beck 1988).

El mal desempeño estatal no sólo se constata en el ámbito eco-
nómico. Las evaluaciones de la corrupción hechas por Transparencia 
Internacional son terribles para Bolivia, Ecuador y Venezuela, y es-
tán por debajo de lo normal en el caso de Colombia y el Perú. Entre 
los 158 países incluidos en el índice de percepciones sobre la corrup-
ción elaborado por esa organización en 2005, Colombia se ubicaba 
en el puesto número 56, Perú en el 68, Bolivia en el 118, Ecuador en 
el 119 y Venezuela en el 136. En una región notoria por sus prácticas 
corruptas, sólo dos países latinoamericanos, Paraguay y Haití, tenían 
peor puntaje que Bolivia y Ecuador. En las encuestas Latinobaróme-
tro de 1996 y 19987, una gran mayoría de los ciudadanos de los cinco 
países andinos coincidían en que la corrupción había experimentado 
un notable incremento en el último lustro. Los altos índices delicti-
vos en las áreas urbanas menoscaban la calidad de vida. En 1998, en 
promedio, el 82% de los encuestados de los cinco países concordó en 
que la delincuencia había aumentado mucho durante los últimos cin-
co años. Los estados hicieron poco o nada para remediar la pobre-
za, las desigualdades, la corrupción, el delito y la mala educación pú-
blica. Aun los regímenes cuyo carácter democrático ha sobrevivido 
estuvieron plagados de graves deficiencias. Los ciudadanos esperan 
que sus representantes elegidos resuelvan estos problemas, o al me-
nos que tomen medidas encaminadas en esa dirección.

7.	 A principios de 2005, cuando inicié la redacción de este capítulo, la encuesta de 
Latinobarómetro de 1998 era la más reciente a disposición del público. 
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El mal desempeño estatal podría afectar la confianza en los par-
tidos y las legislaturas en una de dos maneras (Mishler y Rose 2001). 
De acuerdo con la primera, el desempeño objetivo en los macronive-
les podría influir directamente sobre la confianza en las institucio-
nes.8 El cuadro 10.2 ejemplifica esta posibilidad, mostrando los co-
eficientes de correlación bivariada de Pearson entre la confianza en 
la asamblea nacional (columna 1) y los partidos políticos (columna 
2) y siete macroindicadores del desempeño estatal para los 23 paí-
ses incluidos en la onda 1995-1997 de las World Values Surveys que 
en la clasificación de Freedom House tenían un puntaje combinado 
de ocho o menos.9 Esas siete mediciones del desempeño estatal com-
prenden algunos de los problemas más salientes que han afectado a 
los ciudadanos de los países andinos. Los dos primeros índices mi-
den el desempeño económico de largo plazo, en tanto que el resto se 
refiere al desempeño más reciente.

Aunque modestas, las catorce correlaciones van en la dirección es-
perada. La confianza en los partidos y las asambleas es más alta cuan-
do el ingreso per cápita también lo es, cuando la tasa de crecimiento 
fue mejor en la década anterior, cuando la inflación es inferior, cuando 
la matrícula de estudiantes secundarios es más elevada, cuando la des-
ocupación es más baja, cuando el puntaje de Transparencia Internacio-
nal es más elevado y cuando el índice de homicidios es inferior.

8.	 En el caso de las democracias industriales avanzadas, las pruebas relaciona-
das con el impacto del desempeño económico sobre la confianza en las institu-
ciones son ambivalentes. Lawrence (1997) y Pharr (2000: 177-181) sostienen 
que no existe la certeza de que el mal desempeño económico haya causado una 
declinación de la confianza. Sin embargo, el mal desempeño económico tiene 
un significado profundamente diferente en aquellas democracias y en los paí-
ses andinos. En el caso de dos de estos, los índices inflacionarios llegaron al 
7.650% (Perú en 1990) y 8.171 % (Bolivia en 1985). La hiperinflación tiene 
consecuencias devastadoras para muchos ciudadanos. Por otra parte, ninguna 
de las democracias industriales avanzadas ha experimentado el tipo de rece-
sión económica prolongada y profunda que sufrió Venezuela. En este país, el 
ingreso per cápita es hoy sustancialmente inferior al de 1960. Sería sorpren-
dente que un desempeño económico tan malo no suscitara en los ciudada-
nos una actitud escéptica con respecto a las instituciones de representación 
democrática.

9.	 Limité mi análisis a los 23 países con ese puntaje porque aquellos con cifras más al-
tas en la clasificación de Freedom House tenían regímenes políticos autoritarios.
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Confianza en  
la asamblea 

nacional
(N = 23)

Confianza  
en los 

partidos 
(N = 23)

Ingreso per cápita, 1996 0,29 0,35

Crecimiento per cápita, 1987-1996 0,14 0,13

Progreso de la inflación, 1992-1996 - 0,32 - 0,32

Matrícula en escuelas secundarias, 
1996

0,33 0,38

Desocupación, 1996 - 0,34 - 0,55

Puntajes de Transparencia 
Internacional, 1996 (N = 19)

0,45 0,36

Índice de homicidios - 0,39 - 0,32

Cuadro 10.2
Coeficientes de la correlación de Pearson entre el desempeño  

del Estado y la confianza en los partidos  
y el parlamento, indicadores de nivel nacional

Fuentes: Para la confianza en los partidos y la asamblea nacional, véase World Values 
Surveys 1995-1997. Para el ingreso per cápita, las tasas de crecimiento, la inflación y la des-
ocupación, véase World Bank, World Development Indicators, varios años. Para la matrícula 
en la escuela secundaria, véase World Bank, Human Development Report 1999. En cuanto 
a los índices de homicidios, véase World Health Organization 2002, basados en los últimos 
datos disponibles, correspondientes a 1999 y 2000.
Nota: Los países incluidos en las correlaciones de Transparencia Internacional son Estados 
Unidos, Finlandia, Noruega, Australia, Suecia, Suiza, Polonia, España, Alemania, Japón, 
Corea del Sur, Chile, Argentina, Venezuela, Filipinas, Brasil, Rusia, Colombia y México. Los 
países incluidos en todas las otras correlaciones son los recién mencionados más Estonia, 
Croacia, Letonia y Bulgaria.

La otra posibilidad es que la percepción subjetiva individual del 
mal desempeño estatal —de manera un tanto independiente de las 
mediciones objetivas— erosione la confianza en los partidos y las le-
gislaturas. Si el descontento con la representación democrática es un 
producto de las deficiencias del Estado, esto debería reflejarse en los 
datos de las encuestas. Los individuos que tienen la peor percepción 
del desempeño del Estado deberían mostrar la mayor desconfianza 
en las instituciones de la representación democrática.
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Para verificar esa posibilidad, y también para examinar la in-
fluencia de la confianza interpersonal sobre la confianza en las ins-
tituciones en un análisis multivariado, me propuse hacer una regre-
sión logística.10 Las variables independientes relacionadas con la 
percepción del desempeño estatal incluyen las evaluaciones de los 
individuos con respecto a la situación económica actual de su país y 
su familia y el agravamiento de la corrupción y la delincuencia en los 
últimos cinco años.11 Otra variable independiente evalúa la influen-
cia de la confianza interpersonal sobre la confianza en los partidos y 
las legislaturas.12 Cuatro variables demográficas actúan como varia-
bles de control: educación, sexo, estatus socioeconómico y edad. Los 
resultados se exponen en el cuadro 10.3 con respecto a la confian-
za en los partidos políticos y en el cuadro 10.5 con respecto a la con-
fianza en el Congreso nacional.13

Los resultados muestran que la percepción individual de un 
mal desempeño estatal alimentó la baja confianza en las institucio-
nes centrales de representación democrática. Quienes tenían la peor 

10.	 Esta forma de análisis de regresión se utiliza cuando hay más de dos pero me-
nos de siete valores para la variable dependiente, y cuando los valores de es-
ta última corresponden a una progresión clara del más bajo al más alto o a la 
inversa.

11.	 Se trata de las q1, q4, q12, q13c y q13e del Latinobarómetro de 1996. La pregun-
ta planteada en q1 es: “En general, ¿cómo describiría la situación económica 
actual del país? ¿Diría que es muy buena, buena, regular, mala o muy mala?”. La 
q4 se formula así: “En general, ¿cómo describiría su situación económica actual 
y la de su familia? ¿Diría que es muy buena, buena, regular, mala o muy mala?”. 
En el caso de q13c y q13e: “Con referencia a la lista de problemas que voy a 
leerle, ¿cree que se han agravado mucho o poco, han mejorado mucho o poco o 
han permanecido sin cambios en los últimos cinco años?”. La pregunta q13c se 
refiere a la delincuencia, y q13e, a la corrupción. Traté q1, q4, q13c y q13e como 
variables continuas.

12.	 Me refiero a la q12 del Latinobarómetro de 1996: “Hablando en general, ¿usted 
diría que puede confiar en la mayoría de la gente o que ninguna precaución es 
excesiva cuando trata con otros?”.

13.	 Ninguna de las correlaciones entre las variables independientes es lo suficien-
temente elevada para generar problemas de colinealidad. En esas variables, las 
correlaciones más fuertes son de 0,52 entre la percepción de la delincuencia y 
la percepción de la corrupción en el Perú, y de 0,51 para las mismas dos varia-
bles en el caso de Ecuador.
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Cuadro 10.3
Determinantes de la confianza en los partidos políticos  

en los países andinos (logit ordenado)

Fuente: Latinobarómetro 1996.
Nota: El error estándar figura entre paréntesis.
ap < 0,001		 bp < 0,01
cp < 0,05		  dp < 0,10

Variables Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

Situación 
económica  
del país

0,325b

(0,110)
0,187c

(0,074)
0,302a

(0,073)
0,176d

(0,092)
0,130d

(0,067)

Situación 
económica  
de la familia

0,074
(0,130)

0,493a

(0,097)
0,121

(0,084)
0,154

(0,108)
0,121

(0,082)

Confianza 
interpersonal

0,299
(0,195)

0,431b

(0,139)
0,332c

(0,145)
0,390c

(0,170)
0,034
(0,174)

Delincuencia - 0,109
(0,114)

- 0,296a

(0,080)
- 0,054
(0,105)

- 0,180b

(0,067)
- 0,437b

(0,132)

Corrupción - 0, 267b

(0,092)
- 0,318a

(0,079)
- 0,342b

(0,104)
- 0,042
(0,066)

- 0,040
(0,120)

Sexo 0,256d

(0,151)
0,160

(0,120)
- 0,030
(0,114)

- 0,212d

(0,121)
0,114

(0,112)

Edad 0,013c

(0,006)
- 0,002
(0,005)

0,010c

(0,004)
0,010c

(0,005)
0,011c

(0,004)

Educación 0,047c

(0,021)
- 0,012
(0,019)

0,003
(0,018)

0,000
(0,018)

0,034c

(0,017)

Estatus 
socioeconómico

0,100
(0,105)

0,005
(0,074)

- 0,129d

(0,075)
- 0,192c

(0,076)
0,088

(0,075)

LR chi2 (9) 53,97 122,92 66,22 52,71 35,75

Prob. > chi2 0,000 0,000 0,000 0,000 0,000

Seudo R2 0,037 0,054 0,026 0,023 0,014

N 703 1.144 1.114 1.003 1.393
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opinión del desempeño económico nacional mostraban asimismo la  
menor confianza en los partidos. Esta es la única variable indepen-
diente que fue estadísticamente significativa en los cinco países.14

El cuadro 10.4 presenta simulaciones para mostrar el efecto 
sustantivo de los cambios en dos variables independientes: la eva-
luación de la situación económica nacional y la confianza interperso-
nal sobre la confianza en los partidos. En los cinco países, y sobre to-
do en Bolivia y Ecuador, la simulación pronostica que los individuos 
con una mejor evaluación de la situación económica nacional mani-
festarán muy probablemente su confianza en los partidos. En la en-
cuesta boliviana, el 35% de los participantes que veían la situación 
económica del país como buena o muy buena dijeron confiar algo o 
mucho en los partidos. Ninguno de los 77 encuestados que estima-
ban muy mala la situación económica del país expresó alguna o mu-
cha confianza en ellos (estos son los resultados reales de la encues-
ta, mientras que el cuadro 10.4 se basa en una simulación e incluye 
unas cuantas variables de control).

Las evaluaciones del cambio en la delincuencia y la corrupción 
también tuvieron un impacto sustancial sobre la confianza en los par-
tidos. Una de estas variables (o las dos, en el caso de Colombia) fue sig-
nificativa. De manera coherente con su bajísima ubicación en las eva-
luaciones de Transparencia Internacional, los individuos de Bolivia y 
Ecuador a cuyo juicio la corrupción había empeorado fueron quienes 
reportaron menor confianza en los partidos. En Colombia, ambas va-
riables fueron significativas en p < 0,001. En el Perú y Venezuela, la 
evaluación del cambio en los índices de delincuencia fue estadística-
mente significativa, cosa que no ocurrió en el caso de la corrupción.

En el cuadro 10.5, la variable dependiente es la confianza en la asam-
blea nacional, y las variables independientes son las mismas del cua- 
dro 10.3. Los resultados son muy compatibles con los de este último.

14.	 Latinobarómetro también preguntó a los encuestados si, a su criterio, la econo-
mía había mejorado en el último año —una evaluación retrospectiva según la 
terminología de Fiorina (1981)—, y les pidió su opinión sobre la probabilidad 
de que mejorara durante el año siguiente (un juicio prospectivo). De estas tres 
preguntas referidas a la economía nacional, la evaluación de la situación eco-
nómica actual fue el mejor elemento para predecir la confianza en los partidos. 
La utilicé por ese motivo.
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Estos resultados sugieren que las deficiencias estatales están en 
el núcleo de la crisis contemporánea de representación.15 Si los es-
tados fueran más eficaces, la confianza en las instituciones centra-
les de representación democrática mejoraría. De ser correcto este 
análisis, las reformas políticas debieran concentrarse ante todo en 
la creación de estados más eficaces, y sólo secundariamente en el es-
tablecimiento de sistemas más abiertos de representación. Los sis-
temas formales de representación de los países en cuestión ya son 
abiertos. La deficiencia grave está en la capacidad estatal.16

La deficiencia estatal que tiene probablemente el efecto más di-
recto sobre la confianza ciudadana en los partidos y las legislaturas 
es la corrupción. Los ciudadanos racionales serían tontos si confia-
ran en los políticos corruptos. Podrían aceptar a políticos que no lo-
graran generar bienes económicos y entender, por ejemplo, que esa 
incapacidad es el resultado de difíciles circunstancias de la econo-
mía (Linz y Stepan 1989). Pero aceptar la corrupción de los funcio-
narios públicos, sobre todo en épocas de penuria económica, es un 
asunto completamente distinto.17

Las percepciones de la corrupción tuvieron un profundo im-
pacto sobre la confianza en la representación democrática en Boli-
via, Colombia y Ecuador. Desde la década de 1990, en los cinco países 
andinos se han conocido enormes escándalos en los que hubo fun-
cionarios públicos involucrados. En Venezuela, el presidente Carlos  

15.	 Los argumentos presentados en este capítulo con respecto al impacto de la de-
ficiencia estatal sobre la confianza en las instituciones podrían evaluarse de 
manera más exhaustiva si hubiera datos de encuestas para un período prolon-
gado. Desafortunadamente no hay para los cinco países andinos nada parecido 
a una encuesta transnacional con anterioridad a 1996.

16.	 Este argumento es compatible con la afirmación de Camp (2001) de que los 
ciudadanos latinoamericanos ven la democracia de otra manera que los ciu-
dadanos norteamericanos. En particular, los latinoamericanos tienden a con-
siderarla desde el punto de vista de la igualdad y el progreso sociales y eco-
nómicos, a diferencia de los norteamericanos, que se concentran más en las 
cuestiones de procedimiento. Kornblith (1998: 39) plantea el argumento con-
vergente de que el mal desempeño de Venezuela es el principal responsable de 
la crisis de representación democrática en ese país.

17.	 De manera similar, Coppedge (2005) argumenta que la combinación de corrupción 
y declinación económica fue clave en la erosión de la democracia en Venezuela.



10 / Deficiencias estatales 341

Cuadro 10.4
El impacto de la evaluación de la situación económica nacional  

y la confianza interpersonal sobre la confianza en los partidos

(simulación basada en el cuadro 10.3)
% de quienes expresan mucha o alguna confianza en los partidos

Notas: Las simulaciones muestran el efecto de permitir la variación de la variable indepen-
diente (la evaluación de la situación económica nacional en las columnas 1 y 2, y la confian-
za interpersonal en las columnas 3 y 4), mientras los valores medios de todas las demás 
se mantienen constantes. Las columnas 1 y 2 presentan el porcentaje de encuestados que, 
según las predicciones, expresarán mucha o alguna confianza en los partidos si estiman 
que la situación económica del país es muy buena o muy mala. Las columnas 3 y 4 mues-
tran el porcentaje de encuestados que, de acuerdo con las predicciones, expresarán mucha 
o alguna confianza en los partidos si creen que se puede confiar en la mayoría de la gente 
o que ninguna precaución es excesiva cuando se trata con otros.

Fuente: Latinobarómetro, 1996.

(1)
La 

situación 
económica 
del país es 
muy buena

(2)
La situación 

económica 
del país es 
muy mala

(3)
Se puede 

confiar en  
la mayoría  

de la gente

(4)
Ninguna 

precaución es 
excesiva cuando 

se trata  
con otros

Bolivia 28 10 18 13
Colombia 15 8 13 9
Ecuador 31 12 21 16
Perú 26 15 25 18
Venezuela 15 10 11 11

Andrés Pérez fue sometido a juicio político en 1992, y el hecho des-
encadenante fue un escándalo de corrupción. En Colombia, el presi-
dente Samper (1994-1998) quedó estigmatizado por el bien conoci-
do hecho de que, para financiar su campaña electoral, había aceptado 
varios millones de dólares proporcionados por un cártel de la dro-
ga. En Ecuador, el presidente Mahuad (1998-2000) cayó como conse-
cuencia de un golpe, debido en parte a denuncias que lo involucraban 
en hechos de corrupción. En el Perú, a lo largo de la década de 1990, 
circularon muchos rumores de que en aquel entonces el ex presidente 
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Alan García (1985-1990) había estado envuelto en negocios sucios. 
Durante gran parte de esa década García se vio obligado a perma-
necer en el exilio. Su sucesor, Alberto Fujimori, quedó implicado en 
grandes escándalos de corrupción luego de renunciar en el año 2000. 
Otros funcionarios públicos de alto rango estuvieron involucrados en 
abusos similares en los cinco países. Al no haber sanciones más efi-
caces contra la corrupción, los políticos y burócratas se dedican con 
impunidad a prácticas patrimoniales (Guevara Mann 2001). Como los 
medios de comunicación tienen un papel muy influyente en la forma-
ción de las percepciones ciudadanas sobre la política, y dada la pro-
minencia de las denuncias de corrupción publicadas por ellos, sería 
asombroso que los ciudadanos expresaran mucha confianza en los 
partidos y las asambleas.18

¿Estuvo la baja confianza en los partidos y las legislaturas ex-
tendida en forma particular entre ciertos grupos sociales? La res-
puesta a esta interrogante puede suministrarnos información clave 
para detectar los elementos que mantienen baja la confianza en es-
tas instituciones de representación. Si la confianza en el Congreso y 
los partidos fuera especialmente escasa entre los pobres y los poco 
instruidos, la situación podría reflejar la desafección política de esos 
sectores. En los pobres, la baja confianza podría ser un producto del 
desencanto con respecto a sistemas políticos que sólo son perjudi-
ciales para ellos. Si la confianza fuera particularmente baja entre las 
personas instruidas, la situación podría reflejar una percepción más 
aguda e informada de las deficiencias de partidos y legislaturas, pa-
ralela a lo que Döring (1992) denominó escepticismo racional en su 
análisis de las democracias industriales avanzadas.

En términos de sexo, educación y estatus socioeconómico, la con-
fianza en el Congreso y los partidos es bastante pareja en los distintos 
grupos de los cinco países. Excepto en el caso de la edad, estas variables 
demográficas tienen un efecto inconsistente y generalmente débil so-
bre la confianza en los partidos. En el Perú, los hombres se mostraron 
más dispuestos que las mujeres a confiar en ellos; en Bolivia sucedió 

18.	 Mi argumento hace eco al de Pharr (2000), que mostró que la corrupción tuvo 
una gran influencia sobre la desconfianza ciudadana en Japón. Véanse también 
Della Porta (2000) y Seligson (2002a).
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Cuadro 10.5
Determinantes de la confianza en el Congreso  

en los países andinos (logit ordenado)

Fuente: Latinobarómetro, 1996.
Nota: El error estándar figura entre paréntesis.
ap < 0,001
bp < 0,01
cp < 0,05
dp < 0,10

Variables Bolivia Colombia Ecuador Perú Venezuela

Situación 
económica del país

0,403a

(0,110)
0,199b

(0,071)
0,210b

(0,071)
0,495a

(0,090)
0,193b

(0,064)

Situación 
económica  
de la familia

0,036
(0,126)

0,180c

(0,090)
0,203c

(0,081)
- 0,005
(0,105)

0,030
(0,074)

Confianza 
interpersonal

0,315d

(0,190)
0,336b

(0,135)
0,340c

(0,142)
0,470b

(0,162)
- 0,074
(0,166)

Delincuencia - 0,013
(0,119)

- 0,118
(0,079)

- 0,007
(0,105)

- 0,127d

(0,065)
- 0,301c

(0,128)

Corrupción - 0,383a

(0,095)
- 0,339a

(0,077)
- 0,334b

(0,107)
- 0,090
(0,064)

- 0,132
(0,109)

Sexo 0,168
(0,148)

- 0,031
(0,115)

0,000
(0,112)

- 0,002
(0,119)

- 0,132
(0,102)

Edad 0,019b

(0,006)
0,001

(0,005)
0,009c

(0,004)
- 0,001
(0,005)

0,012b

(0,004)

Educación 0,038d

(0,020)
0,002
(0,019)

0,025
(0,017)

- 0,023
(0, 017)

0,052b

(0,016)

Estatus 
socioeconómico

0,104
(0,103)

0,057
(0,072)

- 0,038
(0,075)

- 0,188c

(0,074)
0,040

(0,069)

LR chi2 (9) 73,02 63,07 54,38 77,00 35,75

Prob. > chi2 0,000 0,000 0,000 0,000 0,000

Seudo R2 0,045 0,026 0,020 0,030 0,014

N 687 1.140 1.104 1.010 1.393
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lo contrario en p < 0,10. En los tres países restantes, la diferencia en-
tre hombres y mujeres careció de significación estadística. La varia-
ble género no tuvo influencia en el cuadro 10.5 (Congreso).

Inglehart (1997b) y Dalton (1996) han sostenido que los vo-
tantes más jóvenes se muestran menos inclinados que los de mayor 
edad a confiar en las instituciones representativas.19 Estos autores 
señalan que una generación más joven de votantes y más posmate-
rialista contribuye a explicar la caída de la confianza en las institu-
ciones. El patrón opuesto se constata en los países andinos, con la 
excepción de Colombia. En Bolivia, Ecuador, Perú y Venezuela, los vo-
tantes de más edad manifestaron menos confianza en los partidos.

La educación no influyó sobre esa confianza en Colombia, Ecua-
dor y el Perú. En contra de lo esperado, pero de manera coherente con 
lo comprobado por Cleary y Stokes (2000) para la Argentina y México, 
en Bolivia y Venezuela las personas más educadas expresaron menos 
confianza en los partidos y el Congreso. En Ecuador y el Perú, pero no 
en los otros tres países, las personas con un estatus socioeconómico 
inferior expresaron menos confianza en los partidos; en Ecuador, sin 
embargo, esta variable fue apenas significativa (p = 0,09). El estatus 
socioeconómico sólo fue de significación estadística en un país (Perú) 
en lo concerniente a la confianza en el Congreso.

En sociedades marcadas por flagrantes desigualdades, los me-
nos privilegiados tienen razones para ser más escépticos con respec-
to a las instituciones democráticas, pese a lo cual el efecto de la escasa 
educación, el género y el estatus socioeconómico bajo sobre la con-
fianza en las instituciones es débil (por lo común, no significativo) e 
inconsistente (esto es, las personas de mayor educación expresan me-
nos confianza en los partidos en dos países, mientras que las de un es-
tatus socioeconómico más elevado manifiestan mayor confianza en 
otros dos). En contraste, las evaluaciones del desempeño estatal tie-
nen un profundo efecto. La clave para entender la muy baja confian-
za en los partidos y las legislaturas tiene que ver con el desempeño del 
Estado y la forma en que este es percibido por la opinión pública.

19.	 Magalhães (2006) reporta comprobar lo contrario, al encontrar tan sólo un dé-
bil impacto causal de estas variables sociodemográficas sobre la confianza en 
las instituciones.
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Deficiencia estatal: una especificación del concepto

En la literatura consagrada a las democracias industriales avan-
zadas mucho se ha escrito sobre la confianza en las instituciones. 
Cuando comencé a reflexionar sobre las causas de la crisis de la re-
presentación democrática en los países andinos, me apoyé inicial-
mente en esa literatura y sobre todo en los autores que sostenían 
que la confianza declinante es el producto de un mal desempeño gu-
bernamental. Sin embargo, esa literatura falla en dos aspectos cuan-
do se trata de comprender la crisis de la representación democrática 
en la región andina. La primera falla es conceptual. Tiene sentido ha-
blar de un mal desempeño gubernamental cuando algunos gobiernos 
cumplen un pobre papel en el ejercicio de sus funciones. En cambio, 
cuando el problema es crónico y entre las instituciones que fracasan 
se cuenta un cúmulo de instituciones estatales no limitadas al go-
bierno, la noción de “deficiencias estatales” resulta más pertinente. 
El concepto no alude en forma exclusiva al gobierno sino que identi-
fica con propiedad una gama más amplia de instituciones estatales 
como responsables de las fallas de las instituciones públicas, los cur-
sos de acción decididos y los resultados políticos.

El gobierno es el mando supremo del Estado: los funcionarios si-
tuados en la cima del poder ejecutivo. Aun cuando se interpreta de 
manera explícita que muchos sectores del Estado (por ejemplo el po-
der judicial) disfrutan de una considerable autonomía con respecto 
al gobierno, en los países andinos las deficiencias estatales se extien-
den mucho más allá de los gobiernos y afectan a otros importantes 
organismos del Estado, muy en particular al sistema judicial y la po-
licía. En Colombia, las fuerzas armadas también fracasaron durante 
mucho tiempo en su misión de derrotar a combatientes armados no 
estatales, en especial la guerrilla y las fuerzas paramilitares.

Aun en los casos excepcionales de buenos gobiernos, como lo 
fue el primer período presidencial de Sánchez de Lozada en Bolivia 
(1993-1997), otros sectores del Estado, como el sistema judicial y la 
policía, siguieron exhibiendo graves deficiencias. Un buen gobierno 
puede implementar cambios significativos en algunas áreas, pero tie-
ne una capacidad limitada para hacer cambios rápidos y de gran al-
cance en otros sectores del Estado, como los recién mencionados.
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El segundo inconveniente de la noción de mal desempeño guber-
namental, tal como la expresión se ha utilizado para entender la con-
fianza declinante en las instituciones en las sociedades industriales 
avanzadas, es que las deficiencias estatales en los países andinos (y en 
la mayor parte de América Latina) son mucho peores que en aquellas.

El límite entre el mal desempeño gubernamental y las deficien-
cias estatales es menos una demarcación rigurosa que un elemento 
de valor heurístico y conceptual. Dos problemas claves —una dimen-
sión temporal del fracaso y un conjunto más amplio de instituciones 
estatales que fracasan— distinguen las deficiencias del Estado del 
mal desempeño gubernamental.

Si por un lado el concepto de deficiencia estatal difiere de la no-
ción de mal desempeño gubernamental, por otro se diferencia de un 
derrumbe estatal o un Estado fallido. La noción de deficiencias es-
tatales, si bien señala un problema de mayor duración y alcance que 
el concepto de mal desempeño gubernamental, apunta a un proble-
ma menos profundo que un Estado fallido o un derrumbe estatal en 
el cual el Estado pierde su capacidad de gobernar, brindar seguridad 
material a sus ciudadanos y controlar el territorio del país (Beissin-
ger y Young 2002, Rotberg 2004, Zartman 1995). Las deficiencias es-
tatales implican que el Estado es incapaz de proporcionar a los ciu-
dadanos un conjunto importante de bienes públicos, pero aún puede 
funcionar. Los índices delictivos tal vez sean altos, pero el Estado to-
davía controla el territorio que debe gobernar. No sucede así en el ca-
so de un Estado fallido o un derrumbe estatal.

La distinción entre las deficiencias estatales y el derrumbe del 
Estado es más fácil de advertir que el límite entre las primeras y el 
mal desempeño gubernamental. Cuando se produce un derrumbe del 
Estado, este pierde su capacidad de controlar el territorio del país y 
gobernar. En décadas recientes, ninguno de los países andinos ha ex-
perimentado una situación semejante. En la región, la experiencia del 
Estado fallido ha sido parcial y se ha limitado a zonas específicas: los 
sectores de Colombia controlados por grupos guerrilleros y, en menor 
medida (porque implican una menor destrucción del Estado y una 
mayor cooperación con él), los controlados por los paramilitares20,

20.	 Bejarano y Pizarro Leongómez (2005) apelaron al concepto de “derrumbe par-
cial del Estado” para describir la situación colombiana.
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y las áreas del Perú donde Sendero Luminoso tuvo una extendida pre-
sencia entre 1980 y 1993. Con esas excepciones, los problemas de la 
estatidad en la región andina han sido mucho menos agudos que los 
que han azotado a países como Sierra Leona, Ruanda, el Congo, Liberia, 
Bosnia, Sudán, Afganistán y algunos otros en las dos últimas décadas.

Representación democrática: concepciones ciudadanas

Otras pruebas también sugieren que la causa central de la crisis de 
representación democrática es el desempeño estatal (en parte, los re-
sultados de la representación democrática), y no el proceso de esa 
representación. Cuando se les pone frente a una alternativa sobre la 
representación en las preguntas planteadas por las encuestas, nume-
rosos participantes optan por los resultados sustantivos del sistema 
político en desmedro del proceso. Muchos revelan incluso cierta am-
bivalencia con respecto a la preservación de la representación demo-
crática. Esa ambivalencia se manifiesta en las respuestas a las tres 
preguntas detalladas en el cuadro 10.6. La primera columna muestra 
el porcentaje de encuestados que coincidieron en que “la democracia 
es siempre la mejor forma de gobierno”. En todos los países, con la ex-
cepción de Venezuela, al menos la mitad de ellos eligieron una de las 
tres alternativas no democráticas: “En ciertas situaciones, un gobier-
no autoritario puede ser preferible a un gobierno democrático”; “Para 
personas como yo, da lo mismo que tengamos un gobierno democráti-
co o no democrático”, o ninguna respuesta en un pequeño porcentaje 
de los casos.21 Los ciudadanos de estos países y de la mayor parte de 
los otros países latinoamericanos son ambivalentes con respecto a la 
democracia representativa y la representación democrática. En algu-
nas circunstancias, estarían dispuestos a prescindir de ellas.

Las otras dos columnas del cuadro 10.6 se toman de las dos úl-
timas ondas de los World Values Surveys, que incluyeron Colombia,  

21.	 La generalizada idea de que la democracia no siempre es la mejor forma de go-
bierno tal vez contribuya a explicar el respaldo popular al golpe ecuatoriano 
de 2000 que expulsó de la presidencia a Jamil Mahuad, elegido por la vía de-
mocrática, y el ulterior triunfo de Lucio Gutiérrez, que había encabezado ese 
golpe, en las elecciones presidenciales de 2002.
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Perú y Venezuela, pero no Bolivia y Ecuador. Aun la pregunta corres-
pondiente a la primera de esas dos columnas, cuya formulación po-
dría dificultar las respuestas favorables, suscitó una gran cantidad 
de contestaciones afirmativas. Entre el 39% (Perú) y el 48% (Vene-
zuela) coincidieron en que tener un líder fuerte que no se preocupara 
por parlamentos y elecciones era una buena idea. La supresión de los 
parlamentos y las elecciones supondría, desde luego, la eliminación 
de la representación democrática. Y una amplia minoría de los ciuda-
danos estuvo dispuesta a cercenarla.

Una considerable mayoría de los tres países aprobó la idea de que 
“hacer que los expertos, y no el gobierno, tomen decisiones de acuer-
do con su criterio de lo que es mejor para el país” es una manera muy 
buena o bastante buena de gobernar (última columna). Esta respues-
ta implica la aceptación del ideal tecnocrático de que son los expertos 
y no los representantes democráticamente elegidos quienes deberían 
gobernar. En esta opción, los buenos resultados políticos importaban 
más que la posibilidad de que dichos representantes se encargaran de 
decidir los cursos de acción. En un espíritu similar, una encuesta ve-
nezolana de 1999 dejó ver que el 50% de los participantes concorda-
ban en que la abolición de las legislaturas estatales era una buena idea, 
mientras que sólo el 39,5% discrepaba de esa propuesta (González de 
Pacheco 2001: 175). Estos datos sugieren que para muchos ciudadanos 
latinoamericanos la principal queja no se refirió a los mecanismos de la 
representación sino a sus resultados; en rigor, una mayoría estaba dis-
puesta a arreglárselas con menos representación democrática.

Uno de los ejemplos más pasmosos de aceptación pública de una 
reducción de la representación democrática se dio cuando el presi-
dente Alberto Fujimori decidió cerrar el Congreso peruano en abril 
de 1992. Inmediatamente después de este golpe, el 88% de los pe-
ruanos consideró adecuada la medida. Y transcurridos algunos días, 
la aprobación pública del presidente se mantuvo en el 79%.22

22.	 Tomo estos datos de Kenney (2004). El 88% de aprobación surgió de una en-
cuesta nacional realizada por CPI entre el 9 y el 11 de abril de 1992. La cifra del 
79% de respaldo a Fujimori corresponde a otra encuesta nacional, efectuada 
por Apoyo el 11 de abril. Kenney señala que ese respaldo al golpe presidencial 
siguió siendo fuerte durante los dos años siguientes.
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Más allá de las deficiencias estatales:  
los efectos de la competencia partidaria y la televisión

En esta sección presento un análisis más especulativo para intentar 
explicar por qué los partidos y el Congreso son objeto de niveles es-
pecialmente bajos de confianza. La respuesta no es inmediatamente 
evidente. Debido a las deficiencias estatales, estas instituciones han 
perdido gran parte de su prestigio. En un contexto de mal desempe-
ño del Estado, sería sorprendente que los ciudadanos persistieran en 
brindarles un alto nivel de confianza. Pero como muestra el cuadro 
10.7, otras instituciones estatales disfrutan de mayores niveles de 
confianza que los partidos (que no forman parte del Estado, claro es-
tá) y la asamblea nacional. Si el problema central es la deficiencia es-
tatal, ¿por qué algunas instituciones del Estado son más confiables 
que aquellos para la ciudadanía? Es dudoso que el desempeño de los 
partidos y el Congreso sea peor que el accionar del poder judicial, la 
policía o algunas otras instituciones estatales en las que se deposita 
una mayor confianza.

El cuadro 10.7 suministra datos sobre cuatro instituciones esta-
tales: el poder judicial, la policía, las fuerzas armadas y la presiden-
cia. Las instituciones centrales de la representación democrática, los 
partidos políticos y el Congreso nacional, se destacan como las menos 
confiables en la región andina. En los cinco países, los partidos y el 
Congreso recogieron los menores niveles de confianza en las encues-
tas de 1996 y 1998 de Latinobarómetro. Por otra parte, al comparar-
lo con el resto de América Latina, el nivel de confianza depositada en 
ambas instituciones fue marcadamente bajo en los países andinos.23

En líneas generales, la confianza en el poder judicial fue más 
grande que la confianza en los partidos y el Congreso. El hecho es dig-
no de notar, porque la mayor parte de los sistemas judiciales latinoa-
mericanos son extremadamente deficientes (Brinks 2003, 2004; Do-
dson y Jackson 2003, O’Donnell 1999, Pásara 2002). El poder judicial 

23.	 El porcentaje de encuestados que expresaron mucha o alguna confianza en el 
Congreso y los partidos fue estadísticamente inferior en p < 0,001 en la región 
andina, al ser comparado con los otros doce países latinoamericanos.
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se caracteriza por la lentitud, la parcialidad en la aplicación de la jus-
ticia y la incapacidad de procesar a los delincuentes.

La confianza en la policía fue, de manera casi uniforme, más alta 
que la confianza en los partidos o el Congreso, no obstante que la inefi-
cacia, la violencia y la corrupción han plagado el desempeño de las fuer-
zas policiales en la mayor parte de los países latinoamericanos (Brinks 
2003, 2004; Chevigny 1995, 2003). En casi toda América Latina, la po-
licía tiene triste fama por su proceder brutal y el uso de la tortura pa-
ra obtener confesiones, y en muchos países por asesinar a presuntos 
delincuentes. Dada la violencia, que ha sido un azote de los países an-
dinos, y la ineficacia, brutalidad y corrupción de la policía,24 es notable 
que esta disfrute de mayor confianza que los partidos políticos.

En toda la región andina, la confianza en las fuerzas armadas 
fue mayor que la confianza en los partidos y el Congreso. Adviértan-
se en particular los porcentajes correspondientes a Ecuador y Vene-
zuela. Casi con seguridad, esa confianza en las fuerzas armadas ayu-
da a explicar el hecho de que líderes militares golpistas llegaran por 
la vía democrática a la presidencia de Venezuela en 1998, de Ecua-
dor en 2002 y, en menor medida (debido al nivel inferior de confian-
za disfrutada por las fuerzas armadas), de Bolivia en 1997.

24.	 No pude encontrar datos transnacionales sistemáticos sobre los homicidios 
cometidos por la policía. Un informe del Departamento de Estado de Estados 
Unidos del año 2001 sobre Venezuela aporta algunas informaciones al respec-
to. El informe expresa lo siguiente: “Según el gobierno, más de dos mil presun-
tos delincuentes cayeron muertos en tiroteos con la policía durante los prime-
ros ocho meses del año. […] Muchos políticos contribuyeron a generar un clima 
de aceptación oficial del uso excesivo de la fuerza cuando, en la campaña para 
las elecciones nacionales, utilizaron eslóganes como ‘balas para el bajo mundo’ 
y ‘el único delincuente bueno es el delincuente muerto’”. Si anualizamos esta 
cifra a tres mil muertes por año y la dividimos por la población de Venezuela 
(23.542.600 habitantes en 2002), constatamos que hubo 12,75 asesinatos po-
liciales anuales por cada cien mil personas. En contraste, San Pablo, donde es 
conocida la existencia de una fuerza policial violenta, tuvo un índice promedio 
de 1,9 asesinatos policiales por cada cien mil habitantes en la década de 1990. 
Las cifras han sido tomadas de la Ouvidoria da Policia de São Paulo. Nueva 
York informó de 41 muertes a manos de la policía en 1990, su peor año, lo cual 
da un índice de 0,23 por cada cien mil habitantes (Chevigny 1995: 67). Así, en 
Venezuela, el índice de homicidios policiales por cada cien mil habitantes supe-
ró más de seis veces el de San Pablo y más de cincuenta veces el de Nueva York.
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Es dudoso que el poder judicial y la policía se desempeñen me-
jor que los partidos y las legislaturas. El nivel particularmente bajo 
de confianza recibido por ellos debe reflejar algo más que meras di-
ferencias objetivas de actuación.

La confianza ciudadana en las instituciones es subjetiva y no se 
basa exclusivamente en el desempeño objetivo de estas.25 Antes bien, 
hay en juego una combinación de factores constructivistas y racio-
nalistas.26 La política (incluida la confiabilidad percibida de sus ins-
tituciones) no se ocupa sólo de realidades objetivas, sino también de 
la manera como los actores políticos construyen interpretaciones de 
tales realidades. Los discursos utilizados por los actores para juzgar 
las instituciones y dar expresión a la política afectan la confianza 
ciudadana en las primeras. Las evaluaciones ciudadanas de las insti-
tuciones políticas son el resultado de procesos y luchas políticas. No 
es posible tomarlas en sentido estricto como un indicador objetivo 
del desempeño institucional.

Dos factores relacionados con el papel de los procesos y conflic-
tos políticos en la configuración de las evaluaciones ciudadanas de las 
instituciones contribuyen a explicar el nivel particularmente bajo de 
la confianza pública en los partidos y el Congreso. En primer lugar, los 
partidos politizan los fracasos de sus rivales. Los partidos opositores 
pueden obstruir las políticas gubernamentales porque un fracaso del 
partido o partidos gobernantes realza la posibilidad de la oposición 
de llegar al poder en las siguientes elecciones. En algunos países de 

25.	 Mi análisis es distinto al de los estudiosos que sostienen que la confianza es 
simplemente el producto de un cálculo racional. Bianco (1994) sostiene tal ar-
gumento. Si bien coincido en parte con esa línea interpretativa, a mi entender 
la confianza es también resultante de una lucha entre los actores políticos para 
construir o destruir la confiabilidad. Lo que los ciudadanos perciben como un 
cálculo racional, vale decir el hecho de creer o no que una institución es confia-
ble en términos racionales, es una construcción política.

26.	 En la política comparada, los estudios constructivistas más prominentes se 
han dedicado a estudiar principalmente el nacionalismo y la identidad étnica. 
En buena medida, la literatura sobre la confianza en las instituciones muestra 
una ausencia de interpretaciones constructivistas. Se encontrará una excep-
ción parcial en Mansbridge (1997), que se concentra en los cambios sociocul-
turales que suscitan expectativas crecientes con respecto a la acción guberna-
mental y generan una sobrecarga en los gobiernos.
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la región (Bolivia y Ecuador, por ejemplo), la impresión común es que 
los partidos opositores promueven el fracaso de los partidos gober-
nantes y prosperan gracias a él.

Una de las maneras que tiene un nuevo partido de incursionar 
en el mercado electoral es afirmar que todos los partidos existen-
tes han fracasado. En ese contexto, la mayor diversidad y cantidad 
de partidos rivales en años recientes implica la presencia de más ac-
tores con el interés creado de alertar sobre las fallas de sus adversa-
rios políticos. Los incentivos del juego político fomentan una crítica 
persistente de las agrupaciones rivales. Por ejemplo, los candidatos 
de la oposición política exageran comúnmente el aumento de la de-
lincuencia en la mayor parte de América Latina, y eso induce a los 
ciudadanos a creer que el delito es aún peor de lo que realmente es 
(Basombrío 2003, Smulovitz 2003). El comportamiento egoísta de los 
partidos políticos que compiten entre sí es el aspecto racionalista de 
este argumento; el hecho de que los ciudadanos elaboran sus propias 
interpretaciones de la confiabilidad de las instituciones es el aspecto  
constructivista.

Ninguna institución estatal está sometida a ese tipo de compe-
tencia. Los medios y los políticos tal vez critiquen a la policía y el po-
der judicial, pero la competencia institucionalizada dentro de estos 
últimos es superada en mucho por la existente entre los partidos po-
líticos. Puede haber rivalidad entre distintas fuerzas policiales —por 
ejemplo, entre la Policía Federal y las policías militares estaduales en 
Brasil—, pero el éxito de una no depende del fracaso de otra. En con-
traste, la competencia entre partidos políticos es, en un sentido muy 
concreto, un juego de suma cero: las ganancias electorales de uno se 
obtienen necesariamente a expensas de las pérdidas de otro. Por otra 
parte, es improbable que una nueva fuerza policial saque réditos de 
la crítica del desempeño de la policía ya existente. En cambio, un nue-
vo partido político debe criticar la actuación de los partidos ya vigen-
tes; de lo contrario, no podrá conquistar un apoyo electoral. Mientras 
que entre los partidos que compiten la solidaridad organizacional du-
radera es poco habitual, entre las diferentes fuerzas policiales esa so-
lidaridad es la norma, aun cuando el desempeño institucional no sea 
bueno (Brinks 2004). Es probable que toda la institución padezca o se 
beneficie en conjunto. La complicidad generalizada dentro de la policía 
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 y el poder judicial es el contrapunto de la competencia y la crítica ubi-
cuas entre los partidos.

La inclinación del público a culpar a los políticos y ahorrar críti-
cas a la policía fue evidente en una encuesta online realizada por La 
Nación, uno de los diarios más antiguos y prestigiosos de la Argenti-
na. En junio de 2004, Néstor Kirchner, el presidente argentino, decla-
ró que una ola delictiva reciente en el Gran Buenos Aires era impul-
sada por ex oficiales policiales descontentos que habían sido echados 
fuera de la institución. La encuesta (que no era aleatoria) preguntaba 
a los participantes cuál era la principal causa de la ola delictiva. Pese 
a la declaración de Kirchner y a muchos episodios bien publicitados 
de participación policial en actividades delictivas, muchos más par-
ticipantes (49,7%) culparon a las políticas públicas de seguridad ciu-
dadana que a cualquier otro factor. Sólo el 5,5% censuró la ineficien-
cia policial, el 16,5% consideró que la causa primordial era la crisis 
socioeconómica y el 15,7% hizo responsables a sectores de la policía 
que reaccionaban ante las purgas que se habían realizado.27 En resu-
midas cuentas, era mucha más la gente que culpaba a los políticos y 
las políticas públicas que a la policía por la ola delictiva. Si bien este 
ejemplo corresponde a la Argentina y no a un país andino, en la región 
se da un fenómeno similar.

Los cambios en la oferta del mercado electoral contribuyeron, 
paradójicamente, a alimentar una sensación creciente de déficit de 
representación. La mayor diversidad y el número en aumento de par-
tidos han hecho que más agrupaciones políticas pudieran politizar 
los fracasos de sus competidores. Los partidos rivales critican el sta-
tu quo desde una amplia gama de puntos de vista.28 En un contexto 
de pobreza extendida, inseguridad ciudadana y desigualdad, para los 

27.	 Véase comunidad.lanacion.com.ar/encuestas, 8 de junio de 2004.
28.	 King (1997) ha sostenido que la creciente polarización en los Estados Unidos 

contribuyó a generar una mayor desconfianza en las instituciones. Si esto es 
cierto en ese país, donde la polarización es limitada, en Bolivia y Venezuela, 
donde es aguda, la polarización podría alimentar fácilmente la desconfianza en 
las instituciones de la democracia representativa. La afirmación es especial-
mente válida porque parte de la izquierda critica la democracia representati-
va por considerarla inadecuada y entenderla como un sistema de gobierno que 
excluye la participación de las masas y refuerza la dominación de las élites.
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partidos opositores y los medios de comunicación es fácil politizar las 
fallas del gobierno y, por ende, la incapacidad de la representación de-
mocrática para generar bienes públicos y buenas políticas.

La televisión ha hecho su aporte a las evaluaciones desencanta-
das e irónicas respecto del Congreso y los partidos. La televisión y la 
radio son los vehículos primarios a través de los cuales los partidos 
rivales politizan los fracasos de sus adversarios. También son los ve-
hículos primarios por cuyo conducto la mayoría de la gente recibe la 
información política.29 La televisión ha prestado mucha más atención 
a los escándalos, la corrupción y los defectos de los políticos que a sus 
virtudes. Cuando los ciudadanos son bombardeados con historias de 
corruptelas y escándalos políticos, no es de sorprender que la con-
fianza en los políticos, los partidos y el Congreso se desplome.30 Va-
rios estudiosos han comprobado que la televisión ha tenido influen-
cia en la caída de la confianza en las instituciones o el crecimiento del 
cinismo político en las democracias industriales avanzadas.31 La te-
levisión y la radio han fortalecido asimismo las actitudes cínicas con 
respecto a los partidos y al Congreso en la región andina.

¿Por qué la televisión ha presentado regularmente imágenes ne-
gativas de los partidos y las legislaturas? Las investigaciones realiza-
das en los Estados Unidos sugieren una respuesta que quizá sea válida 

29.	 Según el Latinobarómetro de 1996, en los cinco países andinos la televisión y la 
radio redujeron en mucho el papel de otras fuentes de información política. En 
Bolivia, por ejemplo, el 83% de los encuestados dijo informarse políticamente a 
través de la televisión, el 65% por la radio, el 48% por los diarios, el 31% por la 
familia, el 23% por las amistades, el 17% por los compañeros de trabajo y el 9% 
por los compañeros de escuela o de universidad.

30.	 Della Porta (2000) y Pharr (2000) hacen hincapié en el papel de la mala con-
ducta y la corrupción oficiales a la hora de explicar la declinación de la con-
fianza en Italia y Japón, respectivamente. Es muy probable que la preeminen-
cia de las historias de escándalos, corrupción y mala conducta oficial también 
haya contribuido a generar la baja confianza en los partidos y el Congreso en 
los países andinos. La significación estadística de la variable de la corrupción 
en Bolivia, Colombia y Ecuador según los cuadros 10.3 y 10.5 respalda esta 
interpretación.

31.	 Véanse Cappella y Jamieson (1997), Fallows (1996), Lipset y Schneider (1983: 
403-406), Mutz y Reeves (2005) y Putnam (2000). Norris (2000) presenta un 
punto de vista discrepante.
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para los países andinos: las presiones de los mercados competitivos.  
Las historias de escándalos, conflictos y corrupción venden; las re-
lacionadas con el funcionamiento cotidiano de asambleas y partidos, 
no. Irónicamente, la libertad de prensa, que es uno de los aspectos de 
la democracia más valorados desde el punto de vista normativo, pue-
de facilitar la denigración de la representación democrática. Además, 
cada partido politiza deliberadamente los fracasos de las agrupacio-
nes rivales y los medios de comunicación se encargan de dar a cono-
cer tales críticas.

La expansión de la ciudadanía  
y la representación democrática en los países andinos

En las siguientes cuatro secciones presento cuatro explicaciones alter-
nativas de la baja confianza en las instituciones democráticas. Algunos 
estudiosos que se ocupan de América Latina han sostenido que la crisis 
de la representación es un producto de la exclusión de algunos ciuda-
danos o del carácter inadecuado de los mecanismos de dicha represen-
tación. Por ejemplo, Lynch (2000: 93) ha argumentado que 

en el Perú ha habido, en los últimos treinta años, un importante creci-
miento del número de ciudadanos que no pueden expresarse política-
mente de una manera democrática y a quienes las instituciones esta-
tales existentes no representan. Esta dificultad de expresión política y 
representación institucional es la causa fundamental de la frustración 
con respecto al régimen democrático.32

En este capítulo, el argumento es diferente y afín a las ideas ex-
puestas por René Antonio Mayorga y Martín Tanaka en Mainwaring, 
Bejarano, y Leongómez (2006). En efecto, se muestra que la represen-
tación democrática ha experimentado una espectacular expansión en 
los cinco países durante el período posterior a 1978, y se examinan 

32.	 Algunos investigadores que detectaron una crisis de la representación en las 
democracias industriales avanzadas aducen que esta es el resultado de las de-
ficiencias del sistema de representación. Con frecuencia, los promotores de una 
participación más directa coinciden con esta opinión (Barber 1984).
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cuatro formas de expansión de la ciudadanía y la representación: la 
incorporación masiva de nuevos ciudadanos, cambios cualitativos 
producidos en la ciudadanía, nuevas oportunidades de representa-
ción gracias al establecimiento de la elección directa de gobernado-
res y alcaldes y otras reformas políticas, y nuevas posibilidades de re-
presentación para los pueblos indígenas.

Hasta fines de la década de 1970, cuatro de los cinco países an-
dinos (la excepción es Venezuela)33 padecían graves deficiencias ins-
titucionales en materia de representación democrática. La represen-
tación mutilada y los oligopolios de la oferta eran problemas serios. 
Sin embargo, desde 1978, sobre todo en Bolivia, Ecuador y el Perú, la 
representación democrática se ha expandido. La ciudadanía mutila-
da está menos extendida que en el pasado y, con pocas excepciones, 
la cantidad y la diversidad de partidos que compiten ha crecido de 
manera sustancial. En este aspecto, es paradójico que una crisis de 
la representación haya enturbiado el panorama de los países andi-
nos desde la década de 1980.

La representación mutilada podría generar desafección con res-
pecto a las instituciones representativas, porque los excluidos o quie-
nes están formalmente incluidos pero carecen de una voz efectiva ad-
vierten esa exclusión y reaccionan contra ella.34 Si ciertos sectores de 
la sociedad quedan despojados de sus derechos políticos y no disfru-
tan de ninguna representación democrática, ni siquiera en forma trun-
cada, entonces es la representación sistémica la que está mutilada. La 
mutilación puede ser mayor o menor; es profunda cuando los repre-
sentantes ejercen un control personalista sobre los representados.

En el período posterior a 1978, la magnitud de la representa-
ción mutilada se redujo debido a la expansión de la ciudadanía.35 Una 

33.	 Hacia la década de 1970, en Venezuela la ciudadanía mutilada era mucho menos 
generalizada que en los otros cuatro países (Levine 1973).

34.	 Lynch (2000: 93-116) consideró que la crisis peruana de representación en la 
década de 1990 era en lo fundamental el resultado de una representación muti-
lada.

35.	 Este argumento de la expansión de la ciudadanía en la región andina hace eco a 
los planteamientos de López Jiménez (1997) acerca del desarrollo de la ciuda-
danía en el Perú.



10 / Deficiencias estatales 359

primera expresión de esa expansión se advierte en el restablecimien-
to de la representación democrática: en Ecuador en 1978, luego de 
ocho años de gobierno militar; en el Perú ese mismo año (con una 
asamblea constituyente), tras un decenio de régimen castrense, y en 
Bolivia en 1982, después de 18 años de dictadura militar, puntuada 
por algunos meses de gobierno civil en 1979 y 1980. En los tres paí-
ses, las dictaduras habían prohibido las elecciones en todos los nive-
les gubernamentales. La elección de asambleas y ejecutivos significó 
la restauración de la representación democrática.

Los regímenes posteriores a 1978 ampliaron la ciudadanía en 
comparación con el pasado. El otorgamiento de derechos políticos a 
los analfabetos peruanos en 1978 y a los analfabetos ecuatorianos en 
1979 provocó un incremento masivo del electorado. En Ecuador, la 
proporción de votos emitidos con respecto a la población total saltó 
de 12,1% en las elecciones parlamentarias de 1958 a 41,7% en 2002. 
En el Perú, el 14,9% de la población votó en la elección presidencial 
de 1956, y el 45,3% lo hizo en la de 2001. Como en esas décadas se 
experimentó un acelerado crecimiento demográfico, el aumento de 
los porcentajes significó la incorporación de enormes cantidades de 
nuevos ciudadanos a las filas de los representados. En Bolivia el in-
cremento también fue pronunciado, del 27,4% de la población total 
en las elecciones presidenciales de 1960 al 35,4% en 2002.

Aunados a esta expansión cuantitativa de las filas de los repre-
sentados, hubo profundos cambios cualitativos que reflejaron drás-
ticos aumentos de la urbanización y la educación, así como el cre-
cimiento de los medios masivos de comunicación. El cuadro 10.8 
muestra los cambios producidos entre 1960 y la década de 1990 en 
los primeros dos rubros. El porcentaje de residentes en las áreas ur-
banas experimentó un marcado incremento en los cinco países. La ur-
banización modificó el tipo de ciudadano que era representado. En la 
década de 1950, Bolivia, Colombia, Ecuador y el Perú tenían mayorías 
rurales. Grandes cantidades de residentes pobres del campo se veían 
frente a una opción limitada en el mercado electoral. En las regiones 
rurales, el carácter de este sólo consistía en intercambios clientelis-
tas oligopólicos, con una limitada competencia real porque los patro-
nes locales controlaban el voto campesino (Archer 1995, López Jimé-
nez 1997). En los medios urbanos de la década de 1990, la dominación 
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personalista que caracterizaba al campo cuatro decenios antes ya no 
era posible. Como consecuencia, la proporción de votantes sujetos a 
la dominación personalista directa cayó de manera pronunciada (Ló-
pez Jiménez 1997: 268-292).

Los niveles educativos se elevaron de manera espectacular en 
los cinco países desde la década de 1950 hasta la de 1990. La matrí-
cula en las escuelas secundarias aumentó a una velocidad asombro-
sa en Colombia, Perú y Ecuador. Aun cuando el crecimiento fue me-
nos masivo en Bolivia y Venezuela, los porcentajes, no obstante, se 
triplicaron y duplicaron, respectivamente.36 Los niveles más eleva-
dos de educación modificaron la relación entre los representados y 
los representantes. Ya que los primeros tenían acceso a más infor-
mación sobre el mercado electoral, la influencia electoral de una ge-
neración más joven y educada creció poco a poco.

La televisión también cambió la relación entre los votantes y sus 
representantes. En conjunción con la urbanización, implicó un cam-
bio en los estilos de campaña, sobre todo en el caso de las elecciones 
presidenciales. Si con anterioridad los políticos y las organizaciones 
partidarias de cada lugar hacían campañas de alcance local, hacia la 
década de 1990, especialmente para la presidencia, las campañas te-
levisivas cobraron una importancia primordial. En vez de apoyarse 
principalmente en la maquinaria partidaria, los candidatos a cargos 
nacionales transmiten ahora sus mensajes y buscan votos a través 
de los medios masivos de comunicación.

Una tercera forma de expansión de la representación democráti-
ca en el período posterior a 1978 se dio en el plano espacial, gracias 
a la descentralización política. La representación democrática se re-
fiere no sólo al Congreso nacional y el presidente, sino también a los 
funcionarios electos en los niveles local e intermedio.

Con anterioridad a la década de 1980, el gobierno se ejercía en los 
cinco países de manera centralizada y los mecanismos de represen-
tación política se concentraban en el nivel nacional. Los gobernado-
res y la mayoría de los alcaldes eran designados y no elegidos. En las 

36.	 La matrícula en escuelas secundarias se mide como proporción de la matrícula 
total, con prescindencia de la edad, con respecto al grupo etario que oficialmen-
te corresponde al nivel educativo secundario (World Bank 1998).
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décadas de 1980 y 1990, Bolivia, Colombia y Venezuela emprendieron 
iniciativas descentralizadoras de largo alcance para promover la re-
presentación democrática.

En Bolivia, los alcaldes de la mayor parte de las ciudades llega-
ban a su cargo por designación hasta 1995, cuando se sancionó su 
elección directa. En 1994, el gobierno de Sánchez de Lozada puso en 
marcha un programa de descentralización de vasto alcance por me-
dio de la llamada ley de participación popular (Grindle 2000, Van  
Cott 2000b: 149-179). Esta ley estableció la elección directa de al-
caldes y consejos municipales, introdujo la descentralización fiscal y 
dio a las comunidades locales mayor control sobre la política social 
(Mayorga 2002a: 204-207). En el Perú, los gobernadores fueron de-
signados hasta 1990, cuando se dispuso su elección popular. En Co-
lombia, las primeras elecciones directas de alcaldes se realizaron en 
1988, seguidas en 1991 por las primeras elecciones directas de go-
bernadores. Esta forma de elección cambió el sistema de representa-
ción y transformó las redes clientelistas (Pizarro Leongómez 2002: 
373). En Venezuela, las primeras elecciones directas de alcaldes y go-
bernadores se celebraron en 1989 (González de Pacheco 2001). Esas 
nuevas instancias de representación han modificado la dinámica po-
lítica, sobre todo en Bolivia, Colombia y Venezuela. 

La representación democrática se expandió en un cuarto aspec-
to durante las décadas de 1980 y 1990. Los pueblos indígenas, que 
desde el punto de vista social y político fueron históricamente mar-
ginados en los cinco países, disfrutaron de una incorporación for-
mal al sistema en décadas recientes y conquistaron reconocimien-
to y derechos especiales, sobre todo en Bolivia (Yashar 2005, Albó 
1994). En este último país, la ley de participación popular propició 
una expansión del movimiento indígena (Van Cott 2000a, 2000b), 
reconociendo formalmente el estatus legal de las comunidades de 
ese origen y la legitimidad de su autoridad, facilitando la incorpo-
ración y representación más plena de la mayoría indígena en la po-
lítica boliviana, y generando un marcado incremento en la cantidad 
de funcionarios indígenas elegidos (Van Cott 2000b: 170). En 2002, 
un nuevo partido indígena de izquierda, el MAS (Movimiento al So-
cialismo), encabezado por Evo Morales, un cultivador de coca, ob-
tuvo el 21% de las bancas en la Cámara de Diputados. El candidato 
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Año
Educación 

secundaria (%) Urbanización (%)

Bolivia 1960
1990-1996

12,0
37,0 (1990)

39,3
61,4 (1996)

Colombia 1960
1996

12,0
66,7

48,2
73,1

Ecuador 1960
1994-1996

12,0
50,0 (1994)

34,4
59,6 (1996)

Perú 1960
1996-1997

15,0
72,5 (1997)

46,3
71,3 (1996)

Venezuela 1960
1996

21,0
39,5

61,2
86,1

Cuadro 10.8
Educación secundaria y urbanización en los países andinos

Fuente: World Bank 1998.
Notas: La educación secundaria se mide en términos de la matrícula total, con prescinden-
cia de la edad, como porcentaje de la población del grupo etario que corresponde oficial-
mente al nivel secundario de educación. La urbanización se mide en términos de población 
urbana, como porcentaje de la población total.

presidencial del partido, el propio Morales, logró llegar a la segunda 
vuelta en 2002 y consiguió una victoria aplastante en las elecciones  
de 2005.

En Ecuador, la creación de la Comisión de Asuntos Indígenas du-
rante el gobierno de Borja (1988-1992) marcó el inicio de un proceso 
gradual de expansión de la representación indígena. En la década de 
1990, el movimiento indígena prosperó hasta convertirse en un actor 
social de primera línea (Barrera Guarderas 2001). En 1995 se fundó 
un nuevo partido representativo de ese movimiento, el Pachakutik, 
que ganó casi el 10% de las bancas parlamentarias un año después. 
En 2002 la agrupación hizo nuevos progresos electorales y apoyó al 
candidato presidencial vencedor, Lucio Gutiérrez. Aun en Colombia, 
donde los indígenas representan un magro 1,3% de la población total, 
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la Constitución de 1991 les otorgó algunos derechos especiales y  
mecanismos propios de representación (Peñaranda 2002). Con un es-
píritu similar, la Constitución venezolana de 1999 incluye toda una 
sección consagrada a los derechos de los indígenas.

Estas transformaciones generalizadas de la naturaleza de la ciu-
dadanía y la representación democrática no implican que la primera 
se haya extendido en forma pareja a todos los individuos. En nues-
tros días, el ejercicio de los derechos en la región andina aún es des-
igual en términos de clase, raza y género (López Jiménez 1997: 379-
471, O’Donnell 1993, 1999; Van Cott 2000a, 2000b).37 No obstante, 
estas desigualdades persistentes en el disfrute efectivo de los dere-
chos coexisten con enormes avances en la extensión y el ejercicio de 
la ciudadanía (Mayorga 2002a, Tanaka 1998).

Si la frustración generada por la representación mutilada fuera 
la principal responsable de la crisis de representación, los individuos 
más vulnerables a esa mutilación deberían ser quienes expresaran la 
menor confianza en los partidos y las legislaturas. Los pobres y las 
personas de escasa educación son los más sometidos a la represen-
tación mutilada.38 Sin embargo, como se muestra en los cuadros 10.3 
y 10.5, en la región andina la educación y el estatus socioeconómico 
tienen poca influencia sobre la confianza en partidos y legislaturas. 
Por otra parte, en los casos en que la educación tiene una influencia 
estadísticamente significativa, son los menos instruidos quienes ex-
presan una mayor confianza en ellos.

En consecuencia, la crisis contemporánea de representación no 
es en lo fundamental un resultado de la representación mutilada. Es 
escasa o nula la probabilidad de que quienes están sometidos a es-
ta se sientan más inclinados que otros individuos a expresar una ba-
ja confianza en los partidos y las legislaturas. La falta de confianza se 

37.	 Véanse Da Matta (1985: 55-80) y Holston y Caldeira (1998) sobre la calidad 
desigual de la ciudadanía en Brasil. O’Donnell (1993) acuñó el sugerente con-
cepto de “ciudadanía de baja intensidad” para aprehender este fenómeno.

38.	 Los pueblos indígenas (Albó 1994, Van Cott 2000a, 2000b), los negros y las mu-
jeres también han estado históricamente más sometidos a la representación 
mutilada. El Latinobarómetro de 1996 no planteó preguntas sobre la etnici-
dad, de modo que no pude analizar su impacto sobre la confianza en partidos y  
asambleas.
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extiende mucho más allá de los pobres, las personas poco instruidas, 
las mujeres y otros grupos marginados. La representación sigue sien-
do desigual a través de clases, géneros y grupos étnicos, pero lo que 
está en discusión hoy en día es la calidad del acceso y no la mera ex-
clusión de los grupos.

Cambios en la representación democrática: cantidad  
y diversidad crecientes en las opciones partidarias

La sección anterior se ocupó de la representación democrática des-
de la perspectiva de la demanda o el consumidor, es decir, los cam-
bios en el tamaño y la composición de la ciudadanía que tiene derecho 
a ella. En esta sección abordo los cambios desde la perspectiva de la 
oferta: la cantidad y la diversidad de opciones partidarias al alcance 
de los ciudadanos. En principio, una oferta oligopólica de diferentes 
alternativas partidarias podría ser responsable de una crisis de la re-
presentación democrática. En el caso extremo de un monopolio de la 
oferta, bajo muchos regímenes autoritarios, no hay elecciones compe-
titivas ni representación democrática. Aun en el caso de democracias 
y semidemocracias, los oligopolios de la oferta limitan en ocasiones la 
gama de opciones. Esto es tal vez lo que sucedió en los países andinos 
en el pasado, pero en nuestros días el problema no es ese.

Las opciones de representación democrática provienen en esen-
cia del sistema de partidos. Los candidatos independientes pueden 
postularse y ganar cargos, pero no pueden sustituir a los partidos 
políticos. Estos permiten a los ciudadanos saber cuáles son los pro-
gramas políticos generales o las alternativas ideológicas que se pro-
ponen (Downs 1957, Hinich y Munger 1994). Como tales, siguen sien-
do el mecanismo fundamental de la representación democrática. Por 
esa razón, mi examen de la representación democrática por el lado 
de la oferta se concentra en el sistema de partidos. 

El examen se centrará en dos dimensiones de dicho sistema que 
afectan la diversidad de opciones partidarias: la cantidad de partidos 
y su diversidad ideológica. Cuando los partidos son menos y hay me-
nos diversidad entre ellos, el sistema es más oligopólico. Cuando son 
más y la diversidad entre ellos es mayor, el mercado electoral es más 
abierto y los ciudadanos tienen una gama más amplia de opciones.
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Los oligopolios de la oferta pueden detectarse por el número y 
la diversidad de partidos dentro del sistema, no por la sensación ciu-
dadana de que todos los partidos son iguales. Se trata de un fenóme-
no objetivo y no subjetivo. En contextos de crisis de representación, 
haya o no un oligopolio de la oferta, los ciudadanos pueden llegar a 
considerar como esencialmente iguales a partidos que son muy di-
versos desde el punto de vista ideológico y programático.39

Hacia la década de 1980, los ciudadanos de Bolivia, Ecuador y el 
Perú tenían una gama muy variada de opciones de representación po-
lítica. En este sentido, la diversidad de opciones partidarias era en los 
tres países más amplia que en períodos anteriores. Venezuela tuvo un 
espectro más restringido de alternativas hasta las elecciones de 1993, 
cuando crecieron tanto su cantidad como su diversidad. Colombia ex-
hibió un número más pequeño y una gama más limitada de partidos 
hasta la década de 1990, cuando, con la expansión de las opciones, llegó 
a su fin el duopolio que había estado vigente hasta entonces.

La cantidad efectiva de partidos (CEP) ha variado a través del 
tiempo en estos cinco países,40 acrecentando la fragmentación del sis-
tema de partidos en las décadas de 1980 y 1990. En esos países, con 
la excepción de Ecuador, la cantidad efectiva de partidos alcanzó un 
máximo histórico desde mediados de la década de 1990. Desde el ini-
cio de sus regímenes democráticos actuales, Bolivia y Ecuador han 
tenido sistemas fragmentados de partidos, con una gran oferta de al-
ternativas al alcance de los votantes. El sistema peruano se fragmen-
tó mucho en 1990, y otro tanto sucedió en Venezuela en 1993. Colom-
bia y Venezuela eran los únicos, en este grupo de cinco países, que no 
tenían sistemas fragmentados de partidos hacia 1990. Colombia pasó 

39.	 Los ciudadanos podrían ver como esencialmente iguales a partidos que son di-
versos en términos programáticos e ideológicos debido a su ineficiencia para 
producir resultados. Esta es una lectura de lo que ha ocurrido en Ecuador y el 
Perú, donde han fracasado (si bien en diferentes grados) partidos gobernantes 
con posiciones de izquierda y derecha marcadamente divergentes.

40.	 La cantidad efectiva de partidos es una fórmula matemática concebida para 
medir el número de agrupaciones existentes en un sistema de partidos en una 
elección determinada. Puede medirse en votos o bancas. La fórmula es CEP = 
1/sum(p2), donde p es la proporción de bancas (o votos) obtenidas por cada 
partido (Laakso y Taagepera 1979).
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del lado de la fragmentación en 1998, con 3,7 partidos efectivos (en 
votos) para la Cámara de Diputados y 3,9 para el Senado, tras lo cual 
hubo un pronunciado incremento en 2002, cuando las cifras ascen-
dieron a 5,4 para la cámara baja y 6,2 para la cámara alta. Los datos 
sobre la cantidad de partidos demuestran que la crisis de representa-
ción no es el producto de un mercado electoral oligopólico con pocas 
opciones partidarias.

La diversidad ideológica y programática de la representación 
también aumentó de manera considerable en comparación con déca-
das anteriores, especialmente en Colombia y Venezuela. Con posterio-
ridad a 1978, y hasta su casi desaparición en 2002, la ADN (Acción De-
mocrática y Nacionalista) representó el polo derechista del sistema de 
partidos boliviano; el MIR (Movimiento de Izquierda Revolucionaria) 
fue el polo de izquierda entre 1978 y 1985, y de allí en adelante funcio-
nó como el polo centrista o de centro izquierda, mientras que el MNR 
(Movimiento Nacionalista Revolucionario) fue el de centro izquier-
da de 1978 a 1985 y luego se convirtió en una agrupación de centro 
(Mayorga 2002a). Los ciudadanos también podían optar por un par-
tido indígena o por vehículos personalistas como CONDEPA (Concien-
cia de Patria) y la UCS (Unidad Cívica Solidaridad). Entre 1989 y 2002, 
la diversidad ideológica dentro del sistema de partidos experimentó 
una marcada disminución, pero en 2002 dos nuevos partidos indíge-
nas, el MAS y el MIP (Movimiento Indígena Pachakuti), se convirtieron 
en grandes contendientes electorales. En virtud de su posición como 
agrupaciones antisistema, la aparición del MAS y el MIP generó un sis-
tema de partidos polarizado, con posturas ideológicas muy divergen-
tes (Mayorga 2002b). Con anterioridad a 1978, Bolivia nunca había 
disfrutado de una democracia plena ni tenido nada parecido a la gama 
de opciones partidarias que comenzaron a brotar ese año. 

En Colombia, el sistema de partidos tradicional que prevale-
ció desde fines del siglo XIX hasta 1991 tuvo un carácter oligopólico, 
ofreciendo un número y una diversidad limitados de opciones parti-
darias (Archer 1995, Hartlyn 1998, Rodríguez-Raga 2002). Durante 
este extenso período, sólo los dos partidos tradicionales, conserva-
dores y liberales, fueron serios aspirantes al poder.

De 1958 a 1974, durante el régimen de la coalición del Fren-
te Nacional que institucionalizó formalmente las restricciones a la  
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competencia electoral, Colombia fue un ejemplo arquetípico de re-
presentación limitada por un oligopolio de la oferta. Aun después de 
la disolución del Frente Nacional, la gama de opciones de su merca-
do electoral siguió siendo pequeña. La represión violenta eliminó las 
opciones potenciales de la izquierda. Entre 1958 y fines de la década 
de 1980, las fuerzas opositoras radicales, en vez de trabajar dentro 
del sistema de partidos, optaron por marginarse y se unieron a las 
guerrillas izquierdistas. Desde 1958 hasta 1991 ningún tercer par-
tido conquistó más del 6% de las bancas del Senado y el 7% de las 
bancas de la Cámara de Diputados. Los dos partidos tradicionales, 
que juntos obtenían casi siempre al menos el 90% de los asientos en 
ambas cámaras, sólo tuvieron modestas divergencias ideológicas y 
programáticas luego de 1958.

El sistema de partidos se diversificó después de 1991, incre-
mentándose la oferta de alternativas partidarias (Bejarano y Piza-
rro Leongómez 2005, Pizarro Leongómez 2002). El izquierdista M19 
ganó 19 de las 70 bancas de la Asamblea Constitucional de 1991, en 
lo que significó un avance inédito de un tercer partido. Ese cuerpo 
aprobó un nuevo sistema electoral concebido para facilitar la repre-
sentación en el Senado de los nuevos partidos (Botero 1998, Rodrí-
guez-Raga 2002, Ungar y Ruiz 1998). El Partido Conservador sufrió 
una seria erosión electoral en la década de 1990 (Pachón 2002); en 
2002 no presentó un candidato presidencial por primera vez desde 
1942. Mientras ningún tercer partido ha alcanzado el rango de gran 
contendiente electoral, lo que se ha producido es una “atomización 
del sistema de partidos” (Pizarro Leongómez 2002), con una prolife-
ración de agrupaciones muy pequeñas y candidatos independientes 
(Archer y Shugart 1997, Ungar y Ruiz 1998). La ausencia de un ter-
cer partido de importancia brindó a los ciudadanos menos opciones 
en el plano nacional que en los otros cuatro países andinos. Sin em-
bargo, en el nivel local de las principales ciudades los ciudadanos tu-
vieron una amplia gama de alternativas entre los dos partidos tra-
dicionales, terceros partidos menores y candidatos independientes 
(Querubín, Sánchez y Kure 1998).

En Ecuador, el sistema ha ofrecido una gran cantidad y varie-
dad de partidos en todo el período posterior a 1978. El PSC (Parti-
do Social Cristiano) se instaló en el polo conservador, en tanto que la  
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Izquierda Democrática representa el polo de centro izquierda. Tam-
bién han competido muchos partidos populistas, conservadores, cen-
tro-izquierdistas e izquierdistas (Conaghan 1995, Friedenberg 2001, 
Mejía Acosta 2002). En 1996, el partido indígena más grande, Pa-
chakutik, también surgió como un actor electoral de importancia.

Antes de 1978, los principales partidos del Perú fueron vehícu-
los personalistas como la UNO (Unión Nacional Odriísta), el parti-
do creado por Manuel Odría, que fue presidente entre 1948 y 1956; 
la centrista Acción Popular (AP), fundada en 1956, y el APRA (Alian-
za Popular Revolucionaria Americana). En su origen, el APRA fue un 
partido populista de izquierda fundado en 1924. Hacia fines de la dé-
cada de 1950, para evitar atemorizar a las élites que lo habían repri-
mido o proscripto sin descanso, y asegurarse así un lugar en el siste-
ma político, la agrupación adoptó una postura más centrista (Cotler 
1995, García Montero y Friedenberg 2001, Graham 1992: 23-36). 
Aunque AP y el APRA tenían distintas bases sociales, en la década de 
1960 no hubo entre ellos diferencias pronunciadas desde un punto 
de vista programático.

En contraste, a partir de 1983, cuando Alfonso Barrantes fue 
elegido alcalde de Lima en representación de la fórmula de Izquier-
da Unida, y hasta 1992, las diferencias programáticas e ideológicas 
dentro del sistema de partidos fueron enormes. La coalición de la Iz-
quierda Unida se estableció como polo izquierdista del sistema des-
de 1980 hasta su virtual colapso en 1990. Muchos de sus dirigentes 
eran partidarios del socialismo revolucionario (Lynch 1999: 199-
220). AP y el centroderechista Partido Popular Cristiano, una agru-
pación demócrata cristiana (Schmidt 2003), fueron los representan-
tes del otro polo, mientras que el APRA se mantuvo en una posición 
de centro izquierda durante la década de 1980. El sistema de par-
tidos se derrumbó entre 1992 y 1995 (Lynch 1999, Tanaka 1998, 
2006). Durante el apogeo de Izquierda Unida, de 1983 a 1990, los vo-
tantes podían elegir entre un conjunto notablemente diverso de op-
ciones ideológicas. De 2001 a 2006, la amplitud ideológica fue más li-
mitada en el Perú que en Bolivia, Ecuador y Venezuela.

En este último país, entre 1973 y 1988 la competencia partidis-
ta giró principalmente en torno de dos partidos centristas jerárqui-
cos, centralizados y disciplinados: Acción Democrática (AD) y el COPEI  
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(Comité de Organización Política Electoral Independiente). Esos quin-
ce años fueron la cima de lo que Coppedge (1994) denominó parti-
docracia, una democracia dominada por partidos centralizados, dis-
ciplinados y jerárquicos. La partidocracia comenzó a debilitarse en 
1988, y el predominio de AD y el COPEI prácticamente desapareció 
en 1993. Ese año, el sistema de partidos experimentó un importan-
te cambio con la elección presidencial de Rafael Caldera, el ex líder 
del COPEI que había roto con esta agrupación al no lograr su designa-
ción como candidato a presidente (Crisp, Levine y Molina 2003). Cal-
dera fue el primer candidato que no perteneciendo ni a AD ni al CO-
PEI, logró ganar una elección presidencial, cayendo ese año también 
el porcentaje de votos legislativos para ambos partidos. El viejo siste-
ma de partidos terminó de derrumbarse luego de la elección de Hugo 
Chávez en 1998 (Penfold Becerra 2001, Tanaka 2006).

En síntesis, la crisis de la representación democrática no refle-
ja en lo primordial ni una representación mutilada ni un oligopo-
lio de la oferta. El problema principal no es un bloqueo institucio-
nal que impida la representación. A decir verdad, es la proliferación 
misma de diferentes alternativas partidarias la que refleja una cri-
sis de la representación en los países andinos. La cantidad y la diver-
sidad crecientes de las opciones partidarias tienen su origen en una 
profunda insatisfacción con los partidos existentes. Sin embargo, di-
cha proliferación no ha provocado el surgimiento de partidos bien  
institucionalizados.

La gran cantidad y diversidad de opciones partidarias en todos 
estos países en uno u otro momento de la historia reciente plantea 
interrogantes críticos: ¿por qué, a pesar de una vasta serie de alter-
nativas, ninguno de los partidos ha sido al parecer capaz de resol-
ver las acuciantes necesidades de la mayoría de los ciudadanos? ¿Por 
qué estos buscan alternativas fuera del sistema, cuando las que es-
tán dentro de él son tan variadas? ¿Por qué hay una crisis de repre-
sentación democrática cuando la diversidad de opciones es tan gran-
de? La respuesta está en la combinación de las deficiencias estatales 
y su politización por parte de los partidos y los medios de comunica-
ción. Estos factores han llevado a gran número de ciudadanos a re-
chazar a los partidos establecidos y a buscar algo diferente.
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Sistemas electorales, responsabilidad  
y representación democrática 

Un tipo distinto de deficiencia institucional podría surgir de la limi-
tada responsabilidad personal de los representantes ante los votan-
tes, así como de la existencia de partidos oligárquicos y de una res-
tringida democracia interna. La responsabilidad electoral depende 
de muchos factores. Me concentro en dos factores institucionales: el 
sistema electoral y el de designación de candidatos.

Los sistemas electorales y los de designación de candidatos es-
tablecen relaciones muy diferentes entre los ciudadanos y sus re-
presentantes elegidos. En sus estructuras de incentivos para los po-
líticos, los sistemas varían entre los orientados a los partidos y los 
orientados a las personas (Carey y Shugart 1995, Crisp 2006, More-
no, Crisp y Shugart 2003, Shugart, 2001), con diferencias correspon-
dientes en la naturaleza de la responsabilidad y la representación. 
En algunos regímenes políticos competitivos, los votantes eligen un 
partido y no candidatos específicos al Congreso nacional, y los par-
tidos a veces también controlan la designación de candidatos. En 
principio, esos sistemas son mejores cuando se trata de propiciar un 
voto programático (Crisp 2006), pero son menos adecuados en tér-
minos de la responsabilidad directa de los representantes frente a 
los votantes, tendiendo a generar, sobre todo, partidos oligárquicos 
y jerárquicos. Dichos partidos podrían estar viciados por el hecho de 
no dar a los ciudadanos una voz personal suficiente para hacerse oír 
por quienes los representan y, en consecuencia, crear débiles lazos 
de responsabilidad individual entre unos y otros. En estos sistemas, 
la responsabilidad directa de los representantes con los votantes es 
extremadamente limitada y los partidos son muy jerárquicos. Este 
es un rasgo clave de lo que Coppedge (1994) llamó partidocracia. En 
principio, la insatisfacción generalizada con los representantes po-
dría ser una consecuencia de la limitada responsabilidad directa de 
estos, así como de la existencia de partidos jerárquicos.

En el otro extremo, los ciudadanos tienen una considerable par-
ticipación directa en la elección de sus candidatos. Estos sistemas ge-
neran una responsabilidad más fuerte de los representantes con su 
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electorado.41 En ellos, los votantes eligen a un candidato determinado 
y no a un partido, y si el desempeño del primero les disgusta, pueden 
escoger a otro en la elección siguiente.

En la mayoría de los países andinos, es muy improbable que el 
punto crucial de la crisis contemporánea de representación demo-
crática sea la limitada responsabilidad personal de los representan-
tes frente a los votantes y la existencia de partidos centralizados en 
exceso. Los sistemas electorales utilizados para elegir a los miem-
bros de las legislaturas (excepto en Colombia) y a los presidentes en 
esos países son corrientes en otras partes del mundo. Y en muchos 
de esos otros lugares no hay una percepción subjetiva de una crisis 
de la representación, o bien esa percepción es mucho más débil que 
la existente en la región andina. Es difícil explicar la crisis caracte-
rística de representación en esta región sobre la base de sistemas 
electorales cuya vigencia es habitual en otros lugares del planeta.

Tres países andinos (Bolivia, Ecuador y Venezuela) sobrelleva-
ron importantes reformas institucionales en años recientes, a fin de 
fortalecer la responsabilidad directa de los representantes frente a 
los votantes y mejorar la representación. Sin embargo, estas refor-
mas de largo alcance no remediaron el extendido descontento con 
respecto a la representación.

Las trascendentes reformas emprendidas en los tres países men-
cionados hicieron que los partidos abandonaran su carácter hiper-
centralizado para moverse hacia el centro de la dimensión intra-
partidaria de Brian Crisp (2006). En Venezuela, de 1958 a 1993, la 
responsabilidad personal de los miembros del Congreso con sus vo-
tantes era inexistente. La situación cambió en 1993, cuando el siste-
ma electoral adoptó un formato proporcional mixto para la Cámara 
de Diputados. De acuerdo con ese formato, los votantes eligen dos bo-
letas: una de una lista partidaria y otra de representantes de distritos 

41.	 Hay una relación de exclusión mutua entre la promoción de la responsabilidad 
personal de los representantes ante los votantes y el estímulo a la presencia 
de políticos con intereses programáticos. Los sistemas que facilitan una mayor 
responsabilidad personal de los políticos frente a los votantes suelen ser me-
nos eficientes en la promoción del voto y los vínculos programáticos (véanse 
Crisp 2006, Moreno, Crisp y Shugart 2003).
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unipersonales. En esos distritos, los representantes elegidos deben 
rendir cuenta directamente a su electorado (Crisp y Rey 2001).

En Bolivia, con anterioridad a 1994, el sistema electoral fomen-
taba la existencia de partidos disciplinados, jerárquicos y centraliza-
dos (Gamarra y Malloy 1995: 419, Mayorga, 2002b) de manera muy 
similar a Venezuela. Este sistema no permitía la responsabilidad di-
recta de los miembros del Congreso frente a los votantes. En 1994, 
el país adoptó un sistema proporcional mixto que dio al electorado 
más control directo sobre un poco más de la mitad de los integrantes 
de la Cámara de Diputados (Mayorga 2001a, 2001b, 2002a: 182-186). 
Sesenta y ocho miembros de esta son elegidos en distritos uniperso-
nales por mayoría de votos, y otros 62, en distritos departamentales 
con un sistema proporcional de lista cerrada. La existencia de distri-
tos unipersonales implica un apartamiento de la hipercentralización 
en la dimensión intrapartidaria de Crisp.42 Algunos partidos bolivia-
nos establecieron elecciones primarias, que los alejaron igualmente 
del polo hipercentralizado.

También en Ecuador los políticos sancionaron reformas trascen-
dentes del sistema electoral con el fin de mejorar la representación de-
mocrática. En 1994, una reforma eliminó el monopolio de la represen-
tación, hasta entonces en manos de los partidos políticos, y permitió 
a movimientos y candidatos independientes postularse a los cargos. 
En 1997, el Congreso suprimió el sistema anterior de listas cerradas e 
implementó en cambio un sistema basado en la votación preferencial 
por distintos diputados. De acuerdo con este nuevo mecanismo, los 

42.	 Crisp (2006) sostiene que esas reformas electorales no modificaron de ma-
nera significativa los mecanismos de responsabilidad y representación. El 
argumento que planteo aquí es diferente. Carey y Shugart (1995) afirmaron 
—correctamente, en mi opinión— que en los sistemas sin competencia intra-
partidaria en la elección concreta, la magnitud más pequeña de un distrito (el 
número de representantes electos por distrito) fortalece la necesidad de culti-
var un voto personal. Según esta lógica, el hecho de que Bolivia y Venezuela pa-
saran de sistemas electorales proporcionales con magnitudes distritales entre 
moderadas y grandes a sistemas mixtos en los que la mitad (Venezuela) o más 
de la mitad (Bolivia) de la cámara baja es elegida en distritos unipersonales, 
debería haber generado estímulos más fuertes para el cultivo de las reputacio-
nes individuales, con la implicancia de promover una responsabilidad directa 
más fuerte por parte de cada uno de los diputados ante los votantes.
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votantes sufragan por candidatos específicos. Cualesquiera sean sus 
inconvenientes —y estos han sido en efecto considerables—, este sis-
tema permite a los ciudadanos emitir un voto personal para la elec-
ción de diputados. La sanción de una norma que permite la reelección 
también promovió una mayor responsabilidad personal de los repre-
sentantes ante los votantes (Mejía Acosta 2003).

En Colombia, tanto para la Cámara de Diputados como para el Se-
nado, los votantes votan por grupos específicos. Aunque el sistema 
electoral tiene consecuencias perversas (Archer y Shugart 1997, Pi-
zarro Leongómez 2002, 2006), fuerza a los políticos a mostrar cier-
ta responsabilidad personal frente al electorado. Como señalaron 
Archer y Shugart (1997: 132-140), esa responsabilidad se basa en el 
clientelismo y no en fundamentos programáticos o ideológicos.

La responsabilidad electoral en los países andinos aún pade-
ce de deficiencias y —el sistema electoral colombiano en particu-
lar— genera incentivos perversos (Archer y Shugart 1997, Pizarro 
Leongómez 2002, 2006). No obstante, el núcleo de la crisis de re-
presentación democrática en la región no se origina en los sistemas 
electorales. Todos ellos implican soluciones de compromiso en cuan-
to al tipo de responsabilidad y representación que promueven. Mu-
chos otros países del mundo utilizan sistemas electorales en los que 
no se vota por personas específicas, y los políticos elegidos no son 
directamente responsables ante los votantes. Sin embargo, en no po-
cas de estas democracias la sensación subjetiva de una crisis de con-
fianza en la representación democrática es mucho menos aguda que 
la que existe en los países andinos.

Las reformas institucionales pueden modificar de manera signifi-
cativa el funcionamiento de las democracias. No obstante, soy escépti-
co con respecto a la posibilidad de que la reforma de los sistemas elec-
torales resuelva la crisis de representación democrática en los países 
andinos. La solución de este problema exige algo más que el cambio de 
los incentivos electorales entre votantes y representantes.

En la región andina, las reformas políticas se han concentrado 
primordialmente en atacar el déficit percibido de representación y 
las deficiencias notadas en la democracia representativa per se. Sin 
embargo, el principal problema radica en los resultados y no en las 
fallas de los mecanismos formales de la representación democrática. 
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Los malos resultados han inducido a apuntar a los mecanismos de 
representación y las deficiencias percibidas de la democracia repre-
sentativa.

La cuestión tiene consecuencias importantes no sólo para la 
comprensión de la crisis de la representación, sino también para la 
solución que es preciso proponer. El hecho de que el meollo del pro-
blema sea un déficit de resultados y no de representación tiene impli-
cancias tanto para la aprehensión intelectual de lo que sucede como 
para el modo de abordar la cuestión. Si el problema central consis-
tiera en una representación mutilada, un mercado electoral oligopó-
lico o deficiencias intrínsecas a la democracia representativa que no 
están presentes en la democracia directa, ciertos cambios institucio-
nales podrían remediar la situación. Esos cambios podrían alentar 
una mayor participación, estimular la descentralización o estrechar 
los lazos entre los ciudadanos y los representantes por medio de ins-
trumentos como la votación preferencial en elecciones proporciona-
les, un sistema electoral proporcional mixto, referendos para pro-
piciar una intervención popular más inmediata o mecanismos para 
promover la democracia directa a nivel local.

Sin embargo, si la raíz de la crisis de representación democráti-
ca está en las deficiencias estatales, los esfuerzos para intensificar la 
participación popular y superar los oligopolios de los mercados elec-
torales tal vez no mitiguen el problema. En rigor, algunas reformas 
institucionales concebidas para mejorar la representación podrían 
exacerbar las deficiencias estatales. Bejarano y Pizarro Leongómez 
(2005) han sostenido que en Colombia las iniciativas que procura-
ron mejorar la representación, aspirando a superar su mutilación y 
eliminar los oligopolios de la oferta, motivaron grandes reformas 
institucionales durante la segunda mitad de la década de 1980 y en 
la Constitución de 1991. Pero esas reformas exacerbaron la atomi-
zación de los partidos (Pizarro Leongómez 2002), dificultaron al 
gobierno la conquista del apoyo parlamentario indispensable para 
abordar los problemas importantes y, en última instancia, generaron 
un peor desempeño del Estado. A su vez, ese empeoramiento en la 
actuación estatal alimentó la percepción subjetiva de una crisis de 
representación. De esta manera, los esfuerzos realizados para mejo-
rar la representación terminaron por agravar su crisis.



10 / Deficiencias estatales 375

En suma, la sensación subjetiva de una crisis de representación 
tiene su origen más en el hecho de que el Estado no ha logrado satis-
facer las necesidades de los ciudadanos (los resultados de la repre-
sentación) que en la frustración suscitada por el proceso represen-
tativo (representación mutilada, oligopolios de la oferta o falta de 
responsabilidad de los políticos elegidos frente a los votantes).43 Co-
mo es lógico, la insatisfacción con los resultados de la representación 
también ha alimentado una insatisfacción con el proceso.

Confianza interpersonal y confianza institucional

Algunos estudiosos han argumentado que la confianza interperso-
nal promueve la estabilidad de la democracia y el desarrollo econó-
mico (Fukuyama 1995, Inglehart 1997a: 172-174, 1999). De manera 
conexa, Putnam (1993: 167-176) sostiene que la confianza interper-
sonal es un componente del capital social,44 que a su turno produ-
ce sistemas políticos eficaces. Almond y Verba (1963: 266-299) han 
planteado que la confianza interpersonal elevada fue un componente 
clave de una cultura cívica favorable a la democracia. Diamond (1999: 
208) ha señalado que “si la confianza es escasa y las expectativas de 
los conciudadanos son generalizadamente cínicas, las instituciones 
serán meras formalidades, carentes de respeto y eficacia”. Si estas 
perspectivas fueran acertadas, la confianza interpersonal podría ex-
plicar la confianza en las instituciones y la baja confianza interper-
sonal podría ser la clave de la poca confianza en los partidos y las  

43.	 De manera similar, Hibbing y Theiss-Morse (2002) sostienen que los votantes 
norteamericanos valoran mucho más las políticas eficaces que una mayor par-
ticipación política.

44.	 En Newton (1999) se encontrará una crítica a esta perspectiva. El autor afir-
ma que la confianza política y la confianza interpersonal son fenómenos di-
ferentes; esta idea es compartida por Hardin (2002). Norris (2000: 62-63) y 
Katzenstein (2000: 122-129) señalan que la relación entre la confianza inter-
personal y la confianza en las instituciones es débil en las democracias indus-
triales avanzadas. Este hallazgo es compatible con el planteado aquí para el 
caso de los países andinos. Sus argumentos se contraponen a las tesis de In-
glehart (1999). Fishman (2004: 93-109) hace una crítica de la teoría del capital 
social de Putnam.
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legislaturas.45 Sin embargo, dichas perspectivas son de limitada capa-
cidad para explicar la baja confianza en los partidos y las asambleas 
en los países andinos.

Si la confianza institucional fuera un producto de la confianza in-
terpersonal, debieran poder deducirse tres consecuencias. Primero, 
en el nivel agregado, en los países con mayor confianza interpersonal, 
debería haber una confianza más grande en los partidos y las legis-
laturas. Segundo, dentro de cada país, los individuos que mostraran 
mayor confianza en otras personas deberían mostrar también mayor 
confianza en esas instituciones. Y tercero, las distintas instituciones 
deberían disfrutar de un nivel razonablemente parejo de confianza.

Sobre la base de las encuestas de Latinobarómetro de 1996 y 
1998, los datos correspondientes a 17 países latinoamericanos brin-
daron un respaldo ambivalente a la primera hipótesis. Las encuestas 
planteaban la siguiente pregunta sobre la confianza interpersonal: 
“Hablando en general, ¿usted diría que puede confiar en la mayoría 
de la gente o que ninguna precaución es excesiva cuando trata con 
otros?”. La correlación en el nivel del país entre el porcentaje de en-
cuestados que expresaron un apoyo moderado o grande a los parti-
dos políticos y el de quienes contestaron que se podía confiar en la 
mayor parte de los individuos fue de 0,46 en 1996 (significativo en 
p < 0,07 en un test de dos colas) y de 0,67 en 1998 (significativo en  
p < 0,01). Sin embargo, la correlación en el nivel nacional entre la 
confianza en el Congreso y la confianza interpersonal fue débil, 
0,031 en 1996 y 0,28 en 1998. Ninguna de las dos correlaciones se 
acerca a la significación estadística fijada en p < 0,10.

Esta variable de la confianza interpersonal se incluyó en las re-
gresiones de los cuadros 10.3 y 10.5. En tres de los cinco países para 
los partidos y en cuatro para el Congreso (aunque en Bolivia apenas: p 
= 0,097), la confianza interpersonal fue un predictor estadísticamen-
te significativo de confianza en las instituciones. Si suponemos por el 
momento que esta última es un producto de la confianza interperso-
nal y no a la inversa, los datos, en consecuencia, proporcionan un mo-
desto respaldo a esa suposición. Pero en cuatro de los cinco países 

45.	 Ninguno de los autores citados en este párrafo plantea exactamente esa idea, 
pero la tesis es una prolongación verosímil de sus argumentos.
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—siendo la excepción el Perú— al menos dos de las cuatro variables 
sobre la percepción del desempeño estatal tienen mayor significación 
estadística que la confianza interpersonal (en el caso peruano, sólo 
una de esas variables, la percepción de la delincuencia, era de mayor 
significación estadística). Por otra parte, según las simulaciones que 
expone el cuadro 10.4, los individuos que contestaron que “se puede 
confiar en la mayoría de la gente” no mostraron en ningún país una 
confianza mucho más grande en la representación democrática que 
quienes respondieron que “ninguna precaución es excesiva cuando se 
trata con otros”. El efecto sustantivo de la confianza interpersonal so-
bre la confianza en los partidos y el Congreso no fue enorme en nin-
guno de los cinco países y fue nulo en Venezuela.

El tercer test brinda aún menos respaldo a la idea de que la ba-
ja confianza interpersonal explica la poca confianza en los partidos 
y las legislaturas. El cuadro 10.7 nos permite evaluar a) si la descon-
fianza en los partidos y las legislaturas es generalizable a las institu-
ciones religiosas y cívicas, y b) si, aunque falte esa desconfianza gene-
ralizada en las instituciones, hay una desconfianza característica en 
las instituciones estatales. Estas cuestiones son importantes en vista 
de la literatura teórica dedicada a la confianza política. Si la confian-
za interpersonal suscitara una confianza generalizada en las institu-
ciones, no debería haber gran variación en la confianza depositada 
en cada una de ellas con respecto a las demás. Otra línea teórica ve 
la confianza institucional como una expresión de juicios sobre el des-
empeño de las instituciones (Mishler y Rose 2001). Desde el punto 
de vista de este análisis, podría haber pronunciadas diferencias de 
confianza de acuerdo con las distintas percepciones ciudadanas del  
desempeño institucional.

La evaluación extremadamente negativa de los partidos y el Con-
greso no afecta a todas las instituciones por igual. En los países an-
dinos y en el conjunto de América Latina, la Iglesia es sumamente 
confiable. Los ciudadanos también manifestaron mucha más confian-
za en la prensa que en los partidos y el Congreso. Las diferencias de 
confianza entre la Iglesia y la prensa, por un lado, y los partidos y 
el Congreso, por otro, son enormes. De modo que no hay elementos 
para llegar a la conclusión de que la baja confianza personal gene-
ra de manera uniforme una baja confianza en las instituciones. Esta  
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última depende de las evaluaciones ciudadanas de instituciones es-
pecíficas que, a su vez, son una función del desempeño institucional y 
de la construcción política de las evaluaciones de este. En términos de 
Hardin (2002) —si bien este autor reserva el concepto para los indi-
viduos—, algunas instituciones no son confiables: no logran dar a los 
ciudadanos razones para creer que tomarán en serio sus intereses. La 
baja confianza en el Congreso y los partidos políticos no es el resulta-
do de una falta generalizada de confianza en las instituciones, ni tam-
poco el producto de una escasa confianza interpersonal.

El caso andino y otros casos latinoamericanos plantean dudas 
sobre la tesis de Inglehart (1997a: 172) respecto a que “la confianza 
interpersonal tiene un papel crucial en la democracia”. El autor sos-
tiene que la democracia depende del “desarrollo de una cultura de 
la confianza” (Ibíd.: 172). En América Latina, con posterioridad a la 
oleada de 1978, la democracia ha sido estable como régimen políti-
co (pese a una considerable inestabilidad gubernamental en algunos 
países), a pesar de una baja confianza interpersonal.

La confianza interpersonal es probablemente un producto del 
funcionamiento eficaz de las instituciones estatales más que un re-
quisito previo de este. Esta idea invierte el argumento causal pre-
sentado por Inglehart (1999) y Putnam (1993), entre otros.46

Cuando los estados democráticos no pueden imponer mínima-
mente la legalidad y la corrupción y el delito son desenfrenados, no es 
racional que los ciudadanos confíen unos en otros. Cuando los ciuda-
danos temen ser víctimas de un robo o un asesinato como parte de la 
vida diaria, cuando tienen miedo de salir de noche porque la seguridad 

46.	 Inglehart (1999) sostiene que las instituciones funcionan bien cuando la con-
fianza interpersonal es alta. Agrega que las instituciones democráticas no 
producen necesariamente esa confianza. Véase Seligson (2002b), donde se en-
contrará una crítica a este argumento. Muller y Seligson (1994) afirman que 
Inglehart invierte la relación causal entre la confianza interpersonal y la de-
mocracia. Sostienen como más probable que la confianza interpersonal sea el 
producto de la democracia y no a la inversa. Hardin (2002: 151-172) y Cleary y 
Stokes (2006) también son escépticos con respecto a la idea de que la confianza 
interpersonal alimenta la confianza en gobiernos e instituciones, respectiva-
mente. Sobre la capacidad del Estado para generar confianza interpersonal, 
véase Levi (1998: 83-87).
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es mala y cuando creen que el sistema político se funda en trampas 
y juegos políticos generalizados, no tienen razones para confiar en 
personas a quienes no conocen. La confianza interpersonal se ve afec-
tada en contextos de deficiencias estatales, y su bajo nivel no es la ex-
plicación primordial de la falta de confianza en los partidos y las le-
gislaturas en los países andinos.

La literatura que considera la confianza interpersonal como un 
modo de crear una democracia más eficaz (Fukuyama 1995, Putnam 
1993, Inglehart 1997a, 1999) acierta tal vez al sostener que el Esta-
do funciona con mayor eficacia en las sociedades donde esa confian-
za es elevada. No obstante, en los países andinos, la flecha causal más 
influyente se mueve en sentido opuesto, a saber: un Estado eficaz fo-
menta la confianza interpersonal (Levi 1998).

Cuando la capacidad estatal se debilita, quedan sin resolver pro-
blemas tan fundamentales como el de crear puestos de trabajo para 
que la gente pueda ganarse la vida, el de establecer un sistema edu-
cativo lo bastante bueno para que los individuos tengan oportunida-
des realistas de progresar y el de brindar seguridad ciudadana. Este 
último problema, el de la seguridad ciudadana, es quizá de particu-
lar importancia para la confianza interpersonal. Cuando los estados 
son incapaces de reducir el delito, los ciudadanos tienen muy buenos 
motivos para recelar y tener miedo de las personas que los rodean. 
Cuando la delincuencia abunda y el sistema judicial es ineficaz, como 
sucede en los países andinos, es probable que la confianza interper-
sonal sea escasa, porque los individuos racionales no pueden confiar 
en otros. La ineficacia del poder judicial, la violencia de la policía y la 
impunidad concreta para la mayor parte de los delincuentes han si-
do obstáculos a la confianza interpersonal, pues alimentan la percep-
ción de que la justicia es inoperante.

Más que una herencia social, como sugiere Inglehart (1997a, 
1999), la baja confianza interpersonal en los países andinos es, en-
tonces, el probable reflejo de las realidades de sistemas legales que 
han fracasado, las fuerzas policiales que son corruptas e ineficientes, 
la corrupción pública generalizada y los estados que se han mostra-
do incapaces de abordar las necesidades de sus ciudadanos. Por otra 
parte, cuando las autoridades gubernamentales no son confiables 
—y en particular, cuando son corruptas y ponen su propia carrera 
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política por encima del bien público— se genera una falta de confian-
za en la sociedad. En síntesis, el problema fundamental consiste en 
crear un Estado que fomente la confianza interpersonal, y no en ge-
nerar esta para que las instituciones de la democracia representativa 
disfruten de mayor confianza.

La paradoja de la representación democrática:  
cuanto más representación, más crisis de representación 

Según muchos indicadores, luego de 1978 hubo un auge de represen-
tación democrática en los países andinos. La exclusión que impedía 
a la gente ejercer su ciudadanía formal y las prácticas que genera-
ban una ciudadanía mutilada perdieron mucho de su vigor. Nume-
rosas personas se convirtieron en ciudadanos en un sentido formal, 
y menos quedaron sometidas a las formas tradicionales de domina-
ción personalista. Los oligopolios de la oferta se debilitaron o des-
aparecieron con el surgimiento de un mayor número y una mayor di-
versidad de partidos. No obstante, la mayor representación coexistió 
con una crisis cada vez más profunda de la representación democrá-
tica.47 Esta combinación plantea la paradoja de la representación de-
mocrática en los países andinos.

En principio, la expansión de la representación podría haber sa-
tisfecho a los ciudadanos y suscitado en ellos la percepción de que el 
sistema representativo era abierto y legítimo, aun cuando otros as-
pectos del sistema político no funcionaran bien. En la práctica, la ex-
pansión de la ciudadanía y de la oferta de representación probable-
mente reforzó la sensación subjetiva de la crisis de esta última.

La incorporación masiva de nuevos ciudadanos y su empode-
ramiento parcial, aun en países que siguen caracterizándose por la 
existencia de asombrosas desigualdades sociales, ha promovido una 
conciencia sobre la capacidad y el derecho a obtener bienes colectivos 

47.	 Abundantes pruebas sugieren que la insatisfacción con la representación de-
mocrática se intensificó en la década de 1990: la popularidad creciente de 
candidatos presidenciales marginales, una mayor volatilidad electoral, el de-
rrumbe de los sistemas de partidos en el Perú y Venezuela y una confianza de-
creciente en partidos y asambleas.
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y particularistas del sistema político. La expansión de la ciudadanía 
y la erosión de sus formas mutiladas brindaron a más personas la 
oportunidad de expresar su decepción con respecto al sistema polí-
tico y de formularle exigencias.48 En el contexto de un mal desempe-
ño del Estado, los ciudadanos, como es comprensible, concentran su 
frustración en los proveedores de representación (partidos y políti-
cos) que no logran implementar políticas de resultados más eficaces. 
Los partidos y los políticos no son los únicos responsables del mal 
desempeño estatal: comparten esa responsabilidad con la policía, los 
jueces, los burócratas e incontables organismos y empresas del sec-
tor público. Pero debido a las elecciones y las campañas, son los más 
visibles entre los actores que manejan el Estado y se supone, en defi-
nitiva, que fiscalizan a casi todos los demás.

A través de las elecciones, los ciudadanos pueden tomar medidas 
directas, votando contra los partidos y los políticos que parecen igno-
rarlos. Salvo que usen medios poco habituales (una acción legal o la 
presentación de una denuncia ante el ombudsman), no les resulta fácil 
tomar medidas contra otros actores estatales que también son res-
ponsables de las deficiencias del Estado. Vistas desde esta perspecti-
va, las crisis de representación no se han producido por la falta sino, 
en parte, debido a un aumento de la representación.

Esta paradoja de la representación democrática, por la cual una 
mayor representación alimentó su crisis, no era inevitable. Si los 

48.	 Mi argumento tiene similitudes con el de Huntington (1968), quien destacó 
que el aumento de la participación puede generar problemas de gobernabi-
lidad. Pero en contraste con ese autor, mi planteamiento se concentra en los 
efectos de la deficiencia estatal y no en los efectos de la participación creciente 
sin un aumento de la institucionalización. Además, Huntington se ha ocupado 
principalmente de la institucionalización de los partidos, mientras que mi en-
foque central está en la capacidad estatal. En el contexto de las insuficiencias 
del Estado para responder a las necesidades de los ciudadanos, la explosión de 
la ciudadanía implicó que más personas pudieran manifestar su insatisfacción 
con el sistema. Antes de la década de 1980, muchos gobiernos democráticos de 
América Latina funcionaban bien, aun en el contexto de marcados incrementos 
de la participación. En lo primordial, el problema fundamental no pasa por una 
baja institucionalización de los partidos, sino por la erosión de la capacidad es-
tatal, que a su turno provocó la desinstitucionalización de los sistemas de par-
tidos.
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gobiernos democráticos se hubiesen desempeñado mejor, la repre-
sentación democrática podría haberse expandido sin crisis. El mal  
desempeño estatal interactuó con una ciudadanía democrática en 
expansión y un mercado electoral más competitivo para producir el 
caldo de cultivo de la frustración con respecto a la representación  
democrática.

Conclusión 

Con la excepción de Levi (1998), el Estado estuvo ausente en los aná-
lisis sobre la confianza en las instituciones. Es hora de remediar esa 
laguna. La baja confianza en los partidos y las asambleas en los países 
andinos se debe sobre todo a las deficiencias estatales. Los estados no 
han logrado resolver las inquietudes políticas de la vasta mayoría de 
los ciudadanos. Las desigualdades de ingresos han aumentado, la po-
breza se ha incrementado en algunos países, la delincuencia ha cre-
cido, la creación de puestos de trabajo ha sido escasa, en el mejor de 
los casos, el crecimiento económico fue lento (pese a que en 2004 y 
2005 la mayor parte de América Latina experimentó un vigoroso cre-
cimiento), y existe la percepción generalizada de que la corrupción 
gubernamental no tiene freno. Dentro de América Latina, los estados 
andinos se han desempeñado especialmente mal en la mayoría de las 
cuestiones que afectan la calidad de la vida cotidiana de los ciudada-
nos. De manera coherente con el argumento expuesto en este artícu-
lo, la crisis de representación democrática ha sido más aguda en los 
países andinos que en casi todos los demás países latinoamericanos.

Una laguna igualmente notable en la literatura comparada es la 
ausencia de la noción de que la confianza es el producto de la cons-
trucción política de evaluaciones sobre la confiabilidad de diferentes 
instituciones. Aunque en este aspecto mis pruebas empíricas se han 
limitado a la región andina, el argumento tiene una relevancia más 
amplia para la política comparada. En efecto, es la clave para enten-
der por qué los partidos y las asambleas se encuentran las más de las 
veces al final de la lista de instituciones que los ciudadanos conside-
ran confiables.

Si bien las pruebas empíricas propuestas en este capítulo se li-
mitan a la confianza en los partidos y las asambleas, el supuesto 
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subyacente es que las deficiencias estatales y la pobre imagen pública 
de los partidos forjada a través de la competencia entre ellos y de las  
opiniones de los medios de comunicación, explican otras manifesta-
ciones de una crisis de la representación democrática. También sos-
pecho que los dos argumentos principales son válidos mucho más allá 
de los casos andinos e incluso más allá de América Latina.

Una crítica radical de la democracia representativa, que está 
muy difundida en la izquierda actual de los países andinos —sobre 
todo en Bolivia, Ecuador y Venezuela—, sostiene que este tipo de de-
mocracia es intrínsecamente limitada. Según esta percepción, se ne-
cesita una democracia más directa. La democracia representativa es, 
en efecto, intrínsecamente limitada. No es una panacea. No produce 
en forma automática buenas políticas públicas y, en los cinco países 
andinos, salvo escasas excepciones, no ha redundado en buenos re-
sultados para la mayoría de los ciudadanos desde 1978.

No obstante, dudo de que una democracia más participativa 
pueda resolver las fallas de la democracia, ni en los países andinos 
ni en ninguna otra parte. La democracia participativa ha sido exito-
sa en algunos casos, pero ha fracasado en otros lugares.49 En cier-
tas circunstancias, una democracia más participativa puede mejorar 
la calidad del gobierno a nivel local, pero no brinda respuestas a los 
problemas de la elaboración de buenas políticas en el plano nacional. 
Aunque un buen gobierno local puede significar una diferencia posi-
tiva, lo esencial para abordar los muchos problemas enfrentados por 
los ciudadanos es un buen gobierno nacional. La formulación de polí-
ticas nacionales adecuadas es sobre todo la tarea de los presidentes 
y sus ministros, las legislaturas nacionales y otros sectores del Es-
tado central. La sociedad civil puede hacer su aporte a esa formula-
ción, pero no puede tener el papel protagónico.

Estas observaciones plantean la molesta interrogante respec-
to a por qué el desempeño estatal ha sido malo. Desafortunadamen-
te, el Estado ha sido objeto de pocas investigaciones empíricas, tanto 

49.	 Brennan y Hamlin (1999) y Manin (1997) exponen argumentos en el sentido 
de que la democracia representativa es superior a la democracia directa. Estos 
argumentos contemporáneos se remontan a las concepciones clásicas de James 
Madison y —aunque sin su elitismo— a las de Schumpeter (1946).
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en la América Latina contemporánea como en otros lugares. En con-
secuencia queda mucho por analizar a fin de conocer el porqué de 
las deficiencias del accionar estatal. Hasta cierto punto, la respuesta 
es histórica y de largo plazo; en comparación con la Argentina, Chi-
le y Uruguay, los estados de la región andina (especialmente Bolivia, 
Ecuador y el Perú) han sido deficientes desde hace mucho. El prolon-
gado legado de patrimonialismo, la exclusión social y política y la de-
pendencia de las industrias extractivas no promovieron una exitosa 
construcción del Estado. Sin embargo, algunas causas históricamen-
te más cercanas también merecen atención, porque el desempeño es-
tatal, al menos en muchas áreas importantes (creación de puestos de 
trabajo, seguridad ciudadana y, en Colombia y el Perú, control estatal 
del territorio nacional), se ha debilitado en los últimos 25 años.

Un importante factor coadyuvante es el hecho de que la crisis de 
la deuda de la década de 1980 provocó la bancarrota del Estado en la 
mayor parte de América Latina y contribuyó a la inflación en casi to-
da la región durante ese decenio. Se interrumpieron así tres décadas 
de crecimiento económico regional, y las políticas orientadas hacia 
el mercado reemplazaron el desarrollo conducido por el Estado del 
período de 1950 a 1980. Los estados tuvieron menos recursos para 
utilizar y para manejarse a sí mismos.

Si bien algunas reformas neoliberales de las décadas de 1980 y 
1990 fueron necesarias a causa de la bancarrota del Estado, otras no 
hicieron sino debilitarlo. En algunos círculos, el desdén por el Esta-
do estuvo de moda durante la década de 1990. Sin embargo, el Esta-
do es importante para regular ciertos aspectos de la economía, ela-
borar políticas, corregir las deficiencias de los mercados, proponer e 
imponer un marco jurídico, proteger los derechos de propiedad, res-
guardar a los ciudadanos del accionar de la delincuencia, garantizar 
el ejercicio de los derechos y educar a la mayoría de los niños y adoles-
centes, entre muchas otras funciones. El Estado no puede resolver to-
dos los problemas de los ciudadanos, pero sin un Estado funcional, la 
sociedad y el mercado no se desempeñan bien. En la década de 1990, 
algunos de los detractores del Estado en América Latina estaban tan 
ansiosos por reducirlo que omitieron apreciar su gran importancia 
para la democracia y el desempeño económico (Foxley 2004). En los 
países andinos, los niveles de recaudación impositiva son tan bajos 
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que los estados se ven gravemente impedidos en el cumplimiento de 
sus funciones. Algunas reformas desmantelaron el Estado en vez de 
esforzarse por hacerlo más eficaz y eficiente. Las prácticas patrimo-
niales de partidos y políticos también lo debilitaron (Guevara Mann 
2001, Mainwaring, 1999: 175-218, Weyland 1996).

Algunos importantes factores que erosionaron los estados andi-
nos han sido de carácter idiosincrásico. En Bolivia, el Perú y espe-
cialmente en Colombia, el crecimiento de la industria de la cocaína 
alimentó la criminalidad y debilitó el sistema judicial. En el Perú y Co-
lombia, movimientos revolucionarios armados fueron responsables 
de una destrucción generalizada que minó los cimientos estatales.

Un mejor desempeño estatal es clave para promover una mayor 
confianza en las instituciones de la democracia representativa y ge-
nerar una satisfacción más grande con la democracia. Cuando los go-
biernos democráticos omiten durante mucho tiempo proporcionar 
lo que los ciudadanos necesitan, la mayor parte de estos comienza a 
desconfiar de las instituciones de la democracia representativa.

Los especialistas en ciencias sociales procuran, con toda lógi-
ca, generalizar los descubrimientos hechos en diferentes regiones del 
mundo. No obstante, tal vez sería equivocado buscar una explicación 
general de la baja o declinante confianza en las instituciones en el 
mundo contemporáneo. Las pruebas recogidas en los países andinos 
sugieren que el desempeño y la capacidad estatales tienen una pro-
funda influencia sobre la confianza en partidos y asambleas. En con-
traste, algunos trabajos realizados en las democracias industriales 
avanzadas han permitido sostener que el desempeño económico tie-
ne poco impacto sobre la confianza en las instituciones representati-
vas (Pharr 2000). La influencia del desempeño estatal sobre la con-
fianza en las instituciones podría ser más fuerte en los países andinos 
que en esas democracias industriales. La razón es fácil de descubrir. 
En la región andina, las deficiencias estatales han sido agudas en la 
mayor parte del período posterior a 1978; ninguna de las democra-
cias industriales avanzadas ha vivido un proceso comparable. El mal 
desempeño económico en los países andinos ha tenido una dimensión 
desconocida en las democracias industriales avanzadas desde la Gran 
Depresión. Las deficiencias estatales de esta magnitud erosionaron 
la confianza en las instituciones de la democracia representativa. La 
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corrupción desenfrenada y la delincuencia extendida también des-
truyeron la confianza en la representación democrática.

Desde un punto de vista normativo, preferiríamos un mundo en 
el que la representación democrática fuera exitosa y estable, pero 
gran parte del planeta no vive en esas condiciones. Es importante co-
menzar a comprender la naturaleza de la representación democrática 
donde esta fracasa y las causas y consecuencias de esos fracasos.
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